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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Oaxaca. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE OAXACA EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR JOSÉ OCTAVIO TINAJERO ZENIL, CONSEJERO JURÍDICO DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO, CON LA PARTICIPACIÓN DE VICENTE MENDOZA TÉLLEZ GIRÓN, SECRETARIO DE FINANZAS, JOSÉ 

ÁNGEL DÍAZ NAVARRO, SECRETARIO DE LA CONTRALORÍA Y TRANSPARENCIA GUBERNAMENTAL CON LA 

ASISTENCIA DE JUAN GABRIEL RODRIGUEZ MATUS, ENCARGADO DE DESPACHO DEL REGISTRO CIVIL; A 

QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 28 de enero de 2020, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314884. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Que el Estado de Oaxaca es una Entidad Libre y Soberana que forma parte integrante de la 
Federación, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 
43 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1, 26 y 27 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 

II.2 José Octavio Tinajero Zenil, Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, cuenta con las facultades 
para suscribir el presente instrumento jurídico, en términos de lo dispuesto en los artículos 82,  
y 98 Bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 3, fracción I y 49, 
fracciones XVI, XXXVIII y XLII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca. 

II.3 Vicente Mendoza Téllez Girón, Secretario de Finanzas, cuenta con facultades para suscribir el 
presente instrumento jurídico en términos de lo dispuesto por los artículos 82 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 3 fracción I, 27, fracción XII y 45, fracción LVI de la 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; 2 y 7, fracción IX del Reglamento Interno de 
la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado. 

II.4 José Ángel Díaz Navarro, Secretario de la Contraloría y Transparencia Gubernamental, cuenta con 
facultades para suscribir el presente instrumento jurídico en términos de lo dispuesto por los artículos 
82 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 3, fracción I, 27, fracción XIV y 
47, fracción VII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, 8, fracción X del 
Reglamento Interno de la Secretaría de la Contraloría y Transparencia Gubernamental. 

II.5 Juan Gabriel Rodríguez Matus, Encargado de Despacho de la Dirección del Registro Civil, de 
conformidad con el nombramiento emitido el 06 de marzo de 2021, por Alejandro Ismael Murat 
Hinojosa, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, según lo establecido 
en los artículos 66, 79 fracciones V y XXVIII, 80 fracción II, 82 y 83 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 2, 3 fracción II, 5 párrafo segundo, 6 y 29 párrafo tercero de la 
Ley Orgánica del Estado de Oaxaca y 14 del Reglamento del Registro Civil del Estado de Oaxaca, 
cuenta con facultades para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 82,83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 
35 del Código Civil para el Estado de Oaxaca, 29 párrafo tercero de la Ley  Orgánica del Estado de 
Oaxaca y 14 del Reglamento del Registro Civil del Estado de Oaxaca y para efectos del presente 
instrumento jurídico, la Dirección del Registro Civil, es la Unidad Coordinadora Estatal (UCE). 

II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico señala como domicilio el ubicado en calle 
García Vigil número 602, Violetas y Vicente Guerrero, Colonia Centro, Código Postal 68000, Oaxaca 
de Juárez, Oaxaca. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 

Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 

afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 

Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 

fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Oaxaca, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 

población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 

siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 

las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 

Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 

Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 

asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 

denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 

de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  

“LAS PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación  

del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 

recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal  

emitido por este último, por la cantidad de $1’957,407.00 (Un millón novecientos cincuenta y siete mil 

cuatrocientos siete pesos 00/100 M.N.) que depositará en la cuenta bancaria productiva  

específica número 1140478476 del Banco Mercantil del Norte, S.A, Institución de  

Banca Múltiple Grupo Financiero Banorte Sucursal Reyes Mantecón 2437, Plaza 640 y CLABE  

No. 072 640 01 140478476 5. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 

días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 

estatales por $838,889.29 (Ochocientos treinta y ocho mil ochocientos ochenta y nueve pesos  

29/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 

Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 

10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 

respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 

total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas de  

“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de Población 

(PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los recursos no 

deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General 

de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 

estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 

administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 

estos hasta su total aplicación. 
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Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.), para analizar y validar la 
captura de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre  
“LAS PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión 
Interestatal e integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $240,000.00 (Doscientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización 
tecnológica de la UCE y al menos 6 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que 
establezca la DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la 
instalación del equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $130,000.00 (Ciento treinta mil pesos 00/100 M.N.), para el funcionamiento de la 
solución integral de la Conexión Interestatal, al contratar el servicio de internet con un ancho de 
banda simétrico óptimo y suficiente, o bien el mantenimiento del equipamiento correspondiente, que 
permita integrar y actualizar los registros en la Base de Datos Local y la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil operada por la DGRNPI. 

d) La cantidad de $476,000.00 (Cuatrocientos setenta y seis mil pesos 00/100 M.N.), para la integridad 
de la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación 
y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

e) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.), para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

f) La cantidad de $1’100,000.00 (Un millón cien mil pesos 00/100 M.N.), para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $630,000.00 (Seiscientos treinta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos 
del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

h) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.), para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

i) La cantidad de $2,796.29 (Dos mil setecientos noventa y seis pesos 29/100 M.N,) para que se 
destine, en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría Contraloría y Transparencia 
Gubernamental de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar la 
vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el 
presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 
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Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de 
Registro e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la 
población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 
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DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  
“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 
realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 
acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
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Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 
Contraloría y Transparencia Gubernamental. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Contraloría y 
Transparencia Gubernamental, misma que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del 
presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios 
ejecutados por administración directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos, así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 
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VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que  
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  
del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico.  
Es obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  
“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la 
Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, toda vez que deriva del Convenio 
de Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Oaxaca de Juárez, Estado de Oaxaca, a los 31 días del mes de marzo de 2021.- 
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, 
Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e 
Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Consejero Jurídico del 
Gobierno del Estado, José Octavio Tinajero Zenil.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, Vicente Mendoza 
Téllez Girón.- Rúbrica.- Secretario de la Contraloría y Transparencia Gubernamental, José Ángel Díaz 
Navarro.- Rúbrica.- Encargado de Despacho del Registro Civil, Juan Gabriel Rodríguez Matus.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de San Luis Potosí. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR JORGE DANIEL HERNÁNDEZ DELGADILLO, SECRETARIO GENERAL DE 

GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE DANIEL PEDROZA GAITÁN, SECRETARIO DE FINANZAS, ÓSCAR 

ALARCÓN GUERRERO, CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO, CON LA ASISTENCIA DE LUZ MARÍA LASTRAS 

MARTÍNEZ, DIRECTORA DEL REGISTRO CIVIL DE LA ENTIDAD; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES 

DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 27 de noviembre 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314875. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 2º de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San 
Luis Potosí. 

II.2 Jorge Daniel Hernández Delgadillo, Secretario General de Gobierno, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San 
Luis Potosí; 1o., 3o. fracción I inciso a) 31 fracción I y 32 fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6 y 7 fracción XXII del Reglamento 
Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

II.3 Daniel Pedroza Gaitán, Secretario de Finanzas, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido en los 
artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1o., 3o. 
fracción I inciso a), 31 fracción II y 33 fracción L de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado, y 6 fracciones XVI y XVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Estado. 

II.4 Óscar Alarcón Guerrero, Contralor General del Estado, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido en los 
artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1o., 3o. 
fracción I, inciso d), 31 fracción XVI y 44 fracción XL de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado, y 8 fracciones XX y XXXIII Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado. 

II.5 La Dirección del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Luz María Lastras Martínez, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 16 fracción I, 17, fracción I, 20 y 21 fracción XIII de la 
Ley del Registro Civil del Estado de San Luis Potosí. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Calle Madero 
No. 100, Colonia Centro, Código Postal 78000, San Luis Potosí, Estado de San Luis Potosí. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de San Luis Potosí, a fin de garantizar el derecho a la identidad de 
la población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 
Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  
“LAS PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1’464,114.00 (Un millón cuatrocientos sesenta y cuatro mil ciento 
catorce pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 
31107378 del Banco del Bajío S.A., Sucursal Muñoz 134, Plaza San Luis Potosí y CLABE No. 
030700900025149057. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por $627,477.59 (Seiscientos veintisiete mil cuatrocientos setenta y siete pesos  
59/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por Secretaría de Finanzas de  
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de Población 
(PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los recursos no 
deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
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cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la captura 
de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre “LAS PARTES”, a fin 
de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e integrarse a la 
Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $320,000.00 (Trescientos veinte mil pesos 00/100 M.N) para la actualización 
tecnológica de al menos 8 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la 
DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del 
equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $357,000.00 (Trescientos cincuenta y siete mil pesos 00/100 M.N.) para la integridad 
de la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación 
y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

e) La cantidad de $250,000.00 (Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 
campañas especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

f) La cantidad de $945,000.00 (Novecientos cuarenta y cinco mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 
módulos del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

h) La cantidad de $2,091.59 (Dos mil noventa y un pesos 59/100 M.N.) para que se destine, en caso de 
ser procedente, a favor de la Contraloría General Del Estado de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 
misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las 
acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 
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La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro 
e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 
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Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  
“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 
realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 
acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Contraloría General 
del Estado. 
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“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Contraloría General del Estado, misma 
que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos 
recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 
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VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 
DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  
del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico.  
Es obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito, 
“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con fundamento en el artículo 6º. Fracción 
II de la Ley del Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, toda vez que deriva del Convenio de 
Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de San Luis Potosí, San Luis Potosí a los 31 días del mes de marzo de 2021.-  
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, 
Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e 
Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Secretario General de 
Gobierno, Jorge Daniel Hernández Delgadillo.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, Daniel Pedroza Gaitán.- 
Rúbrica.- Contralor General del Estado, Óscar Alarcón Guerrero.- Rúbrica.- Directora del Registro Civil, Luz 
María Lastras Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Sinaloa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SINALOA EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR GONZALO GÓMEZ FLORES, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, CON 

LA PARTICIPACIÓN DE LUIS ALBERTO DE LA VEGA ARMENTA, SECRETARIO DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, 

DE MARÍA GUADALUPE YAN RUBIO, SECRETARIA DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS, CON LA 

ASISTENCIA DE MARCO ANTONIO IRIZAR CÁRDENAS, DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO; A QUIENES 

AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 26 noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314876. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 3º de la Constitución Política del Estado de Sinaloa. 

II.2 Gonzalo Gómez Flores, Secretario General de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los 
artículos 66 y 72 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 1º, 3º,  20 y 21 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 15, fracción I, 17, fracción X y 36 del Reglamento 
Orgánico de la Administración Pública Estatal de Sinaloa; 1, 8, 9, fracción X y 10, fracción XX del 
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Sinaloa. 

II.3 Luis Alberto de la Vega Armenta, Secretario de Administración y Finanzas, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos en los artículos 66 y 72 de la Constitución Política del 
Estado de Sinaloa; 1º, 3º, 20 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Sinaloa; 15, fracción II, 18, fracciones XI y LVII y 36 del Reglamento Orgánico de la Administración 
Pública Estatal de Sinaloa; 1, 9, fracción, I y 10 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Administración y Finanzas del Estado de Sinaloa. 

II.4 María Guadalupe Yan Rubio, Secretaria de Transparencia y Rendición de Cuentas, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 66 y 72 de la Constitución Política del Estado de 
Sinaloa; 1º, 3º,  20 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 15, 
fracción XIV, 30 fracción XLVII y 36 del Reglamento Orgánico de la Administración Pública Estatal de 
Sinaloa; 2, 4 y 7, fracción VII, 8, fracción XXI del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Transparencia y Rendición de Cuentas. 

II.5 La Dirección del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Marco Antonio Irizar Cárdenas, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2 y 37 fracción VII del Reglamento Interior de la 
Secretaría General de Gobierno. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Insurgentes 
S/N Dirección de Servicios Generales Primer, Colonia Centro, Código Postal 80129, Culiacán, 
Estado de Sinaloa. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Sinaloa, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 
Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  
“LAS PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1’051,401.00 (Un millón cincuenta y un mil cuatrocientos un 
pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 1141286678 
del Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero BANORTE 
Sucursal Insurgentes, Plaza 25001 Culiacán, Sinaloa y CLABE No. 072730011412866789. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por $450,601.00 (Cuatrocientos cincuenta mil seiscientos un pesos 00/100 M.N.), que 
depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula Cuarta, informando por 
escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 10 días hábiles 
posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Administración y 
Finanzas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de 
Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los 
recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 
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QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la captura 
de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre “LAS PARTES”, a fin 
de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e integrarse a la 
Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $200,000.00 (Doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de 
al menos 5 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la DGRNPI. Una vez 
concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del equipo en un plazo 
no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $130,000.00 (Ciento treinta mil pesos 00/100 M.N.) para el funcionamiento de la 
solución integral de la Conexión Interestatal, al contratar el servicio de internet con un ancho de 
banda simétrico óptimo y suficiente, o bien el mantenimiento del equipamiento correspondiente, que 
permita integrar y actualizar los registros en la Base de Datos Local y la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil operada por la DGRNPI. 

d) La cantidad de $238,000.00 (Doscientos treinta y ocho mil pesos 00/100 M.N.) para la Integridad de 
la Información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación y 
actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

e) La cantidad de $22,500.00(Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

f) La cantidad de $400,000.00 (Cuatrocientos mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $315,000.00 (Trescientos quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos 
del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

h) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

i) La cantidad de $1,502.00 (Mil quinientos dos pesos 00/100 M.N.) para que se destine, en caso de ser 
procedente, a favor de la Secretaría de Transparencia y Rendición de Cuentas de “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación 
sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
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transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro 
e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 
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Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordarán mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  
“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 
realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 
acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de 
Transparencia y Rendición de Cuentas. 
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“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de Transparencia y Rendición 
de Cuentas, misma que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio 
fiscal, la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por 
administración directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. En el caso específico de que  
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente instrumento jurídico, deberá informarlo a 
“GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante escrito en donde queden asentados los 
motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de cumplimiento de las obligaciones pactadas y 
pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 
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Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 
DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  
del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  
“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Estado de Sinaloa, conforme al artículo 17 fracción XXII del Reglamento Orgánico 
de la Administración Pública estatal y 42 fracción XV y 44, fracción VII del Reglamento Interior de la Secretaria 
General de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Culiacán Rosales, Estado de Sinaloa a los 31 días del mes de marzo de 2021.- 
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, 
Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e 
Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Secretario General de 
Gobierno, Gonzalo Gómez Flores.- Rúbrica.- Secretario de Administración y Finanzas, Luis Alberto de la 
Vega Armenta.- Rúbrica.- Secretaria de Transparencia y Rendición de Cuentas, María Guadalupe Yan 
Rubio.- Rúbrica.- Director del Registro Civil del Estado, Marco Antonio Irizar Cárdenas.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Sonora. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SONORA EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR JUAN ÁNGEL CASTILLO TARAZÓN, SECRETARIO DEL RAMO DE LA 

SECRETARÍA DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE RAÚL NAVARRO GALLEGOS, SECRETARIO DEL RAMO 

DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA, Y MIGUEL ÁNGEL MURILLO AISPURO, SECRETARIO DEL RAMO DE LA 

SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA GENERAL, CON LA ASISTENCIA DE HÉCTOR ULISES CRISTÓPULOS RÍOS, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO CIVIL; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ  

“LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 20 de noviembre 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314885. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado autónomo, libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de 
conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 21 de la Constitución Política del 
Estado de Sonora. 

II.2 Juan Ángel Castillo Tarazón, Secretario del Ramo de la Secretaría de Gobierno, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido en el artículo 81 párrafo segundo y 82 de la Constitución Política del 
Estado de Sonora; y los artículos 1, 3, 11, 12, 15 y 22, fracción I y 23, fracciones I, XXIX y XXXII de 
la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora; y 1, 2, 5, y 6, fracción XXII del 
Reglamento Interior de la Secretaria de Gobierno. 

II.3 Raúl Navarro Gallegos, Secretario del Ramo de la Secretaría de Hacienda, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 81 párrafo segundo de la Constitución Política del 
Estado de Sonora; 1, 3, 11, 12, 15, 22, fracción II y 24 apartado B, fracción V, de la Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo del Estado de Sonora; 1 y 6, fracciones XVIII, XXXVIII y LII del Reglamento Interior 
de la Secretaria de Hacienda. 

II.4 Miguel Ángel Murillo Aispuro, Secretario del Ramo de la Secretaría de la Contraloría General, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 81 párrafo segundo de la Constitución Política del 
Estado de Sonora; 1, 3, 11, 12, 15, 22, fracción III y 26 apartado C, fracción II de la Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo del Estado de Sonora; 2 y 9, apartado A, fracción XIX del Reglamento Interior de la 
Secretaria de la Contraloría General. 

II.5 La Dirección General del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Héctor Ulises Cristópulos Ríos, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido en el artículo 2, fracción I y 21, fracción XV y XVI del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobierno; 1, 2, 12 y 13 de la Ley del Registro Civil para el Estado  
de Sonora. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Comonfort y 
Dr. Paliza S/N, Colonia Centenario, Código Postal 83260, Hermosillo, Sonora. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
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del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 

afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 

fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Sonora, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 

Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 

Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 

denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. De conformidad con el Programa de Registro e Identificación de Población, por 
tratarse de la continuidad de actividades para el Fortalecimiento del Registro Civil, se determina que el 
porcentaje de la aportación federal para “EL GOBIERNO DEL ESTADO” constituirá el 100% de los recursos 

aportados para el ejercicio fiscal 2021. 

Por lo anterior, para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera, “GOBERNACIÓN” 
de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 224 de 
su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e 
Identificación de Población, hará una aportación de recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

previa entrega del comprobante fiscal respectivo emitido por este último, por la cantidad de $1’663,088.00  
(Un millón seiscientos sesenta y tres mil ochenta y ocho pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta 
bancaria productiva específica número 18000183989 del Banco Santander (México), S.A., 7723 Sucursal Rio 
Sonora, Plaza 26001 Hermosillo y CLABE No. 014760180001839895. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 

respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Hacienda de  
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de Población 
(PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los recursos no 
deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 
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a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la captura 
de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre “LAS PARTES”, a fin 
de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e integrarse a la 
Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $80,000.00 (Ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de la 
UCE y de al menos 2 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la 
DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del 
equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $357,000.00 (Trescientos cincuenta y siete mil pesos 00/100 M.N.) para la integridad 
de la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación 
y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

e) La cantidad de $331,924.92 (Trescientos treinta y un mil novecientos veinticuatro pesos 92/100 M.N.) 
para implementar campañas especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de 
nacimiento. 

f) La cantidad de $630,000.00 (Seiscientos treinta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos 
del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $60,000.00 (Sesenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

h) La cantidad de $1,663.08 (Mil seiscientos sesenta y tres pesos 08/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Contraloría General de “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre 
las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 
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OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 

responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 

“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 

en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 

del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 

correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 

Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 

correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 

de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 

apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 

las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 

el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 

gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 

párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 

publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 

facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 

falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 

identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro 

e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 

canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 

y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 

de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 

local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 

procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 

compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 

ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 

no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 

efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 

la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 

los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 

identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 

Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 

federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 

DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 

a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 

no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 

los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental. 
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DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 

comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 

Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 

suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 

Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 

Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 

DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 

ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 

reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 

cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 

pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 

primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 

pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 

deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 

de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 

de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 

de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 

informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 

Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 

(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 

los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 

de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 

aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 

cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 

métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  

“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 

realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 

acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 

de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 

del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 

superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 

aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 

Contraloría General. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 

presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Contraloría General, 

misma que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la 

vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración 

directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 
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DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 
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Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 

instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 

cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 

fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 

entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 

DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 

Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 

fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 

recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  

del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 

DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 

del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 

eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 

como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 

ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 

obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 

partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 

del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  

“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 

obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 

de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 

anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 

para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 

Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 

en el Boletín Oficial del Estado conforme a los artículos 2 y 3 fracción III, toda vez que deriva del Convenio de 

Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 

ocho tantos en la ciudad de Hermosillo, Sonora a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por Gobernación:  

el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 

Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana 

González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge 

Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario del Ramo de la Secretaría 

de Gobierno, Juan Ángel Castillo Tarazón.- Rúbrica.- Secretario del Ramo de la Secretaría de Hacienda, 

Raúl Navarro Gallegos.- Rúbrica.- El Secretario del Ramo de la Secretaría de la Contraloría General, Miguel 

Ángel Murillo Aispuro.- Rúbrica.- El Director General del Registro Civil, Héctor Ulises Cristópulos Ríos.- 

Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Tlaxcala. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO 

DEL ESTADO DE TLAXCALA EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR 

LUIS MIGUEL ÁLVAREZ LANDA, OFICIAL MAYOR DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE MARÍA ALEJANDRA 

MARISELA NANDE ISLAS, SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS, MARÍA MARICELA ESCOBAR SÁNCHEZ, 

CONTRALORA DEL EJECUTIVO, CON LA ASISTENCIA DE ALFONSO CARMONA VEGA, DIRECTOR DE LA 

COORDINACIÓN DEL REGISTRO CIVIL; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ 

“LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 24 de enero de 2020, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314886. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Tlaxcala. 

II.2 Luis Miguel Álvarez Landa, Oficial Mayor de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los 
artículos 11, 12, 17, 50 y 51, fracciones XI y XX de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Tlaxcala; y 10 del Reglamento Interior de la Oficialía Mayor de Gobierno y 3 del 
Reglamento del Registro Civil para el Estado de Tlaxcala. 

II.3 María Alejandra Marisela Nande Islas, Secretaria de Planeación y Finanzas, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 11, 12, 17, 31 y 32, fracción VII inciso i) de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Tlaxcala. y 

II.4 María Maricela Escobar Sánchez, Contralora del Ejecutivo, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por 
los artículos 11 y 17, párrafo segundo, de la de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Tlaxcala; 2, y del Reglamento Interior de la Contraloría del Ejecutivo. 

II.5 La Dirección de la Coordinación del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es 
la Unidad Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular, Alfonso Carmona Vega, cuenta con 
las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 5, fracción IV y 16 del Reglamento Interior de la 
Oficialía Mayor de Gobierno; 3, 7, fracción III, 9 y 11, fracciones XVI y XXVIII del Reglamento del 
Registro Civil para el Estado de Tlaxcala. 

II.6 Para fines y efectos legales del presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos, señala 
como su domicilio legal el ubicado en Calle Plaza de la Constitución número 3, Colonia Tlaxcala, 
Código Postal 90000, Tlaxcala, Estado de Tlaxcala. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Tlaxcala, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 
Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA. - RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  
“LAS PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $562,312.00 (Quinientos sesenta y dos mil trescientos doce pesos 
00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 04066416694 del 
Banco HSBC México, S.A., Sucursal 332 Tlaxcala, Plaza 29001 Tlaxcala, y CLABE 
No. 021830040664166942. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por $240,991.30 (Doscientos cuarenta mil novecientos noventa y un mil pesos  
30/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Planeación y 
Finanzas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de 
Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los 
recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
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cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.), para analizar y validar la 
captura de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre 
“LAS PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión 
Interestatal e integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $200,000.00 (Doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de 
al menos 5 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la DGRNPI. Una vez 
concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del equipo en un plazo 
no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $238,000.00 (Doscientos treinta y ocho mil pesos 00/100 M.N.), para la integridad de 
la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación y 
actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.), para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

e) La cantidad de $150,000.00 (Ciento cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

f) La cantidad de $12,000.00 (Doce mil pesos 00/100 M.N.), para implementar campañas especiales de 
regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres o 
madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

g) La cantidad de $803.30 (Ochocientos tres pesos 00/100 M.N.), para que se destine, en caso de ser 
procedente, a favor de la Contraloría del Ejecutivo de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se 
compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios 
ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 
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La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro 
e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es Federal o Estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 
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Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordarán mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que 
“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 
realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 
acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Contraloría  
del Ejecutivo. 
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“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Contraloría del Ejecutivo, misma que se 
compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, 
control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, 
presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos, así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 
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Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 
DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  
del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico.  
Es obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  
“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala, conforme el artículo 18, fracción III del 
Reglamento Interior de la Oficialía Mayor de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación 
celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, Estado de Tlaxcala, a los 31 días del mes de marzo  
de 2021.- Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de 
Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de 
Personas, Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población 
e Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Oficial Mayor de 
Gobierno, Luis Miguel Álvarez Landa.- Rúbrica.- La Secretaria de Planeación y Finanzas, María Alejandra 
Marisela Nande Islas.- Rúbrica.- La Contralora del Ejecutivo, María Maricela Escobar Sánchez.- Rúbrica.- 
El Director de la Coordinación del Registro Civil, Alfonso Carmona Vega.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Zacatecas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE ZACATECAS EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR ERIK FABIÁN MUÑOZ ROMÁN, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, CON 

LA PARTICIPACIÓN DE RICARDO OLIVARES SÁNCHEZ, SECRETARIO DE FINANZAS, GABRIELA ALEJANDRA 

RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, SECRETARIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, FEDERICO CARLOS SOTO ACOSTA, 

COORDINADOR GENERAL JURÍDICO, Y CON LA ASISTENCIA DE REY DAVID CORTÉS NORIEGA, SECRETARIO 

TÉCNICO DEL DESPACHO DE LA COORDINACIÓN GENERAL JURÍDICA EN SUPLENCIA POR AUSENCIA DE LA 

DIRECCIÓN DEL REGISTRO CIVIL DE LA ENTIDAD; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES 

DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS 

ANTECEDENTES 

Con fecha 26 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314887. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado autónomo, libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de 
conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1 y 2 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Zacatecas. 

II.2 Erik Fabián Muñoz Román, Secretario General de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por 
los artículos 84 y 85 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas; 4, 12, 25 
fracción I y 26 fracciones IV y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Zacatecas y 5, fracción XII y XXII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno. 

II.3 Ricardo Olivares Sánchez, Secretario de Finanzas, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los 
artículos 84 y 85 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas; 4, 12 y 25 
fracción II, y 27, fracción XLIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Zacatecas y 8 fracción XI y XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas. 

II.4 Gabriela Alejandra Rodríguez Rodríguez, Secretaria de la Función Pública, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 84 y 85 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Zacatecas; 4, 12 y 25 fracción V y 30 fracción XLV de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Zacatecas y 7, fracción III del Reglamento Interior de la 
Función Pública. 

II.5 Federico Carlos Soto Acosta, Coordinador General Jurídico, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por 
los artículos 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas; 4, 12, 25 
fracción XVII y 42, fracción II, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Zacatecas y 4, fracciones I y X del Reglamento Interior de la Coordinación General Jurídica. 

II.6 La Dirección del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), representada por Rey David Cortés Noriega, Secretario 
Técnico del Despacho de la Coordinación General Jurídica en suplencia por ausencia de la Dirección 
del Registro Civil de la Entidad, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la 
suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 13 
fracciones II y XVII del Reglamento Interior del Registro Civil del Estado de Zacatecas. 

II.7 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Blvd. Héroes 
de Chapultepec No. 1902 Ciudad Gobierno Zacatecas, Código Postal 98160, Zacatecas, Zacatecas. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
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del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil  
(en lo sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento 
jurídico y a optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Zacatecas, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 
Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  
“LAS PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1’003,754.00 (Un millón tres mil setecientos cincuenta y cuatro 
pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 0116484492 
del Banco BBVA Bancomer S.A., Sucursal Banca de Gobierno 7709, Plaza Zacatecas 334 y CLABE 
No. 012930001164844926. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por $430,179.93 (Cuatrocientos treinta mil ciento setenta y nueve pesos 93/100 M.N.), que 
depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula Cuarta, informando por 
escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 10 días hábiles 
posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas de  
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de Población 
(PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los recursos no 
deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 
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Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la captura 
de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre “LAS PARTES”, a fin 
de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e integrarse a la 
Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $200,000.00 (Doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de 
la UCE y de al menos 5 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la 
DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del 
equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $238,000.00 (Doscientos treinta y ocho mil pesos 00/100 M.N.) para la integridad de 
la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación y 
actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

e) La cantidad de $150,000.00 (Ciento cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

f) La cantidad de $630,000.00 (Seiscientos treinta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos 
del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $12,000.00 (Doce mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales de 
regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres o 
madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave Única 
de Registro de Población (NAPHSIS). 

h) La cantidad de $1,433.93 (Mil cuatrocientos treinta y tres pesos 93/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Función Pública de “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre 
las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 
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La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro 
e Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
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DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  
“LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se 
realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo 
acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 
Función Pública. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Función Pública, misma 
que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos 
recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 
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La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería  
de la Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  
DEL ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 
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Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 
DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  
del 2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico.  
Es obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  
“LAS PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Estado, conforme el artículo 5 fracción VIII de la Ley del Periódico Oficial en el 
Estado de Zacatecas y sus municipios toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre 
“LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Zacatecas, Zacatecas a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por Gobernación: 
el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 
Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana González 
Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e identidad, Jorge Leonel 
Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario General de Gobierno, Erik Fabián 
Muñoz Román.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas, Ricardo Olivares Sánchez.- Rúbrica.- La Secretaria de 
la Función Pública, Gabriela Alejandra Rodríguez Rodríguez.- Rúbrica.- El Coordinador General Jurídico, 
Federico Carlos Soto Acosta.- Rúbrica.- La Dirección del Registro Civil.- Con fundamento en lo dispuesto 
por los artículos 29 del Reglamento Interior de la Coordinación General Jurídica y 130 del Reglamento Interior 
del Registro Civil, firma en suplencia por ausencia, Rey David Cortés Noriega, Secretario Técnico del 
Despacho de la Coordinación General Jurídica.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 
LINEAMIENTOS para el otorgamiento de estímulos y reconocimiento al personal de carrera de la  
Guardia Nacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana. 

LICENCIADA EVANGELINA HERNÁNDEZ DUARTE, Secretaria General del Consejo de Carrera de la 
Guardia Nacional, con fundamento en los dispuesto por los artículos 1º, 21 párrafos noveno a décimo tercero, 
y 123 apartado “B” fracción XIII, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
105 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 21, 27 y 28 de la Ley de la Guardia 
Nacional; y 2, fracciones V y XIV, 25, 227 fracción II y 231, fracción XI del Reglamento de la Ley de la Guardia 
Nacional: 

CERTIFICA 

Que el Consejo de Carrera de la Guardia Nacional, en su Segunda Sesión Ordinaria, celebrada el 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno, aprobó el Acuerdo por el que se expiden los “Lineamientos para el 
otorgamiento de Estímulos y Reconocimiento al Personal de Carrera de la Guardia Nacional”, siguientes: 

“EL CONSEJO DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 21, párrafos noveno, décimo, décimo primero, décimo segundo y décimo tercero, y 123 apartado B 
fracción XIII párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 78, 85 y 90 de la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 26 fracciones IV y IX, 27 y 28 fracciones I y III de  
la Ley de la Guardia Nacional; 2 fracción XIX, 4, 113, 116, 117, 118, 119, 120, 121 y 227 del Reglamento de la 
Ley de la Guardia Nacional; 9 fracciones I, II IV, XVI, XVIII y XIX del Manual General del Consejo de Carrera 
de la Guardia Nacional; y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 21, párrafos noveno, décimo, décimo primero, décimo segundo y décimo tercero de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé que la Federación contará con una institución 
de carácter civil denominada Guardia Nacional, con atribuciones en materia de seguridad pública, y la 
formación y el desempeño de sus integrantes se regirán por una doctrina policial fundada en el servicio  
a la sociedad, la disciplina, el respeto a los derechos humanos, al imperio de la Ley, al mando superior, y en lo 
conducente a la perspectiva de género. 

Que los artículos 78 y 85 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, disponen que la 
Carrera Policial, es el sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los 
lineamientos que definen, entre otros, los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, formación, 
certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento de los integrantes de las Instituciones 
Policiales, y comprende, entre otros aspectos, el grado policial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones, 
estímulos y reconocimientos obtenidos por el integrante. 

Que el artículo 90 de dicha Ley General, señala que el régimen de estímulos es el mecanismo por el cual 
las Instituciones Policiales otorgan el reconocimiento público a sus integrantes por actos de servicio meritorios 
o por su trayectoria ejemplar, para fomentar la calidad y efectividad en el desempeño del servicio, incrementar 
las posibilidades de promoción y desarrollo de los integrantes, así como fortalecer su identidad institucional. 

Que el artículo 68 del Reglamento de la Ley de la Guardia Nacional, dispone que los fines de la Carrera de 
Guardia Nacional son entre otros, garantizar el desarrollo institucional, así como el de cada integrante de 
carrera, con base en un esquema de certeza y transparencia, así como instaurar la doctrina policial civil y 
fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia mediante la motivación y el reconocimiento de los 
integrantes de carrera. 

Que con el objeto de reconocer a las y los integrantes por su heroísmo, capacidad profesional, servicios a 
la patria, trayectoria ejemplar y demás hechos meritorios, para fomentar la calidad y efectividad en el 
desempeño del servicio, así como para incrementar las posibilidades de promoción y desarrollo de los 
integrantes de carrera de la Guardia Nacional, y fortalecer su identidad institucional, el Reglamento de la Ley 
de la Guardia Nacional prevé en su artículo 116 el otorgamiento de los siguientes reconocimientos y 
estímulos: Condecoraciones, Menciones Honorificas, Distinciones, Citaciones y Recompensas. 

Que con la finalidad de reconocer el desempeño de los integrantes de la Guardia Nacional durante el 
primer año de operaciones de la Institución, con fecha 24 de junio de 2020, el Consejo de Carrera emitió los 
Lineamientos para el otorgamiento de las Condecoraciones al Mérito Policial, Mérito Social, Mérito Ejemplar, 
así como la Mención Honorífica, la Distinción y la Citación para el Personal de Carrera de la Guardia Nacional. 
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Que de conformidad con lo previsto en los artículos 9 fracción XIX y 29 del Manual General del Consejo de 
Carrera en la segunda sesión ordinaria celebrada con fecha 19 de febrero del 2021, el Pleno del Consejo  
de Carrera aprobó la creación de la “Comisión de Estímulos y Reconocimiento al Personal de Carrera de la 
Guardia Nacional”. 

Que de conformidad con lo señalado en el artículo 28 fracciones I y III de la Ley de la Guardia Nacional, 
corresponde al Consejo de Carrera, entre otras atribuciones, emitir normas relativas a los estímulos y 
reconocimientos del personal de la Guardia Nacional, así como aplicar y resolver los procedimientos relativos 
al reconocimiento del personal de la Guardia Nacional. 

Por lo anterior, se tiene a bien expedir los siguientes: 

LINEAMIENTOS PARA EL OTORGAMIENTO DE ESTIMULOS Y RECONOCIMIENTO AL  
PERSONAL DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Primero.- Los presentes Lineamientos tienen por objeto establecer las disposiciones relativas a los 
requisitos y procedimiento para el otorgamiento de los estímulos y reconocimiento al personal de Carrera de la 
Guardia Nacional, por su heroísmo, capacidad profesional, servicios a la patria y demás hechos meritorios, a 
fin de fomentar la calidad y efectividad en el desempeño del servicio, así como incrementar las posibilidades 
de promoción, desarrollo y fortalecer la lealtad, la honestidad y su identidad institucional. 

Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos se entenderá por: 

1. Comandante. Al Comandante de la Guardia Nacional. 

2. Comisión. A la Comisión de Estímulos y Reconocimiento al Personal de Carrera de la Guardia 
Nacional; 

3. Consejo. Al Consejo de Carrera de la Guardia Nacional; 

4. Institución. A la Guardia Nacional; 

5. Integrantes. Las y los integrantes de Carrera de la Guardia Nacional, ya sean operativos o de 
servicios en términos de lo previsto en el artículo 10 del Reglamento; 

6. Lineamientos. Los Lineamientos para el Otorgamiento de Estímulos y Reconocimiento al Personal 
de Carrera de la Guardia Nacional; 

7. Manual de Uniformes y Equipo. Al Manual de Uniformes, Insignias y Equipo de la Guardia 
Nacional 

8. Presea: la presea, joya, gafete, insignia, medalla o divisa que se otorgue con motivo del estímulo o 
reconocimiento; 

9. Reglamento. Al Reglamento de la Ley de la Guardia Nacional; 

Tercero.- Los estímulos que se otorgarán a los integrantes son: 

1. Condecoraciones, 

2. Menciones Honoríficas, 

3. Distinciones, 

4. Citaciones y 

5. Recompensas 

Cuarto.- El otorgamiento de estímulos a los integrantes, así como a las Unidades Administrativas, estarán 
sujetos a los presentes Lineamientos, los cuales establecen el procedimiento, tiempo y forma para solicitarlos 
y serán propuestos a la Comisión para su otorgamiento por los Titulares de las Unidades Administrativas, de 
acuerdo a su dedicación, valor, disciplina, heroísmo, ética, profesionalismo, legalidad, honradez, tipo  
de actuación, perseverancia en el servicio, espíritu de cuerpo, atención a la ciudadanía, constancia de 
superación, conocimientos adquiridos, trayectoria deportiva, académica o científica y por considerarlo como 
ejemplo de sus compañeros dentro de la Institución y/o ante la ciudadanía o la Nación. 
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Quinto.- Para los efectos de los presentes Lineamientos, conforme lo dispone el Capítulo III del Título 
Tercero del Reglamento, se entenderá por: 

I. Condecoración.- Es la presea o joya que galardona un acto o hechos específicos de las y los 
integrantes. 

II. Mención Honorífica.- Es el gafete o insignia que se otorga al integrante por acciones 
sobresalientes o de relevancia, no consideradas para el otorgamiento de condecoraciones. 

III. Distinción.- Es la divisa o insignia con que la Institución reconoce al integrante que se destaque por 
actuación sobresaliente en el cumplimiento del servicio, disciplina o desempeño académico. 

IV. Citación.- Es el reconocimiento verbal y escrito al integrante, por haber realizado un hecho 
relevante, pero que no amerite o esté considerado para el otorgamiento de los estímulos de 
condecoración, mención honorífica y distinción. 

V. Recompensa.- Es el reconocimiento de carácter económico que se otorga, conforme a las 
disposiciones aplicables, para alentar e incentivar la conducta de los integrantes a propuesta de su 
superior jerárquico y está sujeta a la suficiencia presupuestaria. 

Sexto.-La solicitud para el otorgamiento de Condecoraciones, Mención Honorífica, Distinción y Citación 
podrá realizarse en cualquier momento con independencia de la fecha del hecho o acción meritoria. 

Para el caso de las recompensas, la solicitud deberá realizarse dentro de los 60 días naturales siguientes 
a que tuvo lugar el hecho o acción meritoria. 

CAPÍTULO II 

DE LAS CONDECORACIONES 

Séptimo.- Las condecoraciones que se otorgarán a las y los integrantes de la Guardia Nacional, serán 
las siguientes: 

I.- Al Mérito Policial. Será conferida en Primera y Segunda Clase, de acuerdo al hecho o acción meritoria, 
conforme a lo siguiente: 

i. Mérito Policial Primera Clase. Se otorgará al integrante, que en el cumplimiento de su deber y al 
servicio de la nación realice actos de heroísmo y valor excepcional con riesgo de su vida. 

ii. Mérito Policial Segunda Clase. Se otorgará al integrante que en el cumplimiento de su deber, 
realice hechos o actos destacados en beneficio de la nación o de la Institución. 

La condecoración al Mérito Policial podrá otorgarse de manera póstuma si el fallecimiento del integrante 
fue con motivo de un hecho o acción meritoria. En este caso, la condecoración será entregada, al familiar que 
conforme a los registros de la Dirección General de Recursos Humanos, tenga derecho a recibirla. 

II.- Al Mérito Cívico.- Se otorgará al integrante que realice actos en beneficio de la sociedad y de la 
Institución en sus relaciones con la ciudadanía, ejerciendo sus funciones con ejemplo del firme deber, en 
defensa de los derechos humanos sin riesgo de la vida. 

III.- Al Mérito Social.- Se otorgará al integrante, que en el cumplimiento de su deber y servicio, realice 
actos trascendentes o excepcionales en favor de la sociedad, poniendo en alto el prestigio y dignidad de la 
Institución. Se clasifica en Primera y Segunda Clase, conforme a lo siguiente: 

I. Mérito Social Primera Clase.- Se otorgará al integrante, que en el cumplimiento de su deber y 
servicio, realice actos trascendentes en favor de la sociedad, poniendo en alto el prestigio y dignidad 
de la Institución. 

II. Mérito Social Segunda Clase.- Se otorgará al integrante, que en el cumplimiento de su deber y 
servicio, realice actos excepcionales en favor de la sociedad, poniendo en alto el prestigio y dignidad 
de la Institución. 

IV.- Al Mérito Ejemplar.- Se otorgará al integrante, que en el transcurso de su trayectoria profesional y de 
servicio, además de permanente entrega y lealtad a la Institución, demuestre sobrado celo, esmero y 
dedicación en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes, dignificando a la Guardia Nacional y que su 
actuar sirva como modelo a los demás integrantes. 
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V.- Al Mérito Tecnológico.- Se otorgará al integrante, que en su trayectoria profesional en la Institución, 
aporte inventos, conocimientos o métodos técnicos, tecnológicos o científicos, en beneficio de la misma y que 
sea de verdadera utilidad para la Guardia Nacional. Se clasifica en Primera y Segunda clase conforme a  
lo siguiente: 

I. Mérito Tecnológico Primera Clase.- Se otorgará al integrante, que sea autor del invento, 
conocimiento o métodos técnico, científico o tecnológico en beneficio y utilidad de dos o más 
Unidades Administrativas de la Guardia Nacional. 

II. Mérito Tecnológico Segunda Clase.- Se otorgará al integrante, que sea autor del invento, 
conocimiento o métodos técnico, científico o tecnológico en beneficio y utilidad de su área de 
adscripción o de una sola Unidad Administrativa de la Guardia Nacional. 

VI.- Al Mérito Facultativo.- Se otorgará al integrante que haya iniciado y concluido sus estudios en las 
Academias o Instituciones de Formación de la Guardia Nacional, obteniendo el primer o segundo lugar en su 
generación. 

I. Mérito Facultativo Primera Clase.- Se otorgará a los integrantes que habiendo concluido el curso 
de Formación Inicial hayan obtenido el primer lugar en su generación. 

II. Mérito Facultativo Segunda Clase.- Se otorgará a los integrantes que habiendo concluido el curso 
de Formación Inicial hayan obtenido el segundo o tercer lugar en su generación. 

VII.- Al Mérito Docente.- Se otorgará al integrante que se desempeñe como docente en las Academias o 
Instituciones de Formación o Capacitación de la Guardia Nacional, de manera destacada y eficiente. 

I. Mérito Docente Primera Clase.- Se otorgará al integrante, que se desempeñe como docente por 
cinco años consecutivos, de manera destacada y eficiente. 

II. Mérito Docente Segunda Clase.- Se otorgará al integrante, que se desempeñe como docente por 
tres años consecutivos de manera destacada y eficiente. 

VIII.- Al Mérito Deportivo.- Se otorgará al integrante que se distinga en cualquier disciplina deportiva 
reconocida oficialmente, compitiendo en representación de la Institución a nivel estatal, nacional o 
internacional, obteniendo una presea; 

I. Mérito Deportivo Primera Clase.- Se otorgará al integrante, que obtenga cualquiera de los tres 
primeros lugares en competencias a nivel internacional. 

II. Mérito Deportivo Segunda Clase.- Se otorgará al integrante, que obtenga cualquiera de los tres 
primeros lugares en competencias a nivel nacional. 

III. Mérito Deportivo Tercera Clase.- Se otorgará al integrante, que obtenga cualquiera de los tres 
primeros lugares en competencias a nivel estatal. 

Para los efectos de esta condecoración, se considerarán competencias individuales, por equipos y por 
habilidad en entrenar. 

IX.- Mérito por Tiempo de Servicio.- Se otorgará al integrante que haya prestado sus servicios a la 
Institución de manera ininterrumpida, de conformidad con lo siguiente: 

I. Por México.-: Por cuarenta años. 

II. Por la Institución:.- Por treinta y seis años- 

III. Al servicio de la sociedad: Por treinta y dos años. 

IV. Especial: Por veintiocho años. 

V. Primera Clase: Por veinticuatro años. 

VI. Segunda Clase: Por veinte años. 

VII. Tercera Clase: Por dieciséis años. 

VIII. Cuarta Clase: Por doce años. 

IX. Quinta Clase: Por ocho años. 

X. Sexta Clase: Por cuatro años. 

Al personal que se le otorgue este estímulo, se le notificará el beneficio de éste por medio de un 
documento escrito. 

El cómputo de los años de servicio será competencia de la Dirección General de Recursos Humanos. 

No se considerará interrupción en la prestación del servicio, el desempeño de una comisión fuera de la 
Institución por órdenes superiores, así como tampoco la sujeción o vinculación a proceso penal que obtenga 
sentencia absolutoria. 
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Se pierde el derecho a la Condecoración al Mérito por tiempo de servicio, en la clase que corresponda, si 
durante el lapso para la obtención de la misma, el integrante interrumpe sus servicios por alguna de las 
siguientes causas: 

I. Haber gozado de licencias ordinarias para atender asuntos personales, que en total sumen más de 
ciento ochenta días, en periodos de cuatro años de servicios. 

II. Haber gozado de licencia ilimitada. 

III. Haber gozado de licencia para desempeñar puestos de elección popular. 

IV. Haber estado sujeto a proceso obteniendo sentencia condenatoria que haya causado estado. 

Octavo.- Las condecoraciones podrán ser otorgadas a uno o varios integrantes por el mismo hecho o 
acción relevante, de acuerdo a los motivos que la sustenten y a la participación y resultado de cada uno. 

CAPÍTULO III 

DE LAS MENCIONES HONORIFICAS 

Noveno.- La Mención Honorifica se otorgará al integrante o Unidad Administrativa de la Institución, por 
acciones sobresalientes o de relevancia, no consideradas para el otorgamiento de condecoraciones. 

Décimo.- La propuesta para otorgar una Mención Honorífica, será sometida a consideración de la 
Comisión, la que determinará su aprobación de conformidad con lo señalado en el lineamiento que antecede y 
en el procedimiento establecido en los presentes Lineamientos. 

CAPÍTULO IV 

DE LAS DISTINCIONES 

Décimo Primero.- La Distinción.- Se otorgará al integrante que se destaque por actuación sobresaliente 
en el cumplimiento del servicio, disciplina o desempeño académico. 

Décimo Segundo- La Distinción que se otorgue será mediante propuesta remitida por el Titular de la 
Unidad y aprobada por la Comisión, por actos o hechos sobresalientes en el desempeño del servicio o por  
la disciplina demostrada y que sirva como ejemplo de honestidad, legalidad y honradez, que permita con ello 
distinguir aquel o aquellos integrantes de los demás adscritos a una Unidad Administrativa. 

Décimo Tercero.- La Distinción podrá ser otorgada una o varias veces, con el fin de exaltar el 
cumplimiento y la disciplina de los integrantes y servirá de reconocimiento entre sus compañeros. 

Décimo Cuarto.- Se podrán otorgar Distintivos Académicos a los integrantes que concluyan y aprueben 
actividades académicas tales como Diplomados, cursos de formación, de capacitación, de perfeccionamiento, 
de profesionalización o superiores, impartidos o reconocidos por la Institución y que cumplan con los 
requisitos establecidos previamente. 

En este caso, la Dirección General de Desarrollo Profesional remitirá a la Comisión el listado de los 
integrantes que hayan concluido y aprobado el curso, diplomado o actividad académica, solicitando la 
aprobación para el otorgamiento del distintivo. 

CAPÍTULO V 

DE LA CITACIÓN 

Décimo Quinto.- La citación se otorgará al integrante que realice un hecho relevante, pero que no amerite 
o esté considerado para el otorgamiento de los estímulos de condecoración, mención honorífica y distinción. 

La citación se efectuará de manera verbal por parte del superior jerárquico, el Titular de la Unidad 
Administrativa o por quien designe la Comisión y se entregará una constancia en la que se asentará el hecho 
reconocido. 

CAPÍTULO VI 

DE LAS RECOMPENSAS 

Décimo Sexto.- La recompensa se otorgará al integrante, previa disponibilidad presupuestaria, que en el 
desempeño de sus funciones y del servicio encomendado obtenga resultados importantes o destacados, ya 
sea de manera individual o conjunta, en la prevención, disuasión o combate de los delitos, preservando la paz 
social, salvaguardando los bienes de la Nación o de las personas, sin poner en riesgo su vida. 

Décimo Séptimo.- El otorgamiento de una recompensa deberá cumplir con las disposiciones en materia 
de remuneraciones y las disposiciones presupuestales aplicables. 
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Décimo Octavo.- Las recompensas se otorgarán a las y los integrantes por acciones de las señaladas en 
el Anexo I de los presentes Lineamientos y de acuerdo al presupuesto autorizado. 

Las recompensas se clasificarán en tres clases: Altas, Medias y Bajas, y se otorgarán atendiendo a la 
acción realizada. 

El monto de cada clase lo determinará el Pleno del Consejo de Carrera atendiendo a la disponibilidad 
presupuestal informada por la Coordinación de Administración y Finanzas y se hará del conocimiento de la 
Comisión a través del Secretario de la misma. 

Décimo Noveno.- La recompensa será solicitada a la Comisión por el Titular de la Unidad a la que se 
encuentre adscrito el integrante, debiendo fundar y motivar la propuesta, con la finalidad de que la referida 
Comisión estudie, valore y determine si la misma cumple con lo establecido en los presentes Lineamientos. 

Vigésimo.- El Titular de la Unidad a la que se encuentre adscrito el integrante propuesto para el 
otorgamiento de una recompensa, deberá remitir a la Comisión, por conducto Dirección General de Consejos 
Superiores, dentro de los primeros diez días del mes, en el formato correspondiente, la solicitud formal para el 
otorgamiento de la recompensa para los integrantes que se encuentran bajo su mando y que hayan obtenido 
un resultado importante o destacado con motivo desempeño de sus funciones y del servicio encomendado, 
con el fin de que la Comisión analice las propuestas y determine el otorgamiento de la recompensa propuesta. 
En el caso de proponer a varios integrantes por una misma acción, deberá especificarse la participación que 
tuvo cada uno. 

La propuesta deberá ser por acciones o hechos realizados dentro de los 60 naturales días anteriores a 
presentación de la misma, en caso contrario deberá justificarse la razón ante la Comisión. 

Vigésimo Primero.- Los Titulares de las Unidades Administrativas, deberán llevar un control estricto de 
las acciones que realicen los integrantes a su cargo y evitar que alguno que lo amerite quede sin ser 
propuesto para una recompensa. 

Vigésimo Segundo.- Las recompensas serán personales e intransferibles, 

CAPÍTULO VII 

DE LA COMISIÓN 

Vigésimo Tercero.- La Comisión de Estímulos y Reconocimiento al Personal de Carrera de la Guardia 
Nacional será un órgano colegiado de naturaleza permanente y de apoyo al Consejo, que tendrá como 
objetivo revisar, analizar y en su caso aprobar las propuestas para otorgar estímulos para el reconocimiento a 
los integrantes por su heroísmo, capacidad profesional, servicios a la patria y demás hechos meritorios, y 
fomentar la calidad y efectividad en el desempeño del servicio, así como incrementar las posibilidades de 
promoción, desarrollo y fortalecer la lealtad, la honestidad y su identidad institucional. 

Vigésimo Cuarto.- La Comisión tendrá las siguientes atribuciones 

I. Conocer, analizar y en su caso aprobar las propuestas de hechos o acciones presentadas por los 
Titulares de las Unidades Administrativas; 

II. Revisar los expedientes de los integrantes propuestos para recibir un estímulo; 

III. Analizar los antecedentes y documentación necesarios para la integración de los expedientes de los 
integrantes propuestos; 

IV. Verificar que se cumpla con los requisitos establecidos en los presentes Lineamientos y demás 
normatividad aplicable al otorgamiento de estímulos y reconocimiento. 

V. Aprobar la reclasificación de propuestas cuando proceda para otorgar estímulos a los integrantes. 

VI. Informar al Pleno del Consejo de los integrantes que fueron calificados para recibir un estímulo o 
reconocimiento; 

VII. Coadyuvar en la logística del evento de entrega de estímulos. 

VIII. Proponer al Pleno del Consejo proyectos de normas, lineamientos, políticas, acuerdos generales, 
planes o programas, acciones, criterios o circulares relacionados con el régimen de estímulos y 
reconocimiento. 

IX. Realizar las demás funciones que le sean instruidas por el Comandante o el Pleno del Consejo. 

Para el ejercicio de sus funciones, la Comisión se apoyará en la Dirección General de Consejos 
Superiores, en términos de lo previsto en el artículo 43 fracción II del Reglamento. 
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Vigésimo Quinto.- Por Acuerdo del Pleno del Consejo, la Comisión se integrará por los Titulares de las 
siguientes Unidades Administrativas: 

1. Subjefatura de Planeación, Administrativa y Logística; (Presidente) 

2. Unidad de Asuntos Internos (Invitado Permanente) 

3. Órgano Interno de Control en la Guardia Nacional; (Miembro Titular) 

4. Dirección General de Recursos Humanos; (Miembro Titular) 

5. Dirección General de Consejos Superiores. (Secretario) 

El Titular de la Subjefatura Planeación, Administrativa y Logística será el Presidente y tendrá voto de 
calidad. 

El Titular de la Dirección General de Consejos Superiores será el Secretario y tendrá voz y voto en las 
sesiones 

Los Titulares del Órgano Interno de Control y de la Dirección General de Recursos Humanos tendrán voz y 
voto en las sesiones. 

El Titular de la Unidad de Asuntos Internos tendrá calidad de invitado permanente y tendrá voz sin voto en 
las sesiones. 

Mediante oficio dirigido al Secretario de la Comisión, cada Miembro Titular e Invitado Permanente 
designará un Suplente Permanente, que deberá tener el grado mínimo de Inspector Jefe o el cargo de 
Director de Área y tendrá el ejercicio pleno de los derechos y obligaciones del Titular. 

La integración de la Comisión podrá modificarse por Acuerdo del Pleno del Consejo. 

Vigésimo Sexto.- El Presidente de la Comisión tendrá las siguientes funciones. 

I. Someter a consideración del Pleno de la Comisión la autorización del calendario de sesiones 
ordinarias. 

II. Aprobar las convocatorias para las sesiones de la Comisión. 

III. Declarar el quórum e instalar el Pleno. 

IV. Presidir las sesiones de la Comisión. 

V. Informar a los integrantes de la Comisión los trabajos encomendados por el Consejo. 

VI. Emitir el voto de calidad en caso de desacuerdo en las votaciones del Pleno de la Comisión, cuando 
exista empate en votaciones. 

VII. Mantener informado al Consejo sobre los estímulos aprobados. 

VIII. Remitir al Consejo un informe de las actividades realizadas por la Comisión en el mes inmediato 
anterior. 

IX. Desahogar los requerimientos de información presentados por el Consejo 

X. Informar al Consejo de Carrera del incumplimiento a los Acuerdos del Consejo para los efectos 
correspondientes; 

XI. Desahogar los requerimientos de información presentados por diversas autoridades competentes. 

XII. Declarar el cierre de las sesiones. 

Para el ejercicio de las funciones previstas en las fracciones VII, IX y XI el Presidente se apoyará en la 
Dirección General de Consejos Superiores en términos de lo previsto en el artículo 43 fracción II  
del Reglamento. 

Vigésimo Séptimo.- El Secretario de la Comisión tendrá las siguientes funciones: 

I. Recibir y resguardar la documentación que soporte las propuestas de estímulos y reconocimientos. 

II. Elaborar, firmar y difundir la convocatoria para la celebración de las sesiones ordinarias y 
extraordinarias de la Comisión. 

III. Integrar el Orden del Día de las sesiones de la Comisión. 

IV. Elaborar las actas de las sesiones y recabar las firmas de los asistentes. 

V. Resguardar las actas de las sesiones; 
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VI. Suplir al Presidente de la Comisión en los casos de ausencia, con voto de calidad. 

VII. Dar cuenta al Secretario General del Consejo con el expediente y la solicitud de reconsideración del 
Miembro de la Comisión que estuvo en desacuerdo con el sentido de la votación de una propuesta, 
a efecto de que se analice y resuelva por el Pleno del Consejo. 

VIII. Solicitar a la Coordinación de Administración y Finanzas las acciones necesarias para el pago de las 
recompensas aprobadas por la Comisión. 

IX. Llevar el registro y control estadístico de los integrantes propuestos y de los estímulos aprobados 
por la Comisión. 

X. Integrar y resguardar los expedientes de las sesiones celebradas por la Comisión. 

XI. Resguardar la documentación de los asuntos competencia de la Comisión. 

XII. Expedir las certificaciones de los documentos que se encuentren en el archivo de la Comisión. 

XIII. Las demás que le sean encomendadas directamente por el Presidente, o se acuerden en las 
sesiones de la Comisión. 

Para el ejercicio de sus funciones el Secretario podrá apoyarse en la Dirección General de Consejos 
Superiores en términos de lo previsto en el artículo 43 fracción II del Reglamento. 

Vigésimo Octavo.- Los Miembros de la Comisión deberán: 

I. Analizar, opinar y votar las propuestas presentadas por los Unidades Administrativas y atender los 
asuntos turnados por el Consejo y la Comisión; 

II. En caso de estimarlo pertinente, proponer al Pleno de la Comisión la reclasificación del estímulo o 
reconocimiento propuesto; 

III. Entregar al Presidente en la primera sesión de cada ejercicio fiscal, el escrito de designación o 
ratificación en su caso, de su respectivo suplente permanente el cual deberá tener el grado mínimo 
de Inspector Jefe o cargo de Director de Área. 

IV. Asistir puntualmente a las sesiones ordinarias y extraordinarias a las que sean convocados; 

V. .Atender los requerimientos de información formulados por el Presidente de la Comisión para el 
desarrollo de las sesiones o para el cumplimiento de alguna directriz que así lo requiera; 

VI. Las demás que le sean encomendadas directamente por el Presidente de la Comisión o por  
el Consejo. 

CAPÍTULO VIII 

DE LAS SESIONES 

Vigésimo Noveno.- La Comisión sesionará de manera ordinaria una vez al mes conforme al calendario 
que para tal efecto determine el Pleno de la Comisión. En caso de no existir asuntos de naturaleza ordinaria a 
tratar se informará a los Miembros de la Comisión y se cancelará la sesión calendarizada 

Lo anterior, sin perjuicio de poder sesionar de manera extraordinaria cuando se requiera atender asuntos 
urgentes. 

Trigésimo.- La Comisión convocará a los Miembros de Invitados a sesión ordinaria al menos con 5 días 
naturales de anticipación y a sesión extraordinaria con 24 horas de anticipación. 

La convocatoria deberá señalar la fecha, hora y lugar de la sesión y deberá acompañarse del orden del día 
en la que se incluirá el número de propuestas recibidas, así como el orden en el que serán presentadas por 
las Unidades Administrativas. 

En caso de que alguno de los Miembros de la Comisión o su suplente permanente no pueda asistir a la 
sesión, deberá informarlo mediante escrito dirigido al Secretario exponiendo la justificación. 

Trigésimo Primero.- Se considera que existe quórum para sesionar y para la validez de los Acuerdos 
tomados por la Comisión, cuando asistan a la misma el Presidente o el Secretario en su ausencia y la 
totalidad de los Miembros restantes. 

En caso de no existir quórum, el Secretario recabará la asistencia de los presentes y convocará a una 
nueva sesión, la cual se celebrará dentro de los dos días hábiles siguientes, dándose por notificados en dicho 
acto los presentes y notificando mediante oficio al resto de los Miembros de la Comisión. 

En ausencia del Presidente y del Secretario, no se llevará a cabo la sesión y se convocará nuevamente 
para celebrarse dentro de los 2 días hábiles siguientes. 
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Trigésimo Segundo.- Con la finalidad de tratar asuntos que por cuestiones de término o particularidades 
del caso no puedan ser resueltas hasta la fecha de realización de la siguiente sesión ordinaria, o en su caso 
cuando sea solicitado por el Consejo, se podrá convocar a sesión extraordinaria. 

La convocatoria deberá realizarse con 24 horas de anticipación a la fecha en que deba llevarse a cabo  
la sesión. 

Cuando la Comisión sea convocada a la realización de una sesión extraordinaria, sesionará 
permanentemente hasta en tanto no se cumpla con el objeto de la sesión. 

Trigésimo Tercero.- Previo al cierre de la sesión ordinaria, el Secretario dará cuenta al Pleno de la 
Comisión del seguimiento a los acuerdos aprobados en la sesión anterior. 

Trigésimo Cuarto.- Al cierre de la sesión el Secretario levantará el acta correspondiente y se ordenará 
agregar el listado los estímulos y reconocimientos aprobados. El acta será firmada por los miembros e 
invitados permanentes que asistieron a la sesión y deberá contener al menos: 

I. Las propuestas presentadas y analizadas, así como el sentido de la votación de cada una. 

II. Los acuerdos adoptados por la Comisión; 

Trigésimo Quinto.- Los asistentes a la sesión deberán guardar estricta confidencialidad sobre la 
información y documentación manejada en las sesiones. 

CAPITULO IX 

DE LOS INVITADOS A LAS SESIONES 

Trigésimo Sexto.- El Secretario convocará a la sesión a un representante de cada Unidad Administrativa 
que haya remitido propuestas a efecto de que realicen la presentación de la misma. 

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, el representante invitado deberá tener mínimo el grado 
de Inspector o cargo de Director de Área y será quien presente ante la Comisión un resumen del hecho o 
acción meritoria, atendiendo los cuestionamientos que realicen los miembros de la Comisión al respecto. 

Trigésimo Séptimo.- Los representantes invitados a que se refiere el artículo anterior deberán: 

1. Fungir como enlace entre la Unidad Administrativa que representa y la Comisión; 

2. Realizar la presentación de las propuestas mediante un resumen detallado del hecho o acción 
meritoria y la participación del integrante propuesto. 

3. Atender los cuestionamientos de los Miembros de la Comisión respecto a las propuestas 
presentadas; 

Los representantes invitados deberán acudir a la sesión con un oficio de designación firmado por el Titular 
de la Unidad Administrativa a la que representan y únicamente permanecerán en la misma para la 
presentación de sus propuestas. 

Trigésimo Octavo.- De conformidad con lo acordado por el Pleno del Consejo, la Unidad de Asuntos 
Internos participará en las sesiones como invitado permanente y gozará de voz sin voto. 

Asimismo y de conformidad con lo previsto en los artículos 4 fracción XXXVIII y 47 fracción VIII del 
Reglamento, la Unidad de Asuntos Internos podrá formular proyectos de adecuación y mejoras al régimen de 
estímulos. Estos proyectos serán sometidos al Pleno del Consejo a través de la Comisión. 

Trigésimo Noveno.- En caso de estimarlo necesario, la Comisión podrá invitar a integrantes o áreas de la 
Institución que puedan aportar información, conocimientos o experiencia para el cumplimiento de los objetivos 
de la misma 

CAPITULO X 

DEL PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO 

Cuadragésimo.- En la presentación, análisis y resolución de las propuestas para el otorgamiento de las 
condecoraciones previstas en el lineamiento séptimo fracciones I a VII, así como de la Mención Honorífica, la 
Distinción, la Citación y las recompensas, se observará lo siguiente: 

I. Las acciones o hechos realizados por los integrantes, que sean motivo de reconocimiento deberán 
tener como esencia un alto concepto del valor, lealtad, esfuerzo, sacrificio, honor, dignidad, moral, 
autoridad y disciplina en el desempeño del servicio encomendado 
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II. La propuesta deberá contar con firma autógrafa del Titular de la Unidad Administrativa a la que 
pertenezca la o el integrante que haya realizado la acción o hecho meritorio, de acuerdo a lo 
establecido en los presentes Lineamientos y deberá de estar debidamente fundada y motivada, 
acompañando la evidencia documental que permita comprobar las acciones referidas. 

III. Las y los integrantes propuestos para el otorgamiento estímulo, deberán encontrarse en servicio 
activo en la Institución al momento del hecho o acción meritoria, así como al momento de la 
aprobación del estímulo. 

 Queda exceptuado de lo anterior la Condecoración al Mérito Policial que podrá ser entregada de 
manera póstuma al familiar que conforme a los registros de la Dirección General de Recursos 
Humanos, tenga derecho a recibirla. 

IV. Será responsabilidad exclusiva de los Titulares de las Unidades Administrativas, remitir en tiempo y 
forma a la Comisión, por conducto del Secretario de la Comisión, las propuestas respectivas, 
considerando la calificación de las acciones o hechos, a efecto de que las mismas sean sometidas 
al Pleno de la Comisión. 

V. Por una misma acción o hecho no se podrá otorgar más de un estímulo al mismo Integrante, ni 
sumarse para otorgar otro. 

VI. El formato por el que se realice la propuesta para otorgar una Mención Honorífica a una Unidad 
Administrativa deberá ser firmado por el Comandante. 

VII. Las propuestas para el otorgamiento de una Condecoración al Mérito por Tiempo de Servicio se 
realizará por el Titular de la Unidad Administrativa a la que se encuentre adscrito el integrante y de 
conformidad con los informes que proporcione la Coordinación de Administración y Finanzas a 
través de la Dirección General de Recursos Humanos. 

Cuadragésimo Primero.- El Titular de la Unidad Administrativa remitirá a la Comisión en el formato 
aprobado, la propuesta para el otorgamiento del estímulo, debiendo hacerlo por conducto de la Dirección 
General de Consejos Superiores de conformidad con lo siguiente: 

1. Las propuestas deberán remitirse al Dirección General de Consejos Superiores dentro de los 
primeros 10 días naturales del mes. 

2. Se deberá realizar la calificación de las acciones o hechos meritorios conforme a lo señalado en los 
presentes lineamientos, considerando el grado de participación de las y los integrantes, atendiendo 
a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, independientemente de las funciones que tengan 
asignadas en la Institución; 

3. Se deberá especificar de manera clara y resumida los motivos por los que se propone al integrante, 
incluyendo la especificación de su buena conducta; 

4. Se deberá anexar la información relativa a los correctivos disciplinarios impuestos por el superior 
jerárquico, sanciones decretadas por el Consejo de Disciplina competente, así como las licencias de 
que hizo uso el integrante propuesto. Para efectos de lo previsto en este párrafo deberá tomarse 
como referencia el año inmediato anterior a la fecha de la propuesta; 

5. Al remitir la propuesta se deberá procurar salvaguardar los datos personales e información que 
pueda poner en riesgo la vida del integrante, de terceros o la seguridad de la operación de la 
Institución. 

Cuadragésimo Segundo.- Las propuestas para el otorgamiento de las Condecoraciones previstas en el 
lineamiento séptimo fracciones I a VII, así como de la Mención Honorífica, la Distinción, la Citación y las 
recompensas, se realizarán en el formato que se adjunta como ANEXO 2 a los presentes Lineamientos. Las 
propuestas para las Condecoraciones al Mérito de Servicio se harán en el formato que se adjunta como 
ANEXO 3. 

Si la propuesta involucra a más de 2 integrantes o Unidades Administrativas, se deberá remitir un formato 
por cada integrante. 

Los formatos podrán ser modificados por el Pleno del Consejo a propuesta de la Comisión y deberá darse 
a conocer a las Unidades Administrativas de la Institución por conducto del Secretario de la Comisión. 

Cuadragésimo Tercero.- Para la elaboración de las propuestas deberá considerarse lo siguiente: 

1. En caso de proponer a dos o más integrantes por un mismo evento, deberá especificarse la 
participación y el resultado que cada uno de ellos tuvo; 
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2. Tratándose de situaciones que pongan en peligro el sigilo de las técnicas especiales de 
investigación, la vida del integrante o datos protegidos de conformidad a la normatividad aplicable 
en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, 
bastará la validación del Titular de la Unidad Administrativa a la que pertenezca el integrante, 
agregando en sobre cerrado con las medidas de seguridad correspondientes el formato respectivo. 

3. Un integrante no podrá ser propuesto para recibir 2 recompensas en el mismo mes. 

4. En el caso que 2 o más integrantes adscritos a diferentes Unidades Administrativas sean propuestos 
por su participación en un mismo hecho o acción relevante, las Unidades Administrativas podrán 
coordinarse para realizar una propuesta conjunta, especificando la participación de cada integrante 
de manera detallada. 

Cuadragésimo Cuarto.- Una vez recibidas las propuestas, la Dirección General de Consejos Superiores 
recabará los antecedentes de quejas, investigaciones y sanciones ante el Órgano Interno de Control, 
investigaciones ante la Unidad de Asuntos Internos, quejas y recomendaciones en materia de Derechos 
Humanos ante la Dirección General de Derechos Humanos y Vinculación Ciudadana, así como ejecución de 
sentencias y resoluciones y uso de licencias ante la Dirección General de Recursos Humanos. 

Cuadragésimo Quinto.- Se integrará un expediente por cada integrante propuesto el cual deberá 
contener el formato debidamente firmado, la documentación comprobatoria de los hechos y los antecedentes 
recabados de las Unidades Administrativas a que se refiere el lineamiento anterior. 

Una vez integrados los expedientes, la Dirección General de Consejos Superiores dará cuenta al 
Presidente de la Comisión y se convocará a la sesión correspondiente para que la Comisión resuelva sobre la 
procedencia de otorgar el reconocimiento o estímulo con base en la presentación de la propuesta y análisis de 
la información recabada. 

CAPITULO XI 

DEL PROCESO DE APROBACIÓN 

Cuadragésimo Sexto.- El otorgamiento de los reconocimientos y estímulos será aprobado por la 
Comisión por unanimidad o mayoría de votos de los miembros presentes, y previo análisis del expediente en 
estricto apego a los principios de justicia, equidad y proporcionalidad. 

La Comisión ponderará que las acciones o hechos realizados por los integrantes, que sean motivo de 
reconocimiento tengan como esencia un alto concepto del valor, lealtad, esfuerzo, sacrificio, honor, dignidad, 
moral, autoridad y disciplina en el desempeño del servicio encomendado. 

Cuadragésimo Séptimo.- Con la finalidad de que la Comisión cuente con la información necesaria para 
emitir su determinación, el Secretario deberá asistir a la sesión con los expedientes debidamente integrados. 

Cuadragésimo Octavo.- El invitado representante de la Unidad Administrativa a que se refiere el 
lineamiento trigésimo sexto y trigésimo séptimo expondrá el resumen de la .propuesta y los miembros de la 
Comisión podrán realizar preguntas en caso de estimarlo necesario. 

En el caso que se proponga a varios integrantes por un mismo hecho o acción meritoria, se expondrá la 
propuesta en este sentido. 

Cuadragésimo Noveno.- Una vez concluida la presentación de la propuesta y atendidos los 
cuestionamientos de los asistentes, el invitado representante abandonará la sesión y el Presidente solicitará al 
Secretario someta a votación la aprobación de la propuesta. 

En caso de empate en la votación, el Presidente tendrá voto de calidad. 

De estimarlo procedente, la Comisión podrá aprobar la reclasificación de las propuestas y se someterán a 
votación en los nuevos términos; 

Si del análisis realizado el Pleno de la Comisión determina que se requiere mayor información para la 
aprobación del estímulo o reconocimiento propuesto, se podrá posponer la votación de la propuesta para  
la siguiente sesión, debiendo solicitar a la Dirección General de Consejos Superiores que recabe la 
información necesaria y realice una nueva consulta y actualización de antecedentes. 

Los Miembros de la Comisión que voten en contra una propuesta, podrán solicitar al Secretario se asiente 
en el acta la razón del sentido de su voto. 

Quincuagésimo.- Si una propuesta es rechazada no podrá volver a presentarse para aprobación de  
la Comisión. 
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Quincuagésimo primero.- En caso que alguno de los miembros no esté de acuerdo con el sentido de la 
votación, podrá solicitar que se remita la propuesta y el expediente al Pleno del Consejo para su 
reconsideración. La solicitud deberá realizarse en la misma sesión en la que tuvo lugar la votación. 

En este caso, el Secretario de la Comisión dará cuenta con el expediente al Secretario General del 
Consejo, a efecto de que se analice la propuesta en la siguiente sesión del Consejo. 

El Pleno del Consejo podrá confirmar el sentido de la votación o en su caso revocarlo y resolver sobre el 
otorgamiento o no del estímulo propuesto. 

La determinación que emita el Pleno del Consejo no admitirá recurso alguno y será informada a los 
miembros de la Comisión a través del Secretario. 

CAPÍTULO XII 

DE LAS DISTINCIONES ACADÉMICAS 

Quincuagésimo Segundo.- La solicitud para el otorgamiento de distinciones de tipo académico a 
integrantes de la Institución que concluyan y acrediten de manera destacada actividades académicas tales 
como Diplomados, cursos de formación, de capacitación, de perfeccionamiento, de profesionalización o 
superiores, impartidos o reconocidos por la Institución y que cumplan con los requisitos establecidos 
previamente en el programa o plan de estudios, se realizará por conducto de la Dirección General de 
Desarrollo Profesional. 

Una vez que el diseño del distintivo respectivo haya sido aprobado por la Unidad Administrativa 
competente, el Titular de la Dirección General de Desarrollo Profesional, remitirá a la Comisión por conducto 
de la Dirección General de Consejos Superiores, el listado de los integrantes propuestos para recibir el 
distintivo, acompañando la calificación obtenida y el porcentaje de asistencia. 

La Dirección General de Consejos Superiores dará cuenta al Pleno de la Comisión en la siguiente sesión 
ordinaria a que se haya recibido la solicitud y se someterá a la aprobación del Pleno de la Comisión. 

En el caso que la propuesta sea aprobada, se informará a la Dirección General de Desarrollo Profesional 
para que se realice la ceremonia de entrega correspondiente. 

CAPITULO XIII 

DE LOS RECONOCIMIENTOS OTORGADOS POR OTRA INSTITUCIÓN, ORGANIZACIÓN  
O AUTORIDAD NACIONAL O EXTRANJERA 

Quincuagésimo Tercero.- Los integrantes podrán recibir y en su caso portar condecoraciones  
o reconocimientos otorgados por otra institución o autoridad nacional o extranjera u organización no 
gubernamental, previa autorización del Comandante, debiendo cumplir con los requisitos establecidos en las 
disposiciones legales aplicables. 

El Titular de la Unidad Administrativa o Coordinación a la que se encuentre adscrito el integrante o deberá 
solicitar mediante escrito fundado y motivado, la autorización del Comandante. 

Al escrito de solicitud se deberá anexar la propuesta de la institución, autoridad u organización no 
gubernamental correspondiente, la descripción del hecho o acción meritoria, así como los antecedentes de 
correctivos disciplinarios y sanciones impuestas al integrante propuesto por el Consejo de disciplina 
competente y uso de licencias del integrante. 

La Dirección General de Consejos Superiores, recabará los antecedentes de quejas, investigaciones y 
sanciones ante el Órgano Interno de Control, investigaciones ante la Unidad de Asuntos Internos, ejecución 
de sentencias ante la Dirección General de Recursos Humanos, quejas y recomendaciones en materia de 
Derechos Humanos ante la Dirección General de Derechos Humanos y Vinculación Ciudadana. 

Una vez recabada la información, será remitida al Comandante a fin de que emita su determinación. 

Quincuagésimo Cuarto.- El integrante que reciba un reconocimiento por parte de una organización, 
autoridad o institución distinta a la Guardia Nacional, podrá ser propuesto para recibir un reconocimiento o 
estímulo por parte de la Institución por el mismo hecho o acción reconocida. 

Quincuagésimo Quinto.- De estimarlo procedente, el Comandante autorizará la portación de la medalla o 
condecoración otorgada por una organización, autoridad o institución distinta a la Guardia Nacional. 
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CAPÍTULO XIV 

DE LA ENTREGA Y EJECUCIÓN 

Quincuagésimo Sexto.- La Comisión, por conducto del Secretario, remitirá a la Coordinación de 
Administración y Finanzas, el listado de los integrantes autorizados a recibir el respectivo reconocimiento o 
estímulo, para efectos de que se elaboren las constancias y las preseas, insignias, gafetes y/o divisas. 

Quincuagésimo Séptimo.- Las constancias serán elaboradas por la Dirección General de Recursos 
Humanos y firmadas por el Comandante de la Guardia Nacional y el Presidente del Consejo de Carrera. 

Quincuagésimo Octavo.- Salvo que el Comandante determine una fecha diferente, las ceremonias de 
entrega de condecoraciones se harán en las fechas siguientes: 

I. El día 21 de marzo: 

A.  Mérito Tecnológico 

B.  Mérito Facultativo 

C.  Mérito Docente 

II. El día 30 de junio: 

A. Mérito Ejemplar 

B. Mérito Policial 

C. Mérito Social 

D. Mérito por Tiempo de Servicios 

III. El día 20 de noviembre: 

A. Mérito Cívico 

B.  Mérito Deportivo 

En el caso que la ceremonia de entrega no pueda llevarse a cabo en la fecha programada, se entregarán 
las condecoraciones en la siguiente ceremonia o en la fecha que determine el Comandante. 

La entrega de Menciones Honoríficas, Distinciones y Citaciones aprobadas por la Comisión, se efectuará 
de acuerdo con las fechas, ceremonias y eventos que determine el Comandante. 

Quincuagésimo Noveno.- La Subjefatura de Planeación, Administración y Logística será la responsable 
de organizar las ceremonias y eventos para la entrega de reconocimientos, gestionando los apoyos 
necesarios ante la Coordinación de Administración y Finanzas. 

Sexagésimo.- En el caso de distintivos por actividades académicas, cursos o diplomados, la entrega de 
los mismos se realizará en la fecha y lugar que se determine por el Comandante o en su caso por la Dirección 
General de Desarrollo Profesional, la cual se encargará de organizar la ceremonia. 

CAPITULO XV 

DEL PAGO DE LAS RECOMPENSAS 

Sexagésimo Primero.- La Coordinación de Administración y Finanzas informará al Pleno la disponibilidad 
presupuestal para el otorgamiento de recompensas, a efecto de que éste determine el monto que 
corresponderá a cada una de las 3 clases de recompensas. 

El Secretario de la Comisión deberá dar a conocer a las Unidades Administrativas los montos que 
determine el Pleno del Consejo. 

Sexagésimo Segundo.- Para el pago de las recompensas, la Comisión, por conducto de la Dirección 
General de Consejos Superiores, remitirá a la Coordinación de Administración y Finanzas, el acta de la sesión 
en la que se apruebe el pago de recompensas, acompañada del listado de los integrantes autorizados, a fin 
de que se realice el pago, conforme al procedimiento que para tal efecto determine dicha Coordinación. 

CAPÍTULO XVI 

DE LAS CONSTANCIAS 

Sexagésimo Tercero.- La entrega de las Condecoraciones, Menciones Honoríficas, Distinciones y 
Citaciones se acompañará de una constancia que será elaborada por la Dirección General de Recursos 
Humanos y firmada por el Comandante y el Presidente del Consejo. 

El diseño de la constancia será presentado al Pleno de la Comisión por la Subjefatura de Doctrina. En 
caso de existir cambios en el diseño de la misma, se informará a la Comisión de manera inmediata. 
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CAPITULO XVII 

INFORMES Y REGISTRO 

Sexagésimo Cuarto.- La Comisión dará cuenta al Pleno del Consejo con el listado de los estímulos y 
reconocimientos aprobados en cada sesión. Este informe se rendirá en la sesión ordinaria del Consejo 
posterior a la sesión de la Comisión en la que fueron aprobados. 

Sexagésimo Quinto.- La Coordinación de Administración y Finanzas por conducto de la Dirección 
General de Recursos Humanos llevará un registro de los reconocimientos y estímulos otorgados y se 
encargará de la integración de las constancias en el expediente personal de los integrantes y en el registro 
electrónico correspondiente. 

CAPÍTULO XVIII 

PORTACIÓN 

Sexagésimo Sexto.- La portación la presea, joya, gafete, insignia o divisa que se otorgue con motivo del 
estímulo o reconocimiento se apegará a lo que establezca el Manual de Uniformes y Equipo. 

Sexagésimo Séptimo.- Cuando un integrante cause baja por retiro, tendrá derecho a utilizar las 
Condecoraciones y Menciones Honoríficas que se le hayan impuesto, de conformidad a lo establecido en el 
Manual de Uniformes y Equipo. 

Sexagésimo Octavo.-- En caso de que una Unidad Administrativa de la Institución reciba un Estímulo, la 
presea, joya o gafete deberá enmarcarse y colocarse en un lugar visible de las instalaciones que ocupe dicha 
Unidad Administrativa, acompañada de su respectiva Constancia. 

CAPÍTULO XIX 

INTERPRETACIÓN 

Sexagésimo Noveno.- El Consejo, será el facultado para interpretar los presentes Lineamientos y en su 
caso, resolver cualquier situación no prevista en ellos. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Los presentes Lineamientos entrarán en vigor y surtirán efectos al interior de la Institución al 
día siguiente de su aprobación por el Pleno del Consejo de Carrera de la Guardia Nacional y frente a terceros 
al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las propuestas de estímulos de hechos realizados entre el 1º de julio de 2020 y el 28 de 
febrero de 2021 deberán presentarse a la Comisión dentro de los 60 días naturales siguientes a la entrada en 
vigor de los presentes Lineamientos. 

TERCERO.- Se abrogan los Lineamientos para el otorgamiento de las Condecoraciones al Mérito Policial, 
Mérito Social, Mérito Ejemplar, así como la Mención Honorífica, Distinción y la Citación para el Personal de 
Carrera de la Guardia Nacional de fecha veinticuatro de junio de dos mil veinte. 

Las propuestas que se encuentren en trámite con anterioridad a la entrada en vigor de los presentes 
Lineamientos deberán ser analizadas y resueltas de conformidad con lo previsto en los Lineamientos emitidos 
por el Consejo con fecha 24 de junio de 2020. 

CUARTO.- La Comisión propondrá al Consejo, los parámetros que deberán tomarse en cuenta para el 
otorgamiento de los estímulos, los cuales se integrarán, sistematizarán y actualizarán, con base en las 
circunstancias particulares del desempeño que desarrollan los integrantes de las Unidades señaladas en el 
artículo 18 del Reglamento de la Ley de la Guardia Nacional. 

QUINTO.- La Comisión deberá sistematizar y actualizar la tabla de criterios, calificación de las acciones y 
hechos y el nivel de riesgo, con el objeto de contar con elementos objetivos para el otorgamiento de 
estímulos. 

SEXTO.- La Coordinación de Administración y Finanzas integrará una previsión de recursos autorizados 
en la partida correspondiente para el pago de recompensas, informando al Pleno del Consejo el presupuesto 
disponible para el año respectivo, así como el procedimiento que se seguirá para el pago de las mismas. 

En el caso que no exista disponibilidad presupuestal o la misma se agote durante el año calendario, así 
deberá informarse. 

En la Ciudad de México, a los veinticuatro días del mes de febrero de dos mil veintiuno, los CC. Miembros 
del Consejo de Carrera de la Guardia Nacional firman de conformidad el contenido de los Lineamientos para 
el Otorgamiento de Estímulos y Reconocimiento al Personal de Carrera de la Guardia Nacional. ” 
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ANEXO 1 DE LOS LINEAMIENTOS PARA EL OTORGAMIENTOS DE ESTÍMULOS Y  
RECONOCIMIENTO AL PERSONAL DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL 

CALIFICACIÓN DE LAS ACCIONES Y HECHOS  
PARA EFECTOS DEL OTORGAMIENTO DE ESTIMULOS 

Se otorgarán estímulos a los integrantes de carrera de la Guardia Nacional, que realicen acciones o 
hechos sobresalientes, destacados, de heroísmo y valor excepcional, trascendentes, excepcionales, que 
vayan más allá del deber, cuya trayectoria demuestre una conducta ejemplar, que exalte los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia y profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos que rigen a la 
Institución. 

Para la clasificación de las acciones y para la aprobación de las propuestas su deberá tomarse en 
consideración las circunstancias de ejecución, tiempo y lugar, así como las particularidades que se presenten 
en cada caso tales como: 

1. Realizar hechos o acciones para prevenir la comisión de delitos, que contribuyan a la disminución 
de los índices delictivos. 

2. Realizar hechos o acciones que permitan la identificación de factores generados de conductas 
delictivas que sirvan para la toma de decisiones, elaboración de programas o la conducción de 
operativos. 

3. Realizar hechos o acciones en el ejercicio de sus funciones coadyuvando con autoridades 
competentes en la investigación de los delitos para su esclarecimiento, dignificando la actuación 
policial. 

4. Realizar hechos o acciones en la detención de probables responsables en caso de delito flagrante. 

5. Realizar hechos o acciones que conlleven al aseguramiento de bienes que sean objeto, instrumento 
o producto de un hecho ilícito. 

6. Realizar hechos o acciones en el cumplimiento de mandamientos judiciales expedidos por el órgano 
jurisdiccional competente en circunstancias que vayan más allá del deber o del servicio 
encomendado. 

7. Realizar hechos o acciones en materia de formación, capacitación y profesionalización, de los 
integrantes de la Institución, que contribuyan al cumplimiento de las funciones de prevención, 
disuasión y combate de delitos, destacando en el desempeño docente o en la investigación 
educativa, cumpliendo con los requisitos de temporalidad, eficiencia, innovación y calidad. 

8. Realizar hechos o acciones relevantes en el rescate de personas. 

9. Realizar hechos o acciones que reiteradamente permitan la recuperación de vehículos robados con 
detenidos. 

10. Realizar hechos o acciones que reiteradamente permitan la recuperación de vehículos robados con 
detenidos. 

11. Realizar hechos o acciones demostrando constancia, dedicación, profesionalismo y eficiencia, 
iniciativa, innovación 

12. Aplicación de criterios administrativos, técnicos, legales y jurídicos, que permitan eficientar los 
trabajos o programas institucionales y conformen programas regulatorios de mejora en cada Unidad 
Administrativa, 

Acciones 

 Interviene la voluntad y la iniciativa. 

 Supone un diagnóstico competente de la situación. 

 Promueve un cambio de estado o transformación. 

Hechos 

 Son objetivos y ajenos a la voluntad. 

 Situacionales. 

 Implican un mecanismo de causa-efecto. 

Actuación 

 Valiente 

 Heroíca 

 Responsabilidad 

 Lealtad 

 Compromiso. 

 Disciplina. 

 Mantiene y promueve el orden y buen funcionamiento de la Institución 
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 Eficacia 

 Resultados tangibles 

 Ejemplar 

 Promueve valores en la Institución 

 Reiterada 

Consideraciones 

 Lugar de los hechos 

 Situación 

 Recursos 

 Pericia 

 Aplicación de conocimientos y técnicas adquiridas 

 Capacidad de análisis 

 Evaluación de riesgos 

Resultados 

 Impacto al interior de la Institución 

 Impacto en la sociedad 

 Impacto en la ciudadanía 

 Reconocimiento público (prensa, felicitaciones escritas) 

 

ANEXO 2 DE LOS LINEAMIENTOS PARA EL OTORGAMIENTOS DE ESTÍMULOS Y RECONOCIMIENTO 
AL PERSONAL DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL 

FORMATO DE PROPUESTA PARA EL OTORGAMIENTO DE ESTIMULOS Y RECONOCIMEINTO AL 
PERSONAL DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL 

_(Ciudad)______________, a _(día)__ de _(mes)___ de__ (año) 

DATOS DEL INTEGRANTE 

NOMBRE    

Apellido Paterno Apellido Materno Nombre (s) 

No. DE 

EXPEDIENTE GN 

 R.F.C. con Homoclave  

UNIDAD ADMINISTRATIVA (Unidad, Dirección General, Coordinación, Batallón) 

DIRECCIÓN DE ÁREA   

PUESTO QUE DESEMPEÑA  

FECHA DE INGRESO A LA 

INSTITUCIÓN 

 GRADO ACTUAL ANTIGÜEDAD EN EL GRADO ÚLTIMA 

PROMOCIÓN 

   

USO DE 

LICENCIAS 
SI # NO 

 TIPO PERIODO 

TOTAL DE DIAS 

  

  

  

   

CORRECTIVOS 

DISCIPLINARIOS 

TIPO FECHA MOTIVO 

   

   

SI 

# 
NO 

   

SANCIONES DEL CONSEJO 

DE DISCIPLINA 

TIPO FECHA MOTIVO 

   

   

SI 

# 
NO 
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DESEMPEÑO DEL INTEGRANTE PROPUESTO 

DESEMPEÑO DEMOSTRADO EN 

SU ACTUAL ADSCRIPCIÓN 

 

FUNCIONES O ACTIVIDADES 

ASIGNADAS POR EL MANDO 

 

OPINIÓN DEL SUPERIOR 

INMEDIATO 

 

HECHO O ACCION REALIZADO POR EL INTEGRANTE 

CLASIFICACIÓN DE LA ACCIÓN Hecho Especifico  Sobresaliente  Relevante  

REALIZACIÓN Individual Con otros integrantes de la Institución En colaboración con otra Institución Otro 

(especificar) (especificar) (especificar) (especificar) 

PLAN/OPERATIVO/PROGRAMA  

DESCRIPCIÓN DETALLADA DE LA 

ACCIÓN O HECHO MERITORIO  
(Circunstancias de modo, tiempo, lugar, describir la participación específica del integrante propuesto 

DETENCIONES LIBERACIÓN DE VÍCTIMAS 

Si  NUM  NO  Si  NUM  NO  

(referir si hay objetivos prioritarios) (referir son menores, mujeres, víctimas de trata, empresarios, de secuestro, etc) 

ASEGURAMIENTOS 

CANTIDAD DESCRIPCIÓN (armas, cartuchos, cargadores, sustancias, drogas, efectivo, especies en peligro de extinción, obras de arte, madera, etc) 

  

  

DESARTICULACIÓN DE BANDAS 

CRIMINALES 

(especificar) DETECCIÓN DE SITIOS WEB (especificar) 

CALIFICACION DEL ESTIMULO 

IMPACTO DEL EVENTO ALTO  MEDIO  BAJO  

Al Interior de la Institución  En la ciudadanía 

 

 Otro  

RECONOCIMIENTO De alguna autoridad  De la ciudadanía  Prensa/Redes  

TIPO DE ESTIMULO PROPUESTO 

CONDECORACIONES 

MÉRITO POLICIAL 

1ª CLASE 

 MÉRITO SOCIAL 

1ª CLASE 

 MÉRITO TECNOLÓGICO 

1ª CLASE 

 

MÉRITO POLICIAL 

2ª CLASE 

 MÉRITO SOCIAL  

2ª CLASE 

 MÉRITO TECNOLÓGICO 

2ª CLASE 

 

MÉRITO FACULTATIVO  

1ª CLASE 

 MÉRITO DOCENTE 

1ª CLASE 

 MÉRITO DEPORTIVO 

1ª CLASE 

 

MÉRITO FACULTATIVO  

2ª CLASE 

 MÉRITO DOCENTE 

2ª CLASE 

 MÉRITO DEPORTIVO 

2ª CLASE 

 

MÉRITO CIVICO  MÉRITO EJEMPLAR  MÉRITO DEPORTIVO 

3ª CLASE 

 

OTROS ESTÍMULOS MENCIÓN HONORIFICA  DISTINCIÓN  CITACIÓN  

RECOMPENSAS ALTA  MEDIA  BAJA  

ELABORÓ 

 

AUTORIZA Y FIRMA LA PROPUESTA 

(Grado/Cargo, Nombres y Firma (Grado/Cargo, Nombres y Firma) 

TITULAR DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
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ANEXO 3 DE LOS LINEAMIENTOS PARA EL OTORGAMIENTOS DE ESTÍMULOS Y RECONOCIMIENTO 

AL PERSONAL DE CARRERA DE LA GUARDIA NACIONAL 

FORMATO DE PROPUESTA PARA EL OTORGAMIENTO DE LA CONDECORACION AL  

MÉRITO POR AÑOS DE SERVICIO DEL PERSONAL DE CARRERA 

_(Ciudad)______________, a _(día)__ de _(mes)___ de__ (año) 

DATOS DEL INTEGRANTE 

NOMBRE    

Apellido Paterno Apellido Materno Nombre (s) 

No. DE 

EXPEDIENTE GN 

 R.F.C. con Homoclave  

UNIDAD ADMINISTRATIVA (Unidad, Dirección General, Coordinación, Batallón) 

DIRECCIÓN DE ÁREA   

PUESTO QUE DESEMPEÑA  

FECHA DE INGRESO A LA 

INSTITUCIÓN 

 GRADO ACTUAL ANTIGÜEDAD EN EL GRADO ÚLTIMA PROMOCIÓN  

   

USO DE 

LICENCIAS 

SI # NO 

 TIPO PERIODO 

TOTAL DE DIAS 

  

  

  

   

TIPO DE CONDECORACION 

POR MEXICO 

40 AÑOS 

 POR LA INSTITUCION 

36 AÑOS 

 AL SERVICIO DE LA SOCIEDAD 

32 AÑOS 

 ESPECIAL 

28 AÑOS 

 

1/a CLASE 

24 AÑOS 

 2/a CLASE 

20 AÑOS 

 

 3/a CLASE 

16 AÑOS 

 4/a CLASE 

12 AÑOS 

 

 

5/a CLASE 

8 AÑOS 

 

 6/a CLASE 

4 AÑOS 

 

 

ELABORO 

 

AUTORIZA Y FIRMA LA PROPUESTA 

(Grado/Cargo, Nombres y Firma (Grado/Cargo, Nombres y Firma) 

TITULAR DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 

Lo anterior, lo hago constar para los fines legales correspondientes, a los diecinueve días del mes de 

mayo del año dos mil veintiuno.- La Secretaria General del Consejo de Carrera de la Guardia Nacional, 

Licenciada Evangelina Hernández Duarte.- Rúbrica. 

(R.- 509150) 
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ACUERDO 1/V-SE/2021 por el que se reforman los artículos 6, 20, Tercero y Sexto Transitorios de los 
Lineamientos para la emisión del Certificado Único Policial. 

Al margen un logotipo, que dice: Sistema Nacional de Seguridad Pública.- Consejo Nacional de Seguridad 
Pública.- Comisión Permanente de Certificación y Acreditación. 

MAURICIO IGNACIO IBARRA ROMO, Titular del Centro Nacional de Certificación y Acreditación y 

Secretario Técnico de la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación del Consejo Nacional de 

Seguridad Pública, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 9, fracción V, de los Lineamientos 

Generales de Organización y Funcionamiento de las Comisiones Permanentes del Consejo Nacional de 

Seguridad Pública: 

CERTIFICA 

Que la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación del Consejo Nacional de Seguridad Pública, 

en su V Sesión Extraordinaria, celebrada el 1º de julio de 2021, con fundamento en los artículos 15 y 16 de la 

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como 1, 3, fracción II, 4, 15, fracción V, 18, 19, 

22 y 23 de los Lineamientos Generales de Organización y Funcionamiento de las Comisiones Permanentes 

del Consejo Nacional de Seguridad Pública y 1, 3, 13, 15, 19 y 25 de los Estatutos de Organización y 

Funcionamiento de la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación del Consejo Nacional de 

Seguridad Pública, y: 

CONSIDERANDO 

Que en cumplimiento a los Acuerdos de la Cuadragésima Sesión Ordinaria del Consejo Nacional de 

Seguridad Pública, el 9 de septiembre de 2016 se publicaron en el D.O.F. los Lineamientos para la emisión 

del Certificado Único Policial (CUP), estableciendo en el artículo Tercero Transitorio el plazo de tres años para 

que todos los integrantes de las instituciones policiales obtuvieran el CUP. 

Que mediante Acuerdo de la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación, ratificado por el 

Consejo Nacional de Seguridad Pública se reformó el artículo Tercero Transitorio de los citados Lineamientos, 

para otorgar una prórroga de dieciocho meses para la obtención del CUP, con fecha de cumplimiento al 10 de 

marzo de 2021. 

Que en la implementación del CUP, las instituciones policiales han detectado que la variación de fechas 
de vencimiento de cada una de las evaluaciones que lo conforman genera un desfase en los resultados, lo 
cual interfiere con los tres años de vigencia del certificado, por lo que se requieren realizar las acciones 
necesarias para alinear las fechas de evaluación de los elementos que lo integran a las de control de 
confianza por única ocasión, tanto para el ingreso como para la permanencia, con el compromiso de 
programar todas las evaluaciones futuras en los seis meses previos al vencimiento del CUP para mantenerlo 
permanentemente actualizado. 

Que, aunado a la problemática anterior, el 19 de marzo de 2020 el Consejo de Salubridad General 

reconoció la epidemia generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19) en México, como una enfermedad grave 

de atención prioritaria y determinó la suspensión de actividades no prioritarias para su mitigación y control, 

situación que impactó en las capacidades de atención o en algunos casos, cancelación o aplazamiento de las 

actividades que se requieren para conformar la emisión del CUP, ante el riesgo de contagio, situación que 

prevalece a la fecha. 

Que, no obstante el desfase que implica la variación de fechas de resultados y la emergencia sanitaria por 

la que atraviesa el país, las instituciones policiales presentan un avance de 10.2% a nivel federal, 70.6% a 

nivel estatal y 67.7% a nivel municipal, en la certificación de sus elementos, con fecha de corte al 10 de marzo 

de 2021, por lo que el avance no es suficiente para lograr el cien por ciento de personal policial certificado en 

el plazo establecido en los mencionados Lineamientos. 

Que, asimismo para el caso de la Guardia Nacional se plantea otorgar un plazo más amplio, considerando 

la magnitud de los elementos que paulatinamente la han ido conformando por ser una institución de nueva 

creación, así como la movilidad derivada de las actividades encomendadas con motivo de la pandemia. 

Que es necesario establecer compromisos verificables para que las instituciones de seguridad pública 

implementen las acciones requeridas para cumplir con la certificación del 100% de sus elementos. 
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Por lo anteriormente expuesto, ha tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO 1/V-SE/2021 

Por acuerdo de los integrantes de la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública, se instruye al Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
para que, por conducto del Centro Nacional de Certificación y Acreditación (CNCA), lleve a cabo la reforma 
correspondiente a los artículos 6, 20, Tercero y Sexto Transitorios de los Lineamientos para la emisión del 
Certificado Único Policial, a fin de alinear las fechas de evaluación de los elementos que integran el CUP a las 
de control de confianza por única ocasión, tanto para el ingreso como para la permanencia, con el 
compromiso de programar todas las evaluaciones futuras en los seis meses previos a su vencimiento para 
mantenerlo permanentemente actualizado. 

Asimismo, se acuerda ampliar el plazo establecido para que las instituciones de seguridad pública 
federales, con excepción de la Guardia Nacional, de las entidades federativas y municipales cumplan los 
requisitos para la expedición del certificado al cien por ciento de sus integrantes, con vencimiento al 31 de 
marzo de 2022; y por lo que respecta a la Guardia Nacional el vencimiento será al 31 de mayo de 2024. 

La prórroga se sujetará a la condición de que, en el ámbito de sus respectivas competencias, las 
entidades federativas, los titulares de los ejecutivos locales, o quien ellos designen para que en coordinación 
con sus respectivos municipios, así como los responsables de las instituciones de seguridad pública local; y 
en el ámbito federal, los titulares de las instituciones de seguridad pública federal, presenten un programa de 
trabajo que contenga su propuesta, junto con un cronograma de acciones para la certificación de sus 
elementos, mismo que será valorado por el CNCA respecto a las evaluaciones de control de confianza y por la 
Dirección General de Apoyo Técnico (DGAT) en lo referente a formación inicial y/o equivalente, evaluación de 
competencias policiales básicas o profesionales y evaluación del desempeño, con el compromiso de que, una 
vez que sea aprobado el programa de trabajo, remitan al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública un informe trimestral del avance de las acciones en la obtención del CUP, de conformidad 
con los criterios y plazos que emitan el CNCA y la DGAT. 

Asimismo, se acuerda solicitar al Titular del Centro Nacional de Certificación y Acreditación, informe en el 
pleno de las sesiones de esta Comisión Permanente el avance de los certificados de las instituciones 
policiales emitidos por los Centros de Evaluación de Control de Confianza. 

Se aprueba la reforma correspondiente a los artículos 6, 20, Tercero y Sexto Transitorios de los 
Lineamientos para la emisión del Certificado Único Policial, para quedar como sigue: 

“ARTÍCULO 6. Para emitir el CUP, se deberán observar las condiciones de procedibilidad, 
atendiendo a las siguientes hipótesis: 

V. … 

La vigencia de las evaluaciones de control de confianza, de competencias básicas o 
profesionales y del desempeño, vencerá de forma (unificada) simultánea, cada tres años, 
contados a partir de la fecha de expedición del CUP. 

ARTÍCULO 20. La vigencia del CUP será de tres años, contados a partir de la fecha de 
emisión. 

Para la actualización del CUP, las evaluaciones de control de confianza, competencias 
básicas o profesionales y del desempeño deberán aplicarse dentro de los seis meses 
previos al término de la vigencia del CUP”. 

TRANSITORIOS 

TERCERO.- Las instituciones de seguridad pública con excepción de la Guardia Nacional 
deberán cumplir los requisitos para que, al 31 de marzo de 2022, sus integrantes obtengan 
el Certificado Único Policial por parte de los CECC’s. El plazo para que los elementos de la 
Guardia Nacional obtengan el CUP será al 31 de mayo de 2024. 

La prórroga se sujetará a la condición de que, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, las entidades federativas, los titulares de los ejecutivos locales, o quien ellos 
designen para que en coordinación con sus respectivos municipios, así como los 
responsables de las instituciones de seguridad pública local; y en el ámbito federal, los 
titulares de las instituciones de seguridad pública federal, presenten un programa de trabajo 
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que contenga su propuesta, junto con un cronograma de acciones para la certificación de 
sus elementos, mismo que será valorado por el CNCA respecto a las evaluaciones de 
control de confianza y por la Dirección General de Apoyo Técnico (DGAT) en lo referente a 
formación inicial y/o equivalente, evaluación de competencias policiales básicas o 
profesionales y evaluación del desempeño, con el compromiso de que, una vez que sea 
aprobado el programa de trabajo, remitan al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública un informe trimestral del avance de las acciones en la obtención del 
CUP, de conformidad con los criterios y plazos que emitan el CNCA y la DGAT. 

SEXTO.- Por única ocasión, la vigencia de las evaluaciones de competencias básicas o 
profesionales y del desempeño se homologarán a la de las evaluaciones de control de 
confianza que se encuentren vigentes, mismas que serán la base para la expedición del 
CUP, con el compromiso de programar todas las evaluaciones futuras dentro de los seis 
meses previos al vencimiento del CUP, para mantenerlo permanentemente actualizado, por 
lo que la Dirección General de Apoyo Técnico determinará las vigencias para los casos 
específicos.” 

Se instruye al Secretario Técnico de la Comisión Permanente de Certificación y Acreditación a llevar a 
cabo los trámites correspondientes para publicar el presente acuerdo en el Diario Oficial de la Federación para 
los efectos procedentes. 

En la Ciudad de México, a 1 de julio de 2021.- El Secretario Técnico de la Comisión Permanente de 
Certificación y Acreditación del Consejo Nacional de Seguridad Pública, Mtro. Mauricio Ignacio Ibarra 
Romo.- Rúbrica. 

ANEXO DEL ACUERDO 1/V-SE/2021 

ACUERDO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 6, 20, TERCERO Y SEXTO TRANSITORIOS 
DE LOS LINEAMIENTOS PARA LA EMISIÓN DEL CERTIFICADO ÚNICO POLICIAL 

MAURICIO IGNACIO IBARRA ROMO, Titular del Centro Nacional de Certificación y Acreditación, con 
fundamento en los artículos 21, párrafos noveno y décimo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 17, párrafo primero, 18, fracciones I, IX, XV, XXIV y XXV, 21, 22, fracciones I, II y IX, 40, fracción 
XV, 41, fracción V, 76, 85, fracciones II y III, 88, apartado B, fracción II, 96, 97, 106, 107 y 108, fracción VIII de 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y 14, fracciones IX, X, XI y XVIII, del Reglamento 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y atendiendo los acuerdos de la 
Comisión Permanente de Certificación y Acreditación emite el siguiente: 

ACUERDO 

ÚNICO.- Se reforman los artículos 6, 20, Tercero y Sexto Transitorios, de los Lineamientos para la emisión 
del Certificado Único Policial, para quedar como sigue: 

“ARTÍCULO 6. Para emitir el CUP, se deberán observar las condiciones de procedibilidad, 
atendiendo a las siguientes hipótesis: 

V. … 

La vigencia de las evaluaciones de control de confianza, de competencias básicas o 
profesionales y del desempeño, vencerá de forma (unificada) simultánea, cada tres años, 
contados a partir de la fecha de expedición del CUP. 

ARTÍCULO 20. La vigencia del CUP será de tres años, contados a partir de la fecha de 
emisión. 

Para la actualización del CUP, las evaluaciones de control de confianza, competencias 
básicas o profesionales y del desempeño deberán aplicarse dentro de los seis meses 
previos al término de la vigencia del CUP. 

TRANSITORIOS 

TERCERO.- Las instituciones de seguridad pública con excepción de la Guardia Nacional 
deberán cumplir los requisitos para que, al 31 de marzo de 2022, sus integrantes obtengan 
el Certificado Único Policial por parte de los CECC’s. El plazo para que los elementos de la 
Guardia Nacional obtengan el CUP será al 31 de mayo de 2024. 
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La prórroga se sujetará a la condición de que, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, las entidades federativas, los titulares de los ejecutivos locales, o quien ellos 

designen para que en coordinación con sus respectivos municipios, así como los 

responsables de las instituciones de seguridad pública local; y en el ámbito federal,  

los titulares de las instituciones de seguridad pública federal, presenten un programa de 

trabajo que contenga su propuesta, junto con un cronograma de acciones para la 

certificación de sus elementos, mismo que será valorado por el CNCA respecto a las 

evaluaciones de control de confianza y por la Dirección General de Apoyo Técnico (DGAT) 

en lo referente a formación inicial y/o equivalente, evaluación de competencias policiales 

básicas o profesionales y evaluación del desempeño, con el compromiso de que, una vez 

que sea aprobado el programa de trabajo, remitan al Secretariado Ejecutivo del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública un informe trimestral del avance de las acciones en la 

obtención del CUP, de conformidad con los criterios y plazos que emitan el CNCA  

y la DGAT. 

SEXTO.- Por única ocasión, la vigencia de las evaluaciones de competencias básicas o 

profesionales y del desempeño se homologarán a la de las evaluaciones de control de 

confianza que se encuentren vigentes, mismas que serán la base para la expedición del 

CUP, con el compromiso de programar todas las evaluaciones futuras dentro de los seis 

meses previos al vencimiento del CUP, para mantenerlo permanentemente actualizado, por 

lo que la Dirección General de Apoyo Técnico determinará las vigencias para los casos 

específicos. 

Dado en la Ciudad de México, el primero de julio de dos mil veintiuno.- El Titular del Centro Nacional de 

Certificación y Acreditación, Mtro. Mauricio Ignacio Ibarra Romo.- Rúbrica. 

(R.- 509168) 

AVISO AL PÚBLICO 
Se informa que para la inserción de documentos en el Diario Oficial de la Federación, se deberán cubrir los 
siguientes requisitos: 
 Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación del 

documento, fundando y motivando su petición conforme a la normatividad aplicable, con dos copias legibles. 
 Documento a publicar en papel membretado que contenga lugar y fecha de expedición, cargo, nombre y 

firma autógrafa de la autoridad emisora, sin alteraciones, en original y dos copias legibles. 
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 Comprobante de pago realizado ante cualquier institución bancaria o vía internet mediante el esquema de 

pago electrónico e5cinco del SAT, con la clave de referencia 014001743 y la cadena de la dependencia 
22010010000000. El pago deberá realizarse invariablemente a nombre del solicitante de la publicación, 
en caso de personas físicas y a nombre del ente público u organización, en caso de personas morales. El 
comprobante de pago se presenta en original y copia simple. El original del pago queda bajo resguardo 
de esta Dirección. 

Nota: No se aceptarán recibos bancarios ilegibles; con anotaciones o alteraciones; con pegamento o cinta 
adhesiva; cortados o rotos; pegados en hojas adicionales; perforados; con sellos diferentes a los de las 
instituciones bancarias. 
Todos los documentos originales, entregados al Diario Oficial de la Federación, quedarán resguardados en 
sus archivos. 
Los pagos por concepto de derecho de publicación únicamente son vigentes durante el ejercicio fiscal en que 
fueron generados, por lo que no podrán presentarse comprobantes de pago realizados en 2020 o anteriores 
para solicitar la prestación de un servicio en 2021. 
Las solicitudes de publicación de licitaciones para Concursos de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y 
Servicios, así como los Concursos a Plazas Vacantes del Servicio Profesional de Carrera, se podrán tramitar 
a través de la herramienta “Solicitud de publicación de documentos en el Diario Oficial de la Federación a 
través de medios remotos”, para lo cual además de presentar en archivo electrónico el documento a publicar, 
el pago correspondiente (sólo en convocatorias para licitaciones públicas) y la e.firma de la autoridad emisora 
del documento, deberá contar con el usuario y contraseña que proporciona la Dirección General Adjunta del 
Diario Oficial de la Federación. 
Por ningún motivo se recibirá la documentación en caso de no cubrir los requisitos. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
ACUERDO por el que se dan a conocer los estímulos fiscales a la gasolina y al diésel en los sectores pesquero y 
agropecuario para el mes de agosto de 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 96/2021 

Acuerdo por el que se dan a conocer los estímulos fiscales a la gasolina y al diésel en los sectores 
pesquero y agropecuario para el mes de agosto de 2021. 

ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ, Secretario de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en los 
artículos 31, fracción XXXII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 5o., segundo párrafo de 
la Ley de Energía para el Campo; Primero del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia 
del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican; Primero del 
Acuerdo por el que se establecen estímulos fiscales a la gasolina y el diésel en los sectores pesquero y 
agropecuario, 4o. del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y tomando en 
cuenta que prevalecen las condiciones expuestas en el “Acuerdo por el que se dan a conocer los estímulos 
fiscales a la gasolina y al diésel en los sectores pesquero y agropecuario para el mes de junio de 2020” 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2020, he tenido a bien expedir el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Primero.- El presente Acuerdo tiene por objeto dar a conocer los porcentajes de los estímulos 
fiscales aplicables en todo el territorio nacional a la gasolina menor a 91 octanos y al diésel para uso en el 
sector pesquero y agropecuario de conformidad con el Artículo Primero del Acuerdo por el que se establecen 
estímulos fiscales a la gasolina y el diésel en los sectores pesquero y agropecuario, publicado el 30 de 
diciembre de 2015 en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo.- Los porcentajes de los estímulos fiscales aplicables para el mes de agosto de 2021, 
son los siguientes: 

COMBUSTIBLE PORCENTAJE DE ESTÍMULO 
AGOSTO 2021 

Gasolina menor a 91 octanos 0.00 

Diésel para el sector pesquero 0.00 

Diésel para el sector agropecuario 0.00 

 

Artículo Tercero.- Los porcentajes a que se refiere el artículo Segundo del presente Acuerdo se aplicarán 
sobre las cuotas disminuidas que correspondan a la gasolina menor a 91 octanos y al diésel. El resultado 
obtenido se adicionará con el impuesto al valor agregado correspondiente y el monto total será la cantidad 
que se deberá aplicar para reducir los precios de la gasolina menor a 91 octanos y el diésel en el momento en 
que dichos combustibles se enajenen a los beneficiarios del sector pesquero y agropecuario, según 
corresponda. 

Las cuotas disminuidas son las que se publican en el Diario Oficial de la Federación mediante los 
acuerdos por los que se dan a conocer los porcentajes, los montos del estímulo fiscal, así como las cuotas 
disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican 
por el período que dichos acuerdos especifican. 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 15 de julio de 2021.- En ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público y con 
fundamento en el artículo 105 del Reglamento Interior de esta Secretaría, el Subsecretario de Hacienda y 
Crédito Público, Gabriel Yorio González.- Rúbrica. 



Viernes 23 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL 73 

ACUERDO por el que se dan a conocer los porcentajes y los montos del estímulo fiscal, así como las cuotas 
disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, 
correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 101/2021 

Acuerdo por el que se dan a conocer los porcentajes y los montos del 
estímulo fiscal, así como las cuotas disminuidas del impuesto especial 

sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se 
indican, correspondientes al periodo que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por el artículo Primero del Decreto por el que se 
establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los 
combustibles que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2016 y sus 
posteriores modificaciones, se dan a conocer los porcentajes y los montos del estímulo fiscal, así como las 
cuotas disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles 
automotrices, correspondientes al periodo comprendido del 24 al 30 de julio de 2021, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Primero. Los porcentajes del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 24 al 30 de julio de 
2021, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Porcentaje de Estímulo 

Gasolina menor a 91 octanos 46.25% 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

18.51% 

Diésel 16.91% 

 

Artículo Segundo. Los montos del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 24 al 30 de julio de 
2021, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Monto del estímulo fiscal 
(pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos $2.3658 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

$0.7993 

Diésel $0.9507 

 

Artículo Tercero. Las cuotas para el periodo comprendido del 24 al 30 de julio de 2021, aplicables a los 
combustibles automotrices son las siguientes: 

Combustible Cuota (pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos 2.7490 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

3.5199 

Diésel 4.6705 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- Con fundamento en el artículo Primero, último párrafo del 
Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda 
y Crédito Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, Karina Ramírez Arras.- 
Rúbrica. 



74 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 102/2021 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos 
fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en la región 

fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al 
periodo que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos Segundo y Quinto del Decreto 
por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y servicios 
aplicables a los combustibles que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre 
de 2016 y sus posteriores modificaciones, se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a 
la enajenación de gasolinas en la franja fronteriza de 20 kilómetros y en el territorio comprendido entre las 
líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos 
de América, durante el periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, dentro de la franja 
fronteriza de 20 kilómetros y del territorio comprendido entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 
kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos de América, a que se refieren los artículos 
Segundo y Quinto del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial 
sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, durante el período comprendido del 
24 al 30 de julio de 2021. 

Zona I 

Municipios de Tijuana y Playas de Rosarito del Estado de Baja California 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

 

Municipio de Tecate del Estado de Baja California 
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20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.130 $0.108 $0.087 $0.065 $0.043 $0.022 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.140 $0.117 $0.093 $0.070 $0.047 $0.023 

 

Zona II 

Municipio de Mexicali del Estado de Baja California 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.580 $0.483 $0.387 $0.290 $0.193 $0.097 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.600 $0.500 $0.400 $0.300 $0.200 $0.100 
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Zona III 

Municipio de San Luis Rio Colorado del Estado de Sonora 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.360 $2.800 $2.240 $1.680 $1.120 $0.560 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.900 $2.417 $1.933 $1.450 $0.967 $0.483 

 

Zona IV 

Municipios de Puerto Peñasco y Caborca del Estado de Sonora 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.470 $2.892 $2.313 $1.735 $1.157 $0.578 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.490 $2.075 $1.660 $1.245 $0.830 $0.415 

 

Municipio de General Plutarco Elías Calles del Estado de Sonora 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 

Municipios de Nogales, Sáric, Agua Prieta del Estado de Sonora 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.260 $1.883 $1.507 $1.130 $0.753 $0.377 
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Municipios de Santa Cruz, Cananea, Naco y Altar del Estado de Sonora 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.210 $1.842 $1.473 $1.105 $0.737 $0.368 

 

Zona V 

Municipio de Janos, Manuel Benavides, Manuel Ojinaga y Ascensión del Estado de Chihuahua 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.230 $3.525 $2.820 $2.115 $1.410 $0.705 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.320 $2.767 $2.213 $1.660 $1.107 $0.553 

 

Municipios de Juárez, Praxedis G. Guerrero y Guadalupe Estado de Chihuahua 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.860 $2.383 $1.907 $1.430 $0.953 $0.477 

 

Municipio de Coyame del Sotol del Estado de Chihuahua 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.820 $3.183 $2.547 $1.910 $1.273 $0.637 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.000 $2.500 $2.000 $1.500 $1.000 $0.500 
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Zona VI 

Municipios de Ocampo, Acuña, Jiménez, Guerrero y Zaragoza del Estado de Coahuila de Zaragoza y municipio 

de Anáhuac del Estado de Nuevo León 
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kms 

20-25 
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25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.550 $3.792 $3.033 $2.275 $1.517 $0.758 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

 

Municipios de Piedras Negras y Nava del Estado de Coahuila de Zaragoza 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.220 $3.517 $2.813 $2.110 $1.407 $0.703 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.090 $2.575 $2.060 $1.545 $1.030 $0.515 

 

Municipio de Hidalgo del Estado de Coahuila de Zaragoza y Nuevo Laredo del Estado de Tamaulipas 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.120 $3.433 $2.747 $2.060 $1.373 $0.687 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.990 $2.492 $1.993 $1.495 $0.997 $0.498 

 

Zona VII 

Municipios de Guerrero, Mier y Valle Hermoso del Estado de Tamaulipas 
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kms 
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kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.500 $3.750 $3.000 $2.250 $1.500 $0.750 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 
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Municipios de Reynosa, Camargo, Gustavo Díaz Ordaz, Rio Bravo, Matamoros y Miguel Alemán del Estado de 

Tamaulipas 

 

0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.830 $3.192 $2.553 $1.915 $1.277 $0.638 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.650 $2.208 $1.767 $1.325 $0.883 $0.442 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- Con fundamento en el artículo Segundo, tercer párrafo del 
Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda 
y Crédito Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, Karina Ramírez Arras.- 
Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con Guatemala, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 103/2021 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos 
fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en la región 

fronteriza con Guatemala, correspondientes al periodo 
que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos Primero y Tercero del Decreto 
por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan en la 
frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de 
diciembre de 2020, se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de 
gasolinas en los municipios fronterizos con Guatemala, durante el periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, en los municipios 
fronterizos con Guatemala, a que se refieren los artículos Primero y Tercero del Decreto por el que se 
establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan en la frontera sur de los 
Estados Unidos Mexicanos, durante el período comprendido del 24 al 30 de julio de 2021. 

Zona I 

Municipios de Calakmul y Candelaria del Estado de Campeche 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.880 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.105 
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Zona II 

Municipios de Balancán y Tenosique del Estado de Tabasco 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.312 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.379 

 

Zona III 

Municipios de Ocosingo y Palenque del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.716 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.745 

 

Zona IV 

Municipios de Marqués de Comillas y Benemérito de las Américas del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.836 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.904 

 

Zona V 

Municipios de Amatenango de la Frontera, Frontera Comalapa, La Trinitaria, Maravilla Tenejapa y Las Margaritas 

del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 2.549 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.306 

 

Zona VI 

Municipios de Suchiate, Frontera Hidalgo, Metapa, Tuxtla Chico, Unión Juárez, Cacahoatán, Tapachula, 

Motozintla y Mazapa de Madero del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo: 

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.504 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.167 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  

de la Federación. 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- Con fundamento en el artículo Primero, tercer párrafo del 

Decreto por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan 

en la frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda y Crédito 

Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, Karina Ramírez Arras.- Rúbrica. 
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ACUERDO mediante el cual se otorga patente de Agente Aduanal número 1876 a favor de la ciudadana Talina 
Alverdi Mabarak, para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Veracruz como aduana de 
adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- 
Administración Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

G.800.02.00.00.00.21-9325 

Asunto: Acuerdo de otorgamiento de patente de Agente Aduanal por sustitución. 

Vista la resolución contenida en el oficio número G.800.02.00.00.00.21-9320 de fecha 16 de junio de 2021, 

mediante la cual, se ordena expedir la patente de agente aduanal por sustitución, a favor de la C. Talina 

Alverdi Mabarak; y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14, 16, 17, 31 fracción IV y 90 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 17, 18, 26 y 31, fracciones XI y XII de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, Apartado D, fracción I, 98-B y 98-C del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1, 2, 3, 4, 7, fracciones II, VII y XVIII, y 8, fracción III 

de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 1, 2 primer párrafo, apartado B, fracción II, inciso b) y 

segundo párrafo, 5 primer párrafo, 13, fracción II en relación con el 12, fracción II, 19 primer párrafo, 

fracciones XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, último párrafo, numeral 2 y 20, apartado B, fracción I del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

24 de agosto de 2015; 1, 2, fracciones II y XXI, 35, 36, 36-A, 54, primer párrafo, 59-A, 159, 160, 161,162, 163, 

164, 165, 166 y 167 de la Ley Aduanera; 1, 51, fracción II de la Ley Federal de Derechos; 1, primer y último 

párrafo, 5, 12, 18, 18-A, 19, 32-D, 33, último párrafo, 38, 63 primer y último párrafo y 135 del Código Fiscal de 

la Federación; 13 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Reglas 1.2.2., 1.4.13. y 1.4.14. de las 

Reglas Generales de Comercio Exterior vigentes en 2019, armonizadas con lo previsto en el artículo 159 de la 

Ley Aduanera, así como la Regla 1.4.11., de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2020; así como 

en las fichas de trámite 19/LA y 20/LA denominadas: Solicitud para expedir la patente, a través del “Acuerdo 

de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución” y Solicitud de publicación en el Diario Oficial 

de la Federación del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución”, 

respectivamente, contenidas en el Anexo 1-A de las citadas reglas, toda vez que el domicilio fiscal de la 

interesada se encuentra dentro del territorio nacional; se procede a emitir el siguiente: 

ACUERDO 

Primero. - Se otorga patente de agente aduanal número 1876 a favor de la C. Talina Alverdi Mabarak 

para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Veracruz, como aduana de adscripción. 

Segundo. - Autorícese a la C. Talina Alverdi Mabarak, actuar ante las aduanas del Aeropuerto 

Internacional de la Ciudad de México, Manzanillo y Matamoros como aduanas adicionales a la de su 

adscripción, mismas que tenía autorizadas el agente aduanal del cual se obtiene la patente. 

Tercero. - Notifíquese personalmente al C. Talina Alverdi Mabarak, el presente Acuerdo. 

Cuarto. - Gírese atento oficio a los administradores de la aduana de adscripción y las aduanas adicionales 

autorizadas al agente aduanal para ejercer funciones con tal carácter, para su conocimiento y efectos 

correspondientes. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 16 de junio de 2021.- Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas,  

Lic. Leonardo Contreras Gómez.- Rúbrica. 

(R.- 509099) 
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ACUERDO mediante el cual se otorga patente de Agente Aduanal número 1873 a favor del ciudadano Eric 
Alejandro Galindo Sommerz, para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Nuevo Laredo como 
aduana de adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- 
Administración Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

G.800.02.00.00.00.21-8073 

Asunto: Acuerdo de otorgamiento de patente de Agente Aduanal por sustitución. 

Vista la resolución contenida en el oficio número G.800.02.00.00.00.21-8072 de fecha 15 de junio de 2021, 

mediante la cual, se ordena expedir la patente de agente aduanal por sustitución, a favor del C. Eric 

Alejandro Galindo Sommerz; con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14, 16, 17, 31 fracción 

IV y 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 17, 18, 26 y 31, 

fracciones XI y XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, Apartado D, fracción I, 98-B y 

98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1, 2, 3, 4, 7, fracciones II, VII y 

XVIII, y 8, fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 1, 2 primer párrafo, apartado B, 

fracción II, inciso b) y segundo párrafo, 5 primer párrafo, 13, fracción II en relación con el 12, fracción II, 19 

primer párrafo, fracciones XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, último párrafo, numeral 2 y 20, apartado B, 

fracción I del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 24 de agosto de 2015; 1, 2, fracciones II y XXI, 35, 36, 36-A, 54, primer párrafo, 59-A, 159, 160, 

161,162, 163, 164, 165, 166 y 167 de la Ley Aduanera; 1, 51, fracción II de la Ley Federal de Derechos; 1, 

primer y último párrafo, 5, 12, 18, 18-A, 19, 32-D, 33, último párrafo, 38, 63 primer y último párrafo y 135 del 

Código Fiscal de la Federación; 13 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Reglas 1.2.2., 1.4.13. 

y 1.4.14. de las Reglas Generales de Comercio Exterior vigentes en 2019, armonizadas con lo previsto en el 

artículo 159 de la Ley Aduanera, así como la Regla 1.4.11., de las Reglas Generales de Comercio Exterior 

para 2020; así como en las fichas de trámite 19/LA y 20/LA denominadas: Solicitud para expedir la patente, a 

través del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución” y Solicitud de publicación 

en el Diario Oficial de la Federación del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por 

sustitución”, respectivamente, contenidas en el Anexo 1-A de las citadas reglas, toda vez que el domicilio 

fiscal del interesado se encuentra dentro del territorio nacional; se procede a emitir el siguiente: 

ACUERDO 

Primero. - Se otorga patente de agente aduanal número 1873 a favor del C. Eric Alejandro Galindo 

Sommerz para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Nuevo Laredo, como aduana de 

adscripción. 

Segundo. - Autorícese al C. Eric Alejandro Galindo Sommerz, actuar ante las aduanas del Aeropuerto 

Internacional de la Ciudad de México, Colombia y Guadalajara como aduanas adicionales a la de su 

adscripción, mismas que tenía autorizadas el agente aduanal del cual se obtiene la patente. 

Tercero. - Notifíquese personalmente al C. Eric Alejandro Galindo Sommerz, el presente Acuerdo. 

Cuarto. - Gírese atento oficio a los administradores de la aduana de adscripción y las aduanas adicionales 

autorizadas al agente aduanal para ejercer funciones con tal carácter, para su conocimiento y efectos 

correspondientes. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2021.- Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas,  

Lic. Leonardo Contreras Gómez.- Rúbrica. 

(R.- 509100) 
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ACUERDO mediante el cual se otorga patente de Agente Aduanal número 1867 a favor del ciudadano José 
Antonio Góngora Barrera, para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana del Aeropuerto Internacional de 
la Ciudad de México como aduana de adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- 
Administración Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

G. 800.02.00.00.00.21-7992 

Asunto: Acuerdo de otorgamiento de patente de Agente Aduanal por sustitución. 

Vista la resolución contenida en el oficio número G.800.02.00.00.00.21-8006 de fecha 15 de junio de 2021, 

mediante la cual, se ordena expedir la patente de agente aduanal por sustitución, a favor del C. José Antonio 

Góngora Barrera; con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14, 16, 17, 31 fracción IV y 90 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 17, 18, 26 y 31, fracciones XI y XII de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, Apartado D, fracción I, 98-B y 98-C del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1, 2, 3, 4, 7, fracciones II, VII y XVIII, y 8, fracción III 

de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 1, 2 primer párrafo, apartado B, fracción II, inciso b) y 

segundo párrafo, 5 primer párrafo, 13, fracción II en relación con el 12, fracción II, 19 primer párrafo, 

fracciones XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, último párrafo, numeral 2 y 20, apartado B, fracción I del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

24 de agosto de 2015; 1, 2, fracciones II y XXI, 35, 36, 36-A, 54, primer párrafo, 59-A, 144, 159, 160, 161,162, 

163, 164, 165, 166 y 167 de la Ley Aduanera; 1, 51, fracción II de la Ley Federal de Derechos; 1, primer y 

último párrafo, 5, 12, 18, 18-A, 19, 32-D, 33, último párrafo, 38, 63 primer y último párrafo y 135 del Código 

Fiscal de la Federación; 13 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Reglas 1.2.2., y 1.4.14. de las 

Reglas Generales de Comercio Exterior para 2018 y sus correlativas 1.4.13. y 1.4.14., para 2019 y su 

correlativa 1.4.11. para 2020; así como en las fichas de trámite 19/LA y 20/LA denominadas: Solicitud para 

expedir la patente, a través del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución” y 

Solicitud de publicación en el Diario Oficial de la Federación del “Acuerdo de otorgamiento de patente de 

agente aduanal por sustitución”, respectivamente, contenidas en el Anexo 1-A de las citadas reglas, toda vez 

que el domicilio fiscal del interesado se encuentra dentro del territorio nacional; se procede a emitir el 

siguiente: 

ACUERDO 

Primero. - Se otorga patente de agente aduanal número 1867 a favor del C. José Antonio Góngora 

Barrera para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de 

México, como aduana de adscripción. 

Segundo. - Autorícese al C. José Antonio Góngora Barrera, actuar ante las aduanas de Querétaro y 

Veracruz como aduanas adicionales a la de su adscripción, mismas que tenía autorizadas la agente aduanal 

del cual se obtiene la patente. 

Tercero. - Notifíquese personalmente al C. José Antonio Góngora Barrera, el presente Acuerdo. 

Cuarto. - Gírese atento oficio a los administradores de la aduana de adscripción y las aduanas adicionales 

autorizadas al agente aduanal para ejercer funciones con tal carácter, para su conocimiento y efectos 

correspondientes. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2021.- Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas,  

Lic. Leonardo Contreras Gómez.- Rúbrica. 

(R.- 509103) 
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ACUERDO mediante el cual se otorga patente de Agente Aduanal número 1875 a favor del ciudadano David 
Ernesto Conde Valero, para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Guadalajara como aduana de 
adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- 
Administración Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

G.800.02.00.00.00.21-9322 

Asunto: Acuerdo de otorgamiento de patente de Agente Aduanal por sustitución. 

Vista la resolución contenida en el oficio número G.800.02.00.00.00.21-9317 de fecha 15 de junio de 2021, 

mediante la cual, se ordena expedir la patente de agente aduanal por sustitución, a favor del C. David 

Ernesto Conde Valero; y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14, 16, 17, 31 fracción IV y 90 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 17, 18, 26 y 31, fracciones XI y 

XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, Apartado D, fracción I, 98-B y 98-C del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1, 2, 3, 4, 7, fracciones II, VII y XVIII, y 8, 

fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 1, 2 primer párrafo, apartado B, fracción II, 

inciso b) y segundo párrafo, 5 primer párrafo, 13, fracción II en relación con el 12, fracción II, 19 primer 

párrafo, fracciones XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, último párrafo, numeral 2 y 20, apartado B, fracción I del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

24 de agosto de 2015; 1, 2, fracciones II y XXI, 35, 36, 36-A, 54, primer párrafo, 59-A, 159, 160, 161,162, 163, 

164, 165, 166 y 167 de la Ley Aduanera; 1, 51, fracción II de la Ley Federal de Derechos; 1, primer y último 

párrafo, 5, 12, 18, 18-A, 19, 32-D, 33, último párrafo, 38, 63 primer y último párrafo y 135 del Código Fiscal de 

la Federación; 13 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Reglas 1.2.2. y 1.4.14, de las Reglas 

Generales de Comercio Exterior para 2018 y sus correlativas 1.4.13. y 1.4.14. para 2019 y su correlativa 

1.4.11. para 2020; así como en las fichas de trámite 19/LA y 20/LA denominadas: Solicitud para expedir la 

patente, a través del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución” y Solicitud de 

publicación en el Diario Oficial de la Federación del “Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal 

por sustitución”, respectivamente, contenidas en el Anexo 1-A de las citadas reglas, toda vez que el domicilio 

fiscal del interesado se encuentra dentro del territorio nacional; se procede a emitir el siguiente: 

ACUERDO 

Primero. - Se otorga patente de agente aduanal número 1875 a favor del C. David Ernesto Conde 

Valero para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana de Guadalajara, como aduana de adscripción. 

Segundo. - Autorícese al C. David Ernesto Conde Valero, actuar ante las aduanas del Aeropuerto 

Internacional de la Ciudad de México, Ciudad Juárez y Nuevo Laredo como aduanas adicionales a la de su 

adscripción, mismas que tenía autorizadas el agente aduanal del cual se obtiene la patente. 

Tercero. - Notifíquese personalmente al C. David Ernesto Conde Valero, el presente Acuerdo. 

Cuarto. - Gírese atento oficio a los administradores de la aduana de adscripción y las aduanas adicionales 

autorizadas al agente aduanal para ejercer funciones con tal carácter, para su conocimiento y efectos 

correspondientes. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2021.- Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas,  

Lic. Leonardo Contreras Gómez.- Rúbrica. 

(R.- 509105) 
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ACUERDO mediante el cual se otorga patente de Agente Aduanal número 1879 a favor del ciudadano Alberto 
Lucio Cabezut Albín, para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana del Aeropuerto Internacional de la 
Ciudad de México como aduana de adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- 
Administración Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

G.800.02.00.00.00.21-9870 

Asunto: Acuerdo de otorgamiento de patente de Agente Aduanal por sustitución. 

Vista la resolución contenida en el oficio número G.800.02.00.00.00.21-9731 de fecha 21 de junio de 2021, 

mediante la cual, se ordena expedir la patente de agente aduanal por sustitución, a favor del C. Alberto Lucio 

Cabezut Albín; y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14, 16, 17, 31 fracción IV y 90 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 17, 18, 26 y 31, fracciones XI y XII de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, Apartado D, fracción I, 98-B y 98-C del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1, 2, 3, 4, 7, fracciones II, VII y XVIII, y 8, fracción III 

de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 1, 2 primer párrafo, apartado B, fracción II, inciso b) y 

segundo párrafo, 5 primer párrafo, 13, fracción II en relación con el 12, fracción II, 19 primer párrafo, 

fracciones XIX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, último párrafo, numeral 2 y 20, apartado B, fracción I del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

24 de agosto de 2015; 1, 2, fracciones II y XXI, 35, 36, 36-A, 54, primer párrafo, 59-A, 159, 160, 161, 162, 163, 

164, 165, 166 y 167 de la Ley Aduanera; 1, 51, fracción II de la Ley Federal de Derechos; 1, primer y último 

párrafo, 5, 12, 18, 18-A, 19, 32-D, 33, último párrafo, 38, 63 primer y último párrafo y 135 del Código Fiscal de 

la Federación; 13 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Reglas 1.2.2. y 1.4.14, de las Reglas 

Generales de Comercio Exterior para 2018 y sus correlativas 1.4.13. y 1.4.14. para 2019 y su correlativa 

1.4.11. para 2020; así como en las fichas de trámite 19/LA y 20/LA denominadas: Solicitud para expedir la 

patente, a través del "Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal por sustitución" y Solicitud de 

publicación en el Diario Oficial de la Federación del "Acuerdo de otorgamiento de patente de agente aduanal 

por sustitución", respectivamente, contenidas en el Anexo 1-A de las citadas reglas, toda vez que el domicilio 

fiscal del interesado se encuentra dentro del territorio nacional; se procede a emitir el siguiente: 

ACUERDO 

Primero. - Se otorga patente de agente aduanal número 1879 favor del C. Alberto Lucio Cabezut Albín 

para ejercer funciones con tal carácter ante la Aduana del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, 

como aduana de adscripción. 

Segundo. - Autorícese al C. Alberto Lucio Cabezut Albín, actuar ante las aduanas de Manzanillo, Nuevo 

Laredo y Veracruz como aduanas adicionales a la de su adscripción, mismas que tenía autorizadas el agente 

aduanal del cual se obtiene la patente. 

Tercero. - Notifíquese personalmente al C. Alberto Lucio Cabezut Albín, el presente Acuerdo. 

Cuarto. - Gírese atento oficio a los administradores de la aduana de adscripción y las aduanas adicionales 

autorizadas al agente aduanal para ejercer funciones con tal carácter, para su conocimiento y efectos 

correspondientes. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 21 de junio de 2021.- Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas,  

Lic. Leonardo Contreras Gómez.- Rúbrica. 

(R.- 509107) 
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RESOLUCIÓN que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 76 y 98 Bis 
de la Ley de Instituciones de Crédito; así como 4, fracciones XXXVI y XXXVIII y 16, fracción I de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, contando con la previa opinión del Banco de México, y 

CONSIDERANDO 

Que en atención a lo dispuesto por artículo 78 de la Ley General de Mejora Regulatoria y con la finalidad 

de reducir el costo de cumplimiento de la presente resolución modificatoria, la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores mediante la emisión de la “Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general 

aplicables a las actividades de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo” y la “Resolución que 

modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito”, ambas publicadas en 

el Diario Oficial de la Federación el 26 de abril de 2018, procedió a ampliar el plazo para que las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo presenten a su Consejo de Administración los estados financieros básicos 

consolidados anuales; asimismo se eliminó la obligación que tenían las instituciones de banca múltiple de 

presentar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores informes y dictámenes de auditores externos 

independientes; 

Que de conformidad con el Reporte de Inclusión Financiera 9, emitido por la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores, así como con datos de las instituciones financieras en México, en América Latina y el Caribe y 

otras partes del mundo, se ha demostrado que las mujeres son un mercado rentable y con gran potencial de 

crecimiento. La evidencia sugiere que las mujeres presentan menores tasas de impago, y por ende el crédito 

para ellas requiere una menor reserva de capital. Un análisis de 23 bancos de 18 países que forman parte de 

la Global Banking Alliance encontró que la participación de las mujeres de los préstamos en mora fue inferior 

que la de los hombres en la mayoría de los segmentos observados (micro, pequeña y mediana empresas). El 

número inferior de préstamos en mora de las mujeres podría tener un efecto positivo sobre los requisitos de 

capital de las instituciones de crédito. El análisis sobre la rentabilidad de la participación de la mujer realizado 

por estas instituciones de crédito en 2015 concluyó que, en promedio, la provisión de créditos a las mujeres 

clientes requeriría aproximadamente 4% menos de capital debido a los menores préstamos en mora de las 

mujeres; 

Que de acuerdo con el documento Panorama Anual de Inclusión Financiera 2020, el cual concentra el 

avance en inclusión financiera al cierre del año 2019 emitido por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 

el análisis de las brechas de género reveló que la tenencia de productos y servicios financieros ha mejorado 

para las mujeres respecto a 2018. La brecha en posesión de cuentas de captación fue de 4.9 puntos 

porcentuales (pp) —en favor de las mujeres—, en créditos hipotecarios de 24.8 pp —en favor de los 

hombres—, en tarjetas de créditos de 2.8 pp —también en favor de los hombres—, y en tarjetas de débito de 

6.3 pp —en favor de las mujeres—. En las entidades de ahorro y crédito popular, el porcentaje de clientes y 

socios continuó favoreciendo a las mujeres, y 

Que en atención a lo anterior, es necesario reconocer en la metodología de estimación de reservas 

preventivas y calificación de cartera de crédito, el menor riesgo en el que incurren las instituciones de crédito 

al otorgar créditos a mujeres, ajustando los parámetros de riesgo de probabilidad de incumplimiento y 

severidad de la pérdida que se toman en cuenta para la calificación de la cartera crediticia y el cálculo de las 

reservas preventivas para riesgos crediticios de las carteras de créditos de consumo no revolvente e 

hipotecaria de vivienda otorgadas a mujeres y, al mismo tiempo, impulsar la inclusión financiera al incentivar el 

financiamiento a las mujeres con créditos a menores tasas, ha resuelto expedir la siguiente: 

RESOLUCIÓN QUE MODIFICA LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

ÚNICO. Se REFORMAN, los artículos 91 Bis; 99 Bis y 99 Bis 2, fracción II de las Disposiciones de 

carácter general aplicables a las instituciones de crédito publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 2 

de diciembre de 2005 y modificadas por última vez mediante resolución publicada en el citado medio de 

difusión el 20 de julio de 2021, para quedar como sigue: 
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“Artículo 91 Bis.-  . . . 

Tabla 

. . . 

. . . 

 

En donde: 

Ri = Monto de reservas a constituir para el i-ésimo crédito. 

PIiX = Probabilidad de Incumplimiento del i-ésimo crédito clasificado como 
“B, A, N, P u O”, respectivamente, conforme al presente artículo. 

Fi
XM 

 

= Factor de ajuste a la Probabilidad de Incumplimiento del i-ésimo crédito otorgado a 
acreditados del sexo “mujer”, conforme a lo siguiente: 

a) Si el sexo del acreditado es “mujer”, ATRi
B=0 y el i-ésimo crédito está clasificado 

como “B”, entonces Fi
BM= 96%. 

b) Si el sexo del acreditado es “mujer”, ATRi
A=0 y el i-ésimo crédito está clasificado 

como “A”, entonces Fi
AM= 96%. 

c) Si el sexo del acreditado es “mujer”, ATRi
N=0 y el i-ésimo crédito está clasificado 

como “N”, entonces Fi
NM= 98%. 

d) Si el sexo del acreditado es “mujer”, ATRi
P =0 y el i-ésimo crédito está clasificado 

como “P”, entonces Fi
PM= 96%. 

Para créditos clasificados como “O”, o bien, en caso de no contar con información del sexo 
del acreditado o que la información del sexo sea distinta a “mujer”, o bien, a partir de que 
deje de cumplirse que ATRi

X=0, el Factor de ajuste Fi
XM será igual a 100%.  

   

SPi
X = Severidad de la Pérdida del i-ésimo crédito clasificado como “B, A, N, P u O”, 

respectivamente, conforme al presente artículo. 

EIi = Exposición al Incumplimiento del i-ésimo crédito. 

X = Superíndice que indica si el tipo de crédito corresponde a ABCD (B), auto (A), nómina (N), 
personal (P) u otro (O). 

 

. . . 

. . .” 

“Artículo 99 Bis.- . . . 

 

En donde: 

Ri = Monto de reservas a constituir para el i-ésimo crédito. 

PIi  = Probabilidad de Incumplimiento del i-ésimo crédito. 

Fi
M = Factor de ajuste a la Probabilidad de Incumplimiento del i-ésimo crédito otorgado a 

acreditados del sexo “mujer”, o bien, que cuente con al menos un co-acreditado del sexo 
“mujer”. El factor de ajuste Fi

M será aplicable únicamente a los créditos señalados en la 
fracción II del Artículo 99 Bis 1 de las presentes disposiciones y se define conforme a lo 
siguiente: 

Si ATRi=0, entonces Fi
M = 97%. 

 En caso de no contar con información del sexo del acreditado, o bien, si el sexo del 
acreditado es distinto a “mujer” o no se cuente con al menos un co-acreditado del sexo 
“mujer”, o bien, a partir de que deje de cumplirse que ATRi=0, el Factor de ajuste Fi

M 
será 

igual a 100%. 
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SPi  = Severidad de la Pérdida del i-ésimo crédito. 

EIi  = Exposición al Incumplimiento del i-ésimo crédito. 

. . .” 

“Artículo 99 Bis 2.-  . . . 

I. . . . 

II. Para créditos distintos a los señalados en las fracciones III y IV siguientes, si ATRi < 60, entonces: 

 

En donde: 

 =  Factor de ajuste a la Severidad de la Pérdida del i-ésimo crédito otorgado a acreditados del 
sexo “mujer”, o bien, que el crédito cuente con al menos un co-acreditado del sexo “mujer”, 
definido conforme a lo siguiente: 

Si ATRi < 10, entonces =93%. 

En caso de no contar con información del sexo del acreditado, o bien, si el sexo del acreditado es distinto 
a “mujer” o no se cuente con al menos un co-acreditado del sexo “mujer”, o bien, a partir de que deje de 
cumplirse que ATRi<10, el Factor de ajuste Fi

M 
será igual a 100%. 

Fórmula 

Factor Curas 

Tabla 

 En donde: 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

. . . 

Factor a 

Tabla 

Factor b 

Tabla 

III. y IV.  . . .” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

SEGUNDO. Lo establecido en la presente Resolución será aplicable únicamente para créditos originados 

a partir de la fecha de su entrada en vigor. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 8 de julio de 2021.- Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,  

Juan Pablo Graf Noriega.- Rúbrica. 
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OFICIO mediante el cual se autoriza la fusión de Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat, en su carácter de sociedad fusionante que subsiste, con Servicios Corporativos 
Scotia, S.A. de C.V., como sociedad fusionada que se extingue. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público.- Unidad de Banca, Valores y 
Ahorro.- Oficio No. UBVA/230/2021. 

GRUPO FINANCIERO SCOTIABANK INVERLAT, S.A. DE C.V. 

SCOTIABANK INVERLAT, S.A., INSTITUCIÓN 
DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO 
SCOTIABANK INVERLAT. 

SERVICIOS CORPORATIVOS SCOTIA, S.A. DE C.V. 
P R E S E N T E S 

Esta Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de la Unidad de Banca, Valores y Ahorro, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 31, fracción XXXII de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 17 en relación con el 19, último párrafo de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; 
y en ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 27, fracción XII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y en atención a los siguientes: 

ANTECEDENTES 

I. Mediante escrito inicial recibido en esta Unidad Administrativa el 6 de mayo y su alcance recibido el 
15 de junio, ambos de 2021, “Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, S.A. de C.V.”; “Scotiabank 
Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat” y “Servicios 
Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, solicitaron autorización de esta Secretaría para llevar a cabo la 
fusión de la institución de crédito indicada, en su carácter de sociedad fusionante que subsiste, con 
“Servicios Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, como sociedad fusionada que se extingue. 

 Lo anterior, a efecto de ajustarse a la reciente reforma de la Ley Federal del Trabajo en materia  
de subcontratación laboral, cuyo Decreto fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de 
abril de 2021 y dar continuidad a las operaciones de la referida institución de crédito. 

II. Mediante oficio UBVA/DGABV/190/2021 de fecha 11 de mayo de 2021, la suplente por ausencia del 
Titular de la Dirección General Adjunta de Banca y Valores adscrita a esta Unidad Administrativa, 
solicitó la opinión del Banco de México. 

III. Mediante oficios UBVA/DGABV/191/2021 y UBVA/DGABV/242/2021 de fechas 11 de mayo y 15 de 
junio, ambos del año en curso, la suplente por ausencia del Titular de la Dirección General Adjunta 
de Banca y Valores solicitó la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

IV. Mediante oficio UBVA/DGABV/192/2021 de fecha 11 de mayo de 2021, la suplente por ausencia del 
Titular de la Dirección General Adjunta de Banca y Valores solicitó la opinión de la Dirección General 
Adjunta de Análisis Financiero y Vinculación Internacional, adscrita a esta Unidad Administrativa; y 

CONSIDERANDO 

1. Que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de su Unidad de Banca, Valores y Ahorro, 
resulta competente para autorizar la fusión de las entidades financieras integrantes de grupos 
financieros sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en términos de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; 

2. Que mediante oficio OFI002-422 de fecha 27 de mayo de 2021, el Banco de México a través de las 
Gerencias de Autorizaciones y Regulación y, de Autorizaciones y Consultas de Banca Central, 
manifestó opinión favorable a efecto que esta Secretaría autorice lo solicitado; 

3. Que mediante oficio 312-3/14845/2021 de fecha 18 de junio de 2021, la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores a través de las Direcciones Generales de Autorizaciones al Sistema Financiero y, de 
Supervisión de Grupos e Intermediarios Financieros D, manifestó opinión favorable a efecto que esta 
Secretaría autorice lo solicitado en términos del planteamiento presentado; 

4. Que mediante oficios  UBVA/DGAAFVI/100/2021 y UBVA/DGAAFVI/104/2021 del 2 y 17 de junio, 
respectivamente, ambos de 2021, la suplente por ausencia del Titular de la Dirección General 
Adjunta de Análisis Financiero y Vinculación Internacional, manifestó que no se observa 
inconveniente para conceder a las promoventes la autorización correspondiente; 
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5. Que las sociedades promoventes acreditaron el cumplimiento total de los requisitos establecidos por 
el artículo 17 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, para solicitar la autorización de 
esta Secretaría para llevar a cabo la fusión descrita en el ANTECEDENTE I de este oficio, los cuales 
quedaron agregados al expediente respectivo; 

6. Que una vez efectuado el análisis de la documentación exhibida por las sociedades promoventes en 
cumplimiento del artículo 17 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, y recabadas que 
fueron las opiniones de los órganos consultados; en términos del planteamiento presentado, no se 
observan impedimentos legales, contables, financieros u operativos respecto de la procedencia de la 
fusión de mérito; por lo que: 

Tiene a bien emitir la siguiente: 

RESOLUCIÓN 

PRIMERO.- Se autoriza la fusión de “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat”, en su carácter de sociedad fusionante que subsiste, con 
“Servicios Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, como sociedad fusionada que se extingue, en 
los términos planteados en los respectivos proyectos de Acta de Asamblea General 
Extraordinaria de Accionistas, Convenio y Programa de Fusión, presentados a esta Unidad 
Administrativa; sujeta a las condiciones que se establecen en el resolutivo CUARTO del 
presente oficio. 

 De conformidad con lo dispuesto por el penúltimo párrafo del artículo 17 de la Ley para 
Regular las Agrupaciones Financieras, “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat” queda obligada y deberá continuar con los 
trámites de la fusión, y deberá asumir las obligaciones de la sociedad fusionada desde el 
momento en que la fusión fue acordada. 

SEGUNDO.- “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank 
Inverlat” deberá exhibir a esta Unidad Administrativa, dentro de los cuarenta días hábiles 
siguientes a aquel en que se hagan constar ante fedatario público en los términos del 
planteamiento presentado, los siguientes instrumentos: 

A. Copia certificada del Primer Testimonio de la escritura pública en la que conste la 
protocolización del Acta de la Asamblea General Extraordinaria de Accionistas de 
“Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank 
Inverlat”, en la que se acuerde su fusión con “Servicios Corporativos Scotia, S.A. de 
C.V.”. 

B. Copia certificada del Primer Testimonio de la escritura pública en la que se haga 
constar la protocolización del Acta de la Asamblea General Extraordinaria de 
Accionistas de “Servicios Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, en la que se acuerde su 
fusión en “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero 
Scotiabank Inverlat”. 

C. Copia certificada del Primer Testimonio de la escritura pública en la que se haga 
constar la protocolización del Convenio de Fusión celebrado entre “Scotiabank 
Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat” 
como sociedad fusionante con “Servicios Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, como 
sociedad fusionada. 

TERCERO.- Se concede a “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero 
Scotiabank Inverlat” un plazo de veinte días hábiles contados a partir del siguiente a aquél 
en que se otorguen las escrituras públicas referidas en el Resolutivo anterior, para que las 
indicadas en los incisos A. y B., sean presentadas ante el Registro Público de Comercio 
para su inscripción. 

 En virtud de lo anterior, “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat” deberá exhibir a esta Unidad Administrativa, copia simple de 
las constancias de ingreso ante el Registro Público de Comercio, de las escrituras públicas 
indicadas en los incisos A. y B. del resolutivo SEGUNDO de este oficio, dentro de los diez 
días hábiles siguientes a aquel en que se hayan ingresado al Registro correspondiente. 
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CUARTO.-  La autorización a que se refiere el Resolutivo PRIMERO del presente oficio, queda sujeta a 
las condiciones resolutorias siguientes: 

a) Que las respectivas Asambleas Generales de Accionistas de “Scotiabank Inverlat, 
S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat” y “Servicios 
Corporativos Scotia, S.A. de C.V.”, acuerden su fusión con posterioridad al último día 
hábil del presente año; o bien adopten los respectivos acuerdos de fusión en términos 
distintos a los contenidos en los proyectos presentados ante esta Secretaría; o 

b) Que por razones imputables a “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Scotiabank Inverlat”, no se obtenga la inscripción de las escrituras 
públicas indicadas en los incisos A. y B. del resolutivo SEGUNDO de este oficio, en el 
Registro Público de Comercio, a más tardar el último día hábil del presente año.  

QUINTO.- La fusión que se autoriza surtirá plenos efectos a partir de la fecha en que la presente 
autorización y los respectivos instrumentos públicos en los que consten los acuerdos de las 
asambleas de accionistas respectivas relativos a la fusión, se inscriban en el Registro 
Público de Comercio, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19, primer párrafo de 
la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, debiendo remitir a esta Unidad de Banca, 
Valores y Ahorro, y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, copia simple de la 
documentación en que conste la fecha y demás datos relativos a las respectivas 
inscripciones, dentro del plazo de diez días hábiles contados a partir del día hábil siguiente a 
aquél en que aquellas se hayan verificado. 

SEXTO.- La presente autorización y los acuerdos de fusión adoptados por las respectivas asambleas 
de accionistas deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación en términos de lo 
dispuesto por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, a costa de “Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat”. 

 La realización de las citadas publicaciones deberá notificarse a esta Unidad Administrativa, 
acompañando copia de la documentación que lo acredite, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a aquel en que dichas publicaciones se verifiquen. 

SÉPTIMO.-  Por lo que corresponde al inmueble que será transferido a “Scotiabank Inverlat, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat”, como consecuencia de 
la fusión; esa institución de crédito deberá destinarlo a la realización de actividades propias 
de su objeto social, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 46 fracción XXIII de la Ley 
de Instituciones de Crédito y sin perjuicio de la observancia de lo previsto por el artículo 78 
de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras. 

OCTAVO.-  En términos de lo establecido por la Vigésima Cuarta, fracciones V y IX de las Disposiciones 
de carácter general para el registro de prestadores de servicios financieros, “Scotiabank 
Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat” deberá 
informar a través del Portal del Registro de Prestadores de Servicios Financieros (SIPRES) 
a cargo de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros (CONDUSEF), la fusión acordada y su respectivo convenio, autorizada 
conforme al resolutivo PRIMERO del presente oficio. 

La presente autorización se emite con base en la información y documentación proporcionada por los 
promoventes, asimismo se limita exclusivamente a los actos y operaciones que, de conformidad con las 
disposiciones aplicables, compete resolver a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de su 
Unidad de Banca, Valores y Ahorro y no prejuzga sobre las implicaciones fiscales de las operaciones materia 
de esta autorización, ni sobre la realización de cualquier acto corporativo que se lleve a cabo por las personas 
involucradas, que implique la previa autorización o aprobación de las autoridades financieras, fiscales o de 
cualquier otra autoridad, en términos de la normatividad vigente. Asimismo, no convalida actos u operaciones 
que se realicen en contravención a las leyes u ordenamientos que de ellas emanen. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 25 de junio de 2021.- El Titular de la Unidad, Jorge Meléndez Barrón.- Rúbrica. 

(R.- 509123) 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Educación Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y con fundamento en los artículos 14, 16, 18 y 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, he 
tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO INTERIOR DE 

LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 2, apartado A, fracción V; 5, fracción XIII; 9, fracciones 
XXXIII, XXXV y XXXVII; 10, primer párrafo, fracciones VIII, XXX, XXXI y último párrafo; 31, fracción II; 32, 
fracciones IV, X, XIV, XVI y XXII; 33, fracción VI; 34, fracción I; 35, fracción IX; 37, fracciones II, III, IV, V, X, 
XII, XV y XVI; 39, fracciones I, II, III y VI; 41, fracción XVII y 53, primer párrafo; se ADICIONAN la fracción XIII 
Bis al apartado A del artículo 2; las fracciones XXXII, XXXIII, XXXIV y XXXV al artículo 10; el artículo 18 Bis; 
la fracción IV Bis y un último párrafo al artículo 41, y se DEROGAN la fracción XXXIII del apartado A del 
artículo 2 y el artículo 38, todos del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública, para quedar 
como sigue: 

ARTÍCULO 2.- ... 

A. ... 

I. a IV. ... 

V. Jefatura de Oficina de la Secretaría; 

VI. a XIII. ... 

XIII Bis. Dirección General de Bachillerato Tecnológico de Educación y Promoción Deportiva; 

XIV. a XXXII. ... 

XXXIII. Derogada; 

XXXIV. a XL. ... 

B. a C. ... 

ARTÍCULO 5.- ... 

l. a XII. ... 

XIII. Acordar con las personas titulares de las subsecretarías, la Unidad de Administración y Finanzas, la 
Jefatura de Oficina de la Secretaría, la Unidad de Actualización Normativa, Legalidad y Regulación, la Unidad 
de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa y de los órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría, los asuntos de sus respectivas competencias, así como supervisar el ejercicio de las atribuciones 
de dichos titulares que se encuentren bajo su adscripción directa; 

XIV. a XXVII. ... 

... 

ARTÍCULO 9.- ... 

l. a XXXII. ... 

XXXIII. Coordinar, con la participación de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, la integración y 
priorización de la estrategia programática anual de la Secretaría, así como la de sus órganos administrativos 
desconcentrados y entidades paraestatales sectorizadas a esta, y someterla a la consideración de la persona 
Titular de la Secretaría; 

XXXIV. ... 
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XXXV. Someter a aprobación de la persona Titular de la Secretaría, con la participación de la Jefatura de 
Oficina de la Secretaría, el anteproyecto de presupuesto de las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría y, para su orientación y coordinación, los anteproyectos de 
presupuesto de las entidades paraestatales sectorizadas a dicha Secretaría; 

XXXVI. ... 

XXXVII. Someter a la consideración de la persona Titular de la Secretaría, con la participación de la 
Jefatura de Oficina de la Secretaría, los programas en materia de gasto público que deriven del Presupuesto 
de Egresos de la Federación, de conformidad con las disposiciones jurídicas que emitan la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la Función Pública; 

XXXVIII. a XLVIII. ... 

... 

ARTÍCULO 10.- La Jefatura de Oficina de la Secretaría tiene las atribuciones siguientes: 

l. a VII. ... 

VIII. Promover y conducir las acciones que fortalezcan las relaciones de las unidades administrativas y los 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría con el magisterio nacional; 

IX. a XXIX. ... 

XXX. Formular los anteproyectos de programas y de presupuesto que le correspondan, así como verificar 
su correcta y oportuna ejecución por parte de las unidades administrativas que se le adscriban; 

XXXI. Ejercer, cuando lo estime conveniente, las atribuciones que corresponden a las unidades 
administrativas que se le adscriban, excepto en los casos en que por disposición legal deban ser ejercidas 
directamente por los titulares de ellas; 

XXXII. Apoyar la realización de proyectos y actividades académicas y cívicas orientadas al fomento a la 
lectura, el arte y la cultura entre los educandos y docentes del Sistema Educativo Nacional que fomenten el 
desarrollo de los mismos; 

XXXIII. Coordinar concursos, premios y acciones en favor de la educación con dependencias e 
instituciones públicas, sector privado y organismos de la sociedad civil que reconozcan y estimulen el trabajo 
docente, el de los educandos y el de las madres y padres de familia o tutores; 

XXXIV. Promover la difusión por medio de la Biblioteca Digital del Gobierno de México, y otros repositorios 
electrónicos y físicos, las publicaciones oficiales en coordinación con otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como proveer las acciones necesarias para editar, publicar y promover los 
libros conmemorativos, guías y folletos, de efemérides y otros temas vinculados con la educación, y 

XXXV. Estimular la creación de colegios de profesores eméritos como un reconocimiento a la trayectoria 
docente. 

Para el eficaz despacho de los asuntos a su cargo y para un mejor desempeño en el ejercicio de sus 
facultades, la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría se auxiliará, entre otras, por la 
Coordinación Sectorial de Enlace con el Congreso y la Coordinación Sectorial de Vinculación y Seguimiento a 
Proyectos Estratégicos, así como por las direcciones y subdirecciones de área, y jefaturas de departamento 
que se le adscriban. 

ARTÍCULO 18 Bis.- La Dirección General de Bachillerato Tecnológico de Educación y Promoción 
Deportiva tiene las atribuciones siguientes: 

I. Proponer a la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior las normas 
pedagógicas, contenidos, planes y programas de estudio, métodos, materiales didácticos e instrumentos para 
la evaluación del aprendizaje del bachillerato tecnológico de educación y promoción deportiva que imparta la 
Secretaría, en sus diferentes opciones educativas y enfoques y, una vez aprobados, difundirlos; 

II. Coordinar las actividades que permitan verificar que las normas pedagógicas, contenidos, planes y 
programas de estudio, métodos, materiales didácticos e instrumentos para la evaluación del aprendizaje 
aprobados para la educación a que se refiere este artículo, se apliquen íntegra y correctamente en los 
bachilleratos de educación y promoción deportiva que dependen de la Secretaría; 
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III. Acordar con la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior las reformas 
curriculares a los planes y programas de estudio de la educación a que se refiere este artículo que resulten 
necesarias para responder a los requerimientos de la sociedad; 

IV. Coordinar las actividades para promover la creación de redes de intercambio y cooperación académica 
entre las instituciones de educación a que se refiere este artículo y las que imparten niveles equivalentes, 
así como las de educación superior, a fin de articular sus respectivos currículos dentro de un esquema 
de excelencia; 

V. Proponer a la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior, en coordinación con 
las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría, la 
incorporación del conocimiento de las tecnologías de la información y comunicaciones, así como su aplicación 
en los programas académicos y materiales pedagógicos correspondientes a la educación a que se refiere el 
presente artículo; 

VI. Coordinar la organización, operación, desarrollo y supervisión de la educación a que se refiere este 
artículo que imparta la Secretaría, así como realizar las funciones de evaluación que le correspondan, en 
términos de la Ley General de Educación, la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los 
Maestros, la Ley Reglamentaria del Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de Mejora Continua de la Educación y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

VII. Acordar con la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior los programas y 
políticas para elevar la excelencia en los servicios que se prestan en las instituciones educativas que impartan 
la educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría; 

VIII. Emitir las disposiciones técnicas y administrativas para la organización, operación, desarrollo y 
supervisión de la educación a que se refiere este artículo, así como, una vez emitidas dichas disposiciones, 
coordinar su difusión y las actividades que permitan la verificación de su cumplimiento; 

IX. Organizar y operar, en las instituciones educativas que impartan la educación prevista en este artículo 
y dependan de la Secretaría, la asesoría técnica como estrategia de apoyo que corresponda en términos de la 
Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros; 

X. Acordar con la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior los criterios y 
estándares nacionales de excelencia y de pertinencia que permitan evaluar los conocimientos, habilidades, 
destrezas y competencias de los estudiantes de la educación a que se refiere este artículo; 

XI. Expedir certificados y, en su caso, títulos, así como otorgar constancias y diplomas a las personas que 
hayan concluido sus estudios conforme a los planes y programas de bachillerato tecnológico o de técnico 
profesional que impartan los bachilleratos de educación y promoción deportiva que dependen de la Secretaría; 

XII. Coordinar la implementación y desarrollo de mecanismos de financiamiento para impulsar los 
planes de desarrollo para las instituciones educativas y la modernización de la educación a que se refiere 
este artículo; 

XIII. Coordinar las actividades de promoción y proponer a la persona Titular de la Subsecretaría de 
Educación Media Superior la celebración de convenios de vinculación entre las instituciones educativas, que 
impartan la educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, con los sectores social 
y privado; 

XIV. Diseñar y ofrecer programas de inducción, promoción y de reconocimiento a que se refiere Ley 
General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, así como ofrecer programas y cursos de 
formación continua, actualización y desarrollo profesional para los docentes y personal con funciones de 
dirección y de supervisión que prestan sus servicios en las instituciones educativas que impartan la educación 
a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, sujetándose a lo dispuesto en Ley General de 
Educación, la Ley Reglamentaria del Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de Mejora Continua de la Educación y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

XV. Ofrecer al personal docente y con funciones de dirección y de supervisión en las instituciones 
educativas que impartan la educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, programas 
de desarrollo de capacidades en términos de la Ley General de Educación, la Ley Reglamentaria del Artículo 
3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Mejora Continua de la 
Educación, la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros y demás disposiciones 
jurídicas aplicables; 
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XVI. Ofrecer al personal con funciones de dirección en las instituciones educativas que impartan la 
educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, los procesos de formación en términos 
de la Ley General de Educación, la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, 
la Ley Reglamentaria del Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de Mejora Continua de la Educación y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

XVII. Establecer, en términos de la Ley General de Educación, mecanismos de coordinación con los 
gobiernos de las entidades federativas para la mejor prestación de los servicios de educación a que se refiere 
este artículo; 

XVIII. Otorgar revalidaciones y equivalencias de estudios para la educación a que se refiere este artículo, 
de conformidad con las disposiciones generales que para tal efecto expida la Secretaría; 

XIX. Coordinar las actividades que impulsen investigaciones sobre la educación a que se refiere este 
artículo con los centros e instituciones de investigación y de formación de profesores; 

XX. Definir, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, el equipamiento y mantenimiento de las 
instituciones educativas que impartan la educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, 
así como proponer a la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior las prioridades en 
construcción, conservación, uso y aprovechamiento de edificios, instalaciones, mobiliario y equipo para dichas 
instituciones, en términos de la Ley General de Educación, y con la participación que corresponda de la 
Dirección General La Escuela es Nuestra; 

XXI. Autenticar los certificados parciales o totales y, en su caso, títulos que expidan los particulares con 
reconocimiento de validez oficial de estudios respecto de la educación a que se refiere este artículo; 

XXII. Formular, en coordinación con las dependencias de la Administración Pública Federal que pretendan 
establecer instituciones para impartir la educación a que se refiere este artículo, los planes y programas de 
estudio de dichas instituciones, en términos de los instrumentos jurídicos que suscriban con la Secretaría con 
base en lo previsto en el artículo 81 de la Ley General de Educación; 

XXIII. Llevar a cabo los procesos de selección para la admisión, la promoción, el reconocimiento y la 
evaluación diagnóstica, de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Educación, la Ley General del 
Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, la Ley Reglamentaria del Artículo 3o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Mejora Continua de la Educación y 
demás disposiciones jurídicas aplicables, respecto del personal docente de las instituciones educativas que 
impartan la educación a que se refiere este artículo y dependan de la Secretaría, y 

XXIV. Proponer a la persona Titular de la Subsecretaría de Educación Media Superior la celebración 
de convenios de coordinación y concertación con las autoridades competentes de entidades federativas y de 
municipios, empresas o asociaciones que realizan eventos deportivos o de práctica deportiva para desarrollar 
las prácticas profesionales y aquellas que sean necesarias para fortalecer el aprendizaje de las personas que 
reciben la educación a que se refiere este artículo. 

Para efectos de lo establecido en las fracciones I, III, IV, XX y XXII del presente artículo se llevará a cabo 
la coordinación que corresponda con las instancias competentes de la Administración Pública Federal para el 
cumplimiento de lo dispuesto en la Ley General de Cultura Física y Deporte. 

La persona Titular de la Dirección General de Bachillerato Tecnológico de Educación y Promoción 
Deportiva será designada de manera directa por la persona Titular de la Secretaría. 

ARTÍCULO 31.- ... 

I. ... 

II. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, en coordinación con las demás 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, iniciativas conducentes al desarrollo de 
políticas y estrategias encaminadas al logro de una posición competitiva de las instituciones educativas 
públicas y privadas en sus diversos tipos, niveles y modalidades; 

III. a XI. ... 

ARTÍCULO 32.- ... 

l. a III. ... 

IV. Contribuir a la elaboración de los informes de Gobierno, elaborar y publicar los informes de labores de 
la Secretaría, así como auxiliar a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría en la elaboración 
de los informes oficiales que le encomiende la persona Titular de la Secretaría; 
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V. a IX. ... 

X. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría el calendario escolar aplicable 
en toda la República para cada ciclo lectivo de la educación preescolar, primaria y secundaria, así como la 
normal y demás para la formación de maestros de educación básica; 

XI. a XIII. ... 

XIV. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, las prioridades del sector educativo; 

XV. ... 

XVI. Presentar a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, el proyecto de reglas 
conforme a las cuales se autorizarán las estructuras ocupacionales de las escuelas y centros de trabajo de la 
educación básica y media superior, así como la propuesta de puestos del personal técnico docente que 
formará parte del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, conforme a las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

XVII. a XXI. ... 

XXII. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría los lineamientos que 
regularán el Sistema de Información y Gestión Educativa, o sus modificaciones, conforme a la normatividad 
aplicable; 

XXIII. a XXXIV. ... 

... 

ARTÍCULO 33.- ... 

I. a V. ... 

VI. Realizar, en el marco de las disposiciones jurídicas correspondientes, los estudios y análisis que la 
persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría le encomiende en materia de creación, cambio de 
naturaleza jurídica, incorporación, desincorporación o fusión, así como modificación de estructuras orgánicas 
y ocupacionales, según resulte aplicable, a los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría y las 
entidades paraestatales agrupadas en el sector coordinado por esta; 

VII. y VIII. ... 

ARTÍCULO 34.- ... 

I. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría el marco metodológico que 
permita determinar el grado de satisfacción de los usuarios respecto a los trámites, servicios y programas 
que ofrece la Secretaría; 

II. a X. ... 

ARTÍCULO 35.- ... 

I. a VIII. ... 

IX. Comunicar oportunamente a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, con base en 
los informes que envíen las Oficinas de Enlace Educativo, sobre la situación que guarda el sector educativo 
federal en los Estados de la República, así como dar seguimiento a aquellos que determine dicho Titular, y 

X. ... 

ARTÍCULO 37.- ... 

I. ... 

II. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría las normas correspondientes al 
control escolar a que refiere el artículo 10, fracción XXII del presente Reglamento, en coordinación con las 
unidades administrativas de la Secretaría, las dependencias y entidades paraestatales de la Administración 
Pública Federal o local y demás autoridades e instituciones integrantes de dicho Sistema; 

III. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría procedimientos por medio de 
los cuales se expidan certificados, constancias, diplomas, títulos o grados académicos a quienes acrediten 
conocimientos parciales o terminales que correspondan a cierto nivel educativo o grado escolar, adquiridos en 
forma autodidacta, a través de la experiencia laboral o de otros procesos educativos; 
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IV. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, en coordinación con las 

instancias correspondientes de la Secretaría, lineamientos para el régimen de certificación aplicable en toda 

la República, referido a la formación para el trabajo que se determine de manera conjunta con las demás 

autoridades del Ejecutivo Federal competentes; 

V. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría las políticas de la Secretaría en 

materia de autorización y reconocimiento de validez oficial de estudios, en los términos establecidos en la Ley 

General de Educación, así como informar a la persona Titular de dicha Jefatura los resultados de la 

evaluación que lleve a cabo de las mismas; 

VI. a IX. ... 

X. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, la regulación de un marco 

nacional de cualificaciones y de un sistema nacional de asignación, acumulación y transferencia de créditos 

académicos, de revalidación y de equivalencias de estudios que faciliten el tránsito de educandos de un tipo o 

modalidad educativa a otra; 

XI. ... 

XII. Diseñar y aplicar, de conformidad con las instrucciones de la persona Titular de la Jefatura de Oficina 

de la Secretaría, estrategias, acciones y mecanismos para la inspección y vigilancia de los servicios 

educativos que se presten en las escuelas particulares incorporadas al Sistema Educativo Nacional o que, sin 

estar incorporados a dicho Sistema, deban cumplir con las disposiciones de la Ley General de Educación, así 

como, en su caso, imponer las sanciones procedentes; 

XIII. y XIV. ... 

XV. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, los lineamientos generales 

conforme a los cuales los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios 

otorgados por la Secretaría deban proporcionar becas a los educandos, las cuales deberán entregarse con un 

enfoque de inclusión y equidad, así como vigilar el cumplimiento de dichos lineamientos; 

XVI. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, en colaboración con las 

unidades administrativas competentes de la Secretaría, los instrumentos jurídicos correspondientes que 

tengan por objeto la coordinación en la formulación de los planes y programas de estudio de educación 

superior que se impartan en instituciones educativas establecidas por las dependencias de la Administración 

Pública Federal, en términos del artículo 81 de la Ley General de Educación, así como por otras instancias 

públicas; 

XVII. a XIX. ... 

ARTÍCULO 38.- Derogado. 

ARTÍCULO 39.- ... 

I. Auxiliar a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, en la coordinación de las acciones 

que sean necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 118 de la Ley General de Educación; 

II. Coordinar la elaboración de estudios y análisis en materia de orientación del gasto público atendiendo a 

la prioridad de los programas y proyectos a cargo de las unidades administrativas adscritas a la Jefatura de 

Oficina de la Secretaría y proponer a la persona Titular de la Secretaría, acciones continuas de mejora para el 

uso eficiente de los recursos asignados a las mismas; 

III. Auxiliar a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, en las acciones a que refieren las 

fracciones XV y XXVI del artículo 10 del presente Reglamento; 

IV. y V. ... 

VI. Proponer a la persona Titular de la Jefatura de Oficina de la Secretaría la suscripción de los actos 

jurídicos a que refiere la fracción XVII del artículo 10 del presente Reglamento que sean necesarios para el 

fortalecimiento de las relaciones a que hace mención la fracción IV de este artículo. 

... 
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ARTÍCULO 41. ... 

I. a IV. ... 

IV Bis. Autorizar al personal necesario ante las distintas autoridades judiciales, administrativas y del 
trabajo, a efecto de que en representación de la Secretaría lleven a cabo las diligencias procesales 
correspondientes; 

V. a XVI. ... 

XVII. Coordinar e integrar, de conformidad con la información que le proporcionen las diversas unidades 
administrativas de la Secretaría y la Autoridad Educativa Federal en la Ciudad de México, los informes y 
demás requerimientos que deban remitirse a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y al Consejo 
Nacional para Prevenir la Discriminación; 

XVIII. a XXVIII. ... 

La persona Titular de la Dirección General de Actualización Normativa, Cultura de la Legalidad y 
Transparencia, será auxiliado en el ejercicio de sus facultades y atribuciones por los directores de 
Normatividad y Consulta; de Convenios y Apoyo en Adquisiciones, Obra Pública y Servicios; de Proyectos 
Jurídicos Especiales; de Asuntos Laborales; de Procesos Jurisdiccionales; de Información y Análisis 
Institucional; de Análisis y Apoyo Normativo, y de Control de Procedimientos, así como por las direcciones y 
subdirecciones de área, y jefaturas de departamento que se le adscriban. 

ARTÍCULO 53.- La persona Titular de la Secretaría será suplida en sus ausencias por las personas 
titulares de la Jefatura de Oficina de la Secretaría, de la Unidad de Actualización Normativa, Legalidad y 
Regulación, de la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa, de la Unidad de Administración 
y Finanzas, de las subsecretarías de Educación Superior, de Educación Media Superior y de Educación 
Básica, en el orden señalado. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

SEGUNDO.- Los asuntos en trámite que son atendidos por las unidades administrativas de la Secretaría 
de Educación Pública que desaparecen o modifican sus atribuciones en virtud de la entrada en vigor del 
presente Decreto, serán atendidos y resueltos por la unidad administrativa de dicha Dependencia a la que se 
le otorga la competencia conforme a este ordenamiento. 

Los recursos humanos, financieros, materiales, bienes muebles e inmuebles, archivos, documentación y 
acervos bibliográficos, de la unidad administrativa que desaparece a partir de la entrada en vigor del presente 
Decreto, serán transferidos a la unidad administrativa que asume sus atribuciones, lo cual se llevará a cabo de 
manera ordenada y con la intervención del Órgano Interno de Control, en un plazo no mayor a treinta días 
hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, observando todas las disposiciones 
legales aplicables y con respeto a los derechos laborales de los trabajadores. 

TERCERO.- Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente Decreto 
deberán cubrirse con cargo al presupuesto aprobado a la Secretaría de Educación Pública en el presente 
ejercicio fiscal, por lo que cualquier modificación a su estructura orgánica se realizará mediante movimientos 
compensados conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

CUARTO.- La Secretaría de Educación Pública, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada 
en vigor del presente Decreto, deberá realizar las modificaciones correspondientes a los acuerdos 
secretariales, manuales y demás disposiciones administrativas que le corresponde emitir conforme a lo 
previsto en el presente Decreto. 

QUINTO.- Las referencias que se hagan y las atribuciones que se otorgan en decretos, reglamentos, 
acuerdos, reglas, manuales, circulares, lineamientos y demás disposiciones administrativas, a la unidad 
administrativa de la Secretaría de Educación Pública que desaparece por virtud del presente Decreto, se 
entenderán hechas o conferidas a la unidad administrativa que resulte competente conforme al mismo. 
Las dudas que se pudieran suscitar, respecto de la unidad administrativa que asume la competencia, serán 
resueltas por la persona Titular de la Secretaría de Educación Pública. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 20 de julio de 2021.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Educación Pública, Delfina Gómez Álvarez.- 
Rúbrica. 
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INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL  
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 

NOTA aclaratoria de las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los Trabajadores Derechohabientes del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, publicadas el 12 de mayo de 2021. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

NOTA ACLARATORIA DE LAS REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO DE CRÉDITOS A LOS TRABAJADORES 

DERECHOHABIENTES DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES, 

PUBLICADAS EL 12 DE MAYO DE 2021 EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

El 12 de mayo de 2021 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las Reglas para el Otorgamiento 

de Créditos a los Trabajadores Derechohabientes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. Respecto del primer párrafo: 

Dice: 

“Con fundamento en los artículos 123, Apartado A, fracción XII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 16, fracción IX; 41, primer párrafo; 44, penúltimo párrafo; 47 y demás relativos y 

aplicables de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el Consejo de 

Administración del Instituto, en su sesión ordinaria número 849 celebrada el 28 de abril de 2021, aprobó las 

Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los Trabajadores Derechohabientes del Instituto del Fondo 

Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.” 

Debe decir: 

“Con fundamento en los artículos 123, Apartado A, fracción XII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 16, fracción IX; 41, primer párrafo; 44, penúltimo párrafo; 47 y demás relativos y 

aplicables de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el Consejo de 

Administración del Instituto, en su sesión extraordinaria número 848 celebrada el 16 de abril de 2021, 

aprobó las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los Trabajadores Derechohabientes del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.” 

Ciudad de México, a veinticuatro de junio de dos mil veintiuno.- El Secretario General y Jurídico, Rogerio 

Castro Vázquez.- Rúbrica. 

(R.- 509118) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 99/2020 y su acumulada 100/2020, así como los Votos Particulares y Concurrentes de los 
señores Ministros Luis María Aguilar Morales y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 99/2020 Y 
SU ACUMULADA 100/2020 

ACTORES: DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA 
SEPTUAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MICHOACÁN  
DE OCAMPO Y COMISIÓN NACIONAL DE 
DERECHOS HUMANOS 

PONENTE: MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ 
SECRETARIO: VÍCTOR MANUEL ROCHA MERCADO 

Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión virtual de ocho 
de diciembre de dos mil veinte, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Correspondiente a la acción de inconstitucionalidad 99/2020 y su acumulada 100/2020, promovidas, 
respectivamente, por diversos Diputados integrantes de la Septuagésima Cuarta Legislatura del Congreso del 
Estado de Michoacán de Ocampo y la Comisión Nacional de Derechos Humanos en contra de la Ley de 
Ingresos para el Ejercicio Fiscal 2020, así como de la Ley de Hacienda, ambas del Estado de Michoacán. 

I. ANTECEDENTES 

1. El treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve, fueron publicados en el Periódico Oficial del 
Estado de Michoacán de Ocampo, los decretos 314 y 315, en los que, respectivamente, se reformaron 
y derogaron diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo y se 
expidió la Ley de Ingresos para el Ejercicio Fiscal 2020 de esa misma entidad federativa. 

2. El treinta de enero de dos mil veinte, diversos diputados integrantes de la Septuagésima Cuarta 
Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo promovieron acción de 
inconstitucionalidad, mediante escrito presentado en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal. 

3. En la demanda fueron señaladas como autoridades demandadas, normas generales impugnadas y 
concepto de invalidez, los que enseguida se precisan: 

ÓRGANOS LEGISLATIVO Y EJECUTIVO QUE EMITIERON Y PROMULGARON 
LAS NORMAS IMPUGNADAS: 

 Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo. 

 Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo. 

NORMAS GENERALES CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA: 

 Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 
2020, publicada mediante Decreto número 315 en la Trigésima Sección del 
Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de 
Ocampo el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. 

 En específico, se impugnan los artículos 1º, 26, 27 y 28 de la Ley de Ingresos 
del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. 

 De igual forma, este Pleno observa que en la primera página de la demanda se 
indicaron en forma destacada como normas impugnadas los artículos 7º a 25 
de esa misma legislación. 

 Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo, reformada mediante 
Decreto número 314, publicado en la Trigésima Primera Sección del Periódico 
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo el 
treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. 
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 En particular, se impugnan los artículos 32 a 39 de la Ley de Hacienda del 
Estado de Michoacán de Ocampo, los cuales regulan el impuesto ecológico por 
remediación ambiental en la extracción de materiales. 

4. La minoría parlamentaria actora señala en su primer concepto de invalidez que los artículos 1º, en 
la porción normativa que establece que los ingresos que recibirá el Gobierno del Estado de Michoacán 
por concepto de financiamiento serán de $4,090,000,000.00 (cuatro mil noventa millones de pesos 
00/100 M.N.), así como el diverso 26 que prevé la autorización del Ejecutivo del Estado, a través de la 
Secretaría de Finanzas y Administración para contratar financiamiento hasta por esa misma cantidad, 
ambos de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, son 
inconstitucionales. 

5. Lo anterior es así, a decir de los actores, porque no se respetaron las formalidades del proceso 
legislativo para la creación de normas, pues dichos preceptos, al tratarse de la autorización de 
financiamiento, debieron ser aprobados por las dos terceras partes de los diputados presentes, de 
conformidad con los artículos 7º de la Ley de Deuda Pública del Estado de Michoacán y 23 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y no por una mayoría simple 
como en realidad se hizo. 

6. Al respecto, indican que el Ejecutivo del Estado presentó, de forma extemporánea, una segunda 
iniciativa de Ley de Ingresos que le denominaron “alcance”, en la que incluyó un apartado relativo a la 
solicitud para contratar financiamiento, por lo que algunos diputados propusieron en la sesión 
extraordinaria del Congreso del Estado de Michoacán, de treinta de diciembre de dos mil diecinueve, 
que dichos temas debían ser analizados y votados por separado, pues para la aprobación de la Ley de 
Ingresos se exige una votación distinta a la aprobación para autorizar la contratación de deuda pública. 

7. En ese sentido, los diputados promoventes consideran que el tema de la solicitud de autorización para 
contratar deuda pública debió presentarse a través de una iniciativa distinta y no estar incluida en la 
iniciativa de Ley de Ingresos, máxime que se tenía que realizar un análisis previo de la capacidad de 
pago del Estado de Michoacán, del destino del financiamiento y, en su caso, del otorgamiento de 
recursos como fuente o garantía de pago. 

8 No obstante, indican que se hizo caso omiso de lo anterior y se sometió a votación nominal en lo 
general el dictamen de Decreto que contenía la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el 
Ejercicio Fiscal 2020, el cual obtuvo veintiocho votos a favor, siete en contra y ninguna abstención, por 
lo que se aprobó el dictamen en lo general. 

9. Asimismo, señalan que diez diputados tuvieron como reservados los artículos 1º y 26 de la Ley de 
Ingresos que contenía el dictamen que se discutió; de ahí que, si diecisiete diputados de treinta y cinco 
presentes no aprobaron dichos preceptos, se debió concluir que los mismos no alcanzaron la votación 
requerida para su validez. 

10. Sin embargo, los promoventes exponen que la votación del dictamen en lo general fue ratificada y se 
sometió a votación en lo particular el artículo 1º de Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el 
Ejercicio Fiscal 2020, el cual obtuvo dieciocho votos a favor, catorce en contra y ninguna abstención; 
de ahí que para alcanzar las dos terceras partes requeridas para su aprobación se necesitaban 
veintidós votos a favor. 

11. De igual forma, indican que el artículo 26 del ordenamiento referido se sometió a votación nominal y 
obtuvo dieciocho votos a favor, dieciséis en contra y ninguna abstención; por lo que tampoco alcanzó 
la votación requerida de las dos terceras partes de los diputados presentes, pues para ello debió ser 
aprobado por veintitrés votos a favor. 

12. Así, los diputados promoventes señalan que, a pesar de lo anterior, la Presidencia de la Mesa Directiva 
determinó que dichos artículos habían sido aprobados en lo particular conforme al dictamen, 
soslayando que para toda solicitud de autorización que realicen los entes públicos para contratar 
financiamiento o deuda debe ser aprobada, sin excepción, por las dos terceras partes de los diputados 
presentes, con base en fundamentos constitucionales y legales. 

13. Al respecto, argumentan que el artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Federal establece que las 
legislaturas locales, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, deben autorizar 
los montos máximos para, en las mejores condiciones del mercado, contratar empréstitos. 

14. A su vez, que el artículo 44, fracción XII, de la Constitución de Michoacán prevé la facultad del 
Congreso de dicha entidad federativa para establecer las bases para que el Gobernador y los 
Ayuntamientos contraten deuda pública, por lo que el artículo 7º de la Ley de Deuda Pública del Estado 
de Michoacán, así como el diverso 23 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 
y los Municipios, prevén que el Congreso aludido debe autorizar los montos máximos para la 
contratación de financiamiento por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes. 
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15. Es por ello que, con independencia de la legislación en donde se pretenda incluir la autorización de 
contratar deuda pública, la misma debe aprobarse por la mayoría calificada exigida. Asimismo, indican 
que lo anterior adquiere mayor relevancia porque el artículo 37 de la Constitución de Michoacán prevé 
que la aprobación de las iniciativas de ley o decreto deben hacerse por mayoría absoluta del número 
de diputados presentes, o por las dos terceras partes cuando así lo exija dicho ordenamiento. 

16. En ese sentido, señalan que el legislador local estableció que, en ciertas leyes, por su importancia o 
trascendencia, se debía lograr el consenso de una amplia mayoría parlamentaria con el propósito de 
incluir la voluntad de los partidos políticos minoritarios y permitir la gobernabilidad multilateral. 

17. Por tanto, los diputados promoventes afirman que la aprobación de los artículos 1º y 26 de la Ley de 
Ingresos impugnada, sin haber alcanzado la mayoría de las dos terceras partes de los diputados 
presentes, vulnera el debido proceso y el principio de legalidad, en la vertiente de fundamentación y 
motivación, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, ya que no se cumplió con esa 
formalidad para aprobar la autorización de contratar deuda o financiamiento. 

18. Además, consideran que esa transgresión no debe ser convalidada por el hecho de que los preceptos 
impugnados se aprobaron por una mayoría o porque se le permitió a la minoría parlamentaria exponer 
las razones por las que votaría en contra, ya que implicaría desconocer las reglas de votación que 
prevén la Ley Fundamental y las leyes locales. 

19. En el segundo concepto de invalidez se argumenta que los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de 
Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020 son inconstitucionales, ya 
que durante el proceso legislativo que dio origen a dicha ley, se cometieron violaciones graves a la 
Constitución Federal, a la Constitución del Estado de Michoacán y a diversas leyes locales y federales. 

20. Ello, a decir de los promoventes, pues el Gobernador de Michoacán envió al Congreso de dicha 
entidad federativa la iniciativa de Ley de Ingresos el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, 
fecha límite que señala la Constitución local para presentarla y, posteriormente, el veintiséis de 
diciembre del mismo año, envió una diversa iniciativa a la que le llamó “alcance”, en la que incluyó la 
solicitud para que se le autorizara contratar financiamiento y que el Congreso le dio trámite a pesar de 
que había sido presentada de forma extemporánea. 

21. Al respecto, indican que se trata de una nueva iniciativa porque no fue un oficio que aclarara, precisara 
o propusiera un cambio menor, toda vez que incluyó la solicitud de contratación de deuda; además de 
que los fundamentos citados y el formato en que se presentó el “alcance”, correspondieron a los de 
una iniciativa. 

22. De esta forma, señalan que si en la primera iniciativa de la Ley de Ingresos presentada en tiempo no 
se incluyó la solicitud de autorización para contratar deuda para proyectos productivos, ni para 
refinanciar o reestructurar la deuda pública del Estado de Michoacán, al hacerlo en la segunda 
iniciativa, se transgredió la fracción VII del artículo 60 de la Constitución de dicha entidad federativa, 
pues se presentó treinta y seis días después de lo permitido y a cuatro días de que venciera el plazo 
del Congreso para aprobarla. 

23. Asimismo, afirman que, si bien no existe una consecuencia legal por presentar dos iniciativas de ley de 
ingresos dentro del plazo previsto, al haberse presentado una segunda iniciativa de forma 
extemporánea, ésta debió haberse desechado. Además de que, si la Constitución local prevé una 
fecha límite para presentarla, de manera implícita establece una prohibición para hacerlo 
posteriormente, toda vez que los servidores públicos sólo tienen permitido hacer lo que la ley les 
permite; máxime que dicho límite se estableció para que los legisladores tuvieran tiempo de analizar el 
contenido de la Ley de Ingresos. 

24. En ese sentido, exponen que el artículo 234 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del 
Estado de Michoacán de Ocampo define a la iniciativa de ley o decreto como el acto mediante el cual 
se propone crear, adicionar, modificar, derogar o abrogar un ordenamiento jurídico; mientras que el 
artículo 235 de la misma ley establece que las iniciativas deben ser dirigidas al Presidente del 
Congreso, debidamente fundadas, tener una exposición de motivos y la propuesta del articulado 
respectivo, además de presentarse por escrito con firma autógrafa del promovente y estar 
acompañada de una versión digital. 

25. Por tanto, aducen que el término “alcance” que se menciona en la segunda iniciativa es intrascendente, 
pues va dirigida al Presidente del Congreso, contiene una exposición de motivos, propone un 
articulado, la firma del Gobernador y se acompaña una versión digital; de ahí que la aprobación del 
Dictamen de Iniciativa de Ley de Ingresos es inconstitucional, pues se analizó la segunda iniciativa, 
misma que, al ser extemporánea, no debió tomarse en cuenta, particularmente, en lo relativo a la 
solicitud de endeudamiento. 
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26. Además, reiteran que el Gobernador de Michoacán debió solicitar la autorización de financiamiento a 
través de una iniciativa por separado, atendiendo a la Ley de Deuda Pública para el Estado de 
Michoacán y a la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, las cuales 
establecen los requisitos, el procedimiento y el porcentaje de votación requerida para aprobar la 
autorización de financiamiento, la cual es distinta a la que se requiere para aprobar la Ley de Ingresos. 

27. Por otra parte, los diputados promoventes argumentan que el mismo día en que se turnó la Iniciativa 
de Ley de Ingresos a las Comisiones Unidas de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, y de 
Hacienda y Deuda Pública, sus integrantes fueron citados de manera informal a una reunión de trabajo 
para analizar y dictaminar dicha ley, sin que se hubiere presentado algún proyecto de Dictamen, por lo 
que no es posible afirmar que las Comisiones lo aprobaron válidamente, ya que dicho Dictamen 
no existió. 

28. Al respecto, señalan que existen diversas disposiciones legales que prevén la obligación de presentar 
un proyecto de Dictamen en las reuniones de trabajo de las comisiones para que los diputados 
integrantes tengan la oportunidad de analizarlo, discutirlo y, en su caso, aprobarlo o no.1 

29. Asimismo, aducen que el hecho de convocar a una reunión de trabajo en el mismo día en el que se 
recibieron las iniciativas, provocó una urgencia para aprobarlas, soslayando que respecto a la Ley de 
Ingresos no se presentó algún proyecto de Dictamen y, en consecuencia, tampoco se aprobó ninguno, 
ya que únicamente se expusieron las diferencias entre la primera y segunda iniciativa (consistentes en 
que la segunda se trataba de un “alcance” de la primera). De ahí que lo que se aprobó fue la iniciativa 
turnada ese mismo día y no un dictamen. 

30. Además, indican que, del acta de sesión de la reunión de trabajo se sigue que ni siquiera se analizó la 
Iniciativa de Ley de Ingresos, pues solo se expuso un resumen de la segunda iniciativa en la parte 
relativa a la solicitud de deuda pública para después considerar que la iniciativa estaba suficientemente 
discutida, someterla a votación y, una vez aprobada por mayoría simple, instruir la elaboración del 
Dictamen correspondiente. 

31. En ese sentido, afirman que existe una violación al procedimiento que trasciende a la ley reclamada, 
pues como no hubo un proyecto de Dictamen aprobado válidamente en comisiones, el que se presentó 
y se aprobó en el Pleno del Congreso carece de validez, aun teniendo la firma de la mayoría de los 
integrantes de las Comisiones. 

32. Por último, los promoventes argumentan que no se permitió a los legisladores realizar un análisis 
responsable de la segunda iniciativa de Ley de Ingresos por cuanto hace a la procedencia o no de la 
solicitud de financiamiento para contratar deuda y refinanciar créditos de largo plazo, ni realizar un 
debate parlamentario tanto en las Comisiones como en el Pleno del Congreso. 

33. Al respecto, señalan que para que el Congreso local esté en condiciones de aprobar la solicitud de 
autorización para contratar deuda pública y para refinanciar y/o restructurar créditos a largo plazo, 
requiere de tiempo suficiente para analizar el contenido y alcance de la iniciativa y sus anexos, así 
como de la capacidad de pago del Estado de Michoacán, del destino del financiamiento y del 
otorgamiento de recursos como fuente o garantía de pago, entre otros aspectos que prevén la Ley de 
Deuda Pública del Estado de Michoacán, la Ley de Disciplina Financiera y la Constitución Política de 
dicho Estado. 

34. No obstante, indican que ese análisis jamás se realizó en la sesión de las Comisiones, pues la reunión 
de trabajo para analizar, entre otras, la Iniciativa de Ley de Ingresos del Estado de Michoacán, se llevó 
a cabo el mismo día en que el Pleno del Congreso la turnó; por lo que algunas horas resultan 
insuficientes para analizar su contenido y alcance. 

35. Aunado a lo anterior, los promoventes aducen dos transgresiones graves que afectaron la validez 
constitucional de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020; la primera 
consistente en que no se permitió a legisladores del Partido Movimiento de Regeneración Nacional 
presentar ni leer una moción suspensiva, y otra aclarativa que tenían el propósito de proponer al Pleno 
del Congreso de Michoacán que antes de discutir y votar dicha ley, se separara el tema de la deuda 
pública, por lo que se privó la posibilidad de debatir si era correcto o no el procedimiento de 
aprobación. 

                                                 
1 Los preceptos a los que se refieren son los artículos 36 de la Constitución de Michoacán; 52, 242 y 243 de la Ley Orgánica y de 
Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán; y 8, 26, fracción V, y 33 del Reglamento de Comisiones y Comités del Congreso del 
Estado de Michoacán. 
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36. La segunda vulneración al procedimiento que aluden, es que se dispensó la segunda lectura del 
Dictamen que contenía la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020, sin 
que dicha decisión estuviera debidamente fundada y motivada. 

37. En ese sentido, afirman que si bien los artículos 33, fracción XXI y 38 de la Constitución de Michoacán, 
así como el 246 de la Ley Orgánica del Congreso de Michoacán que fueron citados al someter a 
consideración la dispensa de la segunda lectura referida, sí corresponden a esa decisión legislativa, lo 
cierto es que su aplicación fue incorrecta porque dichos preceptos prevén que solo se podrá dispensar 
la segunda lectura de un Dictamen cuando se exponga o califique la urgencia notoria y se apruebe por 
acuerdo expreso de las dos terceras partes de los diputados presentes en el Pleno del Congreso. 

38. Sin embargo, a decir de los promoventes, dichos requisitos no se cumplieron, pues en ningún 
momento se expusieron las causas de urgencia notoria, sino que solo se sometió a votación omitir la 
segunda lectura con el argumento de que así se había solicitado y aprobado en el orden del día. 
Además, la dispensa fue aprobada por mayoría simple y no por las dos terceras partes de los 
diputados presentes; de ahí que se debió dar la segunda lectura en una sesión distinta, en términos del 
artículo 246 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Michoacán. 

39. Asimismo, indican que, de conformidad con el artículo 266 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado 
de Michoacán, la dispensa debió ser por votación nominal al tratarse de un dictamen con proyecto de 
ley, por lo que, al haberse hecho de forma económica, se actualizó otra violación al procedimiento 
legislativo. 

40. Para reforzar lo anterior, invocan las jurisprudencias de rubros: “DISPENSA DE TRÁMITES 
LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. PARA SU PROCEDENCIA DEBEN MOTIVARSE LAS 
RAZONES QUE LLEVAN A CALIFICAR UN ASUNTO COMO URGENTE” y “DISPENSA DE 
TRÁMITES LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. SU FALTA DE MOTIVACIÓN NO SE 
CONVALIDA POR LA VOTACIÓN DE LA MAYORÍA O UNANIMIDAD DE LOS INTEGRANTES DE LA 
LEGISLATURA”, que derivaron de la acción de inconstitucionalidad 107/2008 y sus acumuladas 
108/2008 y 109/2008. 

41. Por tanto, los promoventes consideran que las violaciones al procedimiento legislativo referidas 
impactan directamente en la validez constitucional de los artículos impugnados, las cuales no pueden 
ser convalidadas por el solo hecho de que el Dictamen respectivo fue aprobado por una mayoría 
parlamentaria. 

42. En el tercer concepto de invalidez se argumenta que en la aprobación del Dictamen que contenía la 
Iniciativa de Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020, hubo 
transgresiones al debido proceso legislativo, así como a los derechos de legalidad, exacta aplicación 
de la ley, seguridad jurídica y de democracia deliberativa. 

43. Al respecto, los diputados promoventes aducen que la Iniciativa referida en ningún momento considera 
al “Plan de Desarrollo Integral del Estado de Michoacán”, ni señala la justificación para no tomarlo en 
cuenta, aun cuando existe obligación para ello, de conformidad con los artículos 11 y 13 de la Ley de 
Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Público y Contabilidad Gubernamental del Estado de 
Michoacán, los cuales prevén que la Ley de Ingresos de dicha entidad federativa debe sustentarse en 
el Plan de Desarrollo aludido. 

44. Asimismo, señalan que se vulneran los principios de legalidad y exacta aplicación de la ley, ya que la 
Iniciativa de la Ley de Ingresos para el Estado de Michoacán, el “alcance” presentados por el 
Gobernador de dicha entidad federativa, así como el Dictamen aprobado por el Congreso del mismo 
Estado, no reflejan los ingresos generados por instancias desconcentradas y descentralizadas, los 
cuales deben ser proporcionados por la Secretaría de Finanzas de Michoacán. 

45. De igual forma, indican que en la reunión de las Comisiones Unidas de veintiocho de diciembre de dos 
mil diecinueve, no se agotó el procedimiento del artículo 37 de la Constitución Política del Estado de 
Michoacán, consistente en hacer la lectura del proyecto de Dictamen de la Ley de Ingresos, por lo que 
los integrantes de las Comisiones no tuvieron conocimiento certero de lo que estaban por discutir y 
aprobar, máxime que la discusión no se llevó a cabo con el tiempo suficiente ni con la exhaustividad 
requerida. 

46. También, exponen que conforme al artículo 58 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso 
del Estado de Michoacán, es posible invitar a personas o representantes de organismos públicos, 
privados, sociales y académicos a las reuniones de Comisión, mediante acuerdo previo, para que 
participen en la discusión de los asuntos. No obstante, sin acuerdo previo, el día de la reunión de 
trabajo algunos diputados integrantes de las Comisiones Unidas tuvieron una reunión privada con 
funcionarios de la Secretaría de Finanzas y Administración del Ejecutivo del Estado de Michoacán, por 
lo que se transgredió el artículo referido, así como el principio de división de poderes. 



104 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

47. Igualmente, aducen que como no se agotó la etapa de discusión y votación del Dictamen que contiene 
la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020, se transgredieron los 
artículos 66 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán y el 18 del 
Reglamento de Comisiones y Comités del Congreso del Estado de Michoacán, los cuales establecen 
que las Comisiones tomarán sus decisiones por mayoría de votos de sus miembros presentes. 

48. Además, señalan que el Dictamen aludido es ilegal porque no cumple con varios requisitos 
establecidos por la doctrina parlamentaria, tales como indicar los antecedentes del asunto, el número 
de dictamen, la descripción del análisis, el soporte con información y citas provenientes de fuentes 
fidedignas, así como las conclusiones y el impacto de la ley a aprobar. 

49. Por otra parte, argumentan que en las exposiciones de motivos de la segunda Iniciativa de Ley de 
Ingresos y de la Iniciativa de Reformas a la Ley de Hacienda, ambas del Estado de Michoacán, no 
existe justificación sólida sobre la implementación de los impuestos ecológicos, ya que no se 
acompaña un estudio pleno sobre la recaudación de esos tributos que ayude a concluir un monto 
estimado a recaudarse en un periodo determinado, lo cual impacta en el cálculo de percepción anual y 
en el destino final del ingreso recaudado.2 

50. Lo anterior es así, a decir de los promoventes, ya que la estimación de los impuestos ecológicos no 
cumple con el formato aprobado por el Consejo Nacional de Armonización Contable, pues no se 
establecen las cuotas, tarifas y tasas de dichos impuestos, ni se establecen criterios generales de 
política económica que permitan lograr y evaluar el desempeño de los objetivos planteados, con lo cual 
se vulnera el principio de certeza jurídica. 

51. Asimismo, aducen que los artículos 32 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, relativos 
al impuesto ecológico por remediación ambiental en la extracción de materiales, contravienen lo 
previsto por el párrafo quinto del artículo 4º de la Constitución Federal y no cumplen con una debida 
fundamentación y motivación. 

52. Al respecto, señalan que dicho precepto constitucional no prevé la creación de impuestos como 
medida de responsabilidad ambiental y, si bien es válido emitir mecanismos normativos de carácter 
fiscal para tal efecto, los mismos deben consistir en estímulos fiscales y no en cargas impositivas. Sin 
embargo, la Ley de Hacienda para el Estado de Michoacán tiene como objeto establecer 
contribuciones y diversos conceptos de ingreso que, en su conjunto, se incorporen al patrimonio de 
dicha entidad federativa; es decir, sus fines son exclusivamente recaudatorios, lo cual es 
inconstitucional. 

53. Por ello, indican que el objetivo y la finalidad de los impuestos ecológicos aludidos también 
contravienen el artículo 22 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, el 
cual establece que, en ningún caso, los instrumentos económicos para combatir problemas 
ambientales se establecerán con fines recaudatorios. 

54. En ese sentido, los promoventes exponen que las responsabilidades ambientales de carácter 
económico tienen un fin extrafiscal, pues su objeto fundamental no es recaudar, sino desincentivar 
actividades que representen un daño ecológico. No obstante, la Ley de Hacienda del Estado de 
Michoacán no contempla medidas de remediación, ya que los artículos impugnados de dicho 
ordenamiento se refieren a fines meramente recaudatorios. 

55. De igual forma, indican que al aprobar la reforma a dicho ordenamiento legal y crear los impuestos 
ecológicos, se vulneró el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Federal, porque el Congreso 
de la Unión es el único órgano facultado para establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y la 
explotación de los recursos naturales, lo que conlleva a una invasión de competencia y jurisdicción del 
ámbito federal. 

56. Asimismo, argumentan que en la exposición de motivos de la Ley de Hacienda aludida se pretendió 
justificar la creación de impuestos ecológicos bajo el principio de “quien contamina, paga”, lo cual 
incentiva y legitima la contaminación a escala industrial, permitiendo la degradación ambiental 
irreversible a cambio del pago de impuestos, en perjuicio del interés social y del fin de toda 
responsabilidad ambiental, por lo que se vulneran derechos humanos sin atender medidas efectivas 
para abatir el problema que representa el deterioro del medio ambiente. 

                                                 
2 Al respecto, los promoventes indican que con ello se incumple lo previsto por los artículos 5º de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios y 23 de la Ley de Planeación Hacendaria del Estado de Michoacán. 
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57. También, aducen que los artículos de la ley en cuestión, relativos a los impuestos ambientales, 
vulneran el derecho a la seguridad jurídica y al mínimo vital, ya que el procedimiento para aplicar las 
tarifas aplicables no está fundado ni motivado; además de que la autoridad que impone las cargas 
tributarias carece de sustento constitucional para realizarlo, pues no existe una relación entre el hecho 
y la base impositiva, por lo que, en realidad, no se está cobrando un derecho sino un impuesto. De ahí 
que, igualmente, se vulneran los derechos a la conservación del medio ambiente, al acceso a la 
justicia, al orden constitucional y se transgrede la autonomía de los municipios. 

58. Por último, los diputados promoventes señalan que, en caso de ser fundada la acción de 
inconstitucionalidad, la declaración de invalidez debe hacerse extensiva al Presupuesto de Egresos del 
Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020, de conformidad con la jurisprudencia P./J. 53/2010, 
de rubro: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
CRITERIOS PARA DETERMINAR LA INVALIDEZ INDIRECTA DE LAS NORMAS”. 

59. A su vez, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, por conducto de su Presidenta, promovió 
acción de inconstitucionalidad mediante escrito presentado el treinta de enero de dos mil veinte, en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal. 

60. En la demanda fueron señaladas como autoridades demandadas, normas generales impugnadas y 
conceptos de invalidez, los siguientes: 

ÓRGANOS LEGISLATIVO Y EJECUTIVO QUE EMITIERON Y PROMULGARON 
LAS NORMAS IMPUGNADAS: 

 Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo. 

 Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo. 

NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA: 

 Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo, reformada mediante 
Decreto número 314, publicado en la Trigésima Primera Sección del Periódico 
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo el 
treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. 

 En particular, se reclama la invalidez de los artículos 34 a 39 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo, los cuales regulan el impuesto 
ecológico por remediación ambiental en la extracción de materiales. 

61. La Comisión Nacional de Derechos Humanos señala en su demanda que, si bien no todas las 
normas impugnadas pudieran estar afectadas de los vicios aducidos, las reclama en su integridad al 
considerar que constituyen un sistema normativo en el que cada parte encuentra una unión lógica 
indisoluble con el conjunto, por lo que existe la posibilidad de que expulsar una sola de las porciones 
del sistema derive en un nuevo diseño o configuración del mismo. 

62. Después, se exponen consideraciones previas relativas al derecho a la seguridad jurídica, a los 
principios de legalidad y proporcionalidad tributaria, así como a la naturaleza de las contribuciones. 

63. Luego, en el único concepto de invalidez se argumenta que los artículos 34 a 39 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo, los cuales prevén el impuesto por remediación 
ambiental en la extracción de materiales, vulneran el derecho de seguridad jurídica, así como los 
principios tributarios de legalidad y proporcionalidad, previstos en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, 
de la Constitución Federal. 

64. Al respecto, la promovente afirma que dicho impuesto vulnera el principio de proporcionalidad tributaria 
porque no está diseñado respecto de alguna forma de manifestación o movimiento de riqueza que 
incremente el patrimonio de los sujetos pasivos, o bien, que refleje su capacidad contributiva, sino que 
el gravamen se aplica a situaciones fácticas y/o jurídicas que, por sí mismas, no reflejan una 
potencialidad real para aportar al gasto público. 

65. De igual forma, señala que, de un análisis de los elementos que configuran el impuesto referido, se 
sigue que la configuración de su objeto y la base no atienden a la capacidad contributiva de los sujetos 
pasivos, pues la situación fáctica gravada (extracción de cierto tipo de materiales del suelo y subsuelo) 
no implica que exista algún acontecimiento económico que refleje un incremento en el patrimonio de 
los causantes, ni que exista una capacidad para gasto como si se tratara de un impuesto indirecto. 

66. Así, indica que, en el caso, el objeto que grava el legislador es un hecho cuya naturaleza recae en la 
afectación del suelo y subsuelo que componen el medio ambiente en el Estado, el cual de ninguna 
manera se relaciona con la capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto  
en cuestión. 
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67. Además, afirma que la base gravable del impuesto tampoco se relaciona con la capacidad contributiva, 
pues no se aplican ni miden unidades de valor que reflejen un haber patrimonial susceptible de ser 
gravado y con base en el cual sea posible aportar al gasto público. 

68. Por otra parte, la promovente argumenta que existe una incongruencia en el diseño del tributo 
impugnado que trasciende a la forma en que los contribuyentes deben determinar los créditos fiscales 
a su cargo. 

69. Al respecto, expone que la base gravable del impuesto en cuestión consiste en el volumen del material 
obtenido del suelo o subsuelo y a cada metro cúbico de material extraído se aplica una tasa del 3% 
sobre el monto total de la enajenación. En este sentido, aduce que las normas impugnadas 
presuponen que toda extracción de material será enajenada con posterioridad. 

70. Asimismo, señala que el artículo 38 de la Ley de Hacienda impugnada establece que el impuesto se 
genera al momento en que se configura su objeto, es decir, al momento en que se lleva a cabo la 
extracción. Sin embargo, también prevé un diferimiento en la época de pago hasta el día diecisiete del 
mes siguiente al que se facture el volumen extraído. 

71. Por ello, afirma que se afecta la seguridad jurídica de los contribuyentes, pues la causación del tributo, 
la aplicación de la tasa y la época de pago de ninguna manera atienden al objeto del impuesto. De ahí 
que no se tenga certeza del hecho verdaderamente gravado y de la manera en que se debe cumplir 
con la norma, a fin de realizar los pagos correspondientes. 

72. También indica que el hecho de que la época de pago sea hasta el día diecisiete del mes siguiente al 
que se facture el volumen extraído, genera inseguridad jurídica, pues no queda claro si esa facturación 
implica la emisión del comprobante fiscal, la recepción del ingreso por la enajenación o algún otro 
supuesto. 

73. De igual forma, señala que el último párrafo del artículo 38 referido, también actualiza una falta de 
certeza jurídica, al establecer que en caso de que el material extraído no haya sido enajenado en un 
ejercicio fiscal, las autoridades recaudadoras están facultadas para determinar la extracción del 
producto conforme a bitácoras, licencias, permisos y demás instrumentos que permitan medir el 
material obtenido. 

74. Ello, a decir de la promovente, propicia un actuar arbitrario en el cobro de las contribuciones, pues si el 
material extraído no ha sido enajenado, no existe obligación de los contribuyentes de determinar el 
crédito fiscal según lo dispuesto por los preceptos reclamados; por lo que, en ese sentido, tampoco 
existe razón para que la autoridad cuantifique el volumen del material extraído. 

75. Finalmente, argumenta que en caso de que se declare la invalidez de los preceptos impugnados, el 
cumplimiento de la obligación ambiental por parte de la entidad federativa no se vería afectado, toda 
vez que en el orden jurídico del Estado de Michoacán, existe una Ley de Responsabilidad Ambiental y 
un Código Penal, los cuales establecen reparaciones, compensaciones y sanciones por daños 
ocasionados al medio ambiente, por lo que las obligaciones estatales para la protección de este último 
están plenamente garantizadas. 

II. TRÁMITE 

76. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar la acción de 
inconstitucionalidad promovida por diversos diputados integrantes del Congreso del Estado de 
Michoacán de Ocampo, con el número de expediente 99/2020, mediante acuerdo de seis de febrero de 
dos mil veinte. Además, por razón de turno, designó como instructor del procedimiento al Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. 

77. En esa misma fecha, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó registrar la acción de 
inconstitucionalidad promovida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos con el número  
de expediente 100/2020 y, al existir identidad respecto de las normas impugnadas, ordenó su 
acumulación con la acción de inconstitucionalidad 99/2020. 

78. El Ministro instructor admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad, por acuerdo de diez de 
febrero de dos mil veinte, y tuvo a los promoventes designando autorizados y delegados; señalando 
domicilio para oír y recibir notificaciones; y ofreciendo como pruebas las documentales que 
acompañaron.3 

                                                 
3 En contra de este acuerdo, el Poder Ejecutivo de Michoacán de Ocampo, por conducto de su Consejero Jurídico, interpuso el recurso de 
reclamación 27/2020-CA, mismo que fue desechado por la Segunda Sala, en sesión de quince de julio de dos mil veinte, por unanimidad de 
cinco votos. 
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79. Asimismo, determinó que no procedía tener por desistidas a las diputadas Brenda Fabiola Fraga 
Gutiérrez y María Teresa Mora Covarrubias, ya que la figura del desistimiento no es aplicable en las 
acciones de inconstitucionalidad, al ser un medio de control abstracto, mediante el cual se plantea una 
posible contradicción entre una norma general y la Constitución Federal. 

80. De igual forma, ordenó dar vista a los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Michoacán para 
que rindieran sus respectivos informes y señalaran domicilio para oír y recibir notificaciones. Además, 
requirió al Poder Legislativo aludido para que enviara a este Alto Tribunal los antecedentes legislativos 
de las normas impugnadas, y al Poder Ejecutivo referido para que enviara un ejemplar del Periódico 
Oficial en el que se publicaron las normas controvertidas. 

81. Finalmente, ordenó dar vista del asunto a la Fiscalía General de la República, así como a la Consejería 
Jurídica del Gobierno Federal, para que manifestaran lo que a su interés conviniera. 

82. Informes de las autoridades demandadas. El Congreso del Estado de Michoacán, por conducto del 
Vicepresidente de la Mesa Directiva, y el titular del Poder Ejecutivo local, por conducto de su Consejero 
Jurídico, rindieron sus informes mediante escritos presentados el cinco y once de marzo de dos mil 
veinte, respectivamente, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal. 

83. Al respecto, en el Informe del Poder Legislativo del Estado de Michoacán se argumenta que, en 
Sesión Extraordinaria del Pleno del Congreso del Estado de Michoacán, de treinta de diciembre de dos 
mil diecinueve, se aprobó en lo general la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio 
Fiscal 2020, con veintiocho votos a favor, siete en contra y ninguna abstención. De ahí que el tema de 
endeudamiento público haya sido aprobado por dos terceras partes de los diputados presentes, pues 
se necesitaban veintitrés votos a favor para alcanzar la mayoría calificada. 

84. Después, indica que diversos diputados tuvieron como reservados los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de 
Ingresos de Michoacán para el año 2020. Respecto del artículo 1º, se sometió en votación nominal el 
proyecto de artículo reservado y se obtuvo un resultado de quince votos a favor, dieciocho en contra y 
ninguna abstención, por lo que se desechó la reserva y se sometió a votación nominal dicho precepto 
conforme al Dictamen, en donde se obtuvo un resultado de dieciocho votos a favor, catorce en contra y 
cero abstenciones. De ahí que se declaró aprobado en lo particular el artículo 1º conforme al Dictamen. 

85. De esta forma, refiere que dado que el artículo 1º engloba todo el proyecto y el artículo 26 se 
encuentra vinculado al mismo, el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso de Michoacán 
comunicó que la reserva a este último precepto ya no tenía razón de continuar. No obstante, el 
Presidente manifestó que por procedimiento sometería a votación el artículo 26 conforme al Dictamen 
y se obtuvieron dieciocho votos a favor, dieciséis en contra y cero abstenciones, por lo que se declaró 
aprobado en lo particular. 

86. Asimismo, señaló que lo anterior no era el caso del artículo 27, entonces se sometió a votación el 
proyecto del artículo reservado y se obtuvo un resultado de diez votos a favor, veinticuatro en contra y 
ninguna abstención, por lo que se desechó la reserva y se sometió a votación nominal dicho precepto 
conforme al Dictamen, en donde se obtuvo un resultado de veinticuatro votos a favor, diez en contra y 
cero abstenciones. De ahí que se declaró aprobado en lo particular el artículo 27 conforme al 
Dictamen. 

87. En ese sentido, argumenta que aun y cuando las votaciones en lo particular fueron diferentes a la 
votación en lo general, no debe soslayarse que lo consecutivo corre la misma suerte que lo principal, 
por lo que, si las reservas fueron desechadas, debe prevalecer la votación del Dictamen en lo general, 
el cual fue aprobado por las dos terceras partes de los miembros presentes. 

88. Así, aduce que resulta ilegal lo pretendido por los promoventes respecto a que la votación de mayoría 
calificada únicamente opere para los artículos que versan sobre financiamiento, pues esos ingresos se 
vinculan con una sola cantidad en la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 
2020 que fue aprobada por las dos terceras partes de los diputados presentes en la sesión respectiva. 

89. Luego, el Vicepresidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Michoacán indica que las 
mociones suspensiva y aclarativa que presentaron los diputados en la sesión extraordinaria en 
cuestión, se atendieron y discutieron conforme a la Ley Orgánica y de Procedimientos del Estado de 
Michoacán, pues los actos se llevaron a cabo de manera transparente, se concedió oportunamente la 
posibilidad de hacer valer las mociones y se sometieron a votación las mismas, en donde al no haber 
obtenido un resultado favorable, fueron desechadas, por lo que se continuó con el desarrollo  
de la sesión. 
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90. Además, señala que el Dictamen respectivo fue presentado con dispensa de su segunda lectura por 
considerarse de urgente y obvia resolución, por lo que dicha dispensa se sometió a votación 
económica y se aprobó con veintidós votos a favor, seis en contra y ninguna abstención. De ahí que se 
declaró aprobada la dispensa aludida, pues el Pleno del Congreso expresó su voluntad y cuando se 
manifiesta con una votación, ello conlleva a acciones definitivas. 

91. De igual forma, expone que una vez hecho lo anterior, se concedió el uso de la palabra a los diputados 
presentes y después de que concluyeron las intervenciones respectivas, se sometió en votación 
económica si el Dictamen de la Ley de Ingresos se encontraba suficientemente discutido, lo cual 
obtuvo un resultado favorable. 

92. Por tanto, concluye que sí se respetaron las formalidades del proceso legislativo para la creación de 
normas, pues se desarrollaron los procedimientos pertinentes conforme a la ley y se respetaron las 
propuestas, así como las manifestaciones planteadas por los diputados del Congreso de Michoacán. 

93. En otro orden de ideas, el Vicepresidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Michoacán 
argumenta que es falsa la afirmación de los promoventes relativa a que el Ejecutivo de dicha entidad 
federativa presentó una Iniciativa de Ley de Ingresos de forma extemporánea en la que incluyó la 
solicitud para que se autorizara contratar financiamiento. 

94. Al respecto, expone que el Gobernador del Estado de Michoacán presentó la Iniciativa de Ley de 
Ingresos ante el Congreso de dicha entidad federativa el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, 
por lo que cumplió con la obligación prevista en el artículo 60, fracción VIII de la Constitución local. 

95. Asimismo, señala que el artículo 5º de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios establece que en los casos en que las entidades federativas aprueben sus Leyes de 
Ingresos y Presupuestos de Egreso después de la publicación de la Ley de Ingresos y el Presupuesto 
de Egresos de la Federación, las estimaciones de participaciones y Transferencias federales 
etiquetadas que se incluyan en los ordenamientos locales referidos no deberán exceder a las previstas 
en los ordenamientos federales aludidos. 

96. En ese sentido, indica que el veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve se publicó la Ley de 
Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2020 en el Diario Oficial de la Federación; de ahí que 
resultaba indispensable realizar los ajustes correspondientes a la Iniciativa de Ley de Ingresos de 
Michoacán entregada oportunamente, con el objetivo de cumplir con el artículo 5º de la Ley de 
Disciplina Financiera, lo cual, efectivamente, se hizo cuando el Poder Ejecutivo de Michoacán presentó 
el alcance respectivo el veintiséis de diciembre de dos mil diecinueve. 

97. Por tanto, afirma que no existen las violaciones que pretenden los promoventes, pues de no haberse 
presentado el alcance referido, habría inconsistencias fiscales y se incurriría en responsabilidades por 
no atender lo previsto en las diversas leyes en materia financiera. 

98. Por otra parte, el Vicepresidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Michoacán aduce 
que carece de razón el argumento de los promoventes relativo a que no se analizó ni se aprobó algún 
proyecto de Dictamen en la reunión de trabajo de las Comisiones Unidas. Al respecto, señala que del 
acta de la reunión de trabajo se sigue que los diputados integrantes de dichas Comisiones realizaron 
consideraciones respecto del tema de financiamiento y de los demás inherentes a la Ley de Ingresos, 
por lo que después de haber discutido ampliamente esos temas, quedó aprobado por mayoría el 
Dictamen respectivo. 

99. También, refiere que, si bien el veintiocho de diciembre de dos mil diecinueve se turnó, entre otras, la 
Iniciativa de Ley de Ingresos de Michoacán para el año 2020 y ese mismo día por la noche se decidió 
aprobarla, lo cierto es que lo que hicieron las Comisiones Unidas fue continuar con los trabajos 
legislativos que dieron inicio desde el tres de diciembre de dos mil diecinueve. 

100. Asimismo, argumenta que la afirmación de los promoventes relativa a que no se permitió realizar un 
debate parlamentario tanto en las Comisiones como en el Pleno del Congreso, respecto de la 
procedencia de la solicitud de financiamiento, carece de sustento. Ello, pues la Ley de Ingresos del 
Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020 se aprobó por las dos terceras partes 
de los diputados presentes en la sesión extraordinaria correspondiente; además de que en la reunión 
de trabajo de las Comisiones Unidas se aprobó el análisis de capacidad de pago del Gobierno del 
Estado de Michoacán. 
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101. En otro aspecto, el Vicepresidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Michoacán afirma 
que los impuestos ecológicos previstos en la Ley de Hacienda de dicha entidad federativa no vulneran 
los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución Federal, toda vez que su objeto y base 
gravable atienden a la capacidad contributiva de los sujetos, y se establecen claramente los elementos 
esenciales de dichos tributos; además de que existe la obligación de los ciudadanos de contribuir al 
gasto público en la entidad federativa en que residan. 

102. De igual forma, indica que la regulación de los impuestos ecológicos no es una materia exclusiva de la 
Federación, por lo que válidamente una entidad federativa puede establecer su imposición con la 
finalidad de contar con recursos que le permitan atender su obligación de proteger la salud y el medio 
ambiente, de conformidad con el artículo 4º de la Constitución Federal. 

103. En ese sentido, solicita que se atienda a lo determinado por este Alto Tribunal al resolver la 
Controversia Constitucional 56/2017, en lo relativo al tema de impuestos ecológicos. 

104. Finalmente, expone que existe una causa de improcedencia respecto a la acción de 
inconstitucionalidad promovida por diversos diputados del Congreso del Estado de Michoacán, pues 
dos diputadas que firmaron la demanda se desistieron de la misma. 

105. De esta forma, señala que, si bien la figura del desistimiento no es aplicable en dicho medio de control 
constitucional, no debe pasar inadvertida la voluntad de esas diputadas, pues con su decisión de 
desistirse, los diputados del Congreso de Michoacán ya no cuentan con legitimación activa para 
promover la acción de inconstitucionalidad, al no cumplir con el porcentaje requerido para tal efecto. 

106. Por otra parte, en el Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán se indica que los 
artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 
2020 no poseen las características de ser normas generales, abstractas e impersonales, pues se tratan 
de meras autorizaciones dadas al Poder Ejecutivo del Estado para celebrar los actos que se requieran 
para formalizar la contratación de financiamiento y la reestructura y/o refinanciamiento de la deuda 
pública, por lo que una vez que se lleve a cabo dicha actividad, se extinguirá el contenido del acto que 
lo autorizó. 

107. En ese sentido, indica que si bien los artículos cuya invalidez se demanda son actos formalmente 
legislativos, lo cierto es que materialmente constituyen un acto administrativo con efectos concretos, 
específicos y precisos. Por tanto, al carecer de los elementos esenciales de una norma general, ello 
conlleva a la improcedencia de la acción. 

108. Después, expone que en la jurisprudencia P./J. 100/2010, esta Suprema Corte determinó las 
condiciones constitucionales que deben respetar las entidades federativas para adquirir deuda pública, 
a saber: a) que la contratación de la deuda pública sea en moneda nacional y con Gobiernos o 
Instituciones Mexicanas; b) que el destino de la adquisición de la deuda pública sea exclusivamente 
para inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura; c) el principio de unidad o 
concentración de las finanzas estatales, lo que incluye a la administración descentralizada; y d) una 
coparticipación legislativo-ejecutivo en materia de endeudamiento, conforme al cual se definen 
facultades tanto de ejercicio potestativo como obligatorio. 

109. De esta forma, aduce que los artículos 1º, 26, 27 y 28 de la Ley de Ingresos para el Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020 cumplen con las condiciones referidas. 

110. Al respecto, señala que en el artículo 1º aludido se previó una cantidad en moneda nacional por 
concepto de ingresos de financiamiento y se precisó que es un financiamiento interno. Además, los 
artículos 26, primer párrafo y fracción IV, así como 27, primer párrafo y fracción IV, establecen que el 
máximo de deuda pública a contratar será en moneda nacional y que será con instituciones financieras 
mexicanas. 

111. Asimismo, indica que el artículo 26, fracción I, de la ley en cuestión establece que cierta cantidad del 
financiamiento debe destinarse para inversiones públicas productivas y la cantidad restante para la 
constitución de fondos de reserva. También, el artículo 27 prevé la contratación de deuda para 
destinarlo al refinanciamiento y/o reestructuración de los créditos a largo plazo a cargo del Estado y a 
la constitución de fondos de reserva, así como para realizar diversas operaciones y actos relacionados. 

112. De igual forma, afirma que el principio de unidad o concentración de las finanzas estatales no debía 
establecerse en los preceptos impugnados, pues no se contempla la adquisición de deuda por parte de 
algún organismo descentralizado, ni tampoco de algún Municipio en el que el Estado deba ser  
aval solidario. 
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113. Por último, argumenta que en todo momento hubo una coparticipación entre el Legislativo y el 

Ejecutivo del Estado de Michoacán, ya que el Congreso aprobó y autorizó el ingreso por financiamiento 

interno, se estipularon los montos máximos de contratación de financiamiento y quedaron previstos en 

la Ley de Ingresos respectiva, además de que se estableció la fuente de pago y el tiempo máximo por 

el que podría contratarse la deuda pública. Ello, en concordancia con la diversa jurisprudencia  

P./J. 102/2010, que prevé las reglas de colaboración y corresponsabilidad entre los poderes locales. 

114. Por tanto, concluye que la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio 

Fiscal del Año 2020 goza de regularidad constitucional, al haberse emitido respetando todos los 

parámetros establecidos en el artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Federal. 

115. Posteriormente, el Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán dio contestación a 

cada uno de los conceptos de invalidez. En relación con el primero, refirió que el argumento relativo a 

que la aprobación de la deuda pública no se dio con la mayoría calificada de las dos terceras partes de 

los diputados presentes en la sesión correspondiente, resulta falso. 

116. Al respecto, señala que la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio 

Fiscal 2020 fue aprobado en lo general por veintiocho votos a favor, siete votos en contra y cero 

abstenciones, esto es, alcanzó la mayoría calificada superior a las dos terceras partes de los diputados 

presentes (treinta y cinco) y se reservaron en lo particular los artículos 1º, 26 y 27 de la misma ley. 

117. Así, indica que los diputados que hicieron la reserva correspondiente sometieron la propuesta 

respectiva en el orden numérico del articulado reservado. En primer término, se desechó la reserva al 

artículo 1º referido, con quince votos a favor, dieciocho en contra y cero abstenciones; e 

inmediatamente se aprobó por votación nominal conforme al dictamen con dieciocho votos a favor, 

quince en contra y cero abstenciones. 

118. Por ello, argumenta que la afirmación de los promoventes en la que aducen una transgresión a las 

reglas de votación respecto del artículo 26 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo 

para el Ejercicio Fiscal 2020 es inoperante, pues, en todo caso, la votación que se hizo sobre ese 

precepto nunca debió llevarse a cabo. 

119. En efecto, expone que la reserva al artículo 26 aludido se declaró sin materia y ya no tenía “razón de 

ser”, porque se aprobó el artículo 1º de la ley en cuestión y el mismo engloba todo el proyecto. No 

obstante, se sometió a votación dicho artículo 26 de la Ley de Ingresos de Michoacán para el año 2020 

conforme al Dictamen y se aprobó en lo particular con dieciocho votos a favor, dieciséis en contra y 

cero abstenciones. 

120. De esta forma, señala que el Presidente del Congreso no debió someter a votación en lo particular, 

conforme al dictamen, el artículo 26, toda vez que, de conformidad con el artículo 251 de la Ley 

Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán, dicha votación se prevé 

únicamente para los casos en que no se aprueba un proyecto de artículo reservado, lo que en el caso 

no ocurrió porque la reserva se declaró sin materia y la ley impone que se tenga como si la misma 

nunca hubiere existido. 

121. Por el contrario, indica que al dejar de existir la reserva formulada al artículo 26 aludido, debió 

prevalecer la aprobación del Dictamen en lo general para dicho precepto, de conformidad con el 250 

de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán, lo cual, en el caso, 

consistió en veintiocho votos a favor, siete en contra y ninguna abstención, es decir, una votación 

favorable de las dos terceras partes de los diputados presentes. 

122. Asimismo, señala que el artículo 1º de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el 

Ejercicio Fiscal 2020 no constituye una norma que autorice a contraer obligaciones u empréstitos, sino 

que únicamente establece los ingresos que percibirá el Gobierno de Michoacán en el Ejercicio Fiscal 

2020. Además, expone que se realizó la votación de la reserva del artículo 27, la cual fue desechada 

por diez votos a favor, veinticuatro en contra y cero abstenciones; e inmediatamente se aprobó en lo 

particular dicho precepto conforme al dictamen con veinticuatro votos a favor, diez en contra  

y cero abstenciones. 
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123. Por tanto, concluye que la autorización del financiamiento y el monto máximo a contratar se realizó con 
la aprobación de más de las dos terceras partes de los diputados presentes, por lo que se cumplió con 
los artículos 117, fracción VIII, de la Constitución Federal y 23 de la Ley de Disciplina Financiera. 

124. Por otra parte, respecto del segundo concepto de invalidez, el Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo 
del Estado de Michoacán afirma que, si bien el veintiséis de diciembre de dos mil diecinueve se 
presentaron adecuaciones a la iniciativa de Ley de Ingresos que se presentó oportunamente, ello no 
significa que se hayan presentado dos iniciativas para la misma ley, pues únicamente se agregó la 
solicitud de contratación de deuda pública, la cual no tiene un término establecido en la Constitución 
Federal o en leyes secundarias para ser presentada, por lo que el Gobernador del Estado se encuentra 
en posibilidad para hacerlo en cualquier momento. 

125. Por cuanto hace al argumento relativo a que existieron violaciones al procedimiento por falta de 
Dictamen, indica que resulta falso, pues los promoventes reconocen en su demanda que el mismo 
existe y fue debidamente aprobado y firmado por los diputados integrantes de las Comisiones Unidas 
respectivas. 

126. Asimismo, señala que es incorrecta la afirmación de que no se analizó ni se discutió el Dictamen, pues 
en la versión estenográfica de la sesión extraordinaria correspondiente se advierten las conclusiones y 
consideraciones a que llegaron los diputados encargados de dictaminar la iniciativa en cuestión, en 
donde manifestaron que se estudió y analizó el contenido de la misma. Además de que en dicha 
versión estenográfica se observa que el Dictamen fue debida y suficientemente debatido en el Pleno 
del Congreso, con la participación de todas las fuerzas políticas. 

127. También, aduce que, tanto de la exposición de motivos como del Dictamen, se sigue que las 
Comisiones Unidas sí tuvieron elementos suficientes para analizar, estudiar y debatir la solicitud de 
financiamiento, la capacidad de pago del Estado de Michoacán, el destino del financiamiento y la 
fuente de pago. 

128. De igual forma, expone que el Presidente del Congreso de Michoacán sí tomó en consideración las 
mociones suspensivas y aclarativas presentadas por diversos diputados, pero las sometió a votación 
de conformidad con el artículo 257 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado 
de Michoacán y fueron desechadas por mayoría de votos. 

129. Por cuanto hace a la dispensa de la segunda lectura del Dictamen de la Ley de Ingresos en cuestión, 
argumenta que se hizo con fundamento en el artículo 246 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del 
Congreso del Estado de Michoacán, pues se sometió a votación de los diputados presentes y tuvo 
como causa notoria que el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve debía estar aprobada dicha 
Ley de Ingresos. 

130. Aunado a lo anterior, expone que, si se considera que existió alguna violación a las reglas del proceso 
legislativo, lo cierto es que aun en ese supuesto las violaciones no habrían afectado de manera 
fundamental la validez de las normas impugnadas, pues los principios que rigen el procedimiento para 
la creación de normas fueron respetados, en particular, aquel que exige la participación y deliberación 
de todas las fuerzas políticas en un órgano de esa naturaleza. 

131. Finalmente, en relación con el tercer concepto de invalidez, relativo a los impuestos ecológicos por 
extracción de minerales, el Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán señala 
que este Alto Tribunal ya reconoció la facultad de las entidades federativas para imponer 
contribuciones en materia ecológica, al resolver la controversia constitucional 56/2017. 

132. Asimismo, indica que si bien el artículo 22 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al 
Ambiente prevé que se consideran instrumentos económicos de carácter fiscal los estímulos fiscales 
que incentiven el cumplimiento de los objetivos de política ambiental, ello no implica que dentro de 
dichos instrumentos no se deban de considerar las contribuciones o tributos en materia ambiental. 

133. Al respecto, aduce que en dicho precepto solo se enunció a los estímulos fiscales como uno de los 
instrumentos económicos de carácter fiscal, pero eso no significa que esos instrumentos se agoten ahí, 
ya que el legislador buscó hacer efectivos los principios de quien contamina asuma los costos de su 
actividad y de quien invierta en la conservación ecológica sea incentivado. 
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134. De esta forma, argumenta que la finalidad buscada con los impuestos ecológicos previstos en la Ley 
de Ingresos del Estado de Michoacán para el Ejercicio Fiscal 2020 no es propiamente sancionar ni 
recaudar ingresos, sino establecer una medida legislativa para hacer efectivos los derechos a la salud 
y a un medio ambiente sano, así como para cumplir con los compromisos internacionales celebrados 
por el Estado Mexicano para abatir el cambio climático. 

135. En este sentido, afirma que, si bien lo anterior podría implicar recaudar ingresos, pues por definición 
toda contribución tiene inmersa esa finalidad, lo cierto es que el hecho de que el sistema tributario 
ayude a una entidad federativa a recaudar recursos para satisfacer necesidades colectivas y sociales, 
no vulnera los fines previstos en el artículo 4º de la Constitución Federal, sino que constituye un medio 
más para buscar satisfacerlos. 

136. Cierre de la instrucción. El Ministro instructor tuvo por rendido el informe y cumplido el requerimiento 
del Congreso del Estado de Michoacán, por acuerdo de once de marzo de dos mil veinte. Asimismo, 
tuvo por rendido el informe y cumplido el requerimiento del Poder Ejecutivo de dicha entidad federativa, 
por acuerdo de trece de marzo de dos mil veinte; además, en este último puso los autos a la vista de 
las partes a fin de que formularan por escrito sus alegatos. 

137. Una vez recibidos los alegatos, fue decretado el cierre de instrucción del asunto, a efecto de elaborar el 
proyecto de resolución correspondiente, mediante acuerdo de quince de julio de dos mil veinte. 

III. COMPETENCIA 

138. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad y su acumulada, de conformidad con los artículos 105,  
fracción II, incisos d) y g), de la Constitucional Federal; 1º de la Ley reglamentaria de la materia; y 10, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el Punto Segundo, 
fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2013 de este Alto Tribunal. 

IV. OPORTUNIDAD 

139. Las normas generales impugnadas fueron publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno 
Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo el treinta y uno de diciembre de dos mil 
diecinueve. Así, el plazo de treinta días naturales, previsto en el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,4 para 
promover las acciones de inconstitucionalidad, transcurrió del miércoles uno al jueves treinta de enero 
de dos mil veinte. 

140. Por tanto, si las demandas se presentaron el treinta de enero de dos mil veinte en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, es claro que su presentación fue 
oportuna. 

V. LEGITIMACIÓN 

141. De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso d), de la Constitución Federal, las acciones de 
inconstitucionalidad pueden promoverse por el equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 
de alguna de las Legislaturas de las entidades federativas en contra de las leyes expedidas por el 
propio órgano.5 

142. A su vez, el artículo 62 de la Ley Reglamentaria de la materia prevé que la demanda en que se 
promueva la acción debe estar firmada por cuando menos el treinta y tres por ciento de los integrantes 
de los correspondientes órganos legislativos.6 

                                                 
4 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”. 
5 “Artículo 105. […] 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
[…] 
d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de las entidades federativas en contra de las leyes 
expedidas por el propio órgano;” […] 
6 “Artículo 62. En los casos previstos en los incisos a), b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la demanda en que se ejercite la acción deberá estar firmada por cuando menos el treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los correspondientes órganos legislativos. […]” 
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143 Por otra parte, el artículo 19 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo establece que el ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una asamblea que se 
denomina Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo,7 el cual, de conformidad con el tercer 
párrafo del artículo 20 de dicha Constitución local, está integrado por veinticuatro diputados electos 
según el principio de mayoría relativa y dieciséis diputados electos según el principio de representación 
proporcional.8 

144. En el caso, la demanda fue firmada por Teresa López Hernández, Cristina Portillo Ayala, Zenaida 
Salvador Brigido, Alfredo Ramírez Bedolla, Antonio de Jesús Madriz Estrada, Fermín Bernabé Bahena, 
Sergio Báez Torres, Laura Granados Beltrán, Sandra Luz Valencia, Mayela Del Carmen Salas Sáenz, 
Osiel Equihua, Francisco Cedillo de Jesús, Brenda Fabiola Fraga Gutiérrez y María Teresa Mora 
Covarrubias, en su carácter de Diputados integrantes de la Septuagésima Cuarta Legislatura del 
Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, lo cual acreditaron con copias certificadas de las 
constancias de mayoría y de asignación proporcional. 

145. Luego, si el Congreso del Estado de Michoacán se integra por un total de cuarenta legisladores, se 
concluye que los catorce diputados que firmaron la demanda tienen legitimación para promover la 
acción de inconstitucionalidad en contra de la Ley de Ingresos para el Ejercicio Fiscal 2020, así como 
de la Ley de Hacienda, ambas del Estado de Michoacán, al representar más del treinta y tres por 
ciento requerido para tal efecto. 

146. Sin que obste a lo anterior, el argumento expuesto en el informe del Congreso de Michoacán, en el 
sentido de que dos de las legisladoras que suscribieron la demanda respectiva (Brenda Fabiola 
Gutiérrez y María Teresa Mora Covarrubias), presentaron escritos de desistimiento, con lo cual ya no 
se alcanzó el treinta y tres por ciento de legisladores requeridos para promover la acción de 
inconstitucionalidad 99/2020. 

147. Dicho planteamiento es infundado, en atención a que, tal y como lo reconoce el propio órgano 
legislativo demandando, la figura del desistimiento no es aplicable a las acciones de 
inconstitucionalidad, ya que en términos del artículo 20, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Federal, el desistimiento no procede tratándose de 
normas generales.9 

148. Luego, si en el caso fueron impugnados los Decretos 314 y 315, en los que, respectivamente, se 
reformaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de 
Ocampo y se expidió la Ley de Ingresos para el Ejercicio Fiscal 2020 de esa misma entidad federativa, 
no es jurídicamente viable tener por desistidas a las legisladoras señaladas, al estar de por medio la 
impugnación de normas generales.10 

149. Por otra parte, el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Federal establece que la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos está facultada para promover la acción de 
inconstitucionalidad en contra de leyes de las entidades federativas que vulneren los derechos 
humanos reconocidos en la Ley Fundamental y en los tratados internacionales de los que México 
sea parte.11 

                                                 
7 “Artículo 19. Se deposita el ejercicio del Poder Legislativo en una asamblea que se denominará: Congreso del Estado de Michoacán de 
Ocampo”. 
8 “Artículo 20. […] 
El Congreso del Estado estará integrado por veinticuatro diputados electos según el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de 
distritos electorales uninominales y dieciséis diputados que serán electos según el principio de representación proporcional, mediante el 
sistema de lista de candidatos votados en una circunscripción plurinominal”. 
9 “Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 
I. Cuando la parte actora se desista expresamente de la demanda interpuesta en contra de actos, sin que en ningún caso pueda hacerlo 
tratándose de normas generales”. 
10 Circunstancia que inclusive así fue indicada en el acuerdo de diez de febrero de dos mil veinte, emitido por el Ministro instructor. 
11 “Artículo 105. […] 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
[…] 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas;” […] 
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150. Asimismo, el artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos  
prevé la facultad del Presidente de dicho organismo constitucional autónomo de promover  
acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter estatal que vulneren derechos 
humanos reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales de los que México 
sea parte. 12 

151. En el caso, María del Rosario Piedra Ibarra promovió la acción de inconstitucionalidad 100/2020, en su 
carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, lo cual acreditó con copia 
certificada de su designación en ese cargo. 

152. Por tanto, se le debe reconocer legitimación para promover el presente medio de control constitucional, 
en el que sustancialmente pretende demostrar que diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del 
Estado de Michoacán de Ocampo vulneran los derechos de seguridad jurídica, así como los principios 
tributarios de legalidad y proporcionalidad, previstos en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la 
Constitución Federal.13 

VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

153. A) Carácter de normas generales de los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de Ingresos impugnada. El 
Poder Ejecutivo demandado señala en su informe que debe decretarse el sobreseimiento respecto de 
los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio 
Fiscal 2020, al no ser normas generales, sino actos administrativos que entrañan autorizaciones al 
Poder Ejecutivo local para celebrar los actos que se requieran para formalizar la contratación de 
financiamiento y la reestructura y/o refinanciamiento de la deuda pública, por lo que una vez que se 
lleve a cabo dicha actividad, se extinguirá el contenido del acto que lo autorizó. 

154. Dicho planteamiento es infundado y para demostrarlo conviene recordar que en la acción de 
inconstitucionalidad 31/2019,14 este Tribunal Pleno hizo referencia a la interpretación del artículo 105, 
fracción II, de la Constitución Federal, en el sentido de que ese precepto señala la procedencia de la 
acción de inconstitucionalidad únicamente en contra de “normas generales”, como género de la 
materia sujeta a impugnación. 

155. En otras palabras, este Pleno indicó que la acción de inconstitucionalidad es el medio de control 
constitucional para impugnar normas generales que, en forma abstracta, se refiere a leyes, formal y 
materialmente hablando, mas no a cualquier norma general, y menos aún, a actos que, aunque sean 
emitidos por los órganos legislativos y que dado su contenido, eventualmente pudieran tener efectos 
hacia la sociedad, no reúnen ambas características; esto es, que sean formal y materialmente 
legislativos. 

156. Así, el criterio de esta Suprema Corte es que la acción de inconstitucionalidad procede en contra de 
cualquier ley, como acto formalmente legislativo. Una ley presupone la concurrencia de un criterio 
material, en donde todas sus normas gozan de las características de generalidad, abstracción e 
impersonalidad. Sin embargo, a este criterio se le han hecho varias matizaciones. La primera es que, 
para verificar la procedencia de la acción de inconstitucionalidad, no debe atenderse sólo a la 
designación que se le haya dado al tratado, ley o decreto impugnados al momento de su creación, 
como reflejo o no de la existencia de un acto legislativo, sino un estudio al margen de su mera 
denominación. 

157. En efecto, en la acción de inconstitucionalidad 4/199815, se razonó que para verificar si se estaba ante 
una norma general susceptible de impugnación en una acción de inconstitucionalidad, no era relevante 
su denominación sino sus características formales y sus elementos materiales de generalidad, 
abstracción e impersonalidad, pues hay ocasiones en que a leyes se les denomina como decretos y 
viceversa; así como se precisó que lo que trasciende es que en una ley se prevén supuestos 
generales, abstractos e impersonales, mientras que un decreto en estricto sentido se establecen casos 
determinados y específicos por tiempo, personas o lugares. 

                                                 
12 “Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: […] 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y […]”. 
13 Al respecto, se destaca que este Tribunal Pleno ya ha reconocido la legitimación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos para 
promover acciones de inconstitucionalidad en contra de normas generales de carácter tributario en diversos precedentes, entre ellos, la 
acción de inconstitucionalidad 88/2020, resuelta por este Tribunal Pleno en sesión de veinticuatro de septiembre de dos mil veinte. 
14 Resuelta en sesión de uno de julio de dos mil diecinueve, bajo la ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán y aprobada por unanimidad de 
once votos en lo concerniente a la interpretación del artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal en el concepto de “normas generales”. 
15 Resuelta en sesión de veintiocho de mayo de mil novecientos noventa y ocho, bajo la ponencia del Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo.  
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158. De igual forma, este Tribunal Pleno ha señalado que, consecuentemente, no sólo importa para la 
procedencia de la acción de inconstitucionalidad el carácter formal de una norma como ley, sino 
también su conceptualización material, pues en el texto constitucional se utiliza el término “norma 
general”. Sobre este punto, en la acción de inconstitucionalidad 4/201116, se argumentó que el uso del 
concepto “norma general” tiene como objetivo ampliar los elementos identificadores de una norma 
impugnable en acción de inconstitucionalidad: en primer lugar, porque se tiene que dar una utilidad al 
término “norma general” del texto constitucional; y, en segundo, porque también debe tomarse en 
cuenta que la propia fracción II del artículo 105 constitucional regula la procedencia de la acción en 
contra de “leyes federales”, “leyes locales” o “leyes electorales”. 

159. Por ello, en ese precedente se determinó que en una acción de inconstitucionalidad pueden ser 
reclamables las leyes, las que presuponen que su contenido es abstracto, impersonal y general (que 
es un acto formalmente legislativo); sin embargo, también se acepta que, si se examinara únicamente 
la característica formal de la legislación, se dejarían fuera otras normas que constitucionalmente 
pretenden ser objeto de control de la acción de inconstitucionalidad. De manera que la finalidad del 
concepto de “norma general”, como presupuesto de procedencia de la acción de inconstitucionalidad, 
es extender la competencia de la materia impugnable no sólo a las disposiciones vistas o denominadas 
formalmente como una “ley”, sino a otras que comparten materialmente sus características como, por 
ejemplo, los tratados internacionales o reglamentos de ley. 

160. En consecuencia, esta Suprema Corte ya ha interpretado el artículo 105, fracción II, de la Ley 
Fundamental, estableciendo que la acción de inconstitucionalidad sólo procede en contra de normas 
formalmente legislativas y que cumplan a su vez los requisitos materiales de lo que se ha 
conceptualizado como normas generales, con las excepciones y aclaraciones previamente explicadas. 

161. En el caso, los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el 
Ejercicio Fiscal 2020 establecen: 

Artículo 1º. En el Ejercicio Fiscal 2020, el Gobierno del Estado de Michoacán de 
Ocampo, percibirá ingresos por un monto de $75,914,903,948.00 (Setenta y cinco 
mil novecientos catorce millones novecientos tres mil novecientos cuarenta y ocho 
pesos 00/100 M.N.) proveniente de los conceptos y en las cantidades estimadas que 
se enumeran a continuación. 

[N. DE E. VÉASE TABLA EN LA TRIGÉSIMA SECCIÓN DEL P.O. DE 31 DE 
DICIEMBRE DE 2019, PÁGINAS DE LA 1 A LA 5.] 

El Ejecutivo Estatal, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Administración 
informará trimestralmente al Congreso del Estado, dentro de los cuarenta y cinco 
días naturales siguientes al trimestre de que se trate, sobre los ingresos percibidos 
por el Gobierno del Estado, con relación a los montos estimados que se señalan en 
el artículo 1° de esta Ley, excepto los correspondientes al último trimestre, cuya 
información quedará comprendida en la Cuenta Pública de la Hacienda Estatal del 
Ejercicio Fiscal 2020. 

Artículo 26. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de 
Finanzas y Administración, la contratación de financiamiento con las instituciones del 
sistema financiero mexicano, hasta por la cantidad de $4,090’000,000.00 (Cuatro mil 
noventa millones de pesos 00/100 M.N.), a través de uno o varios créditos, para 
destinarlo a las inversiones públicas productivas y a la constitución de fondos de 
reserva, así como para realizar diversas operaciones y actos relacionados, bajo los 
siguientes términos: 

I. El financiamiento a que se refiere el párrafo anterior deberá destinarse a: 

[N. DE E. VÉASE TABLA EN LA TRIGÉSIMA SECCIÓN DEL P.O. DE 31 DE 
DICIEMBRE DE 2019, PÁGINA 10.] 

(a) Hasta la cantidad de $4,000’000,000.00 (Cuatro mil millones de pesos 
00/100 M.N.), a las inversiones públicas productivas en los siguientes rubros de 
inversión: 

Lo anterior en el entendido que si por imposibilidad jurídica o material, retrasos en la 
asignación de los proyectos, o bien, en el caso de economías en los procesos de 
adjudicación y desarrollo de las obras, el Titular del Poder Ejecutivo podrá, previo 
dictamen de la Comisión de Gasto Financiamiento, destinar el recurso del 

                                                 
16 Resuelta en sesión de seis de diciembre de dos mil once, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz.  
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financiamiento previsto para determinado rubro de inversión, a otro de los rubros de 
inversión antes señalados, siempre y cuando no se rebase el monto total de 
financiamiento autorizado. El Ejecutivo del Estado informará al Congreso del Estado 
sobre las reasignaciones del financiamiento en los términos del presente párrafo y su 
aplicación en los informes financieros trimestrales que correspondan. 

(b) Hasta la cantidad de $90’000,000.00 (Noventa millones de pesos 00/100 M.N.) a 
la constitución de los fondos de reserva. 

II. El financiamiento podrá contratarse hasta por un plazo de 20 (veinte) años, 
contados a partir de la primera disposición del crédito correspondiente. 

III. En los créditos que documenten el financiamiento se podrá estipular un periodo 
de gracia para pago de capital hasta de 12 (doce) meses, contados a partir de la 
primera disposición del crédito. 

IV. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración para que suscriba, con las instituciones del sistema financiero 
mexicano que ofrezcan las mejores condiciones de mercado, instrumentos derivados 
asociados a los créditos que se celebren con base en el presente artículo y/o a los 
financiamientos que constituyen la deuda pública del Estado, con las características, 
monto, plazo, condiciones y términos que determine la Secretaría de Finanzas y 
Administración al momento de celebrar los instrumentos jurídicos que documenten 
dichas operaciones, los cuales podrán tener la misma fuente de pago que los 
créditos a los que se encuentren asociados, con la prelación que para tales efectos 
se estipule en el fideicomiso correspondiente. 

V. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que afecte como fuente de pago de los créditos e instrumentos 
derivados que se contraten con base en este artículo, el derecho y los ingresos hasta 
del 18% (dieciocho por ciento) de las participaciones federales que le corresponden 
al Estado del Fondo General de Participaciones, excluyendo el porcentaje que con 
cargo a dicho fondo corresponde a los Municipios, así como cualquier otro derecho e 
ingreso que, en su caso, lo modifique, sustituya o complemente, sin afectar derechos 
de terceros. 

VI. La afectación a que se refiere la fracción V de este artículo podrá formalizarse 
mediante la constitución de uno o varios fideicomisos irrevocables de administración 
y fuente de pago, con la institución financiera de su elección y/o a través de 
fideicomisos previamente constituidos para tal efecto. Asimismo, en el caso que 
resulte necesario y/o conveniente para la instrumentación de las operaciones a que 
se refiere el presente artículo, se autoriza la modificación integral o parcial de los 
contratos de fideicomiso y fideicomisos maestros vigentes a la fecha, previo 
cumplimiento de los requisitos contractuales estipulados en dichos contratos. 

Asimismo, la Secretaría de Finanzas y Administración podrá instrumentar el o los 
nuevos fideicomisos como fideicomisos maestros, es decir, como mecanismos que 
puedan servir como fuente de pago de los financiamientos y operaciones que se 
celebren con base en el presente artículo, así como de otras operaciones que se 
celebren en el futuro, siempre y cuando se estipule en el o los fideicomisos 
respectivos, que se acredite la autorización del H. Congreso del Estado de la 
operación de que se trate, para que proceda su inscripción en el registro del 
fideicomiso, o bien, que se trata de un caso de excepción de la autorización  
del H. Congreso del Estado en términos de la normatividad aplicable, así como 
reglas claras para la asignación y distribución del patrimonio del fideicomiso entre los 
fideicomisarios respectivos. 

En el fideicomiso deberá estipularse que, una vez que se hayan liquidado en su 
totalidad los contratos y operaciones que se encuentren inscritos en el mismo, se 
revertirá al Estado el derecho a las participaciones que se hubiere afectado como 
fuente de pago de los mismos, así como cualesquiera cantidades líquidas que 
existieran en las cuentas del fideicomiso correspondiente. 

El o los fideicomisos que se constituyan en términos del presente artículo no serán 
considerados fideicomisos públicos paraestatales y no formarán parte de la 
Administración Pública Paraestatal. 
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El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
deberá notificar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la constitución del o 
de los fideicomisos a que se refiere esta fracción, instruyéndola irrevocablemente 
para que, respecto de cada ministración o entrega de participaciones, abone los 
flujos correspondientes de las participaciones fideicomitidas en el fideicomiso 
respectivo, hasta el pago total de las operaciones que se encuentren inscritas  
en el mismo. 

VII. El proceso de contratación del financiamiento y los instrumentos derivados se 
realizará en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 
y los Municipios y la Ley de Deuda Pública para el Estado de Michoacán de Ocampo 
y sus Municipios, a efecto de obtener las mejores condiciones de mercado. Los 
aspectos no previstos en las disposiciones aplicables serán definidos por la 
Secretaría de Finanzas y Administración. 

VIII. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que negocie y apruebe las bases, términos, condiciones y 
modalidades que estime necesarias o convenientes, así como que suscriba los 
contratos, convenios, títulos y documentos para la contratación de las operaciones 
que se autorizan en el presente artículo, incluyendo títulos de crédito y demás 
instrumentos legales requeridos para tales efectos. 

IX. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que realice todas las gestiones, negociaciones y trámites 
necesarios ante las entidades públicas y privadas que correspondan, tendientes a la 
celebración del financiamiento y, en su caso, de los instrumentos derivados, la 
constitución y/o modificación de los fideicomisos irrevocables de administración y 
pago, así como para celebrar todos los actos jurídicos necesarios o convenientes 
para dar cumplimiento al presente artículo y, en su momento, a los instrumentos 
jurídicos que con base en el mismo se hubieran suscrito. 

X. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, a realizar las contrataciones y erogaciones que resulten necesarias 
para la instrumentación de los financiamientos y los instrumentos derivados, tales 
como, la contratación de fiduciarios, calificadoras, asesores, notarios, entre otros 
servicios que, en su caso, se requieran para el diseño y la instrumentación de las 
operaciones que se celebren al amparo del presente artículo, en el entendido que 
dichas contrataciones serán cubiertas con cargo a los recursos presupuestales del 
Estado. 

XI. Cuando el Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, realice las operaciones a que se refiere este artículo, se tendrá por 
modificado el presupuesto de egresos del Gobierno del Estado de Michoacán de 
Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, en el capítulo del gasto denominado deuda 
publica considerando el monto del servicio de la deuda que resulte de las 
operaciones contratadas y ejercidas al amparo del presente artículo. 

XII. El Ejecutivo del Estado de Michoacán, con el apoyo de la Secretaría de Finanzas 
y Administración, deberá prever en el proyecto de presupuesto de egresos de cada 
ejercicio fiscal, el pago y servicio de los créditos y, en su caso, instrumentos 
derivados que se contraten al amparo del presente artículo, hasta su total liquidación. 

Las autorizaciones contenidas en el presente artículo se otorgaron previo análisis de 
la capacidad de pago del Estado, del destino del financiamiento y de los 
instrumentos derivados, y del otorgamiento de recursos como fuente de pago, con el 
voto requerido en términos del artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 22 de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios y 2°, párrafo quinto, de la Ley de Deuda 
Pública para el Estado de Michoacán de Ocampo y sus Municipios. 

Artículo 27. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de 
Finanzas y Administración, la contratación de financiamiento con las instituciones del 
sistema financiero mexicano, hasta por la cantidad de $17,246’845,100.74 (Diecisiete 
mil doscientos cuarenta y seis millones ochocientos cuarenta y cinco mil cien pesos 
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74/100 M.N.) a través de uno o varios créditos, para destinarlo al refinanciamiento 
y/o la reestructuración de los créditos de largo plazo a cargo del Estado y a la 
constitución de fondos de reserva, así como para realizar diversas operaciones y 
actos relacionados, bajo los siguientes términos: 

I. El financiamiento a que se refiere el párrafo anterior deberá destinarse a: 

(a) Al refinanciamiento de los siguientes créditos: 

[N. DE E. VÉASE TABLA EN LA TRIGÉSIMA SECCIÓN DEL P.O. DE 31 DE 
DICIEMBRE DE 2019, PÁGINA 12.] 

Asimismo, se podrán refinanciar los siguientes créditos celebrados con fundamento 
en el artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios, los cuales se encuentran en proceso de inscripción ante el Registro 
Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y 
Municipios (el «Registro Público Único»): 

(i) El contrato de apertura de crédito simple celebrado entre el Estado, en calidad de 
acreditado, y el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C., Institución de 
Banca de Desarrollo, en calidad de acreditante, de fecha 16 de diciembre de 2019, 
hasta por la cantidad de $1,149’607,059.02 (Un mil ciento cuarenta y nueve millones 
seiscientos siete mil cincuenta y nueve pesos 02/100 M.N.), para el refinanciamiento 
del crédito celebrado con Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Interacciones (hoy Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte) con clave de inscripción en el Registro 
Público Único P16-1217124; y, 

(ii) El contrato de apertura de crédito simple celebrado entre el Estado, en calidad de 
acreditado, y el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C., Institución de 
Banca de Desarrollo, en calidad de acreditante, de fecha 16 de diciembre de 2019, 
hasta por la cantidad de $1,218’487,427.00 (Un mil doscientos dieciocho millones 
cuatrocientos ochenta y siete mil cuatrocientos veintisiete pesos 00/100 M.N.), para 
el refinanciamiento del crédito celebrado con Banco Mercantil del Norte, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte con clave de inscripción 
Registro Público Único 101/2011. 

(b) Hasta la cantidad de $360’364,471.42 (Trescientos sesenta millones trescientos 
sesenta y cuatro mil cuatrocientos setenta y un pesos 42/100 M.N.) a la constitución 
de los fondos de reserva. 

II. El financiamiento podrá contratarse hasta por un plazo de 20 (veinte) años, 
contados a partir de la primera disposición del crédito correspondiente. 

III. En los créditos que documenten el financiamiento se podrá estipular un periodo 
de gracia para pago de capital hasta de 12 (doce) meses, contados a partir de la 
primera disposición del crédito. 

IV. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que suscriba, con las instituciones del sistema financiero 
mexicano que ofrezcan las mejores condiciones de mercado, instrumentos derivados 
asociados a los créditos que se celebren con base en el presente artículo y/o a los 
financiamientos que constituyen la deuda pública del Estado, con las características, 
monto, plazo, condiciones y términos que determine la Secretaría de Finanzas y 
Administración al momento de celebrar los instrumentos jurídicos que documenten 
dichas operaciones, los cuales podrán tener la misma fuente de pago que los 
créditos a los que se encuentren asociados, con la prelación que para tales efectos 
se estipule en el fideicomiso correspondiente. 

Asimismo, en relación con los instrumentos derivados de intercambio de tasas 
actualmente asociados a los créditos que serán objeto de refinanciamiento y/o 
restructuración, el Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración podrá, en términos de la normatividad aplicable, darlos por 
terminados anticipadamente, o bien, vincularlos de manera individual o global a los 
nuevos créditos que se celebren en términos de presente artículo, pudiendo tener la 
misma fuente de pago que los nuevos créditos a los que se les asocie. 



Viernes 23 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL 119 

V. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que afecte, como fuente de pago de los créditos e instrumentos 
derivados que se contraten con base en este artículo: 

(a) El derecho y los ingresos hasta del 80% (ochenta por ciento) de las 
participaciones federales que le corresponden al Estado del Fondo General de 
Participaciones, excluyendo el porcentaje que con cargo a dicho fondo corresponde 
a los Municipios, así como cualquier otro derecho e ingreso que, en su caso, lo 
modifique, sustituya o complemente, sin afectar derechos de terceros, y 

(b) El derecho y los ingresos hasta del 25% (veinticinco por ciento) del Fondo de 
Aportaciones Federales para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas 
(el «FAFEF»), así como aquellos fondos que en el futuro lo sustituyan y/o 
complementen. 

Para la afectación a que se refiere el párrafo anterior, el Estado en términos del 
artículo 50 de la Ley de Coordinación Fiscal podrá destinar, cada año, al servicio de 
las obligaciones contraídas hasta la cantidad que resulte mayor entre aplicar el 25% 
(veinticinco por ciento) a los recursos del FAFEF que le correspondan al Estado en el 
ejercicio fiscal de que se trate, o bien, a los recursos del FAFEF del ejercicio fiscal 
del año de contratación de las obligaciones. 

VI. Las afectaciones a que se refiere la fracción V de este artículo podrán 
formalizarse mediante la constitución de uno o varios fideicomisos irrevocables de 
administración y fuente de pago, con la institución financiera de su elección y/o a 
través de fideicomisos previamente constituidos para tal efecto. Asimismo, en el caso 
que resulte necesario y/o conveniente para la instrumentación de las operaciones a 
que se refiere el presente artículo, se autoriza la modificación integral o parcial de los 
contratos de fideicomiso y fideicomisos maestros vigentes a la fecha, previo 
cumplimiento de los requisitos contractuales estipulados en dichos contratos. 

Asimismo, se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Administración, a desafectar las participaciones federales y/o el FAFEF que a la 
fecha se encuentran afectadas como fuente de pago de los créditos que serán objeto 
del refinanciamiento, previo acuerdo con los acreedores correspondientes, o bien, 
una vez que se hayan liquidado totalmente las obligaciones objeto del 
refinanciamiento, para la posterior extinción, en su caso, de los fideicomisos 
correspondientes, sin afectar derechos de terceros. 

Además, la Secretaría de Finanzas y Administración podrá instrumentar el o los 
nuevos fideicomisos como fideicomisos maestros, es decir, como mecanismos que 
puedan servir como fuente de pago de los financiamientos y operaciones que se 
celebren con base en el presente artículo, así como de otras de (sic) operaciones 
que se celebren en el futuro, siempre y cuando se estipule en el o los fideicomisos 
respectivos, que se acredite la autorización del H. Congreso del Estado de la 
operación de que se trate, para que proceda su inscripción en el registro del 
fideicomiso, o bien, que se trata de un caso de excepción de la autorización del H. 
Congreso del Estado en términos de la normatividad aplicable, así como reglas 
claras para la asignación y distribución del patrimonio del fideicomiso entre los 
fideicomisarios respectivos. 

En el fideicomiso deberá estipularse que, una vez que se hayan liquidado en su 
totalidad los contratos y operaciones que se encuentren inscritos en el mismo, se 
revertirá al Estado el derecho a las participaciones y/o al FAFEF que se hubiere 
afectado como fuente de pago de los mismos, así como cualesquiera cantidades 
líquidas que existieran en las cuentas del fideicomiso correspondiente. 

El o los fideicomisos que se constituyan en términos del presente artículo no serán 
considerados fideicomisos públicos paraestatales y no formarán parte de la 
Administración Pública Paraestatal. 

El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
deberá notificar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la constitución del o 
de los fideicomisos a que se refiere esta fracción, instruyéndola irrevocablemente 
para que, respecto de cada ministración o entrega de participaciones y/o del FAFEF, 
abone los flujos correspondientes de las participaciones fideicomitidas o del FAFEF 
afectado en el fideicomiso respectivo, hasta el pago total de las operaciones que se 
encuentren inscritas en el mismo. 
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VII. El proceso de contratación del financiamiento y los instrumentos derivados se 
realizará en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 
y los Municipios y la Ley de Deuda Pública para el Estado de Michoacán de Ocampo 
y sus Municipios, a efecto de obtener las mejores condiciones de mercado. Los 
aspectos no previstos en las disposiciones aplicables serán definidos por la 
Secretaría de Finanzas y Administración. 

En el caso que, como resultado del o de los procesos competitivos que se lleven a 
cabo para la instrumentación del financiamiento, el o los licitantes ganadores fueren 
los acreedores de los créditos a refinanciar, la Secretaría de Finanzas y 
Administración podrá celebrar el o los convenios modificatorios a los créditos 
correspondientes para formalizar las reestructuraciones que procedan. 

VIII. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que negocie y apruebe las bases, términos, condiciones y 
modalidades que estime necesarias o convenientes, así como que suscriba los 
contratos, convenios, títulos y documentos para la contratación de las operaciones 
que se autorizan en el presente artículo, incluyendo títulos de crédito y demás 
instrumentos legales requeridos para tales efectos. 

IX. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que realice todas las gestiones, negociaciones y trámites 
necesarios ante las entidades públicas y privadas que correspondan, tendientes a la 
celebración del financiamiento y, en su caso, de los instrumentos derivados, la 
constitución y/o modificación de los fideicomisos irrevocables de administración y 
pago, así como para celebrar todos los actos jurídicos necesarios o convenientes 
para dar cumplimiento al presente artículo y, en su momento, a los instrumentos 
jurídicos que con base en el mismo se hubieran suscrito. 

X. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, a realizar las contrataciones y erogaciones que resulten necesarias 
para la instrumentación de los financiamientos y los instrumentos derivados, tales 
como, la contratación de fiduciarios, calificadoras, asesores, notarios, entre otros 
servicios que, en su caso, se requieran para el diseño y la instrumentación de las 
operaciones que se celebren al amparo del presente artículo, en el entendido que 
dichas contrataciones serán cubiertas con cargo a los recursos presupuestales del 
Estado. 

XI. Cuando el Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, realice las operaciones a que se refiere este artículo, se tendrá por 
modificado el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Michoacán de 
Ocampo, para el Ejercicio Fiscal 2020, en el capítulo de gasto denominado deuda 
pública, por la cantidad que resulte de sumar el monto que se hubiere pagado por 
concepto del refinanciamiento de los créditos a que se refiere la fracción I, del 
presente artículo, más el servicio de la deuda que generen los nuevos créditos 
ejercidos. 

XII. El Ejecutivo del Estado de Michoacán, con el apoyo de la Secretaría de Finanzas 
y Administración, deberá prever en el proyecto de presupuesto de egresos de cada 
ejercicio fiscal, el pago y servicio de los créditos y, en su caso, de los instrumentos 
derivados que se contraten al amparo del presente artículo, hasta su total liquidación. 

Las autorizaciones contenidas en el presente artículo se otorgaron previo análisis de 
la capacidad de pago del Estado, del destino del financiamiento y de los 
instrumentos derivados, y del otorgamiento de recursos como fuente de pago, con el 
voto requerido en términos del artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 22 de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios y 2°, párrafo quinto, de la Ley de Deuda 
Pública para el Estado de Michoacán de Ocampo y sus Municipios. 

162. Como se observa, los preceptos transcritos encuadran en el concepto de “normas generales” a que se 
refiere la fracción II del artículo 105 de la Constitución Federal y que esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha considerado como susceptibles de ser impugnadas a través de la acción 
de inconstitucionalidad, al revestir una naturaleza formal y materialmente legislativa. 
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163. En efecto, desde la perspectiva formal, los preceptos de referencia constituyen normas legislativas al 
haber sido expedidas por un órgano de esa misma naturaleza, como lo es Congreso de Michoacán, e 
inclusive estar contenidos en un ordenamiento cuya denominación da cuenta de su carácter legislativo, 
a saber, la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. 

164. Lo mismo ocurre desde la perspectiva material, ya que dichos preceptos comportan generalidad, 
abstracción e impersonalidad. El artículo 1º en cuestión regula el monto total de ingresos previsto para 
el Gobierno del Estado de Michoacán en el Ejercicio Fiscal 2020 y dispone una obligación para que el 
Ejecutivo Estatal, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Administración, informe al Congreso del 
Estado trimestralmente sobre los ingresos obtenidos con relación a los montos estimados en esa 
misma legislación tributaria. 

165. A su vez, el artículo 26 autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para contratar financiamiento con las instituciones del sistema financiero mexicano, 
hasta por la cantidad de $4,090’000,000.00 (cuatro mil noventa millones de pesos 00/100 M.N.), a 
través de uno o varios créditos, para destinarlo a inversiones públicas productivas y a la constitución de 
fondos de reserva, así como para realizar diversas operaciones y actos relacionados. 

166. Además, dicho precepto dispone las reglas a las cuales se habrá de ceñir el Gobernador del Estado en 
la contratación de los créditos aludidos, tales como montos, destinos, plazos y formas de pago de los 
créditos contratados, entre otras directrices. 

167. Mientras que el artículo 27 autoriza al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para contratar financiamiento con las instituciones del sistema financiero mexicano, 
hasta por la cantidad de $17,246’845,100.74 (diecisiete mil doscientos cuarenta y seis millones 
ochocientos cuarenta y cinco mil cien pesos 74/100 M.N.) a través de uno o varios créditos, para 
destinarlo al refinanciamiento y/o la reestructuración de los créditos de largo plazo a cargo del Estado y 
a la constitución de fondos de reserva, así como para realizar diversas operaciones y actos 
relacionados. 

168. En dicho precepto, además, se disponen las reglas bajo las cuales habrá de funcionar el 
financiamiento adquirido, entre ellas, los créditos que serán refinanciados y los montos autorizados 
para tales efectos, los plazos y formas de pago autorizadas, las directrices a observar por el titular del 
Ejecutivo local en la negociación, contratación y aplicación de los créditos correspondientes, entre 
otras reglas necesarias para lograr la eficiente administración de los recursos obtenidos. 

169. En este orden de ideas, no asiste razón al Poder Ejecutivo demandado cuando afirma que los 
preceptos de referencia se reducen a meros actos administrativos, pues tal y como se ha narrado, 
disponen reglas dirigidas a una pluralidad de sujetos, entre ellos órganos depositarios del poder 
público, tales como el Gobernador del Estado de Michoacán y el Congreso local. 

170. Asimismo, disponen múltiples reglas a las cuales habrá de ceñirse el Gobierno del Estado de 
Michoacán en la captación de recursos públicos, entre ellas, la contratación de créditos destinados a 
labores de inversión productiva y fondos de reserva, así como al refinanciamiento y reestructura de 
deuda pública con determinadas entidades del sistema financiero mexicano. 

171. De igual forma, el hecho de que algunos de los actos autorizados por los artículos 26 y 27 de 
referencia se agoten una vez que se llevan a cabo, no priva a las normas impugnadas de su naturaleza 
legislativa, particularmente porque la vigencia de las disposiciones que dan fundamento a tales 
operaciones subsiste hasta en tanto no se agote la vigencia del ordenamiento que las contiene. De ahí 
lo infundado de la causa de improcedencia que se examina. 

172. B) Ausencia de conceptos de invalidez en contra de algunos preceptos impugnados. En otro 
orden de ideas, este Tribunal Pleno observa que en la acción de inconstitucionalidad 99/2020 no se 
formularon conceptos de violación específicos en contra de los artículos 7º a 25, así como el 28, de la 
Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, a pesar de haber 
sido señalados como normas impugnadas de manera destacada. En consecuencia, procede decretar 
el sobreseimiento respecto de dichos preceptos, de conformidad con el artículo 65,17 20, fracción II18 y 
19, fracción VIII19 en relación con el diverso 22, fracción VII,20 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II de la Constitución Federal. 

                                                 
17 “Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de 
improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales 
de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20”. 
18 “Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 
… 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior”. 
19 “Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 
… 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley”. 
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173. C) Reforma del artículo 26 de la Ley de Ingresos impugnada. Este Tribunal Pleno destaca que el 
lunes veintitrés de noviembre de dos mil veinte fue publicado en el Periódico Oficial de Michoacán el 
“DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY DE INGRESOS DEL 
ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO PARA EL EJERCICIO FISCAL 2020, Y SE CONVALIDA SU 
VOTACIÓN EN TÉRMINOS DEL TERCER PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 117 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. 

174. Del contenido del Decreto de referencia se observan modificaciones en el sentido normativo del 
artículo 26 aquí impugnado, por lo cual se actualiza la figura de un nuevo acto legislativo que da lugar 
al sobreseimiento de la acción de inconstitucionalidad por cesación de efectos. 

175. En efecto, este Tribunal Pleno ha sustentado que para considerar actualizada la causa de 
improcedencia de cesación de efectos por la existencia de un nuevo acto legislativo, deben reunirse, al 
menos, los siguientes dos aspectos: a) Que se haya llevado a cabo un proceso legislativo (criterio 
formal); y b) Que la modificación trascienda en el sentido normativo.21 

176. En el caso, se colma el criterio formal, pues el artículo 26 de la Ley de Ingresos impugnada fue objeto 
de las múltiples etapas que integran el proceso legislativo en el Estado de Michoacán (iniciativa, 
dictamen, discusión, aprobación, promulgación y publicación). De igual forma, se cumple el requisito de 
que la reforma entrañe un cambio en el sentido normativo de dicho precepto, al haber sido modificado 
en aspectos que lo rediseñan, tal y como enseguida se ilustra: 

Precepto publicado el treinta y uno de 
diciembre de dos mil diecinueve. 

Precepto publicado el veintitrés de 
noviembre de dos mil veinte. 

Artículo 26. Se autoriza al Ejecutivo del 
Estado, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Administración, la contratación de 
financiamiento con las instituciones del 
sistema financiero mexicano, hasta por la 
cantidad de $4,090’000,000.00 (Cuatro mil 
noventa millones de pesos 00/100 M.N.), a 
través de uno o varios créditos, para destinarlo 
a las inversiones públicas productivas y a la 
constitución de fondos de reserva, así como 
para realizar diversas operaciones y actos 
relacionados, bajo los siguientes términos: 

I. El financiamiento a que se refiere el párrafo 
anterior deberá destinarse a: 

(a) Hasta la cantidad de $4,000’000,000.00 
(Cuatro mil millones de pesos 00/100 M.N.), a 
las inversiones públicas productivas en los 
siguientes rubros de inversión: 

Rubro de inversión Monto 

Infraestructura educativa y de 

investigación 

$50,998,000.00 

Espacios deportivos, recreativos, 

turísticos y culturales 

$249,300,000.00 

Vialidades urbanas $651,957,582.75 

Plazas, parques, jardines y 

espacios abiertos 

$29,250,000.00 

Artículo 26. Se autoriza al Titular del Poder 
Ejecutivo del Estado de Michoacán de Ocampo 
para que, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Administración del Gobierno del Estado, lleve 
a cabo la contratación de financiamiento con las 
instituciones del sistema financiero en los 
siguientes términos: 

1. Hasta por la cantidad de $4,090’000,000.00 
(cuatro mil noventa millones de pesos 00/100 
m.n.), a través de uno o varios créditos, para 
destinarlo a las inversiones públicas productivas 
y a la constitución de fondos de reserva, así 
como para realizar diversas operaciones y actos 
relacionados, bajo los siguientes términos: 

 
 
 
 

Rubro de inversión Monto 

Infraestructura educativa y de 

investigación 

$50,998,000.00 

Espacios deportivos, recreativos, 

turísticos y culturales 

$249,300,000.00 

Vialidades urbanas $651,957,582.75 

Plazas, parques, jardines y 

espacios abiertos 

$29,250,000.00 

                                                                                                                                                     
20 “Artículo 22. El escrito de demanda deberá señalar: 
… 
VII. Los conceptos de invalidez”. 
21 En ese sentido, resulta ilustrativa la jurisprudencia P./J. 25/2016 (10a.), de rubro siguiente: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
LINEAMIENTOS MÍNIMOS REQUERIDOS PARA CONSIDERAR QUE LA NUEVA NORMA GENERAL IMPUGNADA CONSTITUYE UN 
NUEVO ACTO LEGISLATIVO”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 35, octubre de 2016, 
Tomo I, página 65 y registro 2012802.  
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Lo anterior en el entendido que si por 
imposibilidad jurídica o material, retrasos en la 
asignación de los proyectos, o bien, en el caso 
de economías en los procesos de adjudicación 
y desarrollo de las obras, el Titular del Poder 
Ejecutivo podrá, previo dictamen de la 
Comisión de Gasto Financiamiento, destinar el 
recurso del financiamiento previsto para 
determinado rubro de inversión, a otro de los 
rubros de inversión antes señalados, siempre 
y cuando no se rebase el monto total de 
financiamiento autorizado. El Ejecutivo del 
Estado informará al Congreso del Estado 
sobre las reasignaciones del financiamiento en 
los términos del presente párrafo y su 
aplicación en los informes financieros 
trimestrales que correspondan. 

(b) Hasta la cantidad de $90’000,000.00 
(Noventa millones de pesos 00/100 M.N.) a la 
constitución de los fondos de reserva. 

II. El financiamiento podrá contratarse hasta 
por un plazo de 20 (veinte) años, contados a 
partir de la primera disposición del crédito 
correspondiente. 

III. En los créditos que documenten el 
financiamiento se podrá estipular un periodo 
de gracia para pago de capital hasta de 12 
(doce) meses, contados a partir de la primera 
disposición del crédito. 

IV. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a 
través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración para que suscriba, con las 
instituciones del sistema financiero mexicano 
que ofrezcan las mejores condiciones de 
mercado, instrumentos derivados asociados a 
los créditos que se celebren con base en el 
presente artículo y/o a los financiamientos que 
constituyen la deuda pública del Estado, con 
las características, monto, plazo, condiciones y 
términos que determine la Secretaría de 
Finanzas y Administración al momento de 

Edificaciones para el acopio, 

intercambio y distribución de 

bienes y servicios 

$3,000,000.00 

Edificios, sitios y monumentos 

históricos y artísticos  

$801,280,059.52 

Centros de asistencia social $3,060,000.00 

Carreteras, autopistas y 

aeropistas 

$1,095,255,827.14 

Otras obras de urbanización $18,340,000.00 

Instalaciones y equipamiento de 

edificaciones para la seguridad 

pública, policía y tránsito 

$977,558,530.59 

Instalaciones y equipamiento en 

calles, parques y jardines 

$120,000,000.00 

Total $4,000,000,000.00 

 

Lo anterior, en el entendido que si por 
imposibilidad jurídica o material, retrasos en la 
asignación de los proyectos, o bien, en el caso 
de economías en los procesos de adjudicación y 
desarrollo de las obras, el Titular del Poder 
Ejecutivo podrá, previo dictamen de la Comisión 
de Gasto Financiamiento, destinar el recurso del 
financiamiento previsto para determinado rubro 
de inversión, a otro de los rubros de inversión 
antes señalados, siempre y cuando no se 
rebase el monto total de financiamiento 
autorizado. El Ejecutivo del Estado informará al 
Congreso del Estado sobre las reasignaciones 
del financiamiento en los términos del presente 
párrafo y su aplicación en los informes 
financieros trimestrales que correspondan. 

 
(b) Hasta la cantidad de $90’000,000.00 
(Noventa millones de pesos 00/100 M.N.) a la 
constitución de los fondos de reserva. 

II. El financiamiento podrá contratarse hasta por 
un plazo de 20 (veinte) años, contados a partir 
de la primera disposición del crédito 
correspondiente. 

III. En los créditos que documenten el 
financiamiento se podrá estipular un periodo de 
gracia para pago de capital hasta de 12 (doce) 
meses, contados a partir de la primera 
disposición del crédito. 

2. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración 
para que suscriba, con las instituciones del 
sistema financiero mexicano que ofrezcan las 
mejores condiciones de mercado, instrumentos 
derivados asociados a los créditos que se 
celebren con base en el presente artículo y/o a 
los financiamientos que constituyen la deuda 
pública del Estado, con las características, 
monto, plazo, condiciones y términos que 
determine la Secretaría de Finanzas y 
Administración al momento de celebrar los 

Edificaciones para el acopio, 

intercambio y distribución de 

bienes y servicios 

$3,000,000.00 

Edificios, sitios y monumentos 

históricos y artísticos  

$801,280,059.52 

Centros de asistencia social $3,060,000.00 

Carreteras, autopistas y 

aeropistas 

$1,095,255,827.14 

Otras obras de urbanización $18,340,000.00 

Instalaciones y equipamiento de 

edificaciones para la seguridad 

pública, policía y tránsito 

$977,558,530.59 

Instalaciones y equipamiento en 

calles, parques y jardines 

$120,000,000.00 

Total $4,000,000,000.00 
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celebrar los instrumentos jurídicos que 
documenten dichas operaciones, los cuales 
podrán tener la misma fuente de pago que los 
créditos a los que se encuentren asociados, 
con la prelación que para tales efectos se 
estipule en el fideicomiso correspondiente. 

V. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
para que afecte como fuente de pago de los 
créditos e instrumentos derivados que se 
contraten con base en este artículo, el derecho 
y los ingresos hasta del 18% (dieciocho por 
ciento) de las participaciones federales que le 
corresponden al Estado del Fondo General de 
Participaciones, excluyendo el porcentaje que 
con cargo a dicho fondo corresponde a los 
Municipios, así como cualquier otro derecho e 
ingreso que, en su caso, lo modifique, 
sustituya o complemente, sin afectar derechos 
de terceros. 

VI. La afectación a que se refiere la fracción V 
de este artículo podrá formalizarse mediante la 
constitución de uno o varios fideicomisos 
irrevocables de administración y fuente de 
pago, con la institución financiera de su 
elección y/o a través de fideicomisos 
previamente constituidos para tal efecto. 
Asimismo, en el caso que resulte necesario y/o 
conveniente para la instrumentación de las 
operaciones a que se refiere el presente 
artículo, se autoriza la modificación integral o 
parcial de los contratos de fideicomiso y 
fideicomisos maestros vigentes a la fecha, 
previo cumplimiento de los requisitos 
contractuales estipulados en dichos contratos. 

Asimismo, la Secretaría de Finanzas y 
Administración podrá instrumentar el o los 
nuevos fideicomisos como fideicomisos 
maestros, es decir, como mecanismos que 
puedan servir como fuente de pago de los 
financiamientos y operaciones que se celebren 
con base en el presente artículo, así como de 
otras operaciones que se celebren en el futuro, 
siempre y cuando se estipule en el o los 
fideicomisos respectivos, que se acredite la 
autorización del H. Congreso del Estado de la 
operación de que se trate, para que proceda 
su inscripción en el registro del fideicomiso, o 
bien, que se trata de un caso de excepción de 
la autorización del H. Congreso del Estado en 
términos de la normatividad aplicable, así 
como reglas claras para la asignación y 
distribución del patrimonio del fideicomiso 
entre los fideicomisarios respectivos. 

En el fideicomiso deberá estipularse que, una 
vez que se hayan liquidado en su totalidad los 
contratos y operaciones que se encuentren 
inscritos en el mismo, se revertirá al Estado el 
derecho a las participaciones que se hubiere 
afectado como fuente de pago de los mismos, 
así como cualesquiera cantidades líquidas que 
existieran en las cuentas del fideicomiso 
correspondiente. 

instrumentos jurídicos que documenten dichas 
operaciones, los cuales podrán tener la misma 
fuente de pago que los créditos a los que se 
encuentren asociados, con la prelación que para 
tales efectos se estipule en el fideicomiso 
correspondiente. 

3. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
para que afecte como fuente de pago de los 
créditos e instrumentos derivados que se 
contraten con base en el presente artículo, el 
derecho y los ingresos hasta del 18% (dieciocho 
por ciento) de las participaciones federales que 
le corresponden al Estado del Fondo General de 
Participaciones, excluyendo el porcentaje que 
con cargo a dicho fondo corresponde a los 
Municipios, así como cualquier otro derecho e 
ingreso que, en su caso, lo modifique, sustituya 
o complemente, sin afectar derechos de 
terceros. 

 
4. Las afectaciones a que se refiere el numeral 3 
anterior, podrá formalizarse mediante la 
constitución de uno o varios fideicomisos 
irrevocables de administración y fuente de pago, 
con la institución financiera de su elección y/o a 
través de fideicomisos previamente constituidos 
para tal efecto. Asimismo, en el caso que resulte 
necesario y/o conveniente para la 
instrumentación de las operaciones a que se 
refiere el presente artículo, se autoriza la 
modificación integral o parcial de los contratos 
de fideicomiso y fideicomisos maestros vigentes 
a la fecha, previo cumplimiento de los requisitos 
contractuales estipulados en dichos contratos. 
Asimismo, la Secretaría de Finanzas y 
Administración podrá instrumentar el o los 
nuevos fideicomisos como fideicomisos 
maestros, es decir, como mecanismos que 
puedan servir como fuente de pago de los 
financiamientos y operaciones que se celebren 
con base en el presente artículo, así como de 
otras operaciones que se celebren en el futuro, 
siempre y cuando se estipule en el o los 
fideicomisos respectivos, que se acredite la 
autorización del H. Congreso del Estado de la 
operación de que se trate, para que proceda su 
inscripción en el registro del fideicomiso, o bien, 
que se trata de un caso de excepción de la 
autorización del H. Congreso del Estado en 
términos de la normatividad aplicable, así como 
reglas claras para la asignación y distribución 
del patrimonio del fideicomiso entre los 
fideicomisarios respectivos. 

 

En el fideicomiso deberá estipularse que, una 
vez que se hayan liquidado en su totalidad los 
contratos y operaciones que se encuentren 
inscritos en el mismo, se revertirá al Estado el 
derecho a las participaciones que se hubiere 
afectado como fuente de pago de los mismos, 
así como cualesquiera cantidades líquidas que 
existieran en las cuentas del fideicomiso 
correspondiente. 
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El o los fideicomisos que se constituyan en 
términos del presente artículo no serán 
considerados fideicomisos públicos 
paraestatales y no formarán parte de la 
Administración Pública Paraestatal. 

El Ejecutivo del Estado, a través de la 
Secretaría de Finanzas y Administración, 
deberá notificar a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, la constitución del o de los 
fideicomisos a que se refiere esta fracción, 
instruyéndola irrevocablemente para que, 
respecto de cada ministración o entrega de 
participaciones, abone los flujos 
correspondientes de las participaciones 
fideicomitidas en el fideicomiso respectivo, 
hasta el pago total de las operaciones que se 
encuentren inscritas en el mismo. 

VII. El proceso de contratación del 
financiamiento y los instrumentos derivados se 
realizará en términos de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios y la Ley de Deuda Pública para el 
Estado de Michoacán de Ocampo y sus 
Municipios, a efecto de obtener las mejores 
condiciones de mercado. Los aspectos no 
previstos en las disposiciones aplicables serán 
definidos por la Secretaría de Finanzas y 
Administración. 

VIII. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a 
través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que negocie y apruebe 
las bases, términos, condiciones y 
modalidades que estime necesarias o 
convenientes, así como que suscriba los 
contratos, convenios, títulos y documentos 
para la contratación de las operaciones que se 
autorizan en el presente artículo, incluyendo 
títulos de crédito y demás instrumentos legales 
requeridos para tales efectos. 

IX. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a 
través de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, para que realice todas las 
gestiones, negociaciones y trámites 
necesarios ante las entidades públicas y 
privadas que correspondan, tendientes a la 
celebración del financiamiento y, en su caso, 
de los instrumentos derivados, la constitución 
y/o modificación de los fideicomisos 
irrevocables de administración y pago, así 
como para celebrar todos los actos jurídicos 
necesarios o convenientes para dar 
cumplimiento al presente artículo y, en su 
momento, a los instrumentos jurídicos que con 
base en el mismo se hubieran suscrito. 

 
 
X. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
a realizar las contrataciones y erogaciones que 
resulten necesarias para la instrumentación de 
los financiamientos y los instrumentos 

El o los fideicomisos que se constituyan en 
términos del presente numeral no serán 
considerados fideicomisos públicos 
paraestatales y no formarán parte de la 
Administración Pública Paraestatal. El Ejecutivo 
del Estado, a través de la Secretaría de 
Finanzas y Administración, deberá notificar a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la 
constitución del o de los fideicomisos a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo 
instruyéndola irrevocablemente para que, 
respecto de cada ministración o entrega de 
participaciones, abone los flujos 
correspondientes de las participaciones 
fideicomitidas en el fideicomiso respectivo, hasta 
el pago total de las operaciones que se 
encuentren inscritas en el mismo. 

 
5. El proceso de contratación del financiamiento 
y los instrumentos derivados se realizará en 
términos de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios y la 
Ley de Deuda Pública para el Estado de 
Michoacán de Ocampo y sus Municipios, a 
efecto de obtener las mejores condiciones de 
mercado. Los aspectos no previstos en las 
disposiciones aplicables serán definidos por la 
Secretaría de Finanzas y Administración. 

 
6. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
para que negocie y apruebe las bases, términos, 
condiciones y modalidades que estime 
necesarias o convenientes, así como que 
suscriba los contratos, convenios, títulos y 
documentos para la contratación de las 
operaciones que se autorizan en el presente 
artículo, incluyendo títulos de crédito y demás 
instrumentos legales requeridos para tales 
efectos. 

7. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, 
para que realice todas las gestiones, 
negociaciones y trámites necesarios ante las 
entidades públicas y privadas que 
correspondan, tendientes a la celebración del 
financiamiento y, en su caso, de los 
instrumentos derivados, la constitución y/o 
modificación de los fideicomisos irrevocables de 
administración y pago, así como para celebrar 
todos los actos jurídicos necesarios o 
convenientes para dar cumplimiento al presente 
artículo y, en su momento, a los instrumentos 
jurídicos que con base en el mismo se hubieran 
suscrito, así como realizar notificaciones, dar 
avisos, presentar información, solicitar 
inscripciones en registros, entre otras. 

8. Se autoriza al Ejecutivo del Estado, a través 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, a 
realizar las contrataciones y erogaciones que 
resulten necesarias para la instrumentación de 
los financiamientos y los instrumentos 
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derivados, tales como, la contratación de 
fiduciarios, calificadoras, asesores, notarios, 
entre otros servicios que, en su caso, se 
requieran para el diseño y la instrumentación 
de las operaciones que se celebren al amparo 
del presente artículo, en el entendido 
que dichas contrataciones serán cubiertas 
con cargo a los recursos presupuestales 
del Estado. 

XI. Cuando el Ejecutivo del Estado, a través de 
la Secretaría de Finanzas y Administración, 
realice las operaciones a que se refiere este 
artículo, se tendrá por modificado el 
presupuesto de egresos del Gobierno del 
Estado de Michoacán de Ocampo para el 
Ejercicio Fiscal 2020, en el capítulo del gasto 
denominado deuda publica considerando el 
monto del servicio de la deuda que resulte de 
las operaciones contratadas y ejercidas al 
amparo del presente artículo. 

XII. El Ejecutivo del Estado de Michoacán, con 
el apoyo de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, deberá prever en el proyecto 
de presupuesto de egresos de cada ejercicio 
fiscal, el pago y servicio de los créditos y, en 
su caso, instrumentos derivados que se 
contraten al amparo del presente artículo, 
hasta su total liquidación. 

Las autorizaciones contenidas en el presente 
artículo se otorgaron previo análisis de la 
capacidad de pago del Estado, del destino del 
financiamiento y de los instrumentos 
derivados, y del otorgamiento de recursos 
como fuente de pago, con el voto requerido en 
términos del artículo 117, fracción VIII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 22 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios y 2°, párrafo quinto, de la Ley de 
Deuda Pública para el Estado de Michoacán 
de Ocampo y sus Municipios. 

 

derivados, tales como, la contratación de 
fiduciarios, calificadoras, asesores, notarios, 
entre otros servicios que, en su caso, se 
requieran para el diseño y la instrumentación de 
las operaciones que se celebren al amparo del 
presente artículo en el entendido que dichas 
contrataciones serán cubiertas con cargo a los 
recursos presupuestales del Estado. 

9. Cuando el Ejecutivo del Estado, a través de la 
Secretaría de Finanzas y Administración, realice 
las operaciones a que se refiere este artículo, se 
tendrá por modificado el Presupuesto de 
Egresos del Gobierno del Estado de Michoacán 
de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, en el 
capítulo del gasto denominado deuda pública 
considerando el monto del servicio de la deuda 
que resulte de las operaciones contratadas y 
ejercidas al amparo del presente artículo. El 
Ejecutivo del Estado de Michoacán, con el 
apoyo de la Secretaría de Finanzas y 
Administración, deberá prever en el proyecto de 
presupuesto de egresos de cada ejercicio fiscal, 
el pago y servicio de los créditos y, en su caso, 
instrumentos derivados que se contraten al 
amparo del presente artículo, hasta su total 
liquidación. 

 
10. Las autorizaciones contenidas en el 
presente artículo se otorgaron previo análisis de 
la capacidad de pago del Estado, del destino del 
financiamiento y de los instrumentos derivados, 
y del otorgamiento de recursos como fuente de 
pago, con el voto requerido en términos del 
artículo 117, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 22 de 
la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios y 2°, párrafo quinto, 
de la Ley de Deuda Pública para el Estado de 
Michoacán de Ocampo y sus Municipios. 

11. Si hubiese incumplimiento de los actos 
jurídicos a que hace referencia el numeral 
anterior, el Gobierno del Estado podrá 
rescindir los mismos, respetando las 
formalidades esenciales del procedimiento y 
en atención a lo dispuesto por el Código de 
Justicia Administrativa del Estado de 
Michoacán de Ocampo. En el supuesto que 
se acredite el incumplimiento de alguna de 
las partes, se podrá determinar la obligación 
del pago de daños y perjuicios. Además, se 
podrá celebrar un nuevo contrato de 
apertura de crédito, en términos de la 
normatividad aplicable, garantizando las 
mejores condiciones de mercado, previa 
celebración de un proceso competitivo 
conforme a lo establecido en la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios, y sin que el 
monto de financiamiento exceda lo 
dispuesto en el presente artículo. 
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177. Como se observa, la reforma del artículo 26 impugnado no solo implicó modificaciones formales en 
cuanto a la numeración de las bases de contratación de deuda (al ahora disponerlas en once números 
ordinarios), sino que también suprimió la acotación de que la contratación de financiamiento debería 
hacerse con “instituciones del sistema financiero mexicano”, creando una habilitación indistinta al 
señalar que puede hacerse “con las instituciones del sistema financiero”. 

178. Asimismo, la reforma adiciona en la base 7, la facultad de la Secretaría de Finanzas estatal para 
realizar notificaciones, dar avisos, presentar información, solicitar inscripciones en registros, 
entre otras, dentro de los procesos de contratación de deuda. Igualmente, en la base 11, se 
incorporó la previsión de que si hubiese incumplimiento de los actos jurídicos a que hace referencia la 
base 10 (en materia de contratación de financiamiento), el Gobierno del Estado podrá rescindir los 
mismos, respetando las formalidades esenciales del procedimiento y en atención a lo dispuesto por el 
Código de Justicia Administrativa del Estado de Michoacán de Ocampo. En el supuesto que se 
acredite el incumplimiento de alguna de las partes, se podrá determinar la obligación del pago de 
daños y perjuicios. 

179. Además, se dispuso la facultad de celebrar un nuevo contrato de apertura de crédito, en términos 
de la normativa aplicable, garantizando las mejores condiciones de mercado, previa celebración de un 
proceso competitivo conforme a lo establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios, y sin que el monto de financiamiento excediera lo dispuesto en el propio 
artículo 26 de referencia. 

180. Aunado a lo anterior, la reforma del artículo en cuestión ya está en vigor, pues conforme al artículo 
Primero Transitorio del Decreto aludido, el mismo entró en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado de Michoacán,22 esto es, si la publicación aconteció el veintitrés de 
noviembre de dos mil veinte, entonces entró en vigor desde el veinticuatro de noviembre siguiente23. 

181. Estas modificaciones ponen de relieve la existencia de auténticos cambios en el sentido normativo del 
precepto impugnado, al verlos como parte de todo el sistema de autorización al Poder Ejecutivo 
local para la contratación de financiamiento y las relaciones jurídicas que derivan de ese acto, lo 
cual torna viable el sobreseimiento por cesación de efectos, al estar en presencia de un nuevo acto 
legislativo. 

182. En consecuencia, con fundamento en el artículo 20, fracción II en relación con la fracción V del 
numeral 19, ambos de la Ley Reglamentaria de la materia, lo procedente es sobreseer en la acción de 
inconstitucionalidad 99/2020, respecto del artículo 26 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán 
de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. 

183. Al no existir causa de improcedencia hecha valer por las partes pendiente de análisis, ni advertirse 
oficiosamente la actualización de alguna otra, este Tribunal Pleno procede al estudio de fondo. 

VII. ESTUDIO DE FONDO 

184. Por cuestión metodológica los conceptos de invalidez serán examinados en un orden distinto al 
propuesto por los actores y atendiendo a la siguiente ruta temática: 

Tema I. Violaciones al proceso legislativo que dio 
origen a la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 
2020. 

Tema II. Análisis sobre la constitucionalidad del 
impuesto ecológico por remediación ambiental en la 
extracción de materiales. Artículos 32 a 39 de la 
Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de 
Ocampo. 

                                                 
22 “PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del 
Estado de Michoacán de Ocampo”. 
23 Véase el criterio número 1a. XLVIII/2006, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. PARA ESTIMAR ACTUALIZADA LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA CUANDO ÉSTA HA SIDO 
REFORMADA O SUSTITUIDA POR OTRA, DEBE ANALIZARSE EL DERECHO TRANSITORIO QUE RIGE LA REFORMA”. Visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, marzo de 2006, página 1412. 
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 Tema I. Violaciones al proceso legislativo que dio origen a la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. 

185. En primer orden serán examinados los argumentos planteados por la minoría parlamentaria actora, 
relacionados con irregularidades en el proceso legislativo que dio lugar al Decreto número 315, por el 
que se expidió la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. 

186. Sobre el particular destaca que en la acción de inconstitucionalidad 31/201924, se hizo referencia a la 
línea jurisprudencial relativa a que dentro del procedimiento legislativo pueden darse violaciones de 
carácter formal que trascienden de manera fundamental a la norma, de suerte tal que provocan su 
invalidez o inconstitucionalidad.25 

187. De igual forma este Tribunal Pleno ha emitido criterio en el sentido de que para determinar si las 
violaciones al procedimiento legislativo planteadas en una acción de inconstitucionalidad tienen poder 
invalidante por afectar el principio de representación legislativa y de libre discusión de las normas, 
contenidos en la Constitución Federal, es necesario evaluar el cumplimiento de una serie de 
estándares, los cuales tienen como objetivo determinar si las irregularidades denunciadas impactan o 
no en la calidad democrática de la decisión final. Esos estándares se enumeran a continuación: 

 1. El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas políticas 
con representación parlamentaria, en condiciones de libertad e igualdad, es decir, resulta necesario 
que se respeten los cauces que permiten tanto a las mayorías como a las minorías parlamentarias 
expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública, lo cual otorga relevancia a las 
reglas de integración y quórum en el seno de las Cámaras y a las que regulan el objeto y el desarrollo 
de los debates; 

 2. El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación 
establecidas; y, 

 3. Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas.26 

188. De lo anterior se sigue la ineludible referencia a la calidad democrática de la decisión final en un 
procedimiento legislativo, es decir, que la Constitución Federal impone ciertos requisitos para la 
creación, reforma, modificación o supresión de las normas, sin los cuales éstas no pueden 
considerarse válidas, de modo que, para lograr el respeto de los principios de democracia y 
representatividad que consagra nuestro sistema constitucional, es de suma importancia la forma en 
que son creadas o reformadas, de ahí el peso de las formalidades esenciales del procedimiento 
legislativo, pues finalmente aseguran el cumplimiento de los principios democráticos, por virtud de los 
cuales: 

 1. Se permite a los legisladores su participación libre, responsable e informada en el estudio, dictamen, 
discusión y aprobación de las iniciativas de ley o decretos que se someten a su consideración; y, 

 2. Se da certeza y claridad al procedimiento legislativo, lo que implica que los legisladores tengan un 
conocimiento razonable de las iniciativas de ley o decretos que estudian y aprueban. 

                                                 
24 Resuelta en sesión de uno de julio de dos mil diecinueve, bajo la Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán. 
25 En ese sentido, véase la jurisprudencia P./J. 94/2001, de rubro: “VIOLACIONES DE CARÁCTER FORMAL EN EL PROCESO 
LEGISLATIVO. SON IRRELEVANTES SI NO TRASCIENDEN DE MANERA FUNDAMENTAL A LA NORMA”. Consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XIV, agosto de 2001, página 438 y registro 188907. 
26 Los lineamientos de referencia encuentran sustento en la tesis P. L/2008, de rubro y texto siguiente: “PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA DETERMINACIÓN DE 
LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL. Para determinar si las violaciones al procedimiento legislativo aducidas en una acción de 
inconstitucionalidad infringen las garantías de debido proceso y legalidad contenidas en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y provocan la invalidez de la norma emitida, o si por el contrario no tienen relevancia invalidatoria de esta última, 
por no llegar a trastocar los atributos democráticos finales de la decisión, es necesario evaluar el cumplimiento de los siguientes 
estándares: 1) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas políticas con 
representación parlamentaria en condiciones de libertad e igualdad, es decir, resulta necesario que se respeten los cauces que 
permiten tanto a las mayorías como a las minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación 
pública, lo cual otorga relevancia a las reglas de integración y quórum en el seno de las Cámaras y a las que regulan el objeto y el 
desarrollo de los debates; 2) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación 
establecidas; y, 3) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas. El cumplimiento de los criterios 
anteriores siempre debe evaluarse a la vista del procedimiento legislativo en su integridad, pues se busca determinar si la 
existencia de ciertas irregularidades procedimentales impacta o no en la calidad democrática de la decisión final. Así, estos criterios 
no pueden proyectarse por su propia naturaleza sobre cada una de las actuaciones llevadas a cabo en el desarrollo del 
procedimiento legislativo, pues su función es ayudar a determinar la relevancia última de cada actuación a la luz de los principios 
que otorgan verdadero sentido a la existencia de una normativa que discipline su desarrollo. Además, los criterios enunciados 
siempre deben aplicarse sin perder de vista que la regulación del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, sino 
que incluye ajustes y modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes presentadas en el desarrollo de los 
trabajos parlamentarios, como por ejemplo, la entrada en receso de las Cámaras o la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con 
extrema urgencia, circunstancias que se presentan habitualmente. En este contexto, la evaluación del cumplimiento de los 
estándares enunciados debe hacerse cargo de las particularidades de cada caso concreto, sin que ello pueda desembocar en su 
final desatención”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, junio de 2008, página 
717 y registro 169437. 



Viernes 23 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL 129 

189. En otras palabras, la calidad democrática de la decisión final en el Congreso, no sólo depende de la 
expresión y defensa de la opinión del legislador en un contexto de deliberación pública, sino que esa 
participación se base en un conocimiento informado y razonable de los documentos por aprobar. 

190. En este orden de ideas, a fin de verificar la existencia o no de las violaciones al procedimiento 
legislativo que plantea la minoría parlamentaria actora respecto del Decreto número 315, por el que se 
expidió la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, resulta 
oportuno hacer referencia al marco constitucional y legal de la materia y, de manera destacada, a las 
directrices que rigen la contratación de deuda pública en el Estado de Michoacán. 

191. Conforme al artículo 36 de la Constitución Política del Estado de Michoacán de Ocampo, corresponde 
al Gobernador de dicha entidad federativa, entre otros entes legitimados, la presentación de iniciativas 
de ley. Estas últimas deben estar dirigidas al Presidente del Congreso local, mismo que debe dar 
cuenta con su recepción ante el Pleno del Congreso e instruir su turno a la Comisión o Comisiones 
respectivas, para su estudio, análisis y dictamen, según lo prescribe el artículo 235 de la Ley Orgánica 
y de Procedimientos del Congreso de Michoacán.27 

192. En el caso de la iniciativa de Ley de Ingresos de cada ejercicio fiscal, el artículo 60, fracción VIII, de la 
Constitución local dispone la obligación para el Gobernador de enviarla anualmente al Congreso a más 
tardar el veintiuno de noviembre.28 A su vez, los artículos 80 y 87 de la Ley Orgánica aludida confiere 
atribuciones a las Comisiones de Hacienda y Deuda Pública, así como de Programación, Presupuesto 
y Cuenta Pública, para dictaminar las iniciativas de leyes hacendarias y de ingresos 
correspondientes.29 

193. Para emitir dictamen de los asuntos turnados, las Comisiones deben reunirse para su análisis, 
discusión y aprobación, lo que se hace constar en el acta que al efecto se levante. Dicho dictamen 
debe contener los requisitos previstos en el artículo 244 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del 
Congreso del Estado de Michoacán, entre los cuales se encuentran: los datos que identifiquen la 
iniciativa o el asunto de que se trate; la expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes 
del análisis y estudio de la iniciativa, de los motivos que la sustentan, así como la exposición precisa de 
los argumentos que motiven los cambios, modificaciones o cualquier otra circunstancia que afecte a los 
motivos y al texto de la iniciativa en los términos en que fue promovida; la resolución por medio de la 
cual se aprueba o se desecha la iniciativa, en los términos en que fue promovida o con las 
modificaciones que se le hagan, expresando las razones que justifiquen tal resolución; el texto 
legislativo que en su caso se propone al Pleno y las firmas autógrafas de los integrantes de las 
Comisiones que dictaminen. 

194. Una vez dictaminada la iniciativa correspondiente, se remite al Pleno para su discusión y votación. En 
este sentido, el artículo 246 de la Ley Orgánica dispone que los dictámenes relativos a reformas 
constitucionales e iniciativas de ley, deben recibir siempre dos lecturas en sesiones distintas. La 
segunda de ellas se hará en la sesión en que se vaya a debatir y votar. Solo puede dispensarse este 
requisito cuando se califique de urgencia notoria por acuerdo expreso de las dos terceras partes de los 

                                                 
27 “Artículo 235. Las iniciativas de Ley o de Decreto deben ser dirigidas al Presidente del Congreso, con fundamento constitucional y legal, 
tener una exposición de motivos y la propuesta del articulado respectivo.  
Las iniciativas deben presentarse por escrito con firma autógrafa de su promovente y estar acompañada de una versión digital en medio 
magnético para su reproducción gráfica.  
La exposición de motivos de las iniciativas, deberán ser presentadas ante el Pleno por un Diputado ponente hasta por diez minutos. En el 
caso de iniciativas con carácter de Dictamen, podrán ser leídas indistintamente por un miembro de la Comisión o un Secretario de la Mesa. 
Las que no provengan de un miembro de la Legislatura, serán leídas por un Secretario de la Mesa.  
Tratándose de iniciativas, el articulado de Ley o de Decreto propuesto, se remitirá sin lectura para su estudio, análisis y dictamen a Comisión”. 
28 “Artículo 60. Las facultades y obligaciones del Gobernador son: 
… 
VIII.- Presentar cada año al Congreso, a más tardar el treinta de abril, la Cuenta Pública de la Hacienda Estatal correspondiente al ejercicio 
fiscal próximo anterior, sólo se podrá ampliar el plazo de presentación hasta por treinta días naturales cuando medie solicitud del Gobernador, 
suficientemente justificada a juicio del 33 Congreso; y a más tardar el veintiuno de noviembre las iniciativas de Ley de Ingresos y de 
Presupuesto de Egresos para el año siguiente”. 
29 “Artículo 80. Corresponde a la Comisión de Hacienda y Deuda Pública, participar, conocer y dictaminar, de manera enunciativa, más no 
limitativa sobre los asuntos siguientes: I. Los que se relacionen con las leyes hacendarias del Estado y de los municipios; II. Los de carácter 
hacendario, de empréstitos u obligaciones que se contraten por el Gobierno del Estado, las entidades paraestatales, gobiernos municipales y 
entidades paramunicipales, para la realización de inversiones públicas productivas; 
… 
Artículo 87. Corresponde a la Comisión de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, participar, conocer y dictaminar, de manera 
enunciativa, más no limitativa sobre los asuntos siguientes: I. La creación o derogación de impuestos extraordinarios o especiales, estatales o 
municipales; II. Revisar, analizar y dictaminar anualmente las Leyes de Ingresos del Estado y sus municipios, y el Presupuesto de Egresos del 
Estado”. 



130 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

diputados presentes en el Pleno y se hayan distribuido o publicado en la Gaceta Parlamentaria. Las 
condiciones para que se califique la urgencia notoria son: I. La existencia de riesgo de que por el 
simple transcurso del tiempo fenezcan derechos u obligaciones; II. Que los hechos sobre los que se 
resuelvan generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto, de que se trate, pues 
de no hacerlo traería consecuencias negativas para la sociedad; y, III. Que no se traduzca en 
afectación a principios o valores democráticos.30 

195. A su vez, el artículo 247 de la normativa en cita señala que no podrá discutirse ningún dictamen de ley 
sin que previamente se haya distribuido el texto a los diputados por cualquier medio, por lo menos, con 
veinticuatro horas de anticipación al día de la Sesión y publicado en la Gaceta Parlamentaria.31 

196. Ya en el Pleno, el artículo 249 de la Ley Orgánica dispone que el Presidente instruya el debate con una 
ronda de hasta tres oradores en pro y tres en contra y conceda el uso de la palabra de manera 
alternada, hasta por cinco minutos, llamándolos por orden y comenzando por el primer orador en 
contra. Concluida la intervención de los oradores, el Presidente somete en votación económica si es de 
considerarse la suficiencia de la discusión, de aprobarse se procede a la votación del Dictamen; si se 
desecha, se continuará con el debate abriéndose una segunda ronda de discusión y así 
consecutivamente hasta que se apruebe la suficiencia. 

197. Si el asunto se considera suficientemente discutido, el artículo 250 de la Ley Orgánica dispone que el 
Presidente del Congreso someterá a votación el Dictamen primero en lo general y después en lo 
particular. En el momento de la votación en lo general, que es nominal, los diputados pueden, en su 
caso, manifestar su reserva del o los artículos para su discusión en lo particular. Aprobado en lo 
general un Dictamen de Ley o Decreto, se debe discutir en lo particular. En la discusión en lo particular 
debe presentarse el proyecto de artículo que pretenda sustituir al que está a discusión. 

198. Si no hubiere artículos reservados por ninguno de los diputados, el Dictamen se tiene por aprobado 
también en lo particular y se debe hacer la declaratoria respectiva. Si el Dictamen de Ley o Decreto no 
hubiere sido aprobado en lo general se tiene por desechado. Si en la votación particular resultaran 
aprobados los artículos reservados, se elaborará el documento que los contenga para su inclusión en 
la minuta correspondiente. 

199. Ahora bien, el artículo 251 de la Ley Orgánica establece que, si existen artículos reservados, el 
Presidente del Congreso, atendiendo al orden secuencial del articulado, concederá el uso de la palabra 
al Diputado que haya formulado reserva, para que exponga los fundamentos y al término de su 
intervención deberá entregar por escrito su proyecto de artículo; acto seguido, el Tercer Secretario 
dará lectura al proyecto, que se pondrá a discusión y votación. 

200. Si dos o más diputados se reservan un mismo artículo en la misma materia, el Presidente del 
Congreso preguntará a los diputados si pudieran consensar una sola redacción, de lo contrario se dará 
lectura a las propuestas de reserva en orden secuencial y se someterán para su aprobación, si la 
primera propuesta resultare aprobada las demás se declararán sin materia y quedarán desechadas al 
momento. 

201. Los diputados que voten en contra en lo general, no pueden reservarse artículos en lo particular; 
quienes voten a favor, no podrán reservarse más del treinta por ciento del articulado. De no aprobarse 
cada proyecto de artículo, el Presidente del Congreso someterá en votación, sin discusión, el artículo 
en los términos del dictamen. De los artículos reservados que se hayan aprobado,  
el Tercer Secretario elaborará el registro en el que se transcriban para su inclusión en la  
minuta correspondiente. 

                                                 
30 “Artículo 246. Los dictámenes relativos a reformas constitucionales e iniciativas de Ley, deben recibir siempre dos lecturas en sesiones 
distintas. La segunda de ellas, se hará en la sesión en que se vaya a debatir y votar. Solo puede dispensarse este requisito cuando se 
califique de urgencia notoria por acuerdo expreso de las dos terceras partes de los diputados presentes en el Pleno y se hayan distribuido o 
publicado en la Gaceta Parlamentaria. Las condiciones para que se califique la urgencia notoria son:  
I. La existencia de riesgo de que por el simple transcurso del tiempo fenezcan derechos u obligaciones;  
II. Que los hechos sobre los que se resuelvan generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto, de que se trate, pues de 
no hacerlo traería consecuencias negativas para la sociedad; y,  
III. Que no se traduzca en afectación a principios o valores democráticos”. 
31 “Artículo 247. No podrá discutirse ningún dictamen de Ley, Decreto o Propuesta de Acuerdo, sin que previamente se haya distribuido el 
texto a los diputados por cualquier medio, por lo menos con 24 horas de anticipación y publicado en la Gaceta Parlamentaria al día de la 
Sesión.  
Asimismo, sólo podrá modificarse la exposición de motivos respectivos, pero en ningún caso el proyecto de articulado normativo o acuerdo, 
salvo por el procedimiento reservado al Pleno”. 
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202. Por lo demás, el artículo 272 de la Ley Orgánica dispone que todas las resoluciones son aprobadas por 
mayoría de los diputados sin importar si no son más del cincuenta por ciento de los presentes en el 
Pleno, es decir por mayoría simple, salvo aquellos casos en que la Constitución o la propia Ley 
Orgánica exijan una mayoría especial.32 En este último supuesto de votación calificada se 
encuentra la autorización para la contratación de deuda pública, misma que en términos del 
artículo 44, fracción XII, de la Constitución local33 en correlación con el diverso artículo 117, 
fracción VIII, párrafo tercero, de la Constitución Federal debe ser aprobada por el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes de la legislatura local respectiva.34 

203. Una vez aprobado un dictamen en lo general y en lo particular, el mismo se convierte en minuta y se 
debe remitir al Gobernador del Estado para los efectos constitucionales. Si no existieren observaciones 
de este último, entonces se debe proceder a la publicación de la legislación respectiva en el Periódico 
Oficial de conformidad con el artículo 273 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso de 
Michoacán. 

204. En el caso concreto, consta en el expediente que el Gobernador del Estado de Michoacán de Ocampo 
presentó ante el Congreso de dicha entidad federativa, las Iniciativa de Ley de Ingresos para el Estado 
de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, el veintiuno de noviembre de dos mil 
diecinueve.35 En dicha iniciativa se proyectaban ingresos estimados por un monto de setenta y dos mil 
doscientos veintiún millones setecientos ochenta y ocho mil quinientos cuarenta y seis pesos 
($72,221,788,546.00). 

205. En sesión de veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve, se dio cuenta con dicha iniciativa de ley 
ante el Pleno del Congreso del Estado de Michoacán y se instruyó turnarla a las Comisiones de 
Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda Pública, para su análisis 
y dictamen. 

206. El tres de diciembre de dos mil diecinueve, a las doce horas con quince minutos, se reunieron los 
diputados integrantes de las Comisiones aludidas, a fin de llevar a cabo una reunión de trabajo en cuyo 
punto cuatro del orden del día se encontraba el estudio y análisis de la iniciativa de Ley de Ingresos del 
Estado de Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del año 2020.36 

207. Del acta de la sesión de Comisiones se sigue que en la reunión de trabajo se entregó a los diputados 
integrantes de las comisiones unidas, de manera impresa y digital los anexos correspondientes a la 
información que envío el Ejecutivo estatal sobre la Ley de Ingresos y, al respecto: 

“los diputados asistentes se expresan en referencia de la información recibida de 
manera general, ya que estarán en espera del estudio y análisis de estos 
documentos una vez que se haga la convocatoria para tal efecto; por lo que una vez 
agotados los temas, se declara un receso hasta nuevo aviso para continuar con el 
análisis de estas iniciativas quedando debidamente desahogado la totalidad del 
contenido del orden del día”. 

208. La Mesa Directiva del Congreso del Estado de Michoacán recibió el oficio SG-2975/2019, el veintiséis 
de diciembre de dos mil diecinueve, a través del cual, el Gobernador de dicha entidad federativa, por 
conducto de su Secretario de Gobierno, hizo llegar en forma impresa y en medio magnético un 
“alcance” de diversas iniciativas, entre ellas, la de Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de 

                                                 
32 “Artículo 272. Todas las resoluciones son aprobadas por mayoría de los diputados sin importar si no son más del cincuenta por ciento de 
los presentes en el Pleno, es decir por mayoría simple, salvo aquellos casos en que la Constitución o esta Ley exijan una mayoría especial”. 
33 “Artículo 44. Son facultades del Congreso: 
XII. Dar las bases para que el Ejecutivo y los Ayuntamientos contraten deuda pública y afecten como garantía, fuente de pago o de cualquier 
otra forma los ingresos que les correspondan, en los términos establecidos en las leyes correspondientes y con las limitaciones que establece 
la fracción VIII del artículo 117 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 
34 “Artículo 117. Los Estados no pueden, en ningún caso:  
… 
VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o empréstitos con gobiernos de otras naciones, con sociedades o particulares extranjeros, 
o cuando deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional.  
… 
Las legislaturas locales, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, deberán autorizar los montos máximos para, en 
las mejores condiciones del mercado, contratar dichos empréstitos y obligaciones, previo análisis de su destino, capacidad de pago y, en su 
caso, el otorgamiento de garantía o el establecimiento de la fuente de pago”. 
35 Ello, en cumplimiento al artículo 60, fracción VIII, de la Constitución Política del Estado de Michoacán, el cual establece la obligación del 
Gobernador de presentar cada año al Congreso, a más tardar el veintiuno de noviembre, las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto 
de Egresos para el año próximo. 
36 Tal y como se sigue del acta número LXXXIV/CPPCP/21/2019, consultable en el Anexo 10 de la demanda de la acción de 
inconstitucionalidad 99/2020. 
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Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. En esta propuesta se proyectaron ingresos estimados por el 
monto de setenta y cinco mil novecientos catorce millones novecientos tres mil novecientos cuarenta y 
ocho pesos ($75,914,903,948.00).37 

209. En sesión extraordinaria del Pleno del Congreso del Estado de Michoacán de veintiocho de diciembre 
de dos mil diecinueve se dio cuenta con el alcance a la Ley de Ingresos referida y se instruyó turnarlo a 
las Comisiones de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda 
Pública, para su análisis y dictamen.38 

210. En la misma fecha, esto es, el veintiocho de diciembre de dos mil diecinueve, a las veintidós horas con 
cincuenta minutos se reunieron los diputados integrantes de las Comisiones de Programación, 
Presupuesto y Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda Pública para continuar con la reunión 
de trabajo iniciada el tres de diciembre de ese mismo año. En ella, se dio cuenta a los diputados con 
las adiciones a la Ley de Ingresos recibidas y, posteriormente, las aprobaron por mayoría de siete 
votos a favor y tres en contra, instruyéndose la elaboración del dictamen respectivo. 

211. El veintinueve de diciembre de dos mil diecinueve, se convocó a sesión extraordinaria del Pleno del 
Congreso del Estado de Michoacán, en cuyo punto sexto del orden del día se estableció la “Primera 
lectura, dispensa de su segunda lectura en su caso, discusión y votación del Dictamen con proyecto de 
decreto mediante el cual se expide la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el 
Ejercicio Fiscal del año 2020, elaborado por las Comisiones de Programación, Presupuesto y Cuenta 
Pública y de Hacienda y Deuda Pública”. 

212. Dicha sesión extraordinaria se llevó a cabo el treinta de diciembre de dos mil diecinueve en la que se 
aprobó el orden del día. En el punto seis de este último, el Presidente de la mesa directiva instruyó la 
primera lectura del Dictamen de Decreto que contenía la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán 
para el Ejercicio Fiscal 2020. Llevada a cabo la primera lectura, el diputado Fermín Bernabé Bahena 
pidió la palabra para proponer una moción suspensiva derivada de que a su juicio existían violaciones 
al artículo 117 de la Constitución Federal y 37 de la Constitución local, particularmente porque se 
pretendía autorizar la contratación de deuda con votación de mayoría simple y no calificada. Dicha 
moción fue puesta a consideración del Pleno en votación económica y desechada por mayoría de 
votos. 

213. Igual trámite se dio a una moción aclarativa formulada por el diputado Alfredo Ramírez Bedolla, el cual 
solicitó la lectura de los artículos 117, fracción VIII, de la Constitución Federal, así como 22 y 23 de la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, en lo concerniente a la 
votación calificada y requisitos para la contratación de deuda pública. Al respecto, diversos Diputados 
manifestaron que, si bien la iniciativa de Ley de Ingresos se aprueba con mayoría simple, la misma 
contenía autorizaciones para contratar deuda pública, por lo que esa parte requería ser aprobada por 
las dos terceras partes de los diputados presentes. La moción aclaratoria fue puesta a consideración 
del Pleno en votación económica y se desechó por mayoría de votos. 

214. Posteriormente, el Presidente de la mesa directiva indicó que, con fundamento en los artículos 38 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; así como 33 fracción XXI 
y 246 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado, se consultaba al Pleno en 
votación económica si al haberse presentado el Dictamen con el carácter de urgente y obvia resolución 
procedía dispensar la segunda lectura. La dispensa fue aprobada por mayoría de veintidós votos a 
favor, seis en contra y ninguna abstención, según se hizo constar en el acta de la sesión extraordinaria 
de treinta de diciembre de dos mil diecinueve. 

215. Así, se abrió paso a la discusión del dictamen y agotada la lista de oradores se consultó al Pleno en 
votación económica si se consideraba suficientemente discutido. Aspecto que fue votado a favor por 
mayoría. Acto seguido, el Presidente ordenó consultar al Pleno, en votación nominal, si era de 
aprobarse el Dictamen en lo general y se obtuvo una votación de veintiocho votos a favor, siete en 
contra y ninguna abstención. 

216. Fueron reservados para su discusión y votación en lo particular los artículos 1º, 26 y 27 de la Ley de 
Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020. La Presidencia de la mesa 
directiva concedió el uso de la palabra al diputado Hugo Anaya Ávila para presentar la reserva del 

                                                 
37 En el mismo oficio, se entregó el “alcance” de las iniciativas de “Decreto que contiene el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado 
de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020” y “Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal del 
Estado de Michoacán de Ocampo”. 
38 Tal y como se sigue del Acta Número 69, concerniente a la sesión extraordinaria de veintiocho de diciembre de dos mil diecinueve del 
Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, visible en el anexo 17 de la demanda de la acción de inconstitucionalidad 99/2020. 
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artículo 1º, en la que sustancialmente proponía suprimir los ingresos derivados de la contratación de 
deuda pública. La reserva fue puesta a consideración del Pleno en votación nominal y obtuvo quince 
votos a favor, dieciocho en contra y ninguna abstención. 

217. Derivado de lo anterior, se recogió la votación nominal del artículo 1º conforme a los términos del 
Dictamen. En esta ocasión se obtuvieron dieciocho votos a favor, catorce en contra y ninguna 
abstención. De ahí que el Presidente declarará que se aprobó el artículo 1º en los términos del 
Dictamen (es decir, considerando los ingresos previstos por la contratación de deuda pública). 

218. Dado que la reserva del artículo 1º de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el 
Ejercicio Fiscal 2020 abarcaba a la diversa del artículo 26 de ese mismo ordenamiento, se consideró 
que esta última había quedado sin materia. En consecuencia, la Presidencia sometió a votación 
nominal el artículo 26 (relativo a la contratación de deuda pública) en los términos del Dictamen y se 
obtuvo una votación de dieciocho votos a favor, dieciséis en contra y ninguna abstención. 

219. Por cuanto hace a la reserva del artículo 27 que proponía su supresión de la Ley de Ingresos estatal, 
no se inscribió ningún orador, por lo cual se procedió a recoger la votación nominal, obteniéndose diez 
votos a favor de la reserva, veinticuatro en contra y ninguna abstención. Derivado de esta votación, la 
presidencia de la mesa directiva puso a consideración del Pleno, en votación nominal, el artículo 27 en 
los términos del Dictamen. En esta ocasión se obtuvieron veinticuatro votos a favor, diez en contra y 
ninguna abstención. 

220. Agotada la votación de los artículos reservados, el Presidente de la mesa directiva declaró aprobado 
en lo general y en lo particular el Decreto por el que se expedía la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020 y se instruyó su remisión al Gobernador del 
Estado para los efectos constitucionales. 

221. El treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno 
Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo, el Decreto número 315 por el que se expidió la 
Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal del año 2020. 

222. Precisado lo anterior, este Tribunal Pleno considera que en el proceso legislativo de referencia no 
existieron violaciones con potencial invalidante. 

223. En efecto, resulta infundado el planteamiento del segundo concepto de invalidez de la minoría 
parlamentaria actora en torno a que la Ley de Ingresos combatida resulta inconstitucional, porque el 
Gobernador de Michoacán presentó un alcance más allá del plazo constitucional para presentar la 
normativa de ingresos estatal, es decir, después del veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve. 

224. Al respecto, es cierto que en términos del artículo 60, fracción VIII, de la Constitución local, el 
Gobernador tiene la obligación de enviar al Congreso tanto la Ley de Ingresos como el Presupuesto de 
Egresos del Estado de Michoacán, a más tardar el veintiuno de noviembre de cada año. Sin embargo, 
dicha obligación fue cumplida a cabalidad, pues el Gobernador del Estado de Michoacán de Ocampo 
presentó ante el Congreso de dicha entidad federativa, la Iniciativa de Ley de Ingresos para el Estado 
de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, el veintiuno de noviembre de dos mil 
diecinueve, esto es, dentro del término que la normativa local dispone para tales efectos. 

225. En este sentido, el hecho de que con posterioridad haya presentado un alcance a la iniciativa 
originalmente presentada, en el cual, en esencia, adicionaba ingresos por concepto de contratación de 
deuda pública, no resta eficacia al hecho de que el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve 
cumplió en tiempo y forma con su obligación de entregar al Congreso local su iniciativa de Ley de 
Ingresos estatal y el Presupuesto de Egresos de la siguiente anualidad. 

226. Más aún, no debe perderse de vista que, tal y como reconocen los promoventes, el referido “alcance” 
no fue relevado de seguir el curso legal que corresponde a cualquier iniciativa de ley. Por el contrario, 
fue dirigido al Presidente de la mesa directiva del Congreso de Michoacán, quien a su vez dio cuenta 
con los documentos respectivos en sesión del Pleno de dicho órgano legislativo e instruyó su turno a 
las Comisiones de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda 
Pública para efectos de su análisis y dictamen. 

227. Asimismo, este Pleno observa que no tiene asidero constitucional ni legal la pretensión de la minoría 
parlamentaría actora en torno a que el “alcance” referido debió ser desechado al haberse presentado 
con posterioridad al veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve. Ello es así, porque además de que 
no existe un mandamiento constitucional o legal que disponga dicha consecuencia, no puede 
soslayarse que las adiciones a la iniciativa original en todo momento quedaron sujetas a la 
determinación que el Congreso del Estado dispuso a través del resto de etapas del proceso legislativo, 
particularmente, en las fases de discusión y aprobación. 



134 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

228. De igual forma, este Tribunal Pleno considera infundado el argumento del tercer concepto de 
invalidez hecho valer por la minoría parlamentaria actora, en torno a que en la iniciativa de Ley de 
Ingresos impugnada no se consideró el “Plan de Desarrollo Integral del Estado de Michoacán”, aun 
cuando existía obligación en ese sentido, derivada de lo dispuesto en los artículos 1139 y 1340 de la Ley 
de Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Público y Contabilidad Gubernamental del Estado de 
Michoacán. 

229. Lo errático del argumento estriba en que tanto en la iniciativa de Ley de Ingresos estatal presentada el 
veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, así como en el alcance de veintiséis de diciembre de 
ese mismo año, sí se tuvo en consideración el Plan de Desarrollo Integral de la entidad federativa en 
cuestión, lo cual se confirma al constatar que en ambos documentos se hicieron referencias expresas a 
ese instrumento, en los siguientes términos: 

Exposición de motivos 

En cumplimiento a las facultades y obligaciones que me confiere la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, de conformidad con 
lo establecido en su artículo 60, fracción VIII, me permito someter a su consideración 
y en su caso aprobación la presente iniciativa de Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal del año 2020. 

En la elaboración de dicha iniciativa, se atendió a lo dispuesto por el artículo 8º de 
la Ley de Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Público y Contabilidad 
Gubernamental del Estado de Michoacán de Ocampo, a las disposiciones de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, de la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental, el Plan de Desarrollo Integral del Estado 
de Michoacán 2015-2021, a la iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el 
año 2020 y la iniciativa de Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para 
el año 2020, así como a las Reglas y Lineamientos emitidos por el Consejo Nacional 
de Armonización Contable (CONAC). 

A través del ejercicio realizado en la presente administración a mi cargo, se ha 
buscado dar cumplimiento al Plan de Desarrollo Integral del Estado de 
Michoacán 2015-2021, mismo que señala que los elementos esenciales de 
cualquier entidad pública es la gobernanza, la cual se traduce en la participación, 
responsabilidad, eficacia administrativa, coherencia, rendición de cuentas; a lo cual 
se ha dado cumplimiento con la línea estratégica relativa a la recuperación y 
fortalecimiento de la situación financiera del Estado, así como de la confianza de los 
inversionistas y mercados financieros. (Énfasis agregado) 

230. De igual forma, la lectura detallada de la iniciativa de Ley de Ingresos impugnada, así como del 
alcance remitido por el Gobernador del Estado al Congreso de Michoacán, pone de manifiesto que en 
dichos documentos sí fueron precisados los elementos previstos en el artículo 13 de la Ley de 
Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Público y Contabilidad Gubernamental del Estado de 
Michoacán, tales como la política de ingresos estatal (incluyendo las proyecciones de ingresos 

                                                 
39 “Artículo 11. La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos en el ámbito estatal se sustentarán en el PLAN DE DESARROLLO 
INTEGRAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN, y en el ámbito municipal en el PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL, en base a los programas 
sectoriales, regionales, institucionales y especiales que apruebe el Ejecutivo del Estado, y en su caso el Ayuntamiento, conforme a lo 
establecido en la Ley de Planeación del Estado de Michoacán de Ocampo y en la Ley Orgánica Municipal”. 
40 “Artículo 13. La programación y presupuestación del Gasto Público del Gobierno del Estado, deberá de realizarse con base a los 
programas institucionales y especiales aprobados por el Ejecutivo Estatal por conducto de la Coordinación de Planeación, tratándose de 
entidades y Organismos Autónomos, por su órgano de gobierno, el cual se sustentará en el Plan Integral de Desarrollo Estatal. Los 
programas que contengan nuevos proyectos, en un ejercicio fiscal se deberán someter a la aprobación del Ejecutivo del Estado, por conducto 
de la Coordinación de Planeación.  
En todo caso, la iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto de Egresos deberán incluir lo siguiente:  
I. Objetivos anuales, estrategias y metas; 
II. Proyecciones de las finanzas públicas del Estado, considerando las premisas empleadas en los Criterios Generales de Política Económica, 
con base en los formatos que emita el CONAC y abarcarán un periodo de cinco años en adición al ejercicio fiscal en cuestión, las que se 
revisarán y, en su caso, se adecuarán anualmente en los ejercicios subsecuentes;  
III. Descripción de los riesgos relevantes para las finanzas públicas del Estado, acompañados de propuestas de acción para enfrentarlos;  
IV. Los resultados de las finanzas públicas que abarquen un periodo de los cinco últimos años y el ejercicio fiscal en cuestión, de acuerdo con 
los formatos que emita el CONAC para este fin; y,  
V. Un estudio actuarial de las pensiones de sus trabajadores, el cual como mínimo deberá actualizarse cada tres años, El estudio deberá 
incluir la población afiliada, la edad promedio, las características de las prestaciones otorgadas por la ley aplicable, el monto de reservas de 
pensiones, así como el periodo de suficiencia y el balance actuarial en valor presente.  
La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos deberán ser congruentes, además de con los Criterios Generales de Política Económica, con 
las estimaciones de las participaciones y transferencias federales etiquetadas, previstas en la iniciativa de la Ley de Ingresos de la Federación 
y en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondiente”. 
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estimados para los cinco años fiscales posteriores, sus fuentes y rubros de ingresos); el análisis de los 
riesgos relevantes para las finanzas públicas, incluyendo los montos de deuda contingente, 
acompañados con las propuestas de acción para enfrentarlos; se dispusieron los objetivos anuales, las 
estrategias y las metas fijadas; se apuntaron las directrices de política económica para el año dos mil 
veinte, así como los factores económicos y sociales que se tuvieron en cuenta para diseñar la 
normativa de ingresos referida. De ahí lo infundado del planteamiento esbozado por la minoría 
parlamentaría actora en este punto. 

231. Igual calificativa merece el diverso argumento del tercer concepto de invalidez, en el cual, los 
diputados actores indican que se vulneró el proceso legislativo, en virtud de que algunos diputados 
integrantes de las Comisiones dictaminadoras se reunieron en privado con “altos funcionarios de la 
Secretaría de Finanzas y Administración del Ejecutivo del Estado”, sin previo acuerdo de dichas 
comisiones que requirieran su comparecencia. Lo infundado obedece a que dicho planteamiento, 
además de no estar acreditado en el expediente, no pone en evidencia alguna afectación a la calidad 
democrática del proceso legislativo, ni tampoco pone en duda el conocimiento informado que debieron 
tener los legisladores respecto de la iniciativa de Ley de Ingresos impugnada. 

232. En este sentido, tampoco asiste razón a los diputados actores en la línea argumentativa de su 
segundo concepto de invalidez, en torno a que se vulneró el proceso legislativo porque el mismo día 
en que el Pleno del Congreso turnó el alcance de la Iniciativa de Ley de Ingresos estatal a las 
Comisiones de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda Pública, 
estas últimas fueron convocadas para su estudio, sin que hubiera de por medio un dictamen ya 
elaborado ni se tuviera el tiempo suficiente para analizar la totalidad de la normativa de ingresos 
correspondiente. 

233. Sobre el particular, este Tribunal Pleno repara en el hecho de que la parte actora pretende que se 
examine la reunión de trabajo de las Comisiones referidas de veintiocho de diciembre de dos mil 
diecinueve de manera aislada. Soslayando que dicha reunión implicó la reanudación de los trabajos 
legislativos iniciados el tres de diciembre de dos mil diecinueve, fecha en la cual los diputados 
integrantes de las Comisiones aludidas se reunieron a fin de iniciar el estudio y análisis de la iniciativa 
de Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal del año 2020.41 

234. Del acta respectiva se sigue que a los integrantes de las Comisiones les fueron entregados en 
versiones impresas y digitales, los documentos concernientes a la iniciativa de Ley de Ingresos estatal 
remitida por el Gobernador al Congreso el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, así como sus 
anexos, para su estudio. En dicha sesión, además, los diputados se manifestaron en forma general 
sobre el contenido de los documentos y se reservaron el derecho para pronunciarse de fondo una vez 
que fueran convocados nuevamente para tales efectos. De ahí que la sesión entrara en receso y se 
reanudara el veintiocho de diciembre de dos mil diecinueve, fecha en la cual se discutió y aprobó la 
iniciativa ya con las adiciones remitidas por el Gobernador al Congreso el veintiséis de diciembre del 
mismo año. 

235. En este sentido, el hecho de que el alcance de referencia fuera turnado a las Comisiones respectivas 
el mismo día en que estas fueron convocadas para reanudar los trabajos legislativos para el estudio y 
dictamen de la Ley de Ingresos correspondiente no afecta la validez de todo el proceso legislativo que 
dio origen a dicha legislación, porque los diputados sí tuvieron tiempo de conocer su contenido, al 
haberles sido entregada la iniciativa correspondiente desde el tres de diciembre de dos mil diecinueve. 

236. Por cuanto hace a las adiciones de veintiséis de diciembre de dos mil diecinueve que fueron turnadas a 
las Comisiones el día veintiocho del mismo mes y año y examinadas por dichos órganos legislativos en 
esta misma fecha, el artículo 8º del Reglamento de Comisiones y Comités del Honorable Congreso del 
Estado dispone la posibilidad de convocar a reunión por urgencia y de manera extraordinaria a los 
integrantes de las Comisiones con menos de veinticuatro horas de anticipación, tal y como reconocen 
los promoventes que ocurrió al haber sido convocados el veintiocho de diciembre de dos mil 
diecinueve y lo cual se ve corroborado con el acta LXXXIV/CPPCP/21/2019.42 

                                                 
41 Tal y como se sigue del acta número LXXXIV/CPPCP/21/2019, consultable en el Anexo 10 de la demanda de la acción de 
inconstitucionalidad 99/2020. 
42 “Artículo 8. Para convocar a los diputados a reunión de trabajo, el Presidente de cada Comisión les notificará a los integrantes de la 
misma, al menos con cuarenta y ocho horas de anticipación y por escrito con acuse de recibo el día, hora y lugar, de la celebración de las 
reuniones de trabajo, ya sea personalmente o a través del personal adscrito a estos en el espacio que les corresponda en el edificio del 
Congreso. La notificación contendrá el proyecto de orden del día y una relación pormenorizada de los asuntos que deberán ser tratados por la 
Comisión.  
Salvo por urgencia y de manera extraordinaria, podrá citarse a reunión de Comisión con menos de 24 horas de anticipación, en los términos 
previstos por el presente ordenamiento”. 



136 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

237. Asimismo, del acta aludida se sigue que los diputados integrantes de las Comisiones sí tuvieron 
conocimiento de los ajustes efectuados a la iniciativa de Ley de Ingresos, porque en su reunión de 
veintiocho de diciembre de dos mil diecinueve, una vez verificada la existencia del quorum legal 
requerido, la Secretaria Técnica dio lectura, por instrucciones de la presidencia, a los cambios 
propuestos (que en esencia versaban sobre la contratación de deuda pública) y, una vez que se 
estimaron suficientemente discutidos, se procedió a tomar votación. Ello arrojó siete votos a favor de la 
iniciativa de Ley de Ingresos con las modificaciones aludidas y tres en contra. 

238. En este orden de ideas, resulta inexacto el argumento de los diputados actores, en cuanto refieren que 
no existió dictamen aprobado por las Comisiones, ya que la elaboración de este último se instruyó una 
vez que fue aprobada la iniciativa de Ley de Ingresos junto con sus modificaciones. Al respecto, los 
promoventes soslayan, por una parte, que la votación arriba indicada precisamente obedeció a la 
puesta en consideración de los integrantes de las Comisiones de referencia de la iniciativa de Ley de 
Ingresos estatal junto con sus modificaciones, mismas que alcanzaron mayoría de votos para ser 
aprobadas. De igual forma, en la Gaceta Parlamentaria de treinta de diciembre de dos mil diecinueve 
se encuentra agregado el Dictamen elaborado por las Comisiones de Programación, Presupuesto y 
Cuenta Pública, así como de Hacienda y Deuda Pública, que refleja lo avalado por sus integrantes y 
que posteriormente fue sometido a consideración del Pleno del Congreso de Michoacán. 

239. Tampoco se sostiene el desconocimiento que plantea la parte actora en cuanto al contenido y alcance 
de la iniciativa de Ley de Ingresos y sus modificaciones aprobadas en las Comisiones, pues además 
de que el Dictamen respectivo fue incluido en la Gaceta Parlamentaria del día de la sesión 
extraordinaria convocada para su aprobación, la discusión en el Pleno del Congreso una vez que el 
dictamen respectivo fue puesto a su consideración revela que los diputados sí tuvieron conocimiento 
sobre su contenido. 

240 Al respecto, es infundado el argumento de la minoría parlamentaria actora en cuanto afirma que 
existieron violaciones al proceso legislativo, porque durante la discusión de la Ley de Ingresos 
impugnada, en el Pleno del Congreso no se permitió hacer valer una moción suspensiva y una 
aclaratoria a diputados del grupo parlamentario de MORENA a fin de llevar el debate en forma 
adecuada. 

241. Lo infundado del argumento obedece a que, tal y como se sigue del Diario de los Debates del 
Congreso de Michoacán, relativo a la sesión extraordinaria de treinta de diciembre de dos mil 
diecinueve, en el punto seis del orden del día, el Presidente de la mesa directiva instruyó la primera 
lectura del Dictamen de Decreto que contenía la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán para el 
Ejercicio Fiscal 2020. Llevada a cabo la primera lectura, el diputado Fermín Bernabé Bahena del grupo 
parlamentario de MORENA pidió la palabra para proponer una moción suspensiva derivada de que a 
su juicio existían violaciones al artículo 117 de la Constitución Federal y 37 de la Constitución local, 
particularmente porque se pretendía autorizar la contratación de deuda con votación de mayoría simple 
y no calificada. Dicha moción fue puesta a consideración del Pleno en votación económica y 
desechada por mayoría de votos. 

242. Igual trámite se dio a la moción aclarativa formulada por el diputado Alfredo Ramírez Bedolla del grupo 
parlamentario de MORENA, el cual solicitó la lectura de los artículos 117, fracción VIII, de la 
Constitución Federal, así como 22 y 23 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas 
y los Municipios, en lo concerniente a la votación calificada y requisitos para la contratación de deuda 
pública. Sobre el particular, diversos Diputados manifestaron que, si bien la iniciativa de Ley de 
Ingresos se aprueba con mayoría simple, la misma contenía autorizaciones para contratar deuda 
pública, por lo que esa parte requería ser aprobada por las dos terceras partes de los diputados 
presentes. La moción aclaratoria fue puesta a consideración del Pleno en votación económica y se 
desechó por mayoría de votos. 

243. Por tanto, las mociones propuestas en el debate, contrario a lo que informa la parte actora, sí fueron 
atendidas por el órgano legislativo, ya que se les dio el trámite previsto por el artículo 257 de la Ley 
Orgánica y de Procedimientos del Congreso de Michoacán,43 es decir, una vez presentadas fueron 
puestas a consideración del Pleno, mismo que por mayoría de votos determinó desecharlas. 

                                                 
43 “Artículo 257. Una vez presentada la moción, el Presidente pregunta al Pleno a si se toma en consideración. Será votada en el acto, 
quedando a consideración del Presidente si permite terminar la intervención del orador en turno, y en caso de negativa se tiene por 
desechada”. 
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244. Por otra parte, este Tribunal Constitucional considera que tampoco asiste razón a la parte actora en 
cuanto refiere que existió una violación formal al proceso legislativo, ya que la segunda lectura del 
Dictamen que contenía la Ley de Ingresos impugnada fue dispensada sin exponer la causa de 
urgencia que lo justificara y sin que fuera aprobada por mayoría de dos terceras partes de los 
diputados presentes, conforme al artículo 38 de la Constitución del Estado de Michoacán.44 

245. Lo infundado del argumento obedece, por una parte, a que tal y como se sigue del acta número 70 de 
la sesión extraordinaria del Pleno del Congreso estatal llevada a cabo el treinta de diciembre de dos mil 
diecinueve, una vez que se llevó a cabo la primera lectura del Dictamen que contenía la Ley de 
Ingresos impugnada y que se desecharon por mayoría de votos las mociones presentadas, el 
Presidente de la mesa directiva puso a consideración del Pleno, en votación económica, si se 
aprobaba la dispensa de la segunda lectura del Dictamen, al haber sido presentado con el carácter de 
urgente. La dispensa mencionada fue aprobada por veintidós votos a favor, seis en contra y ninguna 
abstención, es decir, sí superó la mayoría calificada requerida para tales efectos, al haberse avalado 
por más de dos terceras partes de los diputados presentes al momento de que se puso a votación. 

246. Ahora bien, es cierto que ni del Diario de los Debates ni del acta de la sesión extraordinaria en cuestión 
se observa que haya sido expuesta la causa de urgencia que motivó la dispensa de la segunda lectura 
del Dictamen por el que se expedía la Ley de Ingresos impugnada. Pese a ello, este Tribunal Pleno 
considera que dicha circunstancia no transcendió al contenido de la legislación impugnada, pues 
existen elementos suficientes para presumir la razón de la urgencia y, por otra parte, el desarrollo del 
debate efectuado en el Pleno del Congreso permite constatar que los legisladores sí conocían el 
contenido de la legislación sometida a votación. 

247 Por cuanto hace a la urgencia, el artículo 246 de la Ley Orgánica de referencia, en sus fracciones I y II, 
dispone como causas para calificar la urgencia: la existencia de riesgo de que por el simple transcurso 
del tiempo fenezcan derechos u obligaciones, así como que los hechos sobre los que se resuelvan 
generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se trate, pues de no 
hacerlo traería consecuencias negativas para la sociedad. 

248. Luego, si el Dictamen cuya segunda lectura fue dispensada entrañaba la aprobación de la Ley de 
Ingresos estatal para el ejercicio fiscal 2020, que iniciaba un día después de aquél en el cual se llevó a 
cabo la sesión extraordinaria de treinta de diciembre de dos mil diecinueve, válidamente puede 
afirmarse que existía una causa de urgencia que justificó la dispensa mencionada, pues por el simple 
transcurso del tiempo se corría el riesgo de que el Congreso local no aprobara la legislación de 
ingresos del siguiente año fiscal en forma previa a que el mismo comenzara. 

249. Ahora bien, por cuanto hace al contenido mismo de la Ley de Ingresos impugnada, este Pleno 
considera que la discusión llevada a cabo por el órgano legislativo permite considerar que sí tenían 
conocimiento de su contenido, pues además de que se dio una primera lectura de todo el Dictamen 
respectivo en la sesión extraordinaria del treinta de diciembre de dos mil diecinueve y se encontraba 
publicado en la Gaceta Parlamentaria de esa misma fecha, intervinieron múltiples oradores en a favor y 
en contra del ordenamiento. Lo cual derivó en que una vez que se consideró suficientemente discutido, 
fuera sometido a votación nominal en lo general y aprobado por mayoría de veintiocho votos a favor y 
siete en contra, sin ninguna abstención. 

250. En este sentido, aun y cuando para la dispensa de la segunda lectura del Dictamen aludido no fue 
expuesta la causa que motivó la urgencia respectiva, dicha circunstancia no se considera con potencial 
invalidante como para desvirtuar la constitucionalidad de toda la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, ya que la misma no trascendió de manera 
fundamental al contenido de dicha legislación, siendo ello un requisito indispensable para considerar la 
inconstitucionalidad de un proceso legislativo. 

251. Ahora bien, ante el sobreseimiento de la acción de inconstitucionalidad 99/2020 respecto del artículo 
26 de la Ley de Ingresos impugnada, se torna innecesario el análisis de los conceptos de invalidez 
primero y parte del segundo, en los cuales la minoría parlamentaria controvierte la contratación de 
deuda prevista en ese precepto, por haber sido aprobada en contravención a lo dispuesto en el artículo 
117, fracción VIII, párrafo tercero, de la Constitución Federal, al no haber sido autorizada por mayoría 
de dos terceras partes de los miembros presentes del Congreso estatal. 

                                                 
44“Artículo 38. En los casos de urgencia notoria, calificada por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, el Congreso 
podrá dispensar la lectura o lecturas del dictamen que hubiere formulado la comisión respectiva”. 
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252. Por cuanto hace al artículo 27 de la Ley de Ingresos en cuestión, que también prevé la contratación de 
deuda pública para refinanciar y reestructurar créditos de largo plazo a cargo del Estado y a la 
constitución de fondos de reserva, debe decirse que el mismo sí fue aprobado por mayoría de dos 
terceras partes de los legisladores presentes, ya que al ser sometido a votación nominal, obtuvo 
veinticuatro votos a favor, diez en contra y ninguna abstención, por lo cual sí fue avalado por la 
mayoría calificada que exige el artículo 117, fracción VIII, párrafo tercero, de la Constitución Federal. 

253.  Por lo que se refiere al artículo 1º de la Ley de Ingresos impugnada, este Tribunal Pleno considera que 
el mismo no requería para su aprobación de una votación de dos terceras partes de los legisladores 
presentes en el Congreso local, pues la referencia a los ingresos que por concepto de financiamiento 
público percibiría el Estado de Michoacán en el ejercicio fiscal dos mil veinte, no entrañaban como tal 
la autorización para la contratación de deuda pública, en tanto ello fue objeto del artículo 26 respecto 
del cual se ha sobreseído en la presente resolución. 

254. Más aún, la minoría parlamentaría soslaya que la referencia a dichos ingresos fue meramente 
contingente, ya que en el artículo 1º impugnado se dispuso una relación global de todos los ingresos 
que el Congreso local proyectaba para el ejercicio fiscal dos mil veinte. De ahí que válidamente haya 
sido aprobado al haber obtenido dieciocho votos a favor, catorce en contra y ninguna abstención, al 
momento de ser puesto a consideración del Pleno de dicho órgano legislativo. 

255. En consecuencia, ante la inexistencia de violaciones con potencial invalidante en el proceso legislativo 
que dio origen a la Ley de Ingresos impugnada, procede reconocer su validez, y en particular de sus 
artículos 1º y 27 al haber sido aprobados conforme a las reglas de votación aplicables para cada uno 
de ellos. 

 Tema II. Análisis sobre la constitucionalidad del impuesto ecológico por remediación ambiental 
en la extracción de materiales. Artículos 32 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán 
de Ocampo. 

256. Agotado el estudio sobre el proceso legislativo que dio origen a la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020, procede examinar los conceptos de invalidez 
formulados por la minoría parlamentaria actora y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en 
contra de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo, reformada mediante Decreto 
número 314, publicado en el Periódico Oficial de la entidad federativa el treinta y uno de diciembre de 
dos mil diecinueve y que, en esencia, versan sobre la competencia del Congreso local para legislar en 
materia de impuestos ambientales y sobre el diseño del impuesto ecológico por remediación ambiental 
en la extracción de materiales. 

257. Por cuanto hace al argumento competencial, este Tribunal Pleno considera infundado el tercer 
concepto de invalidez de los diputados actores en el cual indican que los artículos 32 a 39 de la Ley 
de Hacienda impugnada vulneran el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Federal, pues 
conforme a este último precepto, el Congreso de la Unión es el único facultado para establecer 
contribuciones sobre el aprovechamiento y la explotación de los recursos naturales. 

258. Por su parte, los órganos demandados, al rendir sus respectivos informes, manifestaron, 
sustancialmente, que la regulación de los impuestos ecológicos no es una materia exclusiva de la 
Federación, por lo que válidamente una entidad federativa puede establecer su imposición con la 
finalidad de contar con recursos que le permitan atender su obligación de proteger la salud y el medio 
ambiente, de conformidad con el artículo 4º de la Constitución Federal. 

259. Además, solicitaron que se atienda a lo determinado por este Alto Tribunal al resolver la controversia 
constitucional 56/2017, en lo relativo a la facultad de las entidades federativas para imponer 
contribuciones en materia ecológica. 

260. Pues bien, a efecto de dilucidar la cuestión efectivamente planteada, resulta necesario identificar, en 
principio, si las legislaturas de los Estados tienen o no facultades para legislar en materia de impuestos 
ambientales y, posteriormente, verificar si el impuesto por remediación ambiental en la extracción de 
materiales previsto en la Ley de Hacienda impugnada invade alguna competencia exclusiva de la 
Federación en materia de contribuciones. En este sentido, debe señalarse que de conformidad con el 
artículo 71, párrafo primero de la Ley Reglamentaria de la materia, al dictar sentencia en una acción de 
inconstitucionalidad, esta Suprema Corte debe corregir los errores que advierta en la cita de los 
preceptos invocados.45 

                                                 
45 “Artículo 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los 
preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá 
fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial. 
Igualmente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaración de invalidez en la violación de los derechos humanos 
consagrados en cualquier tratado internacional del que México sea parte, haya o no sido invocado en el escrito inicial. […]” 
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261. En congruencia con lo anterior, se tiene que el artículo constitucional que se estima vulnerado por los 
diputados promoventes es el 73, fracción XXIX, numeral 2, de la Ley Fundamental, al ser esta 
disposición la que en realidad prevé la facultad exclusiva de la Federación para establecer 
contribuciones sobre el aprovechamiento y la explotación de los recursos naturales (y no el 73, fracción 
XXIX-G, del texto constitucional referido en la demanda).46 

262. De igual forma, este Tribunal Pleno destaca que ya tuvo oportunidad de pronunciarse sobre una 
temática similar a la que ahora nos ocupa, al resolver la controversia constitucional 56/2017,47 en la 
cual concluyó que las legislaturas de los Estados sí tienen facultades para establecer o crear los 
llamados “impuestos ecológicos”. De ahí que ahora se retoman las consideraciones esbozadas en 
dicho precedente a efecto de resolver el presente asunto. 

263. Conforme a la doctrina general tributaria emitida por esta Suprema Corte, existe una regla general de 
que tanto la Federación como las entidades federativas concurren en sus facultades, en el respectivo 
ámbito de sus competencias, para el establecimiento de contribuciones en términos del artículo 73, 
fracción VII48 y 12449 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la excepción de 
las facultades concretas y exclusivas para gravar por parte de la Federación, así como las 
prohibiciones expresas para las entidades federativas. 

264. En este sentido, conforme al artículo 73, fracción XXIX, de la Constitución Federal, el Congreso de la 
Unión tiene la facultad exclusiva para establecer contribuciones sobre el comercio exterior; sobre el 
aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos cuarto y quinto 
del artículo 27; sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente por la Federación; y 
especiales sobre: energía eléctrica, producción y consumo de tabacos labrados, gasolina y otros 
productos derivados del petróleo, cerillos y fósforos, aguamiel y productos de su fermentación, 
explotación forestal, así como producción y consumo de cerveza.50 

265. Adicionalmente, el artículo 131 de la Ley Fundamental establece que es facultad privativa de la 
Federación gravar las mercancías que se importen o exporten, o que pasen de tránsito por el territorio 
nacional.51 

                                                 
46 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  
[…] 
XXIX. Para establecer contribuciones: 
[…] 
2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4º y 5º del artículo 27; […]” 
47 Resuelta en sesión de once de febrero de dos mil diecinueve y aprobada por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández (Ponente), Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo, en su apartado introductorio, 
consistente en determinar que el Estado de Zacatecas tiene facultades para establecer contribuciones en materia de protección al ambiente, 
las cuales deben circunscribirse a la teoría general sobre la distribución de la potestad tributaria, a partir de lo previsto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Los señores Ministros Aguilar Morales y Medina Mora I. votaron en contra. 
48 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
[…] 
VII. Para imponer las contribuciones necesarias a cubrir el Presupuesto; […] 
49 “Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias.” 
50 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
[…] 
XXIX. Para establecer contribuciones: 
1o. Sobre el comercio exterior; 
2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4º y 5º del artículo 27; 
3o. Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros; 
4o. Sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente por la Federación; y 
5o. Especiales sobre: 
a) Energía eléctrica; 
b) Producción y consumo de tabacos labrados; 
c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo; 
d) Cerillos y fósforos; 
e) Aguamiel y productos de su fermentación; y 
f) Explotación forestal; 
g) Producción y consumo de cerveza. 
Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas contribuciones especiales, en la proporción que la ley secundaria federal 
determine. Las legislaturas locales fijarán el porcentaje correspondiente a los Municipios, en sus ingresos por concepto del impuesto sobre 
energía eléctrica. […]” 
51 “Artículo 131. Es facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se importen o exporten, o que pasen de tránsito por el 
territorio nacional, así como reglamentar en todo tiempo y aún prohibir, por motivos de seguridad o de policía, la circulación en el interior de la 
República de toda clase de efectos, cualquiera que sea su procedencia. […]” 



140 DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

266. De lo previsto en los numerales que anteceden se advierten facultades exclusivas de la Federación 
para gravar sobre aquellas actividades o bienes. Luego, a fin de determinar las facultades prohibidas 
para los Estados debe atenderse a los artículos 117 y 118 de la Constitución Federal. 

267. El artículo 117 establece que los Estados no pueden, en ningún caso, gravar el tránsito de personas o 
cosas que atraviesen su territorio; prohibir ni gravar directa ni indirectamente la entrada a su territorio, 
ni la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera; gravar la circulación ni el consumo de 
efectos nacionales o extranjeros, con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas 
locales; expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen diferencias de 
impuestos por razón de la procedencia de mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que esta 
diferencia se establezca respecto de la producción similar de la localidad, o ya entre producciones 
semejantes de distinta procedencia; ni gravar la producción, el acopio o la venta del tabaco en rama, 
en forma distinta o con cuotas mayores de las que el Congreso de la Unión autorice.52 

268. Por su parte, el artículo 118 prevé que los estados no pueden, sin consentimiento del Congreso de la 
Unión, establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puertos, ni imponer contribuciones o 
derechos sobre importaciones o exportaciones.53 

269. Hasta aquí se tiene que los artículos 73, fracción VII, 117, 118 y 124 de la Constitución Federal deben 
ser interpretados en forma armónica, de manera que no puede concluirse que corresponda en 
exclusiva al Congreso de la Unión establecer contribuciones, si éstas en términos del artículo 31, 
fracción IV, de la propia Constitución, se encuentran encaminadas a sufragar gastos públicos, tanto de 
la Federación, como de las entidades federativas y municipios. 

270. De ahí que cada uno de esos órdenes de gobierno, dentro de sus respectivas competencias, se 
encuentran facultados para establecer y hacer efectivos los gravámenes que sean necesarios para 
cubrir las erogaciones señaladas en su presupuesto, siempre que no se trate de las expresamente 
exclusivas para la Federación, de las prohibidas para las entidades federativas o de las reservadas 
para éstas. 

271. Así, con base en la anterior división de facultades tributarias, se advierte que, si la creación de los 
“impuestos ecológicos” no se ubica en el rubro de competencia federal tributaria ni en el relativo a la 
prohibición expresa a la potestad tributaria de los Estados, entonces, se trata de una atribución que 
ejercen tanto la Federación como los Estados. 

272. En consecuencia, los Estados, como es el caso de Michoacán, pueden imponer o establecer los 
llamados “impuestos ecológicos”, sin que ello implique, por sí mismo, una invasión a la esfera de 
competencias tributaras que a nivel constitucional se le conceden a la Federación. 

273. Una vez expuesto lo anterior, se observa que dentro del conjunto de normas que los diputados actores 
impugnan en su demanda, se encuentran los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Michoacán de Ocampo, los cuales a la letra establecen: 

“Capítulo V. 

De los impuestos ecológicos. 

Sección I 

Generalidades 

Artículo 32. Los Impuestos ecológicos constituyen figuras impositivas que tienen 
como finalidad recaudar recursos para sufragar el gasto público, y al mismo tiempo 
incentiven cambios en la conducta de los sujetos obligados para que favorezcan al 
medio ambiente y a la salud pública. 

                                                 
52 “Artículo 117. Los Estados no pueden, en ningún caso: […] 
IV. Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio. 
V. Prohibir ni gravar directa ni indirectamente la entrada a su territorio, ni la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera. 
VI. Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o extranjeros, con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas 
locales, requiera inspección o registro de bultos o exija documentación que acompañe la mercancía. 
VII. Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen diferencias de impues (sic DOF 05-02-1917) o requisitos por 
razón de la procedencia de mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que esta diferencia se establezca respecto de la producción similar 
de la localidad, o ya entre producciones semejantes de distinta procedencia. 
[…] 
IX. Gravar la producción, el acopio o la venta del tabaco en rama, en forma distinta o con cuotas mayores de las que el Congreso de la Unión 
autorice. 
El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas dictarán, desde luego, leyes encaminadas a combatir el alcoholismo.” 
53 “Artículo 118. Tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la Unión: 
I. Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puertos, ni imponer contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones. […]” 
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De ninguna forma el pago de los impuestos ecológicos, constituye una excepción al 
cumplimiento de las disposiciones administrativas en materia ambiental, por lo que el 
sujeto obligado al pago de las contribuciones materia del presente capítulo, deberá 
también dar pleno cumplimiento a las mismas y su incumplimiento será sancionado 
conforme a la disposición que infrinja. 

Artículo 33. Para efectos de este Capítulo serán aplicables de manera supletoria la 
Ley Ambiental para el Desarrollo Sustentable del Estado de Michoacán de Ocampo y 
demás disposiciones vigentes en el Estado en materia de derecho al medio 
ambiente, que no sean contrarias a las disposiciones en materia fiscal.” 

274. Por su parte, de la exposición de motivos del ordenamiento legal referido se pueden observar los 
siguientes pronunciamientos por parte del legislador estatal: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Durante el ejercicio fiscal 2019 y anteriores, era obligatorio prever tanto en la Ley de 
Ingresos del ejercicio de que se tratara, como en la Ley de Hacienda del Estado de 
Michoacán de Ocampo, las tasas, cuotas y tarifas de las contribuciones respecto de 
las cuales el Estado obtendría los ingresos del ejercicio, en atención a la reforma de 
que fue objeto el artículo 8, fracción II, inciso b) de la Ley de Planeación Hacendaria, 
Presupuesto, Gasto Público y Contabilidad Gubernamental del Estado de Michoacán 
de Ocampo, para el presente ejercicio fiscal, no es obligatorio que la Ley de Ingresos 
del Ejercicio 2020, prevea los citados elementos de la contribución, debiéndose 
hacer cualquier ajuste únicamente en la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán 
de Ocampo, al ser este ordenamiento el que contiene, entre otros ingresos, las 
contribuciones con los elementos que las componen. 

En ese sentido, para el ejercicio fiscal 2020, en materia de impuestos se adicionan 
los de carácter ecológico, mismos que ya habían sido parte de la propuesta de Ley 
de Ingresos y Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo para el 
ejercicio fiscal 2019, los cuales se componen por el Impuesto por Remediación 
Ambiental en la Extracción de Materiales; de la Emisión de Gases a la Atmosfera; de 
la Emisión de Contaminantes al Suelo, Subsuelo y Agua, así como del Impuesto al 
Deposito o Almacenamiento de Residuos. 

Cabe señalar, que a diferencia del ejercicio fiscal 2019, para el ejercicio 2020, se 
tiene la certeza jurídica de que el establecimiento de los impuestos ecológicos no 
invade el ámbito de competencia de la federación, y su composición jurídica cumple 
con los principios de Legalidad, Equidad y Proporcionalidad, previstos en el artículo 
31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo 
anterior conforme a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
Controversia Constitucional 56/2017. 

En el Estado de Michoacán también se impugnó el establecimiento de dichos 
impuestos, teniendo resultados favorables, ya que en todos los casos se negó el 
amparo o se sobreseyó. 

No obstante lo anterior, se consideraron diversas inquietudes y cuestionamientos de 
los sujetos obligados al pago de los impuestos, realizándose algunos ajustes que 
permitirán tener una mejor comprensión y facilidad en el cumplimiento de la 
obligación de pago. 

Asimismo, se reincorporan los impuestos cedulares, únicamente respecto de los 
ingresos de personas físicas por la prestación de servicios profesionales y por la 
realización de actividades empresariales, a la tasa del 2%. No se omite señalar que 
los sujetos de los impuestos cedulares pueden deducir los mismos en términos de lo 
previsto en el artículo 103, fracción VII de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por lo 
que la carga tributaria no resulta gravosa para las personas físicas. 

Con el establecimiento de los impuestos antes señalados se busca obtener Ingresos 
propios, que nos permitan atender al gasto público en los diversos conceptos que lo 
integran y fortalecer las finanzas públicas, reduciendo la inestabilidad que generan 
los recortes o reducciones presupuestales de las aportaciones y participaciones 
federales. […] Énfasis agregado. 
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275. De lo anterior se sigue que el Estado de Michoacán emitió los artículos 32 y 33 impugnados en 
ejercicio de su facultad tributaria, estableciendo de manera concreta los objetivos y finalidades que se 
pretenden impulsar con los ingresos que se obtengan con los denominados “impuestos ecológicos”; sin 
que con tal previsión y el señalamiento del régimen legal supletorio se advierta alguna invasión a la 
esfera de competencias tributarias de la Federación. De ahí que deba reconocerse la validez de dichos 
preceptos.54 

276. Por cuanto hace al diseño normativo del Impuesto por Remediación Ambiental en la Extracción de 
Materiales previsto en los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda impugnada, tenemos que dichos 
preceptos establecen lo siguiente: 

SECCIÓN II 

DEL IMPUESTO POR REMEDIACIÓN AMBIENTAL EN 
LA EXTRACCIÓN DE MATERIALES 

DEL OBJETO 

Artículo 34. Es objeto de este impuesto la extracción del suelo y subsuelo de 
materiales que constituyan depósitos de igual naturaleza a los componentes de los 
terrenos, aún y cuando constituyan vetas, mantos o yacimientos tales como: arcillas, 
arena, caliza, cantera, grava, filtro, rocas, piedras, material en greña, tezontle, sello y 
en general cualquier material pétreo con independencia de su nombre o clasificación. 

Para efectos de este artículo la extracción deberá realizarse por medio de trabajos a 
cielo abierto en el territorio del Estado. 

En ningún momento se considerarán objeto de este impuesto los minerales o 
sustancias a que hace referencia el artículo 4° de la Ley Minera. 

Para efectos de este artículo se entiende como, agregado pétreo además de los 
mencionados en el párrafo primero del presente artículo aquellos materiales que 
provienen de la roca, de la piedra, de un peñasco; que habitualmente se encuentran 
en forma de bloques, losetas o fragmentos de distintos tamaños, principalmente  
en la naturaleza. 

DE LOS SUJETOS 

Artículo 35. Son sujetos del pago de este impuesto las personas físicas, morales o 
unidades económicas que dentro del territorio del Estado extraigan del suelo y 
subsuelo materiales que constituyan depósitos de igual o semejante naturaleza a los 
componentes del terreno, tales como los señalados en este capítulo como agregados 
pétreos. 

No se consideran sujetos del impuesto los intermediarios que adquieran del sujeto 
obligado los materiales, esto es, no es un impuesto trasladable. 

En el supuesto de que los sujetos obligados sean los ejidos, los adquirentes del 
material se constituirán en retenedores del impuesto y se obligarán a enterarlo en la 
época de pago previsto para tal efecto. 

DE LA BASE 

Artículo 36. La base del impuesto lo constituye el volumen de metros cúbicos de 
material efectivamente extraído del suelo y subsuelo que constituyan depósitos de 
igual o semejante naturaleza a los componentes del terreno; como lo es el agregado 
pétreo. 

Esto es, no se considera como volumen sujeto al pago del presente impuesto, los 
componentes que se extraigan conjuntamente con el material gravado. 

Para determinar el tipo y volumen de material extraído se podrá tomar como base las 
autorizaciones emitidas por las autoridades ambientales en la manifestación de 
impacto ambiental, estudio geológico o licencia de aprovechamiento de material 
pétreo no reservado a la federación. 

                                                 
54 Similares consideraciones sostuvo este Tribunal Pleno al resolver, en la parte relativa, la controversia constitucional 56/2017 el once de 
febrero de dos mil diecinueve, por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea. El Señor Ministro Aguilar 
Morales votó en contra. 
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DE LA TASA 

Artículo 37. Se aplicará a cada metro cúbico extraído, la tasa del 3 por ciento sobre 
el monto total de su enajenación, sin considerar impuestos. 

Se considera que el material extraído es el tipo de material manifestado por el 
permisionario, aprobado por la autoridad ambiental competente. 

DEL PAGO 

Artículo 38. Se genera el impuesto al configurarse el objeto materia del mismo 
previsto en el artículo 34 de esta Ley, esto es al momento de realizarse la extracción 
del material gravado, sin embargo la época de pago de dicho impuesto será a más 
tardar el día 17 del mes siguiente al que se facture el volumen extraído, mediante 
declaración que presentarán en las formas y medios autorizados por la Secretaría de 
Finanzas y Administración, conforme lo dispuesto en el Código Fiscal del Estado de 
Michoacán de Ocampo y esta Ley. 

Los contribuyentes deberán proporcionar la información que se les solicite en las 
formas que al efecto apruebe la Secretaría. 

En el supuesto de que durante un ejercicio fiscal no exista facturación el volumen 
extraído se determinará conforme a bitácoras, licencias, permisos y demás 
instrumentos que permitan determinar la extracción del producto. 

DE LAS OBLIGACIONES 

Artículo 39. Son obligaciones de los contribuyentes de este impuesto, además de las 
establecidas en el Código Fiscal del Estado de Michoacán de Ocampo, las 
siguientes: 

I. Las personas físicas y morales o unidades económicas que para efecto de 
impuestos federales tengan su domicilio fiscal en otras entidades, pero que realicen 
las actividades a que se refiere este capítulo, deberán registrar como domicilio fiscal 
estatal, el lugar en donde se originen sus actos; 

II. Presentar las declaraciones del impuesto y enterar y pagar el impuesto 
correspondiente en la forma y los términos previstos en esta sección; 

III. Registrarse o empadronarse en la oficina recaudadora que corresponda al lugar 
de la ubicación de los terrenos explotados; 

IV. Llevar un libro de registros de extracción en el que se hará constar diariamente la 
cantidad en metros cúbicos de material que se extraiga del suelo y subsuelo y 
deberán tener los siguientes campos: 

a) Fecha. 

b) Material. 

c) Metros cúbicos extraídos. 

d) Material almacenado. 

e) Salida del material almacenado del predio. 

De llevar el registro diario de los datos que han quedado señalados en la bitácora de 
explotación de material pétreo requerida por la autoridad ambiental, el libro de 
registro diario podrá suplirse por dicha bitácora. 

V. Presentar los avisos, datos, documentos e informes que les soliciten las 
autoridades fiscales en relación con este impuesto, dentro de los plazos y en los 
lugares señalados al efecto; 

VI. Poner a disposición de las autoridades competentes, para los efectos del ejercicio 
de sus facultades de comprobación, los informes, documentos, registros y 
comprobantes que le sean solicitados, en relación con la determinación y pago de 
este impuesto, así como del resto de las obligaciones a su cargo en términos del 
presente Capítulo; y, 

VII. Las demás que señale la Ley y los ordenamientos fiscales aplicables.” 
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277. Como se observa, el objeto del impuesto es la extracción del suelo y subsuelo de materiales que 
constituyan depósitos de igual naturaleza a los componentes de los terrenos, aun y cuando constituyan 
vetas, mantos o yacimientos tales como: arcillas, arena, caliza, cantera, grava, filtro, rocas, piedras, 
material en greña, tezontle, sello y en general cualquier material pétreo con independencia de su 
nombre o clasificación. 

278. A su vez, la minoría parlamentaría actora indica que el diseño de esa contribución invade las 
competencias federales, relativas a establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y exploración 
de los recursos naturales. Sin embargo, este Tribunal Pleno considera que no existe la invasión de 
competencias aludida y para demostrarlo conviene dar cuenta con lo dispuesto por el artículo 73, 
fracción XXIX, numeral 2, de la Constitución Federal, mismo que a la letra dispone: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

… 

XXIX. Para establecer contribuciones: 

… 

2º. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos 
en los párrafos 4º y 5º del artículo 27. 

279. Como se observa, la Ley Fundamental confiere de manera exclusiva a la Federación la competencia 
para establecer las contribuciones sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales 
comprendidos en los párrafos 4º y 5º del artículo 27 de la propia Constitución Federal, los que, a su 
vez, establecen: 

Artículo 27. (…) 

Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la 
plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; de todos los minerales o 
substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya 
naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales 
de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los 
yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas 
directamente por las aguas marinas; los productos derivados de la descomposición 
de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos 
minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; 
los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógeno 
sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la 
extensión y términos que fije el Derecho Internacional. 

Son propiedad de la Nación las aguas de los mares territoriales en la extensión y 
términos que fije el Derecho Internacional; las aguas marinas interiores; las de las 
lagunas y esteros que se comuniquen permanente o intermitentemente con el mar; 
las de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente a 
corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el 
punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, intermitentes o 
torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de 
propiedad nacional; las de las corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes 
directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de 
ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando 
pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República; la de 
los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzadas por líneas 
divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, o cuando el 
límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la República 
con un país vecino; las de los manantiales que broten en las playas, zonas 
marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad 
nacional, y las que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los 
lagos y corrientes interiores en la extensión que fija la ley. Las aguas del subsuelo 
pueden ser libremente alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el 
dueño del terreno, pero cuando lo exija el interés público o se afecten otros 
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aprovechamientos, el Ejecutivo Federal podrá reglamentar su extracción y utilización 
y aún establecer zonas vedadas, al igual que para las demás aguas de propiedad 
nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la enumeración anterior, se 
considerarán como parte integrante de la propiedad de los terrenos por los que 
corran o en los que se encuentren sus depósitos, pero si se localizaren en dos o más 
predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública, y 
quedará sujeto a las disposiciones que dicten las entidades federativas. 

280. Al respecto, este Pleno destaca que la cláusula relativa al dominio directo de la Nación sobre todos los 
minerales o substancias que, en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya 
naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, es un mandato que fue introducido 
desde el texto original de la Constitución Política de mil novecientos diecisiete y que hasta el día de 
hoy ha permanecido en sus términos. 

281. En este sentido, no debe perderse de vista que la fracción XXIX del artículo 73 de la Ley Fundamental 
indica que corresponde al Congreso de la Unión establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y 
explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4 y 5 del artículo 27. 

282. Sobre esta fracción, debe decirse que su texto original fue introducido por reforma constitucional de 
veinticuatro de octubre de mil novecientos cuarenta y dos, en cuyo proceso legislativo se indicó que 
dicha regulación tenía su fundamento en el fortalecimiento de ciertos sectores industriales de gran 
relevancia para el país, como fueron el sector comercial, minero, petrolero y tabacalero, reservando la 
facultad de establecer contribuciones exclusivamente a la Federación, evitando con ello la doble 
tributación por parte de los Estados, así como las diferencias tributarias a las que podían estar sujetas 
dichas industrias derivado de la autonomía de cada entidad federativa. 

283. De lo anterior se sigue que la competencia exclusiva de la Federación para establecer contribuciones 
vinculadas con la minería, está referida al aprovechamiento y explotación de todos los minerales o 
substancias que, en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza 
sea distinta de los componentes de los terrenos, facultad que deriva del texto original de nuestra 
Constitución General y que al día de hoy ha permanecido en sus mismos términos. 

284. Sin embargo, la delimitación de este ámbito competencial tributario en favor de la Federación obliga a 
preguntarnos ¿cuáles son estos minerales o sustancias que, en vetas, mantos, masas o yacimientos, 
constituyen depósitos de naturaleza distinta a los componentes del terreno a los que se refiere la 
materia minera? 

285. El propio artículo 27 hace una primera enumeración, al establecer que serán considerados como tales: 
i) los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; ii) los 
yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas 
marinas; iii) los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación 
necesite trabajos subterráneos; iv) los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de 
ser utilizadas como fertilizantes; v) los combustibles minerales sólidos; vi) el petróleo; y vii) todos los 
carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos. 

286. Además, ya que, en el diseño del impuesto a la remediación ambiental en la extracción de materiales, 
el legislador de Michoacán se refirió expresamente a la Ley Minera, al indicar que en ningún momento 
formarían parte del objeto de dicho impuesto los minerales o sustancias previstos en el artículo 4 de 
ese ordenamiento federal, se vuelve indispensable hacer referencia a esa legislación, tal y como se 
hizo en la controversia constitucional 56/2017. 

287. Sobre el particular tenemos que, el Congreso de la Unión expidió la Ley Minera, reglamentaria en la 
materia del artículo 27, párrafo cuarto, de la Constitución General, cuyo artículo 4 establece 
expresamente los minerales o sustancias que constituyen depósitos distintos de los componentes del 
terreno. Dicho precepto establece a la letra lo siguiente: 

Artículo 4°. Son minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos 
constituyen depósitos distintos de los componentes de los terrenos los siguientes: 

I. Minerales o sustancias de los que se extraigan antimonio, arsénico, bario, berilio, 
bismuto, boro, bromo, cadmio, cesio, cobalto, cobre, cromo, escandio, estaño, 
estroncio, flúor, fósforo, galio, germanio, hafnio, hierro, indio, iridio, itrio, lantánidos, 
litio, magnesio, manganeso, mercurio, molibdeno, niobio, níquel, oro, osmio, paladio, 
plata, platino, plomo, potasio, renio, rodio, rubidio, rutenio, selenio, sodio, talio, 
tantalio, telurio, titanio, tungsteno, vanadio, zinc, zirconio y yodo; 
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II. Minerales o grupos de minerales de uso industrial siguientes: actinolita, alumbre, 
alunita, amosita, andalucita, anhidrita, antofilita, azufre, barita, bauxita, biotita, 
bloedita, boemita, boratos, brucita, carnalita, celestita, cianita, cordierita, corindón, 
crisotilo, crocidolita, cromita, cuarzo, dolomita, epsomita, estaurolita, flogopita, 
fosfatos, fluorita, glaserita, glauberita, grafito, granates, halita, hidromagnesita, 
kainita, kieserita, langbeinita, magnesita, micas, mirabilita, mulita, muscovita, 
nitratina, olivinos, palygorskita, pirofilita, polihalita, sepiolita, silimanita, silvita, talco, 
taquidrita, tenardita, tremolita, trona, vermiculita, witherita, wollastonita, yeso, zeolitas 
y zircón; 

II. BIS. Diatomita; 

III. (Derogada, Diario Oficial de la Federación 28 de abril de 2005) 

IV. Piedras preciosas: agua marina, alejandrina, amatista, amazonita, aventurina, 
berilo, crisoberilo, crocidolita, diamante, dioptasa, epidota, escapolita, esmeralda, 
espinel, espodumena, jadeita, kuncita, lapislázuli, malaquita, morganita, olivino, 
ópalo, riebeckita, rubí, sodalita, tanzanita, topacio, turmalina, turquesa, vesubianita y 
zafiro; 

V. Sal gema; 

VI. Los productos derivados de la descomposición de las rocas cuando su 
explotación necesite trabajos subterráneos, como las arcillas en todas su variedades, 
tales como el caolín y las montmorillonitas, al igual que las arenas de cuarzo, 
feldespatos y plagioclasas; 

VII. Las materias minerales u orgánicas siguientes, susceptibles de ser utilizadas 
como fertilizantes: apatita, colófano, fosfosiderita, francolita, variscita, wavelita y 
guano; 

VIII. El carbón mineral en todas sus variedades; 

IX. Los demás que determine el Ejecutivo Federal, mediante decreto que será 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, atendiendo a su uso industrial debido 
al desarrollo de nuevas tecnologías, a su cotización en los mercados internacionales 
o a la necesidad de promover la explotación racional y la preservación de los 
recursos no renovables en beneficio de la sociedad. 

Quienes estén realizando la exploración o explotación de los minerales o sustancias 
a que se refiere la fracción IX anterior, con base en las disposiciones del derecho 
común, tendrán derecho preferente para obtener la concesión minera 
correspondiente, siempre que la soliciten en los términos de esta Ley y su 
Reglamento. 

288. De lo anterior se sigue que sobre dichos recursos la Nación tiene un dominio directo y que corresponde 
a la Federación la regulación de su aprovechamiento a través de la reglamentación de la actividad 
minera; ¿en qué consiste esta actividad? La propia legislación en sus artículos 2 y 3 nos brindan una 
respuesta al disponer lo siguiente: 

Artículo 2°. Se sujetarán a las disposiciones de esta Ley, la exploración, 
explotación, y beneficio de los minerales o sustancias que en vetas, mantos, 
masas o yacimientos constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los 
componentes de los terrenos, así como de las salinas formadas directamente por las 
aguas marinas provenientes de mares actuales, superficial o subterráneamente, de 
modo natural o artificial y de las sales y subproductos de éstas. 

Artículo 3º. Para los efectos de la presente Ley se entiende por: 

I. Exploración: Las obras y trabajos realizados en el terreno con el objeto de 
identificar depósitos de minerales o sustancias, al igual que de cuantificar y 
evaluar las reservas económicamente aprovechables que contengan; 
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II. Explotación: Las obras y trabajos destinados a la preparación y desarrollo del 
área que comprende el depósito mineral, así como los encaminados a 
desprender y extraer los productos minerales o sustancias existentes en el 
mismo, y 

III. Beneficio: Los trabajos para preparación, tratamiento, fundición de primera mano 
y refinación de productos minerales, en cualquiera de sus fases, con el propósito de 
recuperar u obtener minerales o sustancias, al igual que de elevar la 
concentración y pureza de sus contenidos. 

289. Finalmente, el artículo 5º de la Ley Minera establece qué recursos quedan fuera de la reglamentación 
que impone dicha legislación, en los siguientes términos: 

Artículo 5º. Se exceptúan de la aplicación de la presente Ley: 

I. El petróleo y los demás hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, que se 
encuentren en el subsuelo; 

II. Los minerales radiactivos; 

III. Las sustancias contenidas en suspensión o disolución por aguas subterráneas, 
siempre que no provengan de un depósito mineral distinto de los componentes de los 
terrenos; 

IV. Las rocas o los productos de su descomposición que sólo puedan utilizarse para 
la fabricación de materiales de construcción o se destinen a este fin; 

V. Los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su 
explotación se realice por medio de trabajos a cielo abierto, y 

VI. La sal que provenga de salinas formadas en cuencas endorréicas. 

290. La reseña de estos preceptos pone en evidencia que la legislación reglamentaria del artículo 27, cuarto 
párrafo, de nuestra Constitución Federal define no solo los recursos o sustancias sobre los cuales 
recae el régimen constitucional del que se ha venido hablando, sino que además precisa de manera 
puntual lo que se entiende por la actividad minera, misma que se desarrolla sobre estos recursos o 
sustancias y respecto de la cual la Federación tiene la facultad exclusiva para su reglamentación. 

291. En consecuencia, este Tribunal Pleno concluye que a las Entidades Federativas no corresponde la 
facultad tributaria sobre los recursos que enumeran los artículos 27, párrafo cuarto, de la Constitución 
Federal y 4 de la Ley Minera -con exclusión de los referidos en el artículo 5 de dicha legislación-, y que 
esencialmente abarca las actividades consistentes en la exploración, explotación, y beneficio de 
tales recursos, en los términos de los artículos 2 y 3 de la propia Ley reglamentaria. 

292. La pregunta que surge entonces es ¿con qué facultades tributarias sí cuenta el Estado de Michoacán? 

293. Para responder es necesario no perder de vista que de manera general a partir de lo dispuesto en el 
artículo 124 de la Constitución Federal,55 se ha entendido que la competencia de las Entidades 
Federativas y de la Ciudad de México, salvo mandato constitucional en sentido distinto, se entienden 
reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias. 

294. Visto de esa manera y atendiendo a lo establecido en el párrafo cuarto del artículo 27 y al numeral 2º 
de la fracción XXIX del artículo 73, ambos de la Constitución General, resulta que si a la Federación 
corresponde la facultad exclusiva de establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y explotación 
de los recursos minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan 
depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, a contrario sensu 
debe considerarse entonces que los Estados cuentan con facultades para legislar sobre el 
aprovechamiento de los recursos naturales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, 
constituyan depósitos de igual naturaleza de los componentes de los terrenos. ¿Cuáles son 
éstos? Lógicamente todos aquellos que no estén incluidos en la numeración del artículo 27, párrafo 
cuarto, de la Constitución General, ni en aquellos que enlista el artículo 4 de la Ley Minera. 

                                                 
55 “Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias. 
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295. Así, este Tribunal Pleno arriba a la conclusión de que el objeto del impuesto se encuentra dentro del 
ámbito competencial tributario concurrente para las Entidades Federativas, porque la legislación estatal 
establece como supuesto normativo para la causación del impuesto, la extracción del suelo y subsuelo 
de materiales que constituyan depósitos de igual naturaleza a los componentes de los terrenos, lo 
que permite sostener que dicha contribución no está dirigida a gravar la extracción de los recursos a 
que se refieren los artículos 27, párrafo cuarto, de la Constitución General, y 2º y 4º de la Ley Minera, 
ya que estos últimos se refieren a todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o 
yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los 
terrenos. 

296. Además, de la numeración de recursos que el sistema normativo impugnado de la Ley de Hacienda del 
Estado de Michoacán considera que constituyen depósitos de igual naturaleza a los componentes de 
los terrenos, no se advierte que alguno de ellos esté contemplado en el listado previsto en el párrafo 
cuarto del artículo 27 constitucional,56 ni en aquel previsto en el artículo 4º de la Ley Minera, por lo que 
sobre este aspecto tampoco se advierte que el Congreso de Michoacán se hubiera extralimitado en el 
ejercicio de sus facultades. 

297. Sin que a lo anterior obste que el artículo 34 de la Ley de Hacienda en cuestión contempla las arcillas 
en el diseño del objeto del impuesto a la remediación ambiental en la extracción de materiales, pues 
aun y cuando a primera vista se trata de recursos previstos en el artículo 4º, fracción VI, de la Ley 
Minera, lo cierto es que el objeto del impuesto de la ley local se encuentra fuera del ámbito reservado a 
la Federación. 

298. Para fundamentar esta conclusión es necesario remitirnos nuevamente al párrafo cuarto del artículo 27 
constitucional, mismo que señala como directriz general que corresponde a la Nación el dominio sobre 
todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos 
cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, para después hacer un listado de 
aquellos recursos que se consideran dentro de este supuesto general, contemplando a los productos 
derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos 
subterráneos, lo que significa que este tipo de productos forman parte de la actividad minera, respecto 
de la cual la Federación tiene una competencia exclusiva. 

299. Por su parte, el artículo 4º, fracción VI, de la Ley Minera, referido expresamente por el Legislador del 
Estado de Michoacán en la normativa impugnada, establece lo siguiente: 

Artículo 4°. Son minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos 
constituyen depósitos distintos de los componentes de los terrenos los siguientes: 

(…) 

VI. Los productos derivados de la descomposición de las rocas cuando su 
explotación necesite trabajos subterráneos, como las arcillas en todas sus 
variedades, tales como el caolín y las montmorillonitas, al igual que las arenas de 
cuarzo, feldespatos y plagioclasas; 

300. De la lectura del texto transcrito se puede advertir que la Ley Reglamentaria dispone exactamente la 
misma regla establecida por el artículo 27 de la Constitución Federal, en tanto considera como 
minerales o sustancias que constituyen depósitos distintos de los componentes de los terrenos, a los 
productos derivados de la descomposición de las rocas, como las arcillas, el caolín y las 
montmorillonitas, cuando su explotación requiera de trabajos subterráneos. Complementa esta 
regla, lo dispuesto en el artículo 5 de dicha Ley Reglamentaria, en cuanto señala: 

Artículo 5º. Se exceptúan de la aplicación de la presente Ley: 

(…) 

V. Los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su 
explotación se realice por medio de trabajos a cielo abierto, y 

(…) 

                                                 
56 “Artículo 27. 
(…) 
Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; 
de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los 
componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los 
yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; los productos 
derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u 
orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los 
carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el 
Derecho Internacional (…)”. 
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301. Entendido así el ámbito competencial reservado a la Federación, es posible sostener que la referencia 
a las arcillas que hace el artículo 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, no entra dentro 
de dicho ámbito, pues de la lectura integral de sus dos primeros párrafos se puede advertir que el 
impuesto grava la extracción del suelo y subsuelo de materiales que constituyan depósitos de igual 
naturaleza a los componentes de los terrenos, incluyendo las arcillas, siempre y cuando su 
extracción se lleve a cabo por medio de trabajos a cielo abierto, lo que significa que la 
configuración normativa del impuesto se encuentra situada fuera de las competencias reservadas a la 
Federación. 

302. Lo anterior se confirma aún más por lo dispuesto en el tercer párrafo del propio artículo 34 de la Ley 
impugnada, en tanto establece que en ningún momento se considerarán objeto de ese impuesto los 
minerales o sustancias a que hace referencia el artículo 4º de la Ley Minera. De ahí lo infundado del 
planteamiento sobre la incompetencia del Congreso de Michoacán para establecer el impuesto a la 
remediación ambiental por la extracción de materiales. 

303. Finalmente, este Pleno procede al análisis de los argumentos contenidos en el concepto de invalidez 
único de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, así como en el tercer concepto de invalidez 
de los diputados actores, inherentes a que el diseño normativo del impuesto a la remediación 
ambiental por la extracción de materiales en la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán vulnera los 
principios de proporcionalidad tributaria, legalidad y seguridad jurídica. 

304. Al respecto, durante la discusión del proyecto de sentencia presentado a consideración del Tribunal 
Pleno, no se lograron consideraciones mayoritarias, pero sí una mayoría de ocho votos para 
declarar la invalidez de los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán. 

305. En efecto, en la sesión de ocho de diciembre de dos mil veinte, se presentó una propuesta en el 
sentido de reconocer la validez de los artículos referidos mismos que regulan el impuesto a la 
remediación ambiental por la extracción de materiales. Sin embargo, ello no fue compartido por la 
mayoría de ministros, ya que para algunos el Congreso local no tenía competencia para establecer 
específicamente ese impuesto, mientras que, para otros, la contribución en cuestión en realidad 
implicaba la previsión de una sanción, o bien, no era eficiente para el cumplimiento de su finalidad 
ambiental. 

306. De igual forma, hubo quienes se pronunciaron por la inconstitucionalidad del impuesto en cuestión 
porque no guardaba congruencia entre la base gravable del impuesto en estudio y su tasa aplicable, en 
detrimento del principio de seguridad jurídica. 

307. Sobre esto último, conviene apuntar que el principio de seguridad jurídica reconocido en el artículo 16 
de la Constitución Federal ha sido conceptualizado por este Alto Tribunal en el sentido de que las 
normas jurídicas deben ser ciertas y claras y que, en materia tributaria, dicho principio no debe 
entenderse en el sentido de que la ley debe señalar de manera especial y precisa un procedimiento 
para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los contribuyentes, 
sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer los derechos de estos últimos y para 
que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades.57 

308. Ahora bien, para examinar la conformidad o no del impuesto en estudio respecto del principio de 
seguridad jurídica, conviene hacer referencia a los diversos elementos que integran dicha contribución, 
mismos que en forma ilustrativa son los siguientes: 

Impuesto por remediación ambiental en la extracción de 
materiales de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán 

Objeto 

Art. 34 

La extracción del suelo y subsuelo de materiales que constituyan depósitos de 
igual naturaleza a los componentes de los terrenos, aún y cuando constituyan 
vetas, mantos o yacimientos tales como: arcillas, arena, caliza, cantera, grava, 
filtro, rocas, piedras, material en greña, tezontle, sello y en general cualquier 
material pétreo con independencia de su nombre o clasificación.  

                                                 
57 Véase la jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.), de rubro: “SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE”. 
Consultable en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, enero de 2013, tomo 1, página 437 y 
registro 2002649. En igual sentido, véase la jurisprudencia 2a./J. 144/2006, que esta Primera Sala comparte, de rubro: “GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES”. Consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo 
XXIV, octubre de 2006, página 351 y registro 174094. 
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Sujetos 

Art. 35 

Las personas físicas, morales o unidades económicas que dentro del territorio del 
Estado de Michoacán extraigan del suelo y subsuelo materiales que constituyan 
depósitos de igual o semejante naturaleza a los componentes del terreno.  

Base gravable 

Art. 36 

El volumen de metros cúbicos de material efectivamente extraído del suelo y 
subsuelo que constituyan depósitos de igual o semejante naturaleza a los 
componentes del terreno. 

Tasa 

Art. 37 

Se aplica a cada metro cúbico extraído, la tasa del 3 por ciento sobre el monto 
total de su enajenación, sin considerar impuestos. 

Época de pago 

Art. 38 

A más tardar el día 17 del mes siguiente al que se facture el volumen extraído. En 
el supuesto de que durante un ejercicio fiscal no exista facturación el volumen 
extraído se determinará conforme a bitácoras, licencias, permisos y demás 
instrumentos que permitan determinar la extracción del producto. 

 

309. Del esquema que antecede se observa una discrepancia entre la base gravable del impuesto que se 
examina y la tasa aplicable, pues mientras la primera está construida bajo la premisa de gravar el 
volumen de metros cúbicos extraídos del suelo y subsuelo que constituyan depósitos de igual o 
semejante naturaleza a los componentes del terreno, la tasa está construida a la luz de un elemento 
exógeno a la actividad extractiva, como lo es el valor total de la enajenación del material extraído, al 
ser justo el tres por ciento de ese valor el que debe aplicarse como cuota por cada metro cubico de 
material extraído. 

310. Lo anterior propicia una franca violación del principio de seguridad jurídica, al propiciar una 
discrepancia entre dos elementos esenciales del impuesto en estudio (base gravable y tasa) que 
propicia la arbitrariedad en su aplicación, máxime que al sujetar la tasa al valor de enajenación del 
material extraído, se incorpora al impuesto un elemento que nada tiene que ver con la finalidad del 
impuesto en estudio, es decir, propiciar la mejora de los procesos productivos a fin de paliar los efectos 
nocivos en el medio ambiente llevados a cabo por la actividad extractiva. 

311. La incongruencia observada se hace más evidente al constatar que, como bien informa la Comisión 
actora, el legislador local vinculó la aplicación de la tasa a un elemento incierto como lo es la 
enajenación del material extraído, lo cual presupone, injustificadamente, que dicho material 
necesariamente debe ser vendido, lo cual distorsiona hasta el objeto del impuesto, mismo que 
pretende sujetar al pago de la contribución a quienes realicen una actividad extractiva de los materiales 
previstos en el artículo 34 de la Ley de Hacienda impugnada, al margen de que enajenen o no el 
material respectivo. 

312. Sin que obste a lo anterior que el artículo 38 de la legislación de referencia indica que el impuesto se 
genera desde el momento mismo de realizar la extracción de materiales gravados, en los siguientes 
términos: 

Artículo 38. Se genera el impuesto al configurarse el objeto materia del mismo 
previsto en el artículo 34 de esta Ley, esto es al momento de realizarse la 
extracción del material gravado, sin embargo la época de pago de dicho impuesto 
será a más tardar el día 17 del mes siguiente al que se facture el volumen extraído, 
mediante declaración que presentarán en las formas y medios autorizados por la 
Secretaría de Finanzas y Administración, conforme lo dispuesto en el Código Fiscal 
del Estado de Michoacán de Ocampo y esta Ley. 

Los contribuyentes deberán proporcionar la información que se les solicite en las 
formas que al efecto apruebe la Secretaría. 

En el supuesto de que durante un ejercicio fiscal no exista facturación el 
volumen extraído se determinará conforme a bitácoras, licencias, permisos y 
demás instrumentos que permitan determinar la extracción del producto. 
(Énfasis agregado). 
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313. Como se observa, el legislador local pretendió especificar que el impuesto en estudio se causa desde 
el momento de que se lleva a cabo la actividad extractiva. Sin embargo, la época de pago del impuesto 
fue diseñada para efectuarse a más tardar el día 17 del mes siguiente al que se facture el volumen 
extraído, lo cual presupone la enajenación del material respectivo, con lo cual no se salva la distorsión 
entre la base gravable y la tasa aplicable. 

314. Además, es cierto que en el mismo artículo 38 referido se indicó que, si durante un ejercicio fiscal no 
existió facturación, entonces “el volumen extraído se determinará conforme a bitácoras, licencias, 
permisos y demás instrumentos que permitan determinar la extracción del producto”. Sin 
embargo, dicha disposición tampoco es compatible con el principio de seguridad jurídica, pues no 
delimita qué valor deberá tenerse en cuenta para obtener la tasa aplicable, es decir, no señala si 
deberá atenderse al valor comercial que podría tener el material extractivo en el mercado, o si el tres 
por ciento que debe aplicarse a cada metro cúbico de material extraído debe atender a algún otro 
parámetro, lo cual permitiría la aplicación arbitraria de la tasa en aquellos supuestos en que el producto 
extraído no haya sido enajenado ni facturado. 

315. Derivado de lo anterior, los contribuyentes no tienen certeza en cuanto al margen de acción con el cual 
cuenta la autoridad fiscal para determinar el impuesto por remediación ambiental en la extracción de 
materiales, precisamente por la distorsión que provoca haber incluido en la tasa de ese impuesto un 
elemento exógeno a la actividad extractiva, como lo es el valor total de la enajenación del material 
extraído. 

316. En consecuencia, y atendiendo a que durante la discusión del asunto no se obtuvieron consideraciones 
mayoritarias, pero si una conclusión común en cuanto a la inconstitucionalidad del impuesto de 
referencia, misma que se avaló por ocho votos, este Tribunal Pleno considera viable declarar la 
invalidez de los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán. 

VIII. DECISIÓN Y EFECTOS 

317. Dadas las conclusiones alcanzadas y con fundamento en los artículos 73 y 41, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, debe precisarse que: 

 Atendiendo al tema I de fondo de la presente resolución, se debe reconocer la validez de los 
artículos 1 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio 
Fiscal del año 2020. 

 Atendiendo al tema de fondo II, en su primera parte, se debe reconocer la validez de los artículos 
32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo. 

 Atendiendo al tema II de fondo, en su última parte, se debe declarar la invalidez de los artículos 
34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de Ocampo. 

318. Finalmente, la invalidez de las disposiciones precisadas con anterioridad surtirá efectos a partir de la 
notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Michoacán de 
Ocampo. 

319. En consecuencia, este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente acción de 
inconstitucionalidad y su acumulada. 

SEGUNDO. Se sobresee en la acción de inconstitucionalidad 99/2020 respecto de los artículos del 7 al 
26 y 28 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del Año 2020, 
expedida mediante el Decreto Número 315, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el 
treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve, como se precisa en el apartado VI de esta decisión. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 1 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del Año 2020, expedida mediante el Decreto Número 315, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil 
diecinueve, así como la de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, reformados 
mediante el Decreto Número 314, publicado en dicho medio de difusión oficial y fecha, de conformidad con el 
apartado VII de esta determinación. 
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CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos del 34 al 39 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Michoacán, reformados mediante el Decreto Número 314, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad 
federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve, la cual surtirá sus efectos a partir de la 
notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, en términos de la 
parte final de esta ejecutoria. 

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Michoacán de Ocampo, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medios electrónicos y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los apartados I, II, III, IV y V relativos, respectivamente, a los antecedentes, al trámite, a la 
competencia, a la oportunidad y a la legitimación. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
apartado VI, relativo a las causas de improcedencia, consistente en declarar infundada la causa de 
improcedencia hecha valer por el Poder Ejecutivo del Estado, atinente a que los artículos 1, 26 y 27 de la Ley 
de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del Año 2020 no son normas 
generales. El señor Ministro Franco González Salas votó en contra. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Ríos Farjat, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo a las causas de 
improcedencia, consistente en sobreseer en la acción de inconstitucionalidad 99/2020 respecto de los 
artículos del 7 al 25 y 28 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal 
del Año 2020, expedida mediante el Decreto Número 315, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. La señora Ministra y los señores Ministros 
Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Piña Hernández votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa apartándose del criterio del cambio normativo, Franco González Salas, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo apartándose del criterio del cambio normativo, Piña Hernández apartándose 
del criterio del cambio normativo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea, respecto del apartado VI, relativo a las causas de improcedencia, consistente en sobreseer en la 
acción de inconstitucionalidad 99/2020 respecto del artículo 26 de la Ley de Ingresos del Estado de 
Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del Año 2020, expedida mediante el Decreto Número 315, 
publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil 
diecinueve. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena votó en contra. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de 
fondo, en su tema I, denominado “Violaciones al proceso legislativo que dio origen a la Ley de Ingresos del 
Estado de Michoacán de Ocampo para el Ejercicio Fiscal 2020”, consistente en reconocer la validez del 
procedimiento legislativo que culminó en el Decreto Número 315, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve, así como reconocer la validez de los 
artículos 1 y 27 de la Ley de Ingresos del Estado de Michoacán de Ocampo, para el Ejercicio Fiscal del Año 
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2020, expedida mediante el referido decreto. El señor Ministro González Alcántara Carrancá y la señora 
Ministra Piña Hernández votaron en contra y anunciaron sendos votos particulares. El señor Ministro Laynez 
Potisek anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Pardo Rebolledo separándose de algunas 
consideraciones, Piña Hernández separándose de algunas consideraciones, Ríos Farjat y Laynez Potisek, 
respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su tema II, denominado “Análisis sobre la 
constitucionalidad del impuesto ecológico por remediación ambiental en la extracción de materiales”, 
consistente en reconocer la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, 
reformados mediante el Decreto Número 314, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. Los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar 
Morales, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor Ministro Gutiérrez 
Ortiz Mena anunció voto concurrente. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto 
particular. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Esquivel 
Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su tema II, 
denominado “Análisis sobre la constitucionalidad del impuesto ecológico por remediación ambiental en la 
extracción de materiales”, consistente en declarar la invalidez de los artículos del 34 al 39 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Michoacán, reformados mediante el Decreto Número 314, publicado en el periódico 
oficial de dicha entidad federativa el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve. Los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá y Pardo Rebolledo separándose de algunas 
consideraciones votaron en contra. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto particular. El señor 
Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del apartado VIII, relativo a la decisión, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez 
decretada surta sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso 
del Estado de Michoacán de Ocampo. 

En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos que 
autoriza y da fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ministro Ponente, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos,  
Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de sesenta y seis fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 
inconstitucionalidad 99/2020 y su acumulada 100/2020, promovidas por diputados integrantes de la 
Septuagésima Cuarta Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo y por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en su sesión del ocho de 
diciembre de dos mil veinte. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR Y CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 
EN RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 99/2020 Y SU ACUMULADA 100/2020 

En sesión celebrada el ocho de diciembre de dos mil veinte, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte 
Justicia de la Nación, al resolver las acciones de inconstitucionalidad citadas al rubro, concretamente, en el 
apartado VII, relativo al estudio de fondo, en relación con el Tema II, denominado “Análisis de 
constitucionalidad del impuesto ecológico por remediación ambiental en la extracción de materiales”, 
determinó, por un lado, reconocer la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del  
Estado de Michoacán de Ocampo; y, por otro, declarar la invalidez de los diversos numerales 34 a 39  
de ese ordenamiento. 

A continuación, me permitiré manifestar a manera de voto particular los motivos por los que estimé que, 
contrario al criterio mayoritario, los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán de 
Ocampo resultaban inconstitucionales y, posteriormente, como voto concurrente, las razones distintas por 
las cuales voté por la invalidez de los artículos 34 a 39 del mismo ordenamiento. 

En primer término, respetuosamente no estoy de acuerdo con la posición mayoritaria de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, por cuanto determinó que la creación de los impuestos ecológicos no se ubica 
en el rubro de competencia federal tributaria ni en el relativo a la prohibición expresa a la potestad tributaria de 
los Estados, pues se trata de una atribución que ejercen tanto la Federación como los Estados, por tanto, se 
consideró que el Estado de Michoacán emitió los artículos 32 y 33 impugnados en ejercicio de su facultad 
tributaria, estableciendo en ellos los objetivos y finalidades que se pretenden impulsar con tales ingresos, sin 
invadir a la esfera de competencias tributarias de la Federación, por lo que debía reconocerse su validez. 

Lo anterior porque considero que el legislador local no tiene facultades para establecer —al menos en la 
redacción en que lo hace la entidad— los impuestos ambientales. 

Al respecto, considero importante mencionar que este Alto Tribunal ha construido, desde hace varios 
años, un sistema complejo de competencias en materia tributaria en el que no existe una delimitación radical 
entre la competencia federal y la local. En esta tesitura, se ha estimado que las reglas competenciales en 
materia impositiva surgen a partir de la interpretación sistemática de los artículos 73, fracciones VII y XXIX, 
117, 118 y 124 de la Constitución Federal. 

De este modo, para delimitar si las entidades federativas tienen potestad tributaria en una determinada 
materia, este modelo de distribución de competencias tiene como presupuesto la existencia de un hecho 
imponible sobre el cual el legislador establece un gravamen. 

Así, de conformidad con el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, es obligación de los 
mexicanos contribuir para los gastos públicos de todos los órdenes de gobierno de manera proporcional y 
equitativa. Esta obligación, sin embargo, no permite a la autoridad imponer arbitrariamente contribuciones. 

Por el contrario, el Tribunal Pleno ha sostenido que para determinar si una contribución cumple con el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, referido, es necesario atender a 
la naturaleza del tributo a fin de conocer la forma como se manifiesta y modifica la capacidad contributiva. 

El sistema tributario cumple una función social prioritaria en un Estado democrático, pues es a partir de las 
contribuciones de la ciudadanía como se forma la Hacienda Pública que servirá para satisfacer las 
necesidades de todas las personas que habitamos en este País. 

Precisamente, para cumplir esta importante función recaudatoria, el sistema tributario debe acercarse, en 
todo lo posible, a la capacidad contributiva real de las personas, para lo cual es indispensable que el 
gravamen atienda a la base imponible entendida como la magnitud dineraria que resulta de la medición o 
valoración del hecho imponible. 

La capacidad contributiva se manifiesta habitualmente en dos formas: la directa, por la cual los impuestos 
son soportados por personas que perciben o son propietarias de una renta o patrimonio, y su capacidad se 
refleja en el momento en que se genera dicha renta; y la indirecta, en la cual los impuestos gravan la 
circulación de bienes y consumo, en los que la capacidad contributiva nace una vez que las personas 
obtienen una capacidad económica y hacen uso de ella para adquirir bienes y servicios. 

Dicha capacidad contributiva no se refleja únicamente en la existencia de una manifestación de riqueza, ya 
que es posible establecer una contribución que grave hechos que no generen riqueza o que resulten 
improductivos. 

En efecto, es posible reconocer una manifestación de riqueza a partir de elementos patrimoniales, por 
ejemplo, la posesión, la tenencia, el aprovechamiento de un bien, el disfrute de un servicio individualizado, el 
beneficio asociado a una obra pública, entre otros. 

Sin embargo, la finalidad primordial de las contribuciones no radica en la remediación ambiental o en 
establecer un mecanismo indemnizatorio que sancione a quien contamine. 
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Siguiendo este orden, estimo que los “impuestos ambientales” establecidos en la Ley de Hacienda del 
Estado de Michoacán de Ocampo no permiten identificar plenamente un hecho imponible ni una manifestación 
de riqueza, de manera que no coincido con la afirmación de que existe una competencia concurrente entre la 
Federación y los estados para establecer impuestos ecológicos. 

En este orden de ideas, con base en las consideraciones antes referidas, me permito disentir del criterio 
mayoritario en cuanto a la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Michoacán. 

En diverso aspecto, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó —también 
por mayoría— declarar la invalidez de los artículos 34 a 39 de la ley impugnada, por estimarlos contrarios al 
principio de seguridad jurídica, al observarse una discrepancia entre dos elementos esenciales del impuesto 
(base gravable y tasa), pues mientras que la primera está construida bajo la premisa de gravar el volumen de 
metros cúbicos extraídos del suelo y subsuelo que constituyan depósitos de igual o semejante naturaleza a 
los componentes del terreno, la tasa está determinada a la luz de un elemento exógeno a la actividad 
extractiva, como lo es el valor total de la enajenación del material extraído, ya que es justo un porcentaje de 
ese valor el que debe aplicarse como cuota por cada metro cubico de material extraído. 

Si bien estuve a favor de declarar la invalidez de las normas mencionadas, estimo que la 
inconstitucionalidad de éstas se actualiza por razones distintas, las cuales me permito exponer a 
continuación. 

Como ya lo mencioné, la finalidad primordial de las contribuciones no radica en la remediación ambiental o 
en establecer un mecanismo indemnizatorio que sancione a quien contamine. 

Más aun, el Congreso Local no busca alcanzar un objetivo eminentemente recaudatorio, sino que 
pretende dar a esa contribución un fin extrafiscal consistente en la preservación y protección del medio 
ambiente y la salud pública. 

Estos fines de protección ambiental son totalmente legítimos, incluso loables. Sin embargo, la vía tributaria 
no es la adecuada para tutelarlos. A mi juicio, a pesar de que el legislador local lo denomine “impuesto 
ambiental”, lo que en realidad hace es prever una sanción a la persona que contamine. 

En esta tesitura, si la contribución se destinará a un fin de remediación ambiental, lo que el legislador de 
Michoacán está realizando es imponer un gravamen a quien contamine. No obstante, el pago de impuestos se 
justifica cuando el contribuyente obtiene una renta que modifica su patrimonio, o bien, cuando realizan 
consumos o usan bienes, pero no por los resultados ilícitos de los que sean responsables, ya que de esto se 
ocupan las sanciones. 

Si bien reconozco que la preservación del medio ambiente es una finalidad legítima, considero que este 
“impuesto ambiental” en realidad entraña una sanción administrativa que rompe con los principios del Derecho 
tributario. Asimismo, me parece que esa sanción no superaría los estándares del debido proceso ni del 
derecho administrativo sancionador, en tanto que se trataría, en su caso, de una sanción que no cumple con 
los principios de taxatividad, proporcionalidad ni la garantía de audiencia de las personas a quienes se 
aplicarían. 

De esta manera, los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán forman parte de un 
sistema —para mí, sancionatorio— que tiene como finalidad imponer un costo económico a quienes 
contaminen. En este sentido, considero que las normas cuestionadas no regulan un impuesto, sino una 
sanción, en consecuencia, si no se trata de un impuesto, desde mi punto de vista, todo el sistema resulta 
inconstitucional. 

Por tanto, si bien comparto que los artículos impugnados deben invalidarse, considero que su 
inconstitucionalidad deriva de que, so pretexto de perseguir un fin extrafiscal para proteger el medio ambiente, 
establecen vía tributaria una sanción administrativa dirigida a quien contamine. 

Ministro Luis María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 
Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cuatro fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular y concurrente formulado por el señor 
Ministro Luis María Aguilar Morales, en relación con la sentencia de ocho de diciembre de dos mil veinte, 
dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 99/2020 y su acumulada 
100/2020, promovidas por diputados integrantes de la Septuagésima Cuarta Legislatura del Congreso del 
Estado de Michoacán de Ocampo y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la 
finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos 
mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR Y CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO 
DE LARREA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 99/2020 Y SU ACUMULADA 100/2020, PROMOVIDAS POR 
LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA SEPTUAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE MICHOACÁN Y LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

En sesión pública celebrada el ocho de diciembre de dos mil veinte, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 99/2020 y su acumulada 100/2020, en la 
cual reconoció la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, que 
establecen cuestiones generales sobre los “impuestos ecológicos”, y declaró la invalidez de los artículos 34 a 
39 de la misma Ley, los cuales regulaban el llamado impuesto de remediación ambiental por extracción de 
materiales del suelo. 

Presento este voto, ya que, si bien estoy de acuerdo con la declaración de invalidez de los artículos 34 a 
39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, sostengo consideraciones diferentes a la del resto de las 
Ministras y Ministros. Por otra parte, no comparto el reconocimiento de validez de los artículos 32 y 33 de la 
Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, ya que derivado de la invalidez de los artículos 34 a 39, estos 
preceptos quedarían sin efecto alguno. 

I. Voto concurrente sobre la declaración de invalidez de los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda 
del Estado de Morelos 

El Pleno declaró la invalidez del llamado impuesto por remediación ambiental en la extracción de 
materiales, establecido en los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán.1 

                                                 
1 Ley de Hacienda de Michoacán 
Artículo 34. Es objeto de este impuesto la extracción del suelo y subsuelo de materiales que constituyan depósitos de igual naturaleza a los 
componentes de los terrenos, aún y cuando constituyan vetas, mantos o yacimientos tales como: arcillas, arena, caliza, cantera, grava, filtro, 
rocas, piedras, material en greña, tezontle, sello y en general cualquier material pétreo con independencia de su nombre o clasificación. 
Para efectos de este artículo la extracción deberá realizarse por medio de trabajos a cielo abierto en el territorio del Estado. 
En ningún momento se considerarán objeto de este impuesto los minerales o sustancias a que hace referencia el artículo 4° de la Ley Minera. 
Para efectos de este artículo se entiende como, agregado pétreo además de los mencionados en el párrafo primero del presente artículo 
aquellos materiales que provienen de la roca, de la piedra, de un peñasco; que habitualmente se encuentran en forma de bloques, losetas o 
fragmentos de distintos tamaños, principalmente en la naturaleza. 
Artículo 35. Son sujetos del pago de este impuesto las personas físicas, morales o unidades económicas que dentro del territorio del Estado 
extraigan del suelo y subsuelo materiales que constituyan depósitos de igual o semejante naturaleza a los componentes del terreno, tales 
como los señalados en este capítulo como agregados pétreos. 
No se consideran sujetos del impuesto los intermediarios que adquieran del sujeto obligado los materiales, esto es, no es un impuesto 
trasladable.  
En el supuesto de que los sujetos obligados sean los ejidos, los adquirentes del material se constituirán en retenedores del impuesto y se 
obligarán a enterarlo en la época de pago previsto para tal efecto. 
Artículo 36. La base del impuesto lo constituye el volumen de metros cúbicos de material efectivamente extraído del suelo y subsuelo que 
constituyan depósitos de igual o semejante naturaleza a los componentes del terreno; como lo es el agregado pétreo. 
Esto es, no se considera como volumen sujeto al pago del presente impuesto, los componentes que se extraigan conjuntamente con el 
material gravado. Para determinar el tipo y volumen de material extraído se podrá tomar como base las autorizaciones emitidas por las 
autoridades ambientales en la manifestación de impacto ambiental, estudio geológico o licencia de aprovechamiento de material pétreo no 
reservado a la federación. 
Se considera que el material extraído es el tipo de material manifestado por el permisionario, aprobado por la autoridad ambiental 
competente. 
Artículo 37. Se aplicará a cada metro cúbico extraído, la tasa del 3 por ciento sobre el monto total de su enajenación, sin considerar 
impuestos. 
Artículo 38 Se genera el impuesto al configurarse el objeto materia del mismo previsto en el artículo 34 de esta Ley, esto es al momento de 
realizarse la extracción del material gravado, sin embargo la época de pago de dicho impuesto será a más tardar el día 17 del mes siguiente 
al que se facture el volumen extraído, mediante declaración que presentarán en las formas y medios autorizados por la Secretaría de 
Finanzas y Administración, conforme lo dispuesto en el Código Fiscal del Estado de Michoacán de Ocampo y esta Ley.  
Los contribuyentes deberán proporcionar la información que se les solicite en las formas que al efecto apruebe la Secretaría.  
En el supuesto de que durante un ejercicio fiscal no exista facturación el volumen extraído se determinará conforme a bitácoras, licencias, 
permisos y demás instrumentos que permitan determinar la extracción del producto. 
Artículo 39. Son obligaciones de los contribuyentes de este impuesto, además de las establecidas en el Código Fiscal del Estado de 
Michoacán de Ocampo, las siguientes: 
I. Las personas físicas y morales o unidades económicas que para efecto de impuestos federales tengan su domicilio fiscal en otras 
entidades, pero que realicen las actividades a que se refiere este capítulo, deberán registrar como domicilio fiscal estatal, el lugar en donde se 
originen sus actos; 
II. Presentar las declaraciones del impuesto y enterar y pagar el impuesto correspondiente en la forma y los términos previstos en esta 
sección; III. Registrarse o empadronarse en la oficina recaudadora que corresponda al lugar de la ubicación de los terrenos explotados; 
IV. Llevar un libro de registros de extracción en el que se hará constar diariamente la cantidad en metros cúbicos de material que se extraiga 
del suelo y subsuelo y deberán tener los siguientes campos: 
a) Fecha. 
b) Material. 
c) Metros cúbicos extraídos. 
d) Material almacenado. 
e) Salida del material almacenado del predio. 
De llevar el registro diario de los datos que han quedado señalados en la bitácora de explotación de material pétreo requerida por la autoridad 
ambiental, el libro de registro 
diario podrá suplirse por dicha bitácora. 
V. Presentar los avisos, datos, documentos e informes que 
les soliciten las autoridades fiscales en relación con este impuesto, dentro de los plazos y en los lugares señalados al efecto; 
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Sin embargo, como lo señala la propia sentencia2, no hubo consideraciones mayoritarias para sustentar 
esta invalidez. Mientras que para algunos Ministros y Ministras la invalidez del “impuesto” derivó de que el 
Congreso local no tiene competencia para establecer este tributo en particular —postura que comparto—, 
otros Ministros señalaron que el tributo en realidad implicaba una sanción; que no era eficiente para cumplir 
con su finalidad consistente en proteger el medio ambiente; o bien, que existía una falta de congruencia entre 
los elementos que lo configuraban. 

Debido a la pluralidad de razones manifestadas por la mayoría del Pleno, considero importante exponer 
las razones por las cuáles voté por la inconstitucionalidad de los artículos. 

Desde mi punto de vista, el llamado: “impuesto de remediación ambiental por extracción de materiales” 
grava el aprovechamiento de bienes del dominio público que son competencia exclusiva de la 
Federación, tal como lo expresé en mi voto particular en la CC 56/2017.3 

A mi parecer, los artículos 34 a 39 de la Ley de Hacienda del Estado de Michoacán, que regulan el 
“impuesto por remediación ambiental en la extracción de materiales del suelo”, son inconstitucionales porque 
transgreden los artículos 73, fracciones VII y XXIX, 117, fracciones IV, V, VI, VII, VIII y IX, 118, fracción I, 122 
y 124 constitucionales, que constituyen el marco de distribución de potestades tributarias entre la Federación 
y las Entidades Federativas. 

En efecto, el artículo 73, fracción XXIX constitucional,4 señala que el Congreso de la Unión tiene 
facultades para establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y la explotación de los recursos naturales 
comprendidos en los párrafos cuarto y quinto del diverso 27 de la propia Constitución.5 

Específicamente, dicho precepto establece que corresponde a la Nación el dominio directo sobre: i) todos 
los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; ii) todos los 
minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza 
sea distinta de los componentes de los terrenos; iii) los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y 
las salinas formadas directamente por las aguas marinas; iv) los productos derivados de la descomposición 
de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; v) los yacimientos minerales u orgánicos 
de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; vi) los combustibles minerales sólidos; vii) el 
petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y, viii) el espacio situado sobre el 
territorio nacional. 

Al respecto, el Tribunal Pleno ha interpretado6 que la competencia de la Federación contenida en la 
fracción XXIX del artículo 73 constitucional se limita a la extracción de materiales cuando sean de distinta 
naturaleza a los componentes de los terrenos, por lo que la competencia de los Estados puede configurarse 
respecto de materiales de igual naturaleza. 

                                                                                                                                                     
VI. Poner a disposición de las autoridades competentes, para los efectos del ejercicio de sus facultades de comprobación, los informes, 
documentos, registros y comprobantes que le sean solicitados, en relación con la determinación y pago de este impuesto, así como del resto 
de las obligaciones a su cargo en términos del presente Capítulo; y, 
VII. Las demás que señale la Ley y los ordenamientos fiscales aplicables 
2 Párrafo 304 de la sentencia: “Al respecto, durante la discusión del proyecto de sentencia presentado a consideración del Tribunal Pleno, no 
se lograron consideraciones mayoritarias, pero sí una mayoría de ocho votos para declarar la invalidez de los artículos 34 a 39 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Michoacán.” 
3 Resuelta, en este tema, por mayoría de 6 votos en sesión de Pleno de 11 de febrero de 2019, bajo la ponencia de la Ministra Piña 
4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  
Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
[…] 
XXIX. Para establecer contribuciones: 
1º.- Sobre el comercio exterior; 
2º.- Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4º y 5º del artículo 27 […] 
5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 27. […] 
Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; 
de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los 
componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos 
de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; los productos derivados de la 
descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u orgánicos de materias 
susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, 
líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional […] 
6 Controversia constitucional 56/2017, resuelta, en este tema, por mayoría de seis votos en sesión de Pleno de once de febrero de dos mil 
diecinueve, bajo la ponencia de la Ministra Piña Hernández. Acción de Inconstitucionalidad 107/2020, resuelta, en este tema, por mayoría de 
seis votos en sesión de trece de octubre de dos mil veinte. 
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Ahora bien, el “impuesto de remediación ambiental” impugnado parece compatible con la Constitución 

General, pues en su artículo 34 dispone lo siguiente: “Es objeto de este impuesto la extracción del suelo y 

subsuelo de materiales que constituyan depósitos de igual naturaleza a los componentes del terreno”. No 

obstante, tal como lo expresé en el voto particular en la controversia constitucional 56/2017,7 esta distinción es 

solamente un subterfugio para burlar la competencia de la Federación contenida en artículo 73 constitucional.8 

En efecto, si atendemos a la naturaleza de la actividad extractiva que se grava en este tributo, existe una 

relación indisoluble entre la explotación de materiales cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los 

terrenos, y de materiales cuya naturaleza es igual, toda vez que, en esa etapa del proceso extractivo, los 

trabajos no distinguen entre uno u otro sino que se limitan a extraer dichos recursos sin hacer distinciones. 

Por lo tanto, la precisión que hace el artículo 34 impugnado con el fin de “salvar” la competencia de la 

Federación resulta ineficaz. 

Adicionalmente, el artículo 34 impugnado comprende materiales distintos del terreno como las arcillas y la 

arena;9 y se refiere de forma genérica a las piedras, dentro de las cuales se pueden incluir las llamadas 

piedras preciosas; todos estos materiales están contemplados en el artículo 27 constitucional y por lo tanto 

forman parte de la competencia exclusiva de la Federación.10 

Por lo demás, el hecho de que el artículo 34 impugnado señale que la forma de extraer los recursos será 

mediante trabajos a cielo abierto, es también un intento por evadir la competencia exclusiva de la Federación, 

ya que ni la Constitución General,11 ni la Ley Federal de Derechos12 establecen esa distinción, y por lo tanto 

no limitan los recursos de la Federación a trabajos subterráneos, (salvo que sean productos derivados de la 

descomposición de las rocas).13 

Por último, no debe pasar desapercibido que la Ley Minera no forma parte del parámetro de regularidad 

constitucional, ya que no es un ordenamiento que distribuya potestades tributarias, por lo que no se puede 

respaldar la validez de la norma en función de este ordenamiento. 

En definitiva, el parámetro constitucional aplicable es el contenido en los artículos 73, fracciones VII y 

XXIX, 117, fracciones IV, V, VI, VII, VIII y IX, 118, fracción I, 122 y 124 constitucionales, que constituyen el 

marco de distribución de potestades tributarias entre la Federación y las Entidades Federativas. Frente a 

dicho parámetro, el “impuesto de remediación ambiental” previsto en la Ley de Hacienda de Michoacán es 

claramente inconstitucional. 

Como consecuencia de lo anterior, también son inconstitucionales los artículos 35 a 39 de la Ley de 

Hacienda de Michoacán, pues únicamente prevén los elementos restantes del tributo en cuestión. 

                                                 
7 Resuelta, en este tema, por mayoría de seis votos en sesión de Pleno de once de febrero de dos mil diecinueve, bajo la ponencia de la 
Ministra Piña Hernández. 
8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 73.- […] 
XXIX. Para establecer contribuciones: […] 
2º.- Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4º y 5º del artículo 27 […] 
9 Ley de Hacienda de Michoacán  
ARTÍCULO 34. Es objeto de este impuesto la extracción del suelo y subsuelo de materiales que constituyan depósitos de igual naturaleza a 
los componentes de los terrenos, aún y cuando constituyan vetas, mantos o yacimientos tales como: arcillas, arena, caliza, cantera, grava, 
filtro, rocas, piedras, material en greña, tezontle, sello y en general cualquier material pétreo con independencia de su nombre o clasificación. 
Para efectos de este artículo la extracción deberá realizarse por medio de trabajos a cielo abierto en el territorio del Estado. 
En ningún momento se considerarán objeto de este impuesto los minerales o sustancias a que hace referencia el artículo 4° de la Ley Minera. 
Para efectos de este artículo se entiende como, agregado pétreo además de los mencionados en el párrafo primero del presente artículo 
aquellos materiales que provienen de la roca, de la piedra, de un peñasco; que habitualmente se encuentran en forma de bloques, losetas o 
fragmentos de distintos tamaños, principalmente en la naturaleza. 
10 Constitución General 
Artículo 27 […] Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos 
submarinos de las islas; de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya 
naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados 
en la industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; los 
productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u 
orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de 
hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el Derecho 
Internacional […] 
11 Artículos 73, fracción XXIX, numeral2, y 27, cuarto párrafo. 
12 Artículo 236 de la Ley Federal de Derechos 
13 Artículo 27 de la Constitución General […] los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite 
trabajos subterráneos; […] 
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II. Voto particular sobre la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de 

Michoacán 

La sentencia reconoce la validez de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda del Estado de 

Michoacán,14 ya que el Estado de Michoacán los emitió en ejercicio de su facultad tributaria, estableciendo los 

objetivos y finalidades que se pretenden impulsar con los ingresos que se obtengan de los denominados 

“impuestos ecológicos”. De acuerdo con la sentencia mayoritaria, esta previsión no invade la esfera de 

competencias tributarias de la Federación. 

Aunque comparto que las entidades federativas cuentan con facultades para imponer tributos ambientales, 

considero que no existen razones para mantener la vigencia de los artículos 32 y 33 de la Ley de Hacienda de 

Michoacán, ya que únicamente proporcionan un marco normativo al impuesto de remediación ambiental que 

se invalidó, por lo que después de la decisión adoptada por el Pleno resultan letra muerta en el sistema 

tributario local. 

En efecto, los artículos 32 y 33 establecen las generalidades de los “impuestos ambientales” —su 

definición, su finalidad y la aplicación supletoria de leyes relativas en materia ambiental—. De la lectura 

integral de la Ley de Hacienda de Michoacán se desprende que el único “impuesto ambiental” existente era el 

de remediación ambiental en la extracción de materiales, que el Pleno invalidó en esta resolución.15 

Por lo tanto, como consecuencia de la decisión adoptada por el Tribunal Pleno, los artículos 32 y 33 

pierden cualquier relevancia práctica. Ambos preceptos permanecerán en la ley como un marco “conceptual” 

que carece de cualquier efecto normativo; un “cascarón vacío” que no se refiere a tributo alguno. Por esa 

razón, era preferible entender estos preceptos como parte integral del sistema de normas que regulaban el 

llamado impuesto de remediación ambiental y, por lo tanto, también declarar su invalidez. 

* * * 

En suma, los artículos 34 a 39 que establecen el “impuesto por remediación ambiental en la extracción de 

materiales del suelo” son inconstitucionales, ya que invaden la competencia exclusiva de la Federación para 

establecer este tipo de tributos. Derivado de lo anterior, considero que también debió declararse la invalidez 

de los artículos 32 y 33 ya que, si bien concuerdo con que fueron emitidos dentro de las facultades del 

Congreso local, su texto es letra muerta dentro de la Ley de Hacienda de Michoacán porque no subsiste otro 

tributo de esa naturaleza. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cinco fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular y concurrente formulado por el señor 

Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia de ocho de diciembre de dos 

mil veinte, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 99/2020  su 

acumulada 100/2020, promovidas por diputados integrantes de la Septuagésima Cuarta Legislatura del 

Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 

certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de 

mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

                                                 
14 Ley de Hacienda de Michoacán 
Artículo 32. Los Impuestos ecológicos constituyen figuras impositivas que tienen como finalidad recaudar recursos para sufragar el gasto 
público, y al mismo tiempo incentiven cambios en la conducta de los sujetos obligados para que favorezcan al medio ambiente y a la salud 
pública. 
De ninguna forma el pago de los impuestos ecológicos, constituye una excepción al cumplimiento de las disposiciones administrativas en 
materia ambiental, por lo que el sujeto obligado al pago de las contribuciones materia del presente capítulo, deberá también dar pleno 
cumplimiento a las mismas y su incumplimiento será sancionado conforme a la disposición que infrinja. 
Artículo 33 Para efectos de este Capítulo serán aplicables de manera supletoria la Ley Ambiental para el Desarrollo Sustentable del Estado 
de Michoacán de Ocampo y demás disposiciones vigentes en el Estado en materia de derecho al medio ambiente, que no sean contrarias a 
las disposiciones en materia fiscal. 
15 Efectivamente, los legisladores locales mediante decreto de doce de junio de dos mil diecinueve derogaron las otras contribuciones 
ambientales, a saber, el impuesto por la emisión de gases a la atmósfera (que estaba establecido en los artículos 40 a 45); por la emisión de 
contaminantes (artículos 46 a 52); y por el depósito o almacenamiento de residuos (artículos 54 a 60). 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
INFORMACIÓN relativa a los ingresos, egresos, saldos y destino de los Fideicomisos en los que participa el 
Consejo de la Judicatura Federal, en cumplimiento a lo que establece el artículo 772 del Acuerdo General del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa del 
propio Consejo, así como lo señalado en el artículo 12 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal. 

INFORMACIÓN RELATIVA A LOS INGRESOS, EGRESOS, SALDOS Y DESTINO DE LOS FIDEICOMISOS EN LOS 
QUE PARTICIPA EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN CUMPLIMIENTO A LO QUE ESTABLECE EL 
ARTÍCULO 772 DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE 
ESTABLECE LAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DEL PROPIO CONSEJO, ASÍ 
COMO LO SEÑALADO EN EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD 
HACENDARIA. 

Movimientos del 31 de marzo de 2021 al 30 de junio de 2021 

Fideicomisos 
Saldos al 31 de marzo 

de 2021 
Aportaciones 1 Ingresos 2 Egresos 3 

Saldos al 30 de 

junio de 2021 

80692-Fideicomiso pensiones 

complementarias de Magistrados 

y Jueces Jubilados. 

$4,149,065,927.37 $0.00 $ 38,056,176.06 $ 8,977,349.47 $4,178,144,753.96

80693-Fideicomiso para el 

mantenimiento de casas 

habitación de Magistrados y 

Jueces.4 

$ 51,688,428.81 $ 5,907,644.30 $ 779,543.90 $ 4,409,135.19 $ 53,966,481.82

80694-Fideicomiso de apoyos 

médicos complementarios y de 

apoyo económico extraordinario 

para los servidores públicos del 

Poder Judicial de la Federación, 

con excepción de los de la 

Suprema Corte de Justicia de la 

Nación.5
 

$ 63,993,761.02 $ 45,200.00 $ 640,506.11 $ 1,167,398.84 $ 63,512,068.29

80695-Fideicomiso para el 

Desarrollo de Infraestructura que 

implementa las Reformas 

Constitucionales en Materia de 

Justicia Federal.6
 

$3,791,681,224.47 $0.00 $ 37,716,538.70 $ 188,371,573.59 $3,641,026,189.58

 

Nota: El destino de los Fideicomisos corresponde al de su denominación. 

 ______________________________  

1 Corresponden a aquellas aportaciones que se realizan de conformidad con los Acuerdos Generales 
que rigen a cada uno de los fideicomisos del Consejo de la Judicatura Federal. 

2 Corresponde a ingresos por recuperación, penalización, indemnización, rendimientos y devolución de 
pago en exceso. 

3 Son aquellos egresos para la propia operación y fin por el cual fueron creados, así como servicios 
bancarios (honorarios pagados al fiduciario y/o comisiones). 

4 Se financia con fondos de carácter privado, producto de las aportaciones a través de descuentos por 
vía nómina que se efectúan a los Magistrados y Jueces. 

5 Fideicomiso en el que participan como fideicomitentes el Consejo de la Judicatura Federal y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

6 Los egresos se componen por los pagos realizados por contratos de obra, supervisión y servicios de 
obra, así como servicios bancarios (honorarios pagados al fiduciario). 

Ciudad de México, a 14 de julio de 2021.- El Director General de Programación, Presupuesto y Tesorería, 
Licenciado César Javier Campa Campos.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA 

EXTRANJERA PAGADERAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco 
de México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $20.1812 M.N. (veinte pesos con un mil ochocientos doce diezmilésimos 
moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco 
de México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su 
Circular 3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) 
a plazos de 28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.5140 y 4.5822 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer S.A., Banco Santander S.A., Banco Nacional de México 
S.A., Banco Invex S.A., Banco Credit Suisse (México), S.A., Banco Azteca S.A. y ScotiaBank Inverlat S.A. 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco 
de México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su 
Circular 3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil 
bancario en moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 4.30 por ciento. 

Ciudad de México, a 21 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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VALOR de la unidad de inversión. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

VALOR DE LA UNIDAD DE INVERSIÓN 

El Banco de México, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo tercero del Decreto que establece las 

obligaciones que podrán denominarse en unidades de inversión y reforma y adiciona diversas disposiciones 

del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Impuesto sobre la Renta; con fundamento en los artículos 

8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de México, y según lo previsto en el artículo 20 Ter del referido 

Código, da a conocer el valor en pesos de la Unidad de Inversión, para los días 26 de julio a 10 de agosto 

de 2021. 

FECHA 

Valor  

(Pesos) 

26-julio-2021 6.861446 

27-julio-2021 6.863016 

28-julio-2021 6.864587 

29-julio-2021 6.866158 

30-julio-2021 6.867730 

31-julio-2021 6.869301 

01-agosto-2021 6.870874 

02-agosto-2021 6.872446 

03-agosto-2021 6.874019 

04-agosto-2021 6.875592 

05-agosto-2021 6.877166 

06-agosto-2021 6.878740 

07-agosto-2021 6.880314 

08-agosto-2021 6.881889 

09-agosto-2021 6.883464 

10-agosto-2021 6.885040 

 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Análisis sobre Precios, 
Economía Regional e Información, Dra. Alejandrina Salcedo Cisneros.- Rúbrica.- Gerente de Asuntos 
Jurídicos Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica. 

 

AVISO AL PÚBLICO 
 
A los usuarios de esta sección se les informa que las cuotas por derechos de publicación son las siguientes: 

ESPACIO COSTO 

2/8 $ 4,340.00 

4/8 $ 8,680.00 

8/8 $ 17,360.00 
 
Los pagos por concepto de derecho de publicación únicamente son vigentes durante el ejercicio fiscal en que 
fueron generados, por lo que no podrán presentarse comprobantes de pago realizados en 2020 o anteriores 
para solicitar la prestación de un servicio en 2021. 
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INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
ACUERDO mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica los Lineamientos que 
establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos de 
Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

ACUERDO MEDIANTE EL CUAL EL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES MODIFICA 

LOS LINEAMIENTOS QUE ESTABLECEN EL PROTOCOLO DE ALERTA COMÚN CONFORME AL LINEAMIENTO 

CUADRAGÉSIMO NOVENO DE LOS LINEAMIENTOS DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD 

Y JUSTICIA. 

Antecedentes 

Primero.- El 2 de diciembre de 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (en lo sucesivo, el 
“DOF”) el Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones (en lo sucesivo, 
el “Pleno del Instituto”) expide los “Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia y 
modifica el plan técnico fundamental de numeración, publicado el 21 de junio de 1996”, los cuales establecen 
en el Capítulo IX “Del número único armonizado a nivel nacional para la prestación de servicios de 
emergencia y de la prioridad de las comunicaciones en casos de emergencia”, diversas obligaciones a efecto 
de brindar gratuitamente prioridad a las comunicaciones y mensajes en situaciones de emergencia o desastre 
que emitan las autoridades competentes, entre las que destacan las contenidas en los lineamientos 
CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO, CUADRAGÉSIMO OCTAVO y CUADRAGÉSIMO NOVENO, así como la 
coadyuvancia del Instituto Federal de Telecomunicaciones (en lo sucesivo, el “Instituto”), con las autoridades 
competentes en el establecimiento de un protocolo común para alertar por riesgos o situaciones de 
emergencia en materia de protección civil. 

Segundo.- El 22 de enero de 2016, se publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones establece los grupos ejecutivo y técnico establecidos en el capítulo V 
de los Lineamientos de colaboración en materia de seguridad y justicia; así como las mesas de trabajo para la 
priorización de comunicaciones de emergencia y el establecimiento de un protocolo común de alertamiento”. 

Tercero.- El 30 de enero de 2020, se publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones expide los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común 
conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad 
y Justicia” (en lo sucesivo, los “Lineamientos”), los cuales en su lineamiento VIGÉSIMO TERCERO establecen 
lo relativo a la conformación de una Mesa de Trabajo para la priorización de comunicaciones de emergencia y 
el establecimiento de un Protocolo Común de Alertamiento. 

Cuarto.- El 23 de marzo de 2020, se publicó en el DOF el "Acuerdo por el que el Consejo de Salubridad 
General reconoce la epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19) en México, como una 
enfermedad grave de atención prioritaria, así como se establecen las actividades de preparación y respuesta 
ante dicha epidemia", calificada así el 11 de marzo de 2020 por la Organización Mundial de la Salud. 

Quinto.- Que ante el brote del virus SARS-CoV2, el Gobierno Federal implementó diversas acciones para 
combatir la pandemia, por lo que, en colaboración con tales medidas, el Instituto ha emitido diversos Acuerdos 
con el fin de prevenir una mayor propagación del virus y proteger la salud de los servidores públicos del 
Instituto y del público en general, así como para garantizar la prestación de los servicios públicos de interés 
general que constituyen las telecomunicaciones y la radiodifusión. En tal sentido, el 8 de mayo de 2020, se 
publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones declara 
la suspensión de labores por causa de fuerza mayor, con motivo de las medidas de contingencia por la 
pandemia de coronavirus COVID-19, y determina las funciones esenciales a cargo del propio Instituto para 
garantizar la continuidad y calidad en la prestación de los servicios de telecomunicaciones y radiodifusión”, 
Acuerdo cuya última modificación fue publicada en el DOF el 5 de junio de 2020, a través del cual se ordenó 
mantener la suspensión de labores, así como de términos y plazos para trámites, actuaciones, investigaciones 
y procedimientos a cargo de las Unidades Administrativas del Instituto, hasta el 30 de junio de 2020, salvo las 
excepciones que se establecieron, por considerarse actividades esenciales en su contribución para garantizar 
la continuidad en la prestación de los servicios de telecomunicaciones y radiodifusión. 
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Sexto.- El 3 de julio de 2020, se publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto 

Federal de Telecomunicaciones, por causa de fuerza mayor, determina los casos en que se suspenden los 

plazos y términos de ley, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 28, párrafos segundo y tercero de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 115, segundo párrafo y 121 de la Ley Federal de Competencia 

Económica, con motivo de las medidas de contingencia por la pandemia de coronavirus COVID-19, así como 

sus excepciones, a fin de preservar las funciones esenciales a cargo del propio Instituto y garantizar la 

continuidad y calidad en la prestación de los servicios de telecomunicaciones y radiodifusión”, el cual inició su 

vigencia a partir del 1 de julio de 2020 y hasta que el Pleno del Instituto emita el Acuerdo respectivo, para la 

reanudación del cómputo de los plazos y términos suspendidos. 

Séptimo.- El 3 de septiembre de 2020, se retomaron las reuniones de la “Mesa de Trabajo para la 

priorización de comunicaciones de emergencia y el establecimiento de un Protocolo Común de Alertamiento”, 

en conjunto con la Coordinación Nacional de Protección Civil (en lo sucesivo, la “CNPC”), los concesionarios y 

Autorizados del servicio móvil, de radiodifusión y de televisión y audio restringidos, a efecto de dar 

seguimiento a lo establecido en el lineamiento VIGÉSIMO TERCERO de los Lineamientos. 

A la fecha se han llevado a cabo doce reuniones de la Mesa de Trabajo para la priorización de 

comunicaciones de emergencia y el establecimiento de un Protocolo Común de Alertamiento, en conjunto 

con la CNPC, los concesionarios y Autorizados del servicio móvil, de radiodifusión y de televisión 

y audio restringidos. 

Octavo.- El 8 de diciembre de 2020, la Asociación Nacional de Telecomunicaciones (en lo sucesivo, la 

“ANATEL”) solicitó al Instituto vía correo electrónico, modificar algunos numerales de los Lineamientos 

a efecto de que reflejen el resultado de los trabajos realizados en las reuniones de la Mesa de Trabajo para la 

priorización de comunicaciones de emergencia y el establecimiento de un protocolo común de alertamiento. 

Noveno.- El 10 de febrero de 2021, se publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del 

Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica el artículo tercero transitorio del acuerdo mediante el cual el 

Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones expide los Lineamientos que establecen el Protocolo de 

Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia 

de Seguridad y Justicia”. 

Décimo.- El 17 de febrero de 2021, el Pleno del Instituto mediante acuerdo P/IFT/170221/92, aprobado en 

su IV Sesión Ordinaria, determinó someter a consulta pública por un periodo de veinte días hábiles del 26 de 

febrero al 26 de marzo de 2021 el “Anteproyecto de Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal 

de Telecomunicaciones modifica los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al 

lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia”. 

Décimo Primero.- Mediante oficio IFT/211/CGMR/097/2021, de fecha 11 de junio de 2021, la 

Coordinación General de Mejora Regulatoria del Instituto emitió la opinión no vinculante sobre el Análisis de 

Impacto Regulatorio del "Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones 

modifica los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento 

cuadragésimo noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia." 

Considerando 

Primero.- Competencia del Instituto. De conformidad con lo establecido en los párrafos décimo quinto y 

vigésimo, fracción IV, del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en lo 

sucesivo, la “Constitución”), el Instituto tiene por objeto el desarrollo eficiente de la radiodifusión y las 

telecomunicaciones, conforme a lo dispuesto en la propia Constitución y en los términos que fijen las leyes. 

Asimismo, el Instituto es la autoridad en materia de competencia económica de los sectores de radiodifusión y 

telecomunicaciones, por lo que en éstos ejercerá en forma exclusiva las facultades del artículo 28 de la 

Constitución, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (en lo sucesivo, la “LFTR”) y la Ley 

Federal de Competencia Económica. 
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El Pleno del Instituto, en términos del artículo 15, fracción I de la LFTR, resulta competente para emitir 
disposiciones administrativas de carácter general, planes técnicos fundamentales, lineamientos, modelos de 
costos, procedimientos de evaluación de la conformidad, procedimientos de homologación y certificación y 
ordenamientos técnicos en materia de telecomunicaciones y radiodifusión; así como demás disposiciones 
para el cumplimiento de su función regulatoria en los sectores de su competencia. 

Segundo.- Las telecomunicaciones y la radiodifusión como servicios públicos de interés general. 
El artículo 28 de la Constitución establece la obligación del Instituto de garantizar lo establecido en los 
artículos 6o. y 7o. del mismo ordenamiento, los cuales prevén, entre otras cosas, el derecho de acceso a las 
tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones 
y otorgan a dichos servicios la naturaleza de servicios públicos de interés general, respecto de los cuales el 
Estado señalará las condiciones de competencia efectiva para prestar los mismos. 

En ese orden de ideas, en términos de la fracción II del apartado B del artículo 6 de la Constitución y el 
artículo 2 de la LFTR, las telecomunicaciones son un servicio público de interés general, por lo que el Estado 
garantizará que sean prestadas en condiciones de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, 
interconexión, convergencia, continuidad, acceso libre y sin injerencias arbitrarias. 

En el mismo sentido, de conformidad con la fracción III del apartado B del artículo 6o. de la Constitución y 
el artículo 2 de la LFTR, la radiodifusión es un servicio público de interés general, por lo que el Estado 
garantizará que sea prestado en condiciones de competencia y calidad y brinde los beneficios de la cultura a 
toda la población, preservando la pluralidad y la veracidad de la información, así como el fomento de los 
valores de la identidad nacional, contribuyendo a los fines establecidos en el artículo 3o. de la Constitución. 

Tercero.- Necesidad de la modificación de los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta 
Común. El 30 de enero de 2020, se publicó en el DOF el “Acuerdo mediante el cual el pleno del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones expide los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común 
conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad 
y Justicia”, cuya última modificación fue publicada en el DOF el 10 de febrero de 2021. 

Los lineamientos NOVENO, fracción IV, y VIGÉSIMO SEGUNDO, señalan que: 

“NOVENO. Los concesionarios y, en su caso, Autorizados del servicio móvil, de radiodifusión, 
y de televisión y audio restringidos deberán: 

… 

IV. Para el caso particular del servicio móvil, realizar la difusión de los Mensajes de Alerta 
mediante el uso de una aplicación móvil y a través de CBS, conforme a los estándares 
internacionales aplicables; 

… 

VIGÉSIMO SEGUNDO. La aplicación móvil a que se refiere la fracción IV, del lineamiento 
NOVENO, será desarrollada por los concesionarios y Autorizados del servicio móvil, de 
conformidad con las mejores prácticas y normas internacionales de seguridad. Asimismo, 
deberá ser gratuita y funcionar en todos los sistemas operativos móviles existentes y soportar 
el Protocolo de Alerta Común. Dicha aplicación será administrada y gestionada por la CNPC”. 

Por su parte, los transitorios TERCERO y QUINTO, señalan que: 

“TERCERO. Los concesionarios y, en su caso, Autorizados del servicio móvil deberán iniciar 
la difusión de los Mensajes de Alerta mediante el uso de una aplicación móvil, dentro de un 
plazo de ciento ochenta días naturales contados a partir del treinta y uno de enero de 2021. 

En tanto no se implemente el Colector de Mensajes de Alerta Primario y el Colector de 
Mensajes de Alerta Secundario, habiéndose reunido la Mesa de Trabajo dentro del plazo 
establecido en el Transitorio SEGUNDO y antes de concluir el plazo establecido en el párrafo 
anterior; en la Mesa de Trabajo se definirán los mecanismos mediante los cuales la CNPC 
hará llegar los Mensajes de Alerta a los concesionarios y en su caso, Autorizados”. 

… 
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QUINTO. La CNPC, una vez que se encuentre preparada técnica y financieramente para 

realizar el envío de los Mensajes de Alerta a los concesionarios y Autorizados del servicio 

móvil, lo informará a través de un acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación a 

efecto de que, a partir del día de su publicación y dentro de un plazo de tres años, dichos 

concesionarios y Autorizados inicien la difusión de los Mensajes de Alerta a través de CBS de 

conformidad con lo establecido en los presentes Lineamientos.” 

Con base en el lineamiento VIGÉSIMO TERCERO de los Lineamientos, en la Mesa de Trabajo se han 

realizado, entre otros, la definición del alcance de la implementación y seguimiento de la difusión de Mensajes 

de Alerta, a través de la aplicación móvil y del Servicio de Radiodifusión Celular (en lo sucesivo, “CBS” por sus 

siglas en inglés). En ese sentido, se sostuvieron reuniones de trabajo e intercambio de información con 

proveedores del servicio móvil nacional y de otros países, así como con la Subsecretaría de 

Telecomunicaciones de la República de Chile, a efecto de conocer su experiencia en la definición e 

implementación de soluciones para el envío y difusión de los Mensajes de Alerta en sus respectivos países, 

destacándose lo siguiente: 

I. La aplicación móvil presenta un tiempo de entrega del orden de minutos para la difusión de 

Mensajes de Alerta en zonas densamente pobladas, lo que la hace técnicamente inviable para el 

caso de los sismos; 

II. La instalación, actualización, mantenimiento y uso de la aplicación móvil depende íntegramente de 

la decisión del usuario final, por lo que su uso se podría ver limitado; 

III. Se prevé la necesidad de desarrollar distintas versiones de la aplicación móvil para los diferentes 

sistemas operativos presentes en los Equipos Terminales Móviles, y 

IV. La tecnología CBS presenta un tiempo de entrega del orden de segundos para la difusión de 

Mensajes de Alerta, sin importar el número de usuarios presentes en el área a difundir los mismos. 

El 19 de noviembre de 2020, se llevó a cabo la Novena Reunión de la Mesa de Trabajo para la priorización 

de Comunicaciones de Emergencias y el Establecimiento de un Protocolo Común de Alertamiento, en la cual 

participaron representantes de concesionarios y Autorizados del servicio móvil, así como personal de la CNPC 

y del Gobierno de la Ciudad de México. En dicha reunión, los concesionarios realizaron las siguientes 

propuestas: 

I. Enfocarse en el desarrollo e implementación de la tecnología CBS; cediendo a la CNPC el 

desarrollo, administración y gestión de la aplicación móvil a la que se refiere el lineamiento 

VIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos; 

II. Reducir de tres años a dieciocho meses el plazo previsto en el transitorio QUINTO de los 

Lineamientos, relativo a la difusión de los Mensajes de Alerta a través de la tecnología CBS; lo 

anterior, una vez que la CNPC publique un acuerdo en el DOF, donde se establezca que se 

encuentra preparada técnica y financieramente para realizar el envío de los mismos a los 

concesionarios y Autorizados del servicio móvil; 

III. Contribuir con su experiencia y asesoramiento a la CNPC para el desarrollo, administración y 

gestión de la aplicación móvil a la que se refiere el lineamiento VIGÉSIMO SEGUNDO de los 

Lineamientos, y 

IV. Mantener el Zero Rating (en lo sucesivo, el “ZR”) utilizado para diferenciar la oferta de una tarifa 

normal para el uso de datos que permite la difusión de los Mensajes de Alerta por la CNPC a los 

usuarios, sin costo alguno, a través de la aplicación móvil, lo anterior, conforme al lineamiento 

Noveno, fracción II, de los Lineamientos, observando los siguientes requerimientos: 

a. La CNPC será la encargada, entre otros, de gestionar la disposición de la aplicación móvil en 

las tiendas de aplicaciones correspondientes para que pueda ser descargada por los usuarios 

en sus equipos terminales móviles, así como de su operación, mantenimiento, atención y 

soporte a los usuarios; 
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b. La aplicación móvil para la difusión de los Mensajes de Alerta será única a nivel federal; 

c. La aplicación móvil tendrá asignada una dirección del Protocolo de Internet única, exclusiva, 

diferenciada y restringida a la misma; 

d. Enviar los Mensajes de Alerta a los concesionarios y Autorizados del servicio móvil conforme 

a lo establecido en los presentes Lineamientos; 

e. La ubicación de los usuarios en la aplicación móvil debe actualizarse por cambio de celda y 

no por tiempo; 

f. La difusión de los Mensajes de Alerta mediante la aplicación móvil se realizará a través 

de Internet; 

g. Los concesionarios y Autorizados del servicio móvil serán los responsables de proporcionar 

respectivamente a sus propios usuarios el servicio de difusión de los Mensajes de Alerta bajo 

el esquema de ZR. La aplicación móvil será unidireccional y su capacidad de descarga de los 

Mensajes de Alerta, por día y usuario, será de un máximo de 2 Megabytes. 

El 8 de diciembre de 2020, la ANATEL envió al Instituto vía correo electrónico, un documento a través del 

cual solicitó se realicen, entre otras, las siguientes adecuaciones a los Lineamientos: 

i. Modificar los numerales NOVENO, fracción IV, VIGÉSIMO SEGUNDO y los que resulten 

aplicables, con el objetivo de puntualizar que la aplicación móvil para la implementación y 

seguimiento de la difusión de Mensajes de Alerta será desarrollada, administrada y gestionada por 

la CNPC, y 

ii. Modificar el transitorio QUINTO, a efecto de reducir de tres años a dieciocho meses el plazo 

previsto para la difusión de los Mensajes de Alerta, a través de la tecnología CBS, una vez que la 

CNPC se encuentre preparada técnica y financieramente para realizar el envío de los Mensajes de 

Alerta a los concesionarios y Autorizados del servicio móvil. 

En el mismo documento la ANATEL puntualizó que los concesionarios y Autorizados del servicio móvil 

mantendrán el ZR para los Mensajes de Alerta difundidos por la CNPC a través de la aplicación móvil, 

conforme al lineamiento Noveno, fracción II, de los Lineamientos, cumpliendo las condiciones señaladas en la 

fracción IV anterior. El 28 de enero de 2021, el Pleno del Instituto aprobó el “ACUERDO MEDIANTE EL CUAL 

EL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES MODIFICA EL ARTÍCULO TERCERO 

TRANSITORIO DEL “ACUERDO MEDIANTE EL CUAL EL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE 

TELECOMUNICACIONES EXPIDE LOS LINEAMIENTOS QUE ESTABLECEN EL PROTOCOLO DE ALERTA 

COMÚN CONFORME AL LINEAMIENTO CUADRAGÉSIMO NOVENO DE LOS LINEAMIENTOS DE 

COLABORACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD Y JUSTICIA”, mediante el cual se modificó el plazo para 

indicar que los concesionarios y Autorizados del servicio móvil iniciarán la difusión de los Mensajes de Alerta 

mediante el uso de una aplicación móvil, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contados a partir 

del treinta y uno de enero de 2021. 

Por lo expuesto en los párrafos que preceden, la presente modificación a los lineamientos NOVENO, 

fracción IV y VIGÉSIMO SEGUNDO, así como, a los artículos transitorios TERCERO y QUINTO de los 

Lineamientos coadyuvarán a: 

I. Aprovechar la experiencia y conocimiento de la CNPC en materia de protección civil para el 

desarrollo, administración y gestión de la aplicación móvil a la que se refiere el lineamiento 

VIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos bajo los preceptos de las mejores prácticas y normas 

internacionales de seguridad; 

II. Contar con un mecanismo confiable y robusto, como es la tecnología CBS, para la difusión 

de Mensajes de Alerta para alertar por riesgos o situaciones de emergencia en materia de 

protección civil; 
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III. Iniciar la difusión de Mensajes de Alerta a través de la tecnología CBS en un menor tiempo al 

planteado originalmente, y 

IV. Mantener el ZR para los Mensajes de Alerta difundidos por la CNPC a través la aplicación móvil, 

conforme al lineamiento Noveno, fracción II, de los Lineamientos. 

Cuarto.- Consulta pública. Con fundamento en lo establecido en el artículo 51 de la LFTR, el Pleno del 

Instituto determinó someter a consulta pública bajo los principios de transparencia y participación ciudadana el 

"Anteproyecto de Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica los 

Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de 

los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia"; durante un plazo de 20 días hábiles 

comprendidos del 26 de febrero al 26 de marzo de 2021. 

Durante la consulta pública se recibieron nueve participaciones, todas de personas morales, las cuales 

incluyen comentarios, información, opiniones y aportaciones respecto al tema de mérito; dichas 

participaciones se centraron, entre otros, en realizar precisiones respecto al: 

I. Cumplimiento de condiciones y requerimientos para la provisión del servicio de ZR a los usuarios, y 

II. Puntualización en el artículo TERCERO transitorio respecto a que la aplicación móvil a la que se 

hace referencia será desarrollada, administrada y gestionada por la CNPC. 

Las participaciones recibidas durante la consulta pública, así como el informe de consideraciones, se 

encuentran disponibles en el portal de Internet del Instituto; en dicho informe se exponen las razones por las 

cuales se estimaron o no pertinentes de incluir las opiniones derivadas del ejercicio de consulta pública 

mismas que en su caso se reflejaran en la presente modificación. 

Quinto.- Del Análisis de Impacto Regulatorio. De conformidad con el segundo párrafo del artículo 51 de 

la LFTR, se establece que previo a la emisión de reglas, lineamientos o disposiciones administrativas 

de carácter general de que se trate, el Instituto deberá realizar y hacer público un Análisis de Impacto 

Regulatorio. Al respecto, la Coordinación General de Mejora Regulatoria mediante oficio 

IFT/211/CGMR/097/2021, de fecha 11 de junio de 2021, emitió la opinión no vinculante respecto del "Acuerdo 

mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica los Lineamientos que 

establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de los Lineamientos 

de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia" en dicha opinión, manifestó diversas recomendaciones a 

efecto de robustecer tanto el Análisis de Impacto Regulatorio como algunas disposiciones del Proyecto de 

Modificación, las cuales fueron analizadas y, en su caso, atendidas. 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 6o., apartado B, fracciones II y III, y 28, párrafos décimo 

quinto y vigésimo, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 7, 15, 

fracciones I y LVI, 16, 17 fracción I, 51 y 190, fracción XI, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión; 1, 4, fracción I, y 6, fracciones I y XXV, del Estatuto Orgánico del Instituto Federal de 

Telecomunicaciones, y lineamientos CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO, CUADRAGÉSIMO OCTAVO y 

CUADRAGÉSIMO NOVENO de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia, el 

Pleno del Instituto expide el siguiente: 

Acuerdo 

Único.- Se MODIFICAN los lineamientos NOVENO, fracción IV, y VIGÉSIMO SEGUNDO, de los 

Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo noveno de 

los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia, así como los artículos transitorios 

TERCERO y QUINTO del Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones 

expide los Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo 

noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia, para quedar como sigue: 
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“NOVENO. …I. a III. … 

IV. Para el caso particular del servicio móvil, realizar la difusión de los Mensajes de Alerta mediante el 

uso de la aplicación móvil a la que se refiere el lineamiento VIGÉSIMO SEGUNDO de los presentes 

Lineamientos y a través de CBS, conforme a los estándares internacionales aplicables. 

Para dicha aplicación móvil se deberá observar lo siguiente: 

a. Será unidireccional; 

b. La ubicación de los usuarios debe actualizarse por cambio de celda y no por tiempo; 

c. La difusión de los Mensajes de Alerta a los usuarios se realizará a través de Internet; 

d. Los concesionarios y Autorizados del servicio móvil serán los responsables de proporcionar 

respectivamente a sus propios usuarios el servicio de difusión de los Mensajes de Alerta bajo 

el esquema de ZR (del inglés, Zero Rating); 

e. Los concesionarios y Autorizados del servicio móvil deberán contribuir con su experiencia y 

asesoramiento a la CNPC para el desarrollo, administración y gestión de la aplicación móvil a 

la que se refiere el lineamiento VIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos. 

V. a IX. … 

VIGÉSIMO SEGUNDO. La aplicación móvil a que se refiere la fracción IV, del lineamiento NOVENO, será 

desarrollada, administrada y gestionada por la CNPC, de conformidad con las mejores prácticas y normas 

internacionales en materia de seguridad. Asimismo, deberá ser gratuita y funcionar en todos los sistemas 

operativos móviles existentes y soportar el Protocolo de Alerta Común. 

Para dicha aplicación la CNPC deberá observar lo siguiente: 

I. Gestionar la disposición de la aplicación móvil en las tiendas de aplicaciones correspondientes para 

que pueda ser descargada por los usuarios en sus equipos terminales móviles; así como de su 

operación, mantenimiento, atención y soporte a los usuarios; 

II. Difundir los Mensajes de Alerta empleando una única aplicación móvil a nivel federal; 

III. Asignar una dirección del protocolo de Internet única, exclusiva, diferenciada y restringida 

a dicha aplicación; 

IV. Enviar los Mensajes de Alerta a los concesionarios y Autorizados del servicio móvil conforme a lo 

establecido en los presentes Lineamientos. 

TRANSITORIOS 

TERCERO. Una vez que la CNPC se encuentre preparada técnicamente para realizar el envío de los 

Mensajes de Alerta mediante la aplicación móvil a la que se refiere el lineamiento Vigésimo Segundo, lo 

informará por medio de un acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación, lo anterior a efecto de que 

los concesionarios y Autorizados del servicio móvil inicien al día siguiente de la referida publicación la difusión 

de los Mensajes de Alerta a través de ésta. 

La CNPC definirá en la Mesa de Trabajo los mecanismos mediante los cuales hará llegar los Mensajes de 

Alerta a los concesionarios y en su caso, Autorizados. 

QUINTO. La CNPC, una vez que se encuentre preparada técnicamente para implementar el envío de los 

Mensajes de Alerta a los concesionarios y Autorizados del servicio móvil, lo informará a través de un acuerdo 

publicado en el Diario Oficial de la Federación a efecto de que, a partir del día de su publicación y dentro de 

un plazo de dieciocho meses, dichos concesionarios y Autorizados inicien la difusión de los Mensajes 

de Alerta a través de CBS de conformidad con lo establecido en los presentes Lineamientos. 
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Transitorios 

Primero.- Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y en el Portal de Internet 
del Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

Segundo.- El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Comisionado Presidente* Adolfo Cuevas Teja.- Firmado electrónicamente.- Comisionados: Javier Juárez 
Mojica, Arturo Robles Rovalo, Sóstenes Díaz González, Ramiro Camacho Castillo.- Firmado 
electrónicamente. 

Acuerdo P/IFT/070721/287, aprobado por unanimidad en la XIII Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones, celebrada el 07 de julio de 2021. 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 28, párrafos décimo quinto, décimo sexto y vigésimo, 
fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7, 16, 23, fracción I y 45 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y 1, 7, 8 y 12 del Estatuto Orgánico del Instituto Federal 
de Telecomunicaciones. 

__________________________ 

*En suplencia por ausencia del Comisionado Presidente del Instituto Federal de Telecomunicaciones, suscribe el 

Comisionado Adolfo Cuevas Teja, con fundamento en el artículo 19 de la Ley Federal de Telecomunicaciones 

y Radiodifusión. 

DAVID GORRA FLOTA, SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES, con fundamento en los artículos 25 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, y 16, fracción XIX del Estatuto Orgánico del Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como 
numerales Primero, inciso a) y Cuarto del “Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones establece el uso de la Firma Electrónica Avanzada para los actos que emitan los 
servidores públicos que se indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de noviembre de 
2020, CERTIFICA: Que el presente documento, constante de nueve fojas útiles, es una representación 
impresa que corresponde fielmente con el documento electrónico original firmado electrónicamente, del 
“Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica los 
Lineamientos que establecen el Protocolo de Alerta Común conforme al lineamiento cuadragésimo 
noveno de los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia.”, aprobado por el 
Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones en su XIII Sesión Ordinaria, celebrada el siete de julio de 
dos mil veintiuno, identificada como P/IFT/070721/287 

Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a catorce de julio de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y GEOGRAFIA 
ÍNDICE nacional de precios al consumidor. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

Con fundamento en los artículos 59 fracción III, inciso a) de la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, 20 y 20-bis del Código Fiscal de la Federación, y 23 fracción X del Reglamento 
Interior del Instituto Nacional de Estadística y Geografía corresponde al Instituto elaborar el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor y publicar los mismos en el Diario Oficial de la Federación, por lo que se da a conocer 
lo siguiente: 

El Índice Nacional de Precios al Consumidor quincenal con base en la segunda quincena de julio  
de 2018 = 100, correspondiente a la primera quincena de julio de 2021, es de 113.547 puntos, cifra que 
representa una variación de 0.37 por ciento respecto del Índice de la segunda quincena de junio de 2021, que 
fue de 113.132 puntos. 

Ciudad de México, a 22 de julio de 2021.- Instituto Nacional de Estadística y Geografía: Director General 
Adjunto de Índices de Precios, Lic. Jorge Alberto Reyes Moreno.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Titular del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral, por el que se fija el primer 
periodo vacacional del año dos mil veintiuno, para los integrantes del Órgano Interno de Control y se determina no 
considerar dicho periodo en el cómputo de los plazos ante el Órgano Interno de Control del Instituto Nacional 
Electoral. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Nacional Electoral.- Órgano Interno de Control. 

ACUERDO GENERAL OIC-INE/02/2021 

ACUERDO DEL TITULAR DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, POR 

EL QUE SE FIJA EL PRIMER PERIODO VACACIONAL DEL AÑO DOS MIL VEINTIUNO, PARA LOS INTEGRANTES 

DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL Y SE DETERMINA NO CONSIDERAR DICHO PERIODO EN EL CÓMPUTO DE 

LOS PLAZOS ANTE EL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL. 

ACUERDO 

PRIMERO.- El presente Acuerdo, se reputa de interés general y entrará en vigor al día siguiente de su 
aprobación, rigiendo en todo el país para los procedimientos competencia del Órgano Interno de Control del 
Instituto Nacional Electoral. 

SEGUNDO.- Se establece que el Primer Periodo Vacacional del año dos mil veintiuno, para los servidores 
públicos adscritos al Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral, será del 6 al 20 de 
septiembre de 2021. 

TERCERO.- El personal del Órgano Interno de Control, que tenga derecho a vacaciones, las tomará en el 
periodo vacacional señalado en el presente acuerdo, salvo que exista autorización expresa del Titular, para 
gozar de las mismas en fechas diversas a las previstas en este Acuerdo, por necesidades del servicio, de 
conformidad con el punto considerativo VI del presente Acuerdo General. 

CUARTO.- Durante el Primer Periodo Vacacional del año dos mil veintiuno, los plazos que legal, 
reglamentaria y estatutariamente que deben observarse en los procedimientos de este Órgano Interno de 
Control, quedarán suspendidos y no se computarán para los efectos de presentación de promociones, 
realización de actuaciones y trámites, ni dictado o notificación de resoluciones de cualquier tipo, en ninguno 
de los procedimientos o recursos administrativos que sean competencia de este Órgano Interno de Control, 
incluso para la presentación de declaraciones patrimoniales, así como los actos de entrega recepción, 
debiendo reanudar el cómputo de dichos plazos el 21 de septiembre de 2021. 

QUINTO. Con fundamento en el artículo 3, numeral 1, inciso g) del Reglamento de Sesiones del Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral, publíquese este acuerdo en la Gaceta Electoral del Instituto Nacional 
Electoral, en la página de internet del Instituto Nacional Electoral, en la página de intranet en la sección 
relativa a este Órgano de control y en los estrados del mismo Órgano Interno de Control. 

SEXTO. Con fundamento en los artículos 2 y 3, fracción VII, de la Ley del Diario Oficial de la Federación y 
Gacetas Gubernamentales, por reputarse de interés general, solicítese al Diario Oficial de la Federación la 
publicación de los puntos resolutivos de este Acuerdo General, así como de las ligas electrónicas que 
correspondan relacionadas con la Gaceta Electoral del Instituto Nacional Electoral y del propio Diario Oficial 
de la Federación, donde presenten este Acuerdo íntegro. 

SÉPTIMO. Conforme a lo dispuesto por el artículo 82, inciso xx) del Reglamento Interior del Instituto 
Nacional Electoral, infórmese la expedición del presente acuerdo al Consejo General del propio instituto, por 
conducto de su Consejero Presidente y comuníquese al Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, la 
expedición del presente acuerdo, para los efectos legales y administrativos a que haya lugar. 

Ciudad de México, a 06 de julio de 2021.- Titular del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional 
Electoral, Lic. Jesús George Zamora.- Firmado electrónicamente. 

En cumplimiento al resolutivo Sexto de dicho acuerdo se publican los puntos resolutivos del Acuerdo 
General OIC-INE/02/2021 en el Diario Oficial de la Federación y las ligas donde puede ser consultado en su 
integridad el acuerdo, en la Gaceta Electoral del Instituto Nacional Electoral localizable en la página 
electrónica https://www.ine.mx/gaceta-electoral-no-47/ Órgano Interno de Control del Instituto Nacional 
Electoral OIC-INE/02/2021 o directamente en la dirección electrónica siguiente: https://www.ine.mx/wp-
content/uploads/2021/07/ACUERDO-OIC-02-2021-1er-PERIODO-VACACIONAL.pdf asimismo, se encuentra 
localizable en la siguiente liga electrónica www.dof.gob.mx/2021/INE/ACUERDO_OIC-INE02-2021.pdf. 

(R.- 509102) 
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 SECCION DE AVISOS 
 
 
 

 AVISOS JUDICIALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Quinto de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 
EDICTO: 

 
En el juicio de amparo 1634/2018, promovido por Bertha Camberos Hernández, contra actos del Jefe del 

Registro Público de la Propiedad de Ciudad Guzmán, Jalisco y otras autoridades, con fundamento en el 
artículo 27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, se ordena emplazar por edictos a los 
terceros interesados Israel Sánchez Martínez y María del Carmen Aviña Alcaraz, publicándose por tres veces, 
de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y el periódico “Excélsior”, al ser uno de los de 
mayor circulación de la República; queda a su disposición en este juzgado, copia simple de la demanda de 
amparo; dígaseles que cuentan con un plazo de treinta días, contados a partir de la última publicación, para 
que ocurran a este Órgano Jurisdiccional a hacer valer derechos y que se señalaron las catorce horas con 
cuatro minutos del doce de julio de dos mil veintiuno, para que tenga verificativo la audiencia constitucional. 

Para publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 
 

Zapopan, Jalisco, diez de junio de dos mil veintiuno 
Secretaria de Acuerdos del Juzgado Quinto de Distrito en Materias Administrativa, 

Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 
Dolores Araceli Navarro Huerta. 

Rúbrica. 
(R.- 508418) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Vigésimo Segundo Circuito en Querétaro, Querétaro 

EDICTO: 
 

Tercero Interesado: Emilio Lanza Pando 
 En razón de ignorar su domicilio, por este medio se le notifica el inicio del juicio de amparo directo civil 

tramitado bajo el número 430/2020 promovido por Pedro Gutiérrez Zepeda, apoderado legal de Libertad 
Servicios Financieros, Sociedad Anónima de Capital Variable, Sociedad Financiera Popular, en contra de la 
resolución pronunciada por la Primera Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Querétaro, el 
nueve de septiembre de dos mil veinte en el toca civil 1153/2020 y su ejecución, emplazándolo por este 
conducto para que dentro del plazo de treinta días contados a partir del día siguiente al de la última 
publicación de este edicto comparezca al juicio de amparo de mérito. Apercibido que, de no hacerlo, éste se 
seguirá conforme a derecho y a las subsecuentes notificaciones se le harán por lista que se fije en los 
estrados de este Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, 
quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos, copia de la demanda de amparo. 

 
Santiago de Querétaro, Querétaro, a ocho de abril de dos mil veintiuno. 

Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materias  
Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito 

Licenciado Oscar Aben-Amar Palma Valdivia 
Rúbrica. 

(R.- 508518) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Décimo Cuarto de Distrito en Materias Administrativa, 

Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 
8 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo indirecto 1574/2020, promovido por Raúl Castañeda Suárez contra actos de la 

Quinta Junta Especial de la Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Jalisco, con fundamento en el 
artículo 27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo, emplácese a los terceros interesados Cea Corporativo 
Empresarial, sociedad anónima de capital variable, Organización Roberts, sociedad anónima de capital 
variable, Fredu Haber Jassan, Jackie Haber, José Haber, Frida Haber y Sergio Sánchez Rico, quienes 
deberán presentarse dentro del plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última 
publicación, a hacer valer sus derechos en el presente juicio de amparo, apercibidos que de no hacerlo, se 
seguirá el procedimiento, haciéndoles las subsecuentes notificaciones por lista, en términos de los artículos 
26, fracción III, y 27, fracción III, de la Ley de Amparo. Quedan a su disposición en la secretaría de este 
juzgado, las copias de la demanda. 

 
Atentamente 

Zapopan, Jalisco, 15 de junio de 2021 
La Secretaria del Juzgado Decimocuarto de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 
Lorena Guadalupe Frías Oviedo. 

Rúbrica. 
(R.- 508421) 

Estados Unidos Mexicanos 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 

Zapopan, Jalisco 
EDICTO 

 
En el Amparo Directo 141/2020, del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito, promovido por ANTONIO BUENO DEL REAL, reclamando de la Tercera Sala del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado, la resolución dictada el veintisiete de enero de dos mil veinte, en el toca 708/2019; se 
ordenó emplazar por este medio a la parte tercera interesada ASOCIACIÓN DE COLONOS POR 
AUTOGESTIÓN DE TRABAJADORES Y EMPLEADOS INDEPENDENCIA, ASOCIACIÓN CIVIL; quien 
deberá comparecer por conducto de su representante legal a este tribunal, a deducir sus derechos, dentro del 
plazo de treinta días hábiles, contado a partir del siguiente al de la última publicación, apercibido que de no 
hacerlo, las notificaciones ulteriores, incluso las de carácter personal, se harán por medio de lista; quedan 
copias de la demanda a su disposición en este órgano federal. 

 
Zapopan, Jalisco, 25 de marzo de 2021. 

Secretario del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito,  
ubicado en Anillo Periférico Poniente 7727, Edificio XB, piso 6, Fraccionamiento Ciudad Judicial,  

en el municipio de Zapopan, Jalisco, C.P. 45010. 
Lic. Roberto Daniel Hernández Martínez. 

Rúbrica. 
(R.- 508426) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimocuarto de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo 
en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan 

Amparo 168/2021 
Juicio de Amparo Indirecto 168/2021 

EDICTOS 
 

En los autos del juicio de amparo 168/2021, promovido por sucesión a bienes de Roberto Aceves 
Vázquez, por conducto de su albacea Alma Mireya Aceves Castillo también conocida como Alma Mirelle 
Aceves Castillo, contra actos del Juez Segundo de lo Civil del Décimo Segundo Partido Judicial con sede en 
Autlán de navarro, Jalisco y Oficial Mayor Notificador en Funciones de secretario por ministerio de ley adscrito 
al Juzgado Segundo de lo Civil del Décimo Segundo Partido Judicial con sede en Autlán de Navarro, Jalisco, 
radicado en este Juzgado Decimocuarto de Distrito en Materias Administrativa Civil y de Trabajo en el Estado 
de Jalisco, al ser señalada como tercera interesada María Hernández Vargas y desconocerse su domicilio 
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actual, con fundamento en la fracción III, inciso C) del artículo 27 de la Ley de Amparo, se otorga su 
emplazamiento al juicio de mérito por edictos, los que se publicarán por tres veces de siete en siete días 
hábiles en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico de circulación nacional a elección de la 
peticionaria de amparo, se hace de su conocimiento que en la secretaría de acuerdos de este órgano 
jurisdiccional queda a su disposición copia simple de la demanda de amparo y que cuenta con un término de 
treinta días, contados a partir de la última publicación de tales edictos para que comparezca al presente juicio 
de amparo. 
 

Atentamente 
Zapopan, Jalisco, dos de julio de dos mil veintiuno. 

La Secretaria del Juzgado Decimocuarto de Distrito en Materias Administrativa, 
Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 

Lorena Guadalupe Frías Oviedo 
Rúbrica. 

(R.- 508636) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 

“EDICTO” 
 

José Gonzalo López Escobar, su sucesión y José Daniel 
Sergio Flores Preciado. 

En el juicio de amparo directo D.C. 162/2021, promovido por Agustín Gutiérrez Andrade, por derecho 
propio, contra el acto de la Quinta Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 
consistente en la sentencia de veintidós de febrero de dos mil veintiuno y su auto aclaratorio de uno de 
marzo del mismo año, dictada en los tocas 508/2017/4 y 508/2017/5, al ser señalados como terceros 
interesados y desconocerse su domicilio, con fundamento en el artículo 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo y 27, fracción III, inciso b) de la ley de la 
materia, se ordena su emplazamiento al juicio de mérito por edictos, los que se publicarán por tres veces de 
siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en alguno de los periódicos diarios de mayor 
circulación en la República; se les hace saber que queda a su disposición copia de la demanda de amparo 
y que cuentan con un término de 30 días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la última publicación 
para que ocurran ante este órgano jurisdiccional a hacer valer sus derechos. 

 
Ciudad de México, 22 de junio de 2021. 

El Secretario de Acuerdos del Décimo Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito. 

Fernando Aragón González. 
Rúbrica. 

(R.- 508650) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Tlaxcala, Tlaxcala 

“2021, Año de la Independencia” 

EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo 30/2021 y su acumulado 31/2021, promovido por Rocío Guadalupe 

Hernández Chávez, por propio derecho y en representación de las menores D.J.H. y G.J.H, contra actos del 
Juez de lo Civil y Familiar del Distrito Judicial de Xicohtencatl y otras autoridades; se ordenó emplazar por 
edictos a la tercera interesada Gregoria Solís Romero; y se le concede un término de treinta días contados a 
partir de la última publicación para que comparezca a juicio a hacer valer sus derechos y señale domicilio para 

oír y recibir notificaciones en esta ciudad; apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones aún las de 
carácter personal, se practicarán por medio de lista. 

 
Atentamente 

Apizaco, Tlaxcala, 18 de junio de 2021. 
El Secretario del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Tlaxcala. 

Lic. Aldo Christian Gallegos Ortiz. 
Rúbrica. 

(R.- 508661) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en la Ciudad de México 
D.C. 515/2020 

Diario Oficial de la Federación 
EDICTO 

Se notifica a: 
 Yolanda Díaz Martínez 
Que en los autos del cuaderno de amparo directo D.C. 515/2020, promovido por Irene Guzmán Medina, 

por propio derecho contra la sentencia de tres de noviembre de dos mil veinte, pronunciada por la Juez 
Décimo Cuarto Civil de Proceso Oral de la Ciudad de México, en el expediente 507/2019, se ordenó 
emplazar a usted por medio de edictos, por virtud de ignorarse su domicilio, y en su carácter de tercera 
interesada, la interposición del juicio de amparo directo ante el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, a fin de que acuda ante la citada autoridad federal dentro de un término 
máximo de treinta días en defensa de sus intereses, dejando a su disposición en la secretaría de acuerdos del 
referido tribunal las copias simples correspondientes. 

 
Ciudad de México, a veinticuatro de junio de dos mil veintiuno. 

Secretaria de Acuerdos del Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Lic. Viviana Santa Domínguez del Río 

Rúbrica. 
(R.- 508700) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales  
en el Estado de México, con sede en Toluca 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 967/2020, promovido por Elpidio Raúl García Ramírez, contra actos del Juez 
Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Estado de México y otras autoridades; se emitió un 
acuerdo para hacer saber al tercero interesado de identidad reservada de iniciales Norman Isaí Alarcón Mejía 
que dentro del plazo de treinta días, siguientes deberá comparecer debidamente identificado en las 
instalaciones que ocupan este juzgado, sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex 
rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, Toluca, Estado de México, para ser debidamente emplazado al 
juicio de referencia. 

 
Atentamente. 

Toluca, Estado de México, veintidós de junio de dos mil veintiuno. 
El Secretario del Juzgado Séptimo de Distrito en Materias de Amparo y de  

Juicios Federales en el Estado de México, con residencia en Toluca. 
David Ruedas Moncivais 

Rúbrica. 
(R.- 508705) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Toluca, Edo. de México 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo directo 145/2020, promovido por Rubén Ramírez Laureano, contra el acto que 

reclamó a la entonces Segunda Sala Colegiada Penal de Toluca, actualmente Segundo Tribunal de Alzada en 
Materia Penal de Toluca del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, consistente en la sentencia 
dictada el dieciocho de mayo de dos mil nueve, en el toca 64/2009, formado con motivo del recurso de 
apelación interpuesto contra la sentencia condenatoria emitida por el entonces Juzgado Segundo Penal 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Lerma en la causa penal 29/2008 (actualmente Juzgado Penal de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Toluca, Estado de México, registrada con el número 421/2019), 
instruida por el delito de robo con modificativa agravante de haberse cometido con violencia y sobre un 
vehículo automotor y violación, se dictó un acuerdo el veintidós de junio del año actual, en el cual se ordenó 
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emplazar a la tercero interesada de identidad reservada de iniciales Brenda Gálvez Pineda., en virtud de 
ignorar su domicilio; por lo que se le hace saber la instauración del juicio de amparo por medio de este edicto, 
mismo que se publicará por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de 
los periódicos de mayor circulación en la República Mexicana; asimismo, se hace de su conocimiento que 
deberá presentarse en este tribunal a hacer valer sus derechos, dentro del término de quince días, contado a 
partir del siguiente al de la última publicación, en el entendido de que, en caso de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones se le harán por lista con fundamento en el artículo 26, fracción III, en relación con el 29, ambos 
de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria. 

 
Atentamente. 

Toluca, Edo. de México, 24 de junio de 2021. 
Secretaria de Acuerdos. 

Licenciada Angélica González Escalona. 
Rúbrica. 

(R.- 508689) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales  
en el Estado de México, con sede en Toluca 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 1550/2019, promovido por Simón Alberto Eusebia, María Alberto Eusebia y Juana 
Alberto, contra actos del Tribunal Unitario Agrario del Distrito Veinticuatro, con sede en Toluca, Estado de 
México; se emitió un acuerdo para hacer saber al tercero interesado Juan Manuel Ortega Alberto en su 
calidad de albacea de la sucesión de Clara Alberto Hernández, que dentro del plazo de treinta días, siguientes 
deberá comparecer debidamente identificado en las instalaciones que ocupan este juzgado, sito en Avenida 
Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, Toluca, Estado 
de México, para ser debidamente emplazado al juicio de referencia. 

 
Atentamente. 

Toluca, Estado de México, veintidós de junio de dos mil veintiuno. 
El Titular del Juzgado Séptimo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Federales en el Estado de 

México, con residencia en Toluca. 
David Ruedas Moncivais 

Rúbrica. 
(R.- 508709) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 
Juicio de Amparo 236/2021 

EDICTO: 
 

Emplácese por edictos al tercero interesado Sergio Villanueva Villanueva. 
En el juicio de amparo 236/2021, promovido por José Ramón Valle Menchaca, por propio derecho, 

contra actos del Juez Octavo de lo Civil del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco y otro, con 
fundamento en los artículo 27 fracción III, inciso b), segundo párrafo de la Ley de Amparo, en relación con el 
315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, se ordena 
emplazar por edictos a Sergio Villanueva Villanueva, publicándose por tres veces, de siete en siete días, en el 
Diario Oficial de la Federación y en el periódico "El Universal", por ser uno de los de mayor circulación a nivel 
nacional; queda a su disposición en este Juzgado, copia simple de la demanda de amparo; dígasele que 
cuenta con un plazo de treinta días, contados a partir de la última publicación, para que acuda a este Órgano 
Jurisdiccional a hacer valer derechos y que se señalaron las diez horas con veinte minutos del tres de agosto 
del dos mil veintiuno, para que tenga verificativo la audiencia constitucional. 

 
En Zapopan, Jalisco, a ocho de julio de dos mil veintiuno. 

 “2021, Año de la Independencia” 
Juez Noveno de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 

Maestro Rodrigo Torres Padilla. 
Rúbrica. 

(R.- 509023) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito 

Zapopan, Jalisco 
EDICTO 

 
JESÚS EDUARDO CASTAÑEDA OROZCO 

Tercero Interesado 
Amparo Directo 154/2020 

“En cumplimiento auto quince de abril de dos mil veintiuno, dictado por el Presidente del Segundo Tribunal 
Colegiado Materia Civil Tercer Circuito, amparo directo 154/2020, promovido por Miguel, Mercedes, Susana y 
Lucía, todos de apellidos, de la Torre Pérez, y Elvira Salcedo Navarro, contra acto Octava Sala Supremo 
Tribunal de Justicia Estado Jalisco, se hace conocimiento que resulta carácter tercero interesado, en términos 
artículo 5º, fracción III, inciso b) Ley de Amparo y 315 Código Federal Procedimiento Civiles aplicado 
supletoriamente, se ordenó emplazar por edicto a juicio, si a su interés conviniere se apersone a través de 
quien legalmente lo represente, ante este tribunal colegiado, a deducir derechos dentro término treinta días, 
partir siguiente a última publicación del presente edicto; apercibido no comparecer lapso indicado, ulteriores 
notificaciones personales surtirán efectos por lista se publique estrados este órgano" 

Para su publicación por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico de mayor circulación en la república mexicana, se expide la presente en la ciudad de Zapopan, 
Jalisco, a quince de abril de dos mil veintiuno. Doy fe.- 
 

El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 
Licenciado Rafael Adrián Castillo Castro. 

Rúbrica. 
(R.- 509030) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimocuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal  
en la Ciudad de México 

“2021, Año de la Independencia” 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo 323/2020, promovido por José Humberto Federico Romero Guillen, contra actos del 

Fiscal General de Justicia de la Ciudad de México y otras autoridades, se le tuvo con el carácter de 
interesada a la moral GAILLA DESARROLLOS S.A.P.I. por conducto de su apoderado legal DANIEL GAYTÁN 
URIBE y al desconocer su domicilio actual, con fundamento en la fracción III, inciso b), párrafo segundo,  
del artículo 27 de la Ley de Amparo se otorga su emplazamiento por medio de edictos, para el efecto de  
que por sí o por conducto de representante legal, con fundamento en el artículo 315 del Código Federal  
de Procedimientos Civiles, en el término de treinta días contadas a partir de la última publicación, acuda ante 
este juzgado a apersonarse a juicio, haga valer sus derechos y señale domicilio para oír y recibir 
notificaciones en esta ciudad; apercibida que de no hacerlo, las ulteriores, aún las de carácter personal, se le 
practicarán por medio de lista, quedando a su disposición en la secretaría correspondiente, la copia simple de 
la demanda para su traslado. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, cinco de julio de dos mil veintiuno. 
Secretario del Juzgado Decimocuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 

Mario Cruz Díaz. 
Rúbrica. 

(R.- 509111) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Quinto de Distrito 
Mexicali, Baja California 

EDICTO 
 

En el Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de Baja California, Mexicali, se tramita juicio de amparo 
5/2020 promovido por Benigno Avalos Pérez, por su propio derecho, contra actos de la Administración 
Desconcentrada de Recaudación de Baja California "1" con sede en Baja California, perteneciente al Servicio 
de Administración Tributaria, y otras autoridades, en donde se ordenó publicación de edictos para emplazar a 
juicio al tercero interesado Sayni Citlali Peralta Cilis, en el que el acto reclamado consiste en: 1.- De la 
Autoridad Ordenadora - - - a) De la autoridad que se enuncia como ordenadora, Administrador 
Desconcentrado de Recaudación de Baja California "1", con sede en Baja California, reclamo: el acuerdo 
mediante el que se ordena ejecutar el procedimiento administrativo de ejecución contenido en el requerimiento 
de pago y embargo, mediante el que se señaló y embargó en vía coactiva la propiedad identificada con el 
número 4549, Lote 04, Manzana 26, de la Avenida Blenda, en el Fraccionamiento Valle del Pedregal, de esta 
ciudad de Mexicali, Baja California, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la Propiedad y 
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del Comercio, con el folio real 222636. - - - b) De esta misma autoridad reclamo: el acuerdo o resolución, 
mediante el que se ordena sacar a remate el inmueble de mi propiedad anteriormente identificado, a fin de 
hacer efectivos los créditos fiscales supuestamente a mi cargo. - - - c) De esta misma autoridad se reclama: el 
acuerdo o resolución, mediante el que se declara formalizada la adjudicación a favor del fisco federal del 
inmueble identificado con el número 4549, Lote 04, Manzana 26, de la Avenida Blenda, en el Fraccionamiento 
Valle del Pedregal, de esta ciudad de Mexicali, Baja California - - - 2.- De la Autoridad Ejecutora - - - a) De la 
autoridad identificada como ejecutora, Abogado Tributario adscrito a la Administración Desconcentrada de 
Recaudación de Baja California "1", con sede en Baja California, reclamo: La diligencia de requerimiento de 
pago, así como la correspondiente acta de embargo, sobre mi propiedad, identificada con el número 4549, 
Lote 04, Manzana 26, de la Avenida Blenda, en el Fraccionamiento Valle del Pedregal de esta ciudad. - - - b) 
Del C. Registrador Publico de la Propiedad y del Comercio de la Ciudad de Mexicali, Baja California, como 
autoridad ejecutora reclamo, la inscripción en sus registros del embargo en ejecución sobre el bien inmueble 
en supra identificado, así como el la inscripción preventiva correspondiente a la adjudicación del inmueble de 
mi propiedad. - - - c) De la Delegación Regional Baja California del Servicio de Administración y Enajenación 
de Bienes (SAE), ahora, Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (INDEP), la recepción para su 
administración del inmueble identificado con el número 4549, Lote 04, Manzana 26, de la Avenida Blenda, en 
el Fraccionamiento Valle del Pedregal de esta ciudad de Mexicali. - - - d) De la Dirección Corporativa de 
Comercialización y Mercadotecnia del Servicio de Administración y Enajenación de Bienes (SAE), ahora, 
Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (INDEP) reclamo: La publicación en subasta para 
comercialización del inmueble multicitado.”, se le emplaza al Juicio de amparo 5/2020 del índice del Juzgado 
Quinto de Distrito en el Estado de Baja California, con sede en Mexicali. Edictos en términos del artículo 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, deberán publicarse por tres veces, de 
siete en siete días, en Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación 
en la República Mexicana, para que dentro del término de treinta días, contados a partir del siguiente de la 
última publicación, se apersone al presente juicio, apercibida que de no hacerlo, se tendrá por debidamente 
emplazado y las subsecuentes notificaciones se le realizarán por medio de lista que se fijará en estrados del 
juzgado, conforme al artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo; la copia de demanda de amparo se 
encuentra a su disposición en este Juzgado. Se señalaron las nueve horas con veinticinco minutos del siete 
de junio de dos mil veintiuno, para audiencia constitucional. 

 
Mexicali, B.C., 28 de mayo de 2021. 

Secretario del Juzgado Quinto de Distrito en el Estado. 
José de Jesús Bernal Gómez. 

Rúbrica. 
(R.- 507555) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materias Civil y de Trabajo en el Estado de Nuevo León 
Emplazamiento 

EDICTO 
 

PATRICIA COVARRUBIAS GÁMEZ Y MAYRA YANETH RODRÍGUEZ MÉNDEZ. 
EN CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO EN AUTO DE NUEVE DE JUNIO DE DOS MIL VEINTIUNO, 

DICTADO EN EL JUICIO DE AMPARO NUMERO 464/2020, PROMOVIDO POR LUCÍA SALDAÑA VELOZ, 
CONTRA ACTOS DEL JUEZ SEGUNDO DE JURISDICCIÓN CONCURRENTE DEL PRIMER DISTRITO 
JUDICIAL EN EL ESTADO Y OTRAS AUTORIDADES, SE LES ORDENA EMPLAZAR POR EDICTOS, QUE 
DEBERÁN PUBLICARSE POR TRES VECES, DE SIETE EN SIETE DÍAS, TANTO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN COMO EN UN PERIÓDICO DE MAYOR CIRCULACIÓN NACIONAL, PARA QUE SE 
PRESENTEN A ESTE JUZGADO DE DISTRITO DENTRO DE TREINTA DÍAS SIGUIENTES A LA ULTIMA 
PUBLICACIÓN DE ESTE EDICTO, HACIÉNDOLES SABER QUE QUEDA A SU DISPOSICIÓN EN LA 
SECRETARIA DEL JUZGADO, COPIA  DE LA DEMANDA DE AMPARO, DEL AUTO DE ADMISIÓN DE 
DEMANDA, DE LOS AUTOS DE VEINTICINCO DE MAYO DE DOS MIL VEINTIUNO Y DE NUEVE DE 
JUNIO DE DOS MIL VEINTIUNO. EN LA INTELIGENCIA DE QUE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 
TENDRÁ VERIFICATIVO A LAS CATORCE HORAS CON TREINTA MINUTOS DEL DÍA VEINTICUATRO 
DE JUNIO DE DOS MIL VEINTIUNO, Y QUE EN EL CASO DE NO COMPARECER ANTE ESTE TRIBUNAL 
EN EL PLAZO SEÑALADO Y NO PRECISAR DOMICILIO EN ESTA CIUDAD PARA OÍR Y RECIBIR 
NOTIFICACIONES, LAS SUBSECUENTES AUN LAS DE CARÁCTER PERSONAL, SE LES HARÁN POR 
MEDIO DE LISTA EN LOS ESTRADOS DE ESTE JUZGADO DE DISTRITO. 

 
Monterrey, Nuevo León, a 16 de junio de dos de 2021. 

C. Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materias Civil y de Trabajo en el Estado. 
Lic. Zorayda Dávila Rodríguez. 

Rúbrica. 
(R.- 508728) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Nayarit 
EDICTO 

 
(Primera publicación) 

Para emplazar a: Juan Manuel Sánchez Sánchez. 
En el juicio de amparo número 635/2019-IX, promovido por Ignacio López Vázquez, contra actos del Juez 

de Primera Instancia del Ramo Penal, con sede en Bucerías, municipio de Bahía de Banderas, Nayarit, que 
hizo consistir en “…el auto de formal prisión por el delito de despojo de inmueble en agravio de Juan Manuel 
Sánchez Sánchez y Enrique Sánchez Sánchez dentro del expediente número 06/2019…”; se designó con el 
carácter de terceros interesados a Juan Manuel y Enrique, ambos de apellidos Sánchez Sánchez, ordenando 
su emplazamiento únicamente respecto a Juan Manuel Sánchez Sánchez, por este conducto.- Queda en la 
Secretaría de este Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Nayarit, ubicado 
en avenida Las Brisas número exterior 40, interior 42, segundo piso, fraccionamiento Las Brisas, Plaza 
Comercial Fiesta Tepic, copia de la demanda de amparo generadora de dicho juicio a su disposición, para que 
comparezca al mismo, si a su interés conviniere, hasta treinta días hábiles después de la última publicación de 
este edicto; apercibido que de no hacerlo se le tendrá por legalmente emplazado y las subsecuentes 
notificaciones, aun las de carácter personal, se le harán por lista de acuerdos que se publique en los estrados 
del Juzgado, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 29 de la Ley de Amparo; asimismo, se hace del 
conocimiento que se encuentran programadas las trece horas con un minuto del dieciséis de julio de dos mil 
veintiuno, para la celebración de la audiencia constitucional. 

 
Tepic, Nayarit, 14 de junio de 2021 

El Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Nayarit. 
Carlos Alberto Coronado Fernández. 

Rúbrica. 
(R.- 508944) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo  
en el Estado de Jalisco 

EDICTO: 
 

Emplácese por edictos al tercero interesado Axel Javier Talamontes Gálvez. 
En el juicio de amparo 25/2021-5, promovido por Jesús Alberto Arciniega Vásquez, por propio derecho, 

contra actos del Juez Sexto de lo Civil del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco y otros, con 
fundamento en los artículo 27 fracción III, inciso b), segundo párrafo de la Ley de Amparo, en relación con el 
315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, se ordena 
emplazar por edictos a Axel Javier Talamontes Gálvez, publicándose por tres veces, de siete en siete días, en 
el Diario Oficial de la Federación y en el periódico "El Universal", por ser uno de los de mayor circulación a 
nivel nacional; queda a su disposición en este Juzgado, copia simple de la demanda de amparo; dígasele que 
cuenta con un plazo de treinta días, contados a partir de la última publicación, para que acuda a este Órgano 
Jurisdiccional a hacer valer derechos y, que fueron señaladas las doce horas del veinte de julio de dos mil 
veintiuno, para que tenga verificativo la audiencia constitucional. 

 
En Zapopan, Jalisco, a ocho de julio de dos mil veintiuno. 

“2021, Año de la Independencia”. 
Juez Noveno de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo  en el Estado de Jalisco. 

Maestro Rodrigo Torres Padilla.  
Rúbrica. 

(R.- 509166) 

AVISO AL PÚBLICO 

Se comunica que para la publicación de los estados financieros éstos deberán ser capturados en cualquier 

procesador de textos Word y presentados en medios impreso y electrónico. 

Atentamente 

Diario Oficial de la Federación 



180      DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Noveno de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Jalisco 

Puente Grande 
EDICTO 

 
Al margen, el Escudo Nacional, con la leyenda que dice: Estados Unidos Mexicanos, Juzgado Noveno de 

Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Jalisco. Puente Grande. 
Juan Martín Aceves Reyes tercero interesado, en acatamiento a lo ordenado en acuerdo de uno de julio 

de dos mil veintiuno, dictado en el juicio de amparo 774/2020-I, promovido por Yadira Sarahí Ochoa Gutiérrez, 
contra actos del Juez Quinto de lo Criminal del Primer Partido Judicial en el Estado de Jalisco; juicio de 
amparo en el cual le fue reconocido el carácter de tercero interesado y se ordenó su emplazamiento por 
medio de edictos por ignorarse su domicilio, en términos del artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de 
Amparo, 239, fracción I y 242, fracción III, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que establece las disposiciones en materia administrativa de los órganos jurisdiccionales; 
haciéndosele saber al citado tercero interesado que deberá comparecer dentro del término de treinta días, 
contados del siguiente al de la última publicación, ante este Juzgado Noveno de Distrito de Amparo en Materia 
Penal en el Estado de Jalisco, con domicilio en km. 17.5 Carretera Libre a Zapotlanejo, Puente Grande, 
Jalisco, Centro Penitenciario código postal 45427; a efecto de promover lo que a su interés estime pertinente y 
deberá señalar domicilio en la Zona Metropolitana de Guadalajara, Jalisco, para que se le practiquen las 
notificaciones personales, apercibido de que en caso de no hacerlo, las ulteriores se harán por medio de lista 
que se fijaran en los estrados de este órgano de control constitucional. 
 

Puente Grande, Jalisco, 1 de julio de 2021. 
Secretaria del Juzgado Noveno de Distrito de Amparo en 

Materia Penal en el Estado de Jalisco. 
Lic. Greysi Alejandra Méndez López. 

Rúbrica. 
(R.- 509022) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Morelos 
EDICTO. 

 
Emplazamiento al tercero interesado Raúl Flores Cucurachi. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos, Poder Judicial de la 

Federación. Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Morelos. Juicio de amparo 463/2020, promovido por 
Abraham Zonana Achar, contra actos del Juez Tercero Civil de Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial 
del Estado de Morelos y Actuario de su adscripción. Tercero interesado Raúl Flores Cucurachi, se le hace 
saber que el acto reclamado es la falta de emplazamiento y todas las actuaciones del juicio ordinario civil 
203/2015, ordenado por el Juez Tercero Civil de Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial del Estado de 
Morelos y realizado por el Actuario de su adscripción; por lo que en virtud haber agotado la búsqueda para 
emplazarlo y se desconoce el domicilio actual en el cual se pueda emplazar, por acuerdo dictado el siete de 
julio de dos mil veintiuno, en el juicio de amparo 463/2020, se ordenó emplazarlo por edictos, mismos que 
deberán publicarse por tres veces de siete en siete días hábiles en el Diario Oficial de la Federación y en un 
periódico de mayor circulación a nivel nacional, haciéndole saber que debe presentarse dentro de treinta días 
hábiles contados a partir del siguiente al de la última publicación; apercibido que de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones, aún las de carácter personal, se le harán por medio de la lista que se fija en los estrados de 
este órgano jurisdiccional, asimismo se le informa que se han señalado las diez horas con cincuenta y ocho 
minutos del ocho de julio de dos mil veintiuno, para celebración de audiencia constitucional. 

 
Atentamente. 

Cuernavaca Morelos, siete de julio de dos mil veintiuno. 
Juez Noveno de Distrito en el Estado de Morelos. 

Guillermo Amaro Correa. 
Rúbrica. 

(R.- 509060) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Decimosexto Circuito 
Guanajuato 
EDICTOS 

 
TERCEROS INTERESADOS: FRANCISCO JAVIER MAYORGA LÓPEZ. 
PRESENTE: El Presidente del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Decimosexto Circuito,  

en el amparo directo civil 173/2020 promovido por José Jesús Zapatero Saldaña o Jesús Zapatero Saldaña, 
contra el acto dictado por el Juzgado Primero Civil de Partido, con sede en San Miguel de Allende, 
Guanajuato, en atención a que no se localizó domicilio alguno del tercero interesado, se ordenó su 
emplazamiento por este medio, en auto de once de junio de dos mil veintiuno, conteniendo relación sucinta de 
la demanda que en lo conducente dice: 

A).- Autoridad responsable: Juzgado Primero Civil del Partido, con sede en San Miguel de Allende, 
Guanajuato. 

B).- Acto reclamado: La resolución dictada dentro del expediente C-430/2018 de veintinueve de enero de 
dos mil veinte. 

C).- Preceptos constitucionales violados: 1, 14 y 16 
D).- Conceptos de violación: La autoridad responsable viola en mi perjuicio decretar la caducidad de la 

instancia. 
Asimismo se hace saber a la parte tercera interesada de mérito que deberá presentarse dentro del término 

de treinta días contados a partir del día siguiente de la última publicación del presente, a defender sus 
derechos, apercibida que de no comparecer por sí o por medio de su representante, se continuará el juicio sin 
su presencia, haciéndose las ulteriores notificaciones en las listas que se fijan en los estrados de este tribunal. 

 
Atentamente 

Guanajuato, Guanajuato, diecisiete de junio de dos mil veintiuno. 
 “2021, Año de la Independencia” 

El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Decimosexto Circuito. 
Lic. Gabriel Higinio Rodriguez González. 

Rúbrica. 
(R.- 509154) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en el Estado 
San Luis Potosí, S.L.P. 

EDICTO 
 

EN CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO EN PROVEÍDO DE SEIS DE JULIO DEL AÑO ACTUAL, 
DICTADO EN EL JUICIO DE AMPARO NÚMERO 659/2020-IV, PROMOVIDO POR GUILLERMO 
ALEJANDRO GUERRA CORDERO, CONTRA ACTOS DE LA PRIMERA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL 
DE JUSTICIA DEL ESTADO, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN III, INCISO C), 
DE LA LEY DE AMPARO Y 315 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SE EMPLAZA 
AL TERCERO INTERESADO JOSÉ AQUILINO DE LA FUENTE ACUÑA, POR MEDIO DE EDICTOS 
EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: 

Que el presente juicio de garantías lo promueve GUILLERMO ALEJANDRO GUERRA CORDERO, contra 
actos de la PRIMERA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, a quien le reclama: 
“El fallo emitido el veinte de agosto del presente año, en el Toca de Apelación Penal 103/2020”, en 
consecuencia, hágasele saber por edictos al tercero interesado José Aquilino de la Fuente Acuña, que 
deberá presentarse ante este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado, dentro del término de treinta días 
contado a partir del siguiente al de la última publicación en uno de los periódicos de mayor circulación en la 
República y en el Diario Oficial de la Federación; además queda a su disposición en la Secretaría de este 
Juzgado copia de la demanda de amparo, y que, en caso de no comparecer, las subsecuentes notificaciones, 
aún las de carácter personal, se le practicarán por medio de lista que se fije en los estrados de este tribunal. 

Colóquese en la puerta de este Juzgado copia íntegra del presente acuerdo por todo el tiempo que dure el 
emplazamiento. 

Asimismo, hágase de su conocimiento que se fijaron las DIEZ HORAS CON TREINTA MINUTOS  
DEL VEINTITRES DE AGOSTO DEL DOS MIL VEINTIUNO, para que tenga verificativo la audiencia 
constitucional. 

Lo transcribo a usted para su conocimiento y efectos legales conducentes. 
 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a 06 de julio del 2021. 
Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado. 

Lic. Edgar Tadeo Silva Bautista. 
Rúbrica. 

(R.- 509160) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito 
Toluca, México 

EDICTOS. 
 

CLAUDIA GUZMÁN FERNÁNDEZ Y HÉCTOR GERARDO 
BERLANGA RENDÓN. 

Se hace de su conocimiento que Josué González Martínez, promueve juicio de amparo al que por turno 
tocó conocer a este órgano jurisdiccional, bajo el número de juicio de amparo directo 228/2020, en contra de 
la sentencia definitiva de dieciocho de febrero de dos mil veinte, dictada en el toca de apelación 67/2020, por 
la Segunda Sala Civil de Toluca del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México. 

Que por auto de tres de junio de dos mil veintiuno, este tribunal colegiado ordenó el emplazamiento por 
edictos de Claudia Guzmán Fernández y Héctor Gerardo Berlanga Rendón, haciéndoles saber que deberán 
presentarse dentro del término de treinta días contados del siguiente al de la última publicación de los edictos, 
apercibidos de que si pasado dicho término no comparecen, se seguirá el juicio, haciéndoles las posteriores 
notificaciones, aún las de carácter personal, por medio de lista que se fijará en los estrados de este tribunal, 
en la inteligencia de que las copias simples de la demanda de amparo quedan a su disposición en el local de 
este órgano jurisdiccional. 

Para su publicación por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en un 
periódico de mayor circulación en la República Mexicana. Se expiden los presentes el treinta de junio de dos 
mil veintiuno. 

 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 

Lic. Fernando Lamas Pérez. 
Rúbrica. 

(R.- 508730) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y Juicios Federales 
San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO 
 
SE HACE DEL CONOCIMIENTO DE CUALQUIER INTERESADO LA EXISTENCIA Y RESOLUCIÓN DE 

UN PROCEDIMIENTO RELATIVO A UNA DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA PARA PERSONAS 
DESAPARECIDAS. 

En el procedimiento especial de ausencia para persona desaparecida 51/2020-IX promovido por Yara del 
Carmen Laguna Fernández, por propio derecho y en representación de su menor hijo Sebastián Garza 
Laguna; y Diego Miguel Garza Laguna, por propio derecho, respecto de Miguel Ángel Garza Covarrubias, el 
trece de agosto de dos mil veinte, se admitió a trámite dicha solicitud, cuyos efectos pretendidos fueron los 
previstos en las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XIV y XV, todas del artículo 21 de la Ley 
Federal de Declaración Especial de Ausencia de Personas Desaparecidas, requiriéndose información diversa 
a múltiples autoridades, de conformidad con lo dispuesto por los numerales 14 y 15 de la citada legislación; 
por lo que previo cumplimiento a dicho requerimiento, mediante proveído de diez de septiembre de dos mil 
veinte, se decretaron las medidas provisionales necesarias para garantizar la protección más amplia tanto a 
la persona desaparecida Miguel Ángel Garza Covarrubias, como a sus familiares o a cualquier otra persona 
que tenga un interés jurídico en la Declaración Especial de Ausencia; asimismo, el veintinueve de abril de dos 
mil veintiuno, se dictó la sentencia definitiva, declarando procedente la solicitud de declaración especial de 
ausencia presentada por Yara del Carmen Laguna Fernández, por propio derecho y en representación de su 
menor hijo Sebastián Garza Laguna; y Diego Miguel Garza Laguna, por propio derecho, respecto de Miguel 
Ángel Garza Covarrubias, declarando legalmente la ausencia de Miguel Ángel Garza Covarrubias, teniendo 
dicha declaración los efectos pretendidos por la promovente, los cuales quedaron establecidos con antelación. 
Del mismo modo, con el objeto de que tengan verificativo los efectos concedidos en dicha resolución se 
ordenó girar oficio a la autoridad correspondiente para que realice las anotaciones respectivas de declaración 
de ausencia del desaparecido, nombrando como representante legal del ausente a Yara del Carmen Laguna 
Fernández. Finalmente, atento a los principios de celeridad, gratuidad, y máxima protección que establece el 



Viernes 23 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL      183 

 

citado artículo 4 de la ley de la materia, se hace saber a cualquier persona que tenga interés jurídico en este 
procedimiento de Declaración Especial de Ausencia, que en la secretaría de este Juzgado Sexto de Distrito en 
Materia de Amparo Civil, Administrativo, y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, ubicado 
en Avenida Osa Menor, número ochenta y dos, decimotercer piso, ala sur, Ciudad Judicial Siglo XXI, Reserva 
Territorial Atlixcáyotl, San Andrés Cholula, Puebla, Código Postal 72810, quedan a su disposición los autos 
que integran el presente expediente, a fin de que se impongan de su contenido, tal y como lo contempla el 
artículo 17 de la Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas. 

 
Atentamente 

San Andrés Cholula, Puebla; once de junio de dos mil veintiuno. 
Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Amparo Civil, 

Administrativo y de Trabajo y Juicios Federales 
Lic. Alejandro Manuel García Tapia 

Rúbrica. 
(R.- 508171) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

“2021, Año de Independencia” 

EDICTOS 

 

AL MARGEN DE UN SELLO CON EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, A VEINTITRÉS DE JUNIO DE DOS MIL 

VEINTIUNO. 

En los autos del juicio ejecutivo mercantil número 224/2020, promovido por Jorge Francisco Valdés 

King, en su carácter de apoderado de Productos Roche, Sociedad Anónima de Capital Variable, mediante 

proveído de veintitrés de Junio de dos mil veintiuno, se dictó un auto por el que se ordena emplazar a la 

parte demandada Inmobiliaria Cuvier, Sociedad Anónima de Capital Variable, por medio de edictos, 

que se publicarán por tres veces consecutivas, en el Diario Oficial de la Federación y en un periódico 

de mayor circulación en esta ciudad, a fin de que comparezca a este juicio a deducir sus derechos en 

el término de treinta días contados a partir del siguiente al en que se efectúe la última publicación, 

quedando a su disposición en el juzgado la demanda de mérito y demás anexos exhibidos por la actora, 

apercibido que de no apersonarse al presente juicio, se seguirá el presente juicio en su rebeldía y las 

ulteriores notificaciones aun las de carácter personal, se harán por medio de estrados en el entendido que de 

no comparecer en los términos precisados, se procederá a fijar fecha y hora a fin de practicar la diligencia de 

requerimiento de pago y embargo respectiva, en el local de este órgano jurisdiccional. En acatamiento al auto 

de mérito, se procede a hacer una relación sucinta de la demanda presentada en la vía ejecutivo mercantil en 

la que la parte actora señaló como prestaciones: a. El pago de $121,604,166.76 (ciento veintiún millones 

seiscientos cuatro mil ciento sesenta y seis pesos 76/100 M.N.) b. El pago de intereses moratorios a razón de 

una tasa del 2% (dos por ciento) mensual sobre la cantidad principal adeudada de $121,604,166.76 (ciento 

veintiún millones seiscientos cuatro mil ciento sesenta y seis pesos 76/100 M.N.) c. El pago del impuesto al 

valor agregado (“IVA”) generado sobre los intereses moratorios reclamados en la prestación inmediata 

anterior. d. El pago de los gastos y costas que se generen con motivo de la tramitación del presente juicio, los 

cuales serán cuantificados en la ejecución de sentencia. 

 

Ciudad de México, veintitrés de junio de 2021. 

Secretaria de Acuerdos del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

Lic. Liliana Sotomayor Galván. 

Rúbrica. 

(R.- 509083) 
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 AVISOS GENERALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa 

Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual 

Expediente: 754/19-EPI-01-7 

Actor: ULC IP Holdings, Llc. 

85 Años Impartiendo Justicia 

TFJA 1936-2021  

“EDICTO” 

 

SONIA ELIZABETH ASHLEY 

En los autos del juicio contencioso administrativo número 754/19-EPI-01-7, promovido por la persona 

moral ULC IP HOLDINGS, LLC., en contra del Titular de la Coordinación Departamental de Examen de 

Marcas “C” del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, en el que se demanda la nulidad de la resolución 

contenida en el oficio con código de barras 20190087206, de fecha 01 de febrero de 2019, mediante el que se 

resolvió negar el registro de la marca FUN SOCKS, tramitado en el expediente número 2001778, se ordenó 

emplazar a la TERCERO INTERESADA, la C. SONIA ELIZABETH ASHLEY, al juicio antes señalado al ser el 

titular del registro marcario 1873328 MINI ME-CLOTHING IS FUN, por medio de edictos, con fundamento en 

los artículos 14, penúltimo párrafo, 18 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, y 315 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, para lo cual, se le hace saber que 

tiene un término de treinta días contados a partir del día hábil siguiente de la última publicación del Edicto 

ordenado, para que comparezca en esta Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, en el domicilio ubicado en: Avenida México, número 710, Colonia San 

Jerónimo Lídice, Alcaldía Magdalena Contreras, Ciudad de México, C.P. 10200, apercibido de que en caso 

contrario, las siguientes notificaciones se realizarán por boletín jurisdiccional, como lo establece el artículo 315 

en cita, en relación con el 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Para su publicación por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de 

los periódicos diarios de mayor circulación en la República Mexicana, de la elección de la parte actora. 

 

Ciudad de México, a 07 de mayo de 2021. 

El Magistrado Instructor de la Ponencia I y Presidente de la Sala Especializada en  

Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

Mag. Héctor Francisco Fernández Cruz. 

Rúbrica. 

La Secretaria de Acuerdos. 

Lic. Ivett Nazdihely Galicia Rendón. 

Rúbrica. 

(R.- 509037) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 
EDICTO 

 
Propietario de: 1 Gabinete de computadora marca Dell, modelo optiplex 990, service tag, BG8FYR1; 

Servidor marca Dell, modelo power Edge 2950, No. JK7XNG1, Servidor marca Dell. Modelo power Edge 
2950, No. GK7XNG1, Servidor marca Dell, modelo Power Edge R410, No. 8P6TNL1, Servidor Gamer con la 
leyenda FB Compu GS serial, No. 0760, Gabinete genérico color negro, No. 04605000525414 computadora 
marca Perfect Choice con número L83160002; $3,808.50 M.N. (tres mil ochocientos ocho pesos con 
cincuenta centavos, Moneda Nacional); 107 máquinas electrónicas de juego, dispositivos electrónicos. 

Localizados en Carretera Internacional Culiacán-Los Mochis, Sin número, Localidad de Villa Benito Juárez, 
Salvador Alvarado, Kilometro 107, Guamúchil, estado de Sinaloa. 

En las actuaciones de la Carpeta de Investigación FED/SEIDF/UNAI-SIN/0001021/2018, instruida en la 
Unidad Especializada en Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales 
dependiente de la Fiscalía General de la República, por hechos que la ley señala como delito, previsto en el 
artículo 12 fracción II de la Ley Federal de Juegos y Sorteos y con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 del 
Código Penal Federal, 127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, se le notifica al PROPIETARIO que derivado de la práctica del cateo llevado a cabo el día 11 de 
agosto de 2018, que realizó la Procuraduría General de la República, ahora Fiscalía General de la República, 
en el domicilio señalado al proemio diligencia en la cual se decretó el aseguramiento de lo siguiente: 1 
Gabinete de computadora marca Dell, modelo optiplex 990, service tag, BG8FYR1; Servidor marca Dell, 
modelo power Edge 2950, No. JK7XNG1, Servidor marca Dell. Modelo power Edge 2950, No. GK7XNG1, 
Servidor marca Dell, modelo Power Edge R410, No. 8P6TNL1, Servidor Gamer con la leyenda FB Compu GS 
serial, No. 0760, Gabinete genérico color negro, No. 04605000525414 computadora marca Perfect Choice con 
número L83160002; $3,808.50 M.N. (tres mil ochocientos ocho pesos con cincuenta centavos, Moneda 
Nacional); 107 máquinas electrónicas de juego, dispositivos electrónicos, los cuales se consideran 
instrumentos y producto del delito, mismos que fueron localizados en el domicilio donde se realizó la diligencia 
de cateo; es por lo que con fundamento en lo previsto en el artículo 231 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, hago de su conocimiento el aseguramiento de referencia con la finalidad que de no 
manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la 
notificación, los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Federal. Poniendo a su disposición, las 
constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, en las oficinas que ocupa esta 
Fiscalía Especializada en Avenida Insurgentes número 20, Piso 11, Glorieta de los Insurgentes, Colonia 
Roma, Alcaldía de Cuauhtémoc, Código Postal 06700, Ciudad de México. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 17 de junio de 2021 
El Agente del Ministerio Público de la Federación, 
en Auxilio del Titular de la Agencia Décimo Quinta 

Investigadora en la Ciudad de México. 
Lic. José Ricardo Rodríguez Soria. 

Rúbrica. 
(R.- 509080) 

Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Tamaulipas 

Cd. Reynosa, Tamps. 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/TAMP/MIAL/0002929/2018, iniciada por el delito 
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de Contra la salud, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 195, del Código Penal Federal, en la cual el 07 
de noviembre del 2018, se decretó el aseguramiento de $1, 571 500.00 M.N. (un millón quinientos setenta 
y un mil quinientos pesos 00/100) Y $16, 980 USD (dieciséis mil novecientos ochenta dólares americanos), 
por ser producto del delito investigado; 2.- Carpeta de investigación FED/TAMP/MIAL/0003086/2018, iniciada 
por el delito de Contra la salud, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 195, del Código Penal Federal, en 
la cual el 28 de noviembre del 2018, se decretó el aseguramiento de $367,400.00 M.N. (trecientos sesenta 
y siete mil cuatrocientos pesos 00/100) Y $11, 870 USD (once mil ochocientos setenta dólares americanos), 
por ser producto del delito investigado; 3.- Carpeta de investigación FED/TAMP/MIAL/0002330/2020, iniciada 
por el delito de Contra la salud, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 195, del Código Penal Federal, en 
la cual el 12 de noviembre del 2020, se decretó el aseguramiento de $34,100.00 M.N. (treinta y cuatro mil 
cien pesos 00/100) Y $590 USD (quinientos noventa dólares americanos), por ser producto del delito 
investigado. ----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación Titular de la 
Célula I-6 MIGUEL ALEMÁN con domicilio en calle boulevard Valentín Barrera esquina con 21 de marzo, 
colonia Barrera en Ciudad Miguel Alemán, Tamaulipas. 
 

Atentamente. 
Cd. Miguel Alemán, Tamaulipas a 21 de mayo del 2021. 

El Encargado del Despacho de la Fiscalía 
General de la República en Tamaulipas 

Lcdo. Ernesto Cuitlahuac Vasquez Reyna 
Rúbrica. 

(R.- 509084) 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 
EDICTO 

 
Propietario de: 85 máquinas electrónicas de juego, 03 CPU marca Acteck, 02 servidores marca Dell, 01 

una tarjeta con chip, documentos varios relacionados con el establecimiento “Marrakech” y numerario 
consistente en: $16,230.00 moneda nacional y el establecimiento materia del cateo. 

Localizados en: Calle Miguel Hidalgo sin número, entre calle oriental y Veracruz, colonia Centro, 
Escuinapa, Sinaloa.  

En cumplimiento al acuerdo ministerial dictado dentro de la carpeta de investigación FED/SEIDF/UNAI-
SIN/0000053/2019, instruida en la Unidad Especializada en Investigación de Delitos Contra el Ambiente y 
Previstos en Leyes Especiales dependiente de la Fiscalía General de la República por hechos que la ley 
señala como delito y la probable participación de quien lo cometió, previsto y sancionado en el artículo 12 
fracción de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 y 102 
apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 del Código Penal Federal, 
127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de Procedimientos Penales, se notifica al 
PROPIETARIO que existe acta circunstanciada de cateo de fecha treinta de enero de dos mil diecinueve, que 
realizó la entonces Procuraduría General de la República, ahora Fiscalía General de la Republica en el 
domicilio de Calle Miguel Hidalgo sin número, entre calle oriental y Veracruz, colonia Centro, Escuinapa, 
Sinaloa, en donde se aseguraron bienes de su propiedad o posesión, consistentes en: 85 máquinas 
electrónicas, 03 CPU marca Acteck, 02 servidores marca Dell, 01 una tarjeta con chip, documentos varios 
relacionados con el establecimiento “Marrakech” y numerario consistente en: $16,230.00 moneda nacional y el 
establecimiento materia del cateo, considerados instrumentos del delito y localizados en el domicilios ya 
referido. Lo anterior se hace de su conocimiento para que manifieste lo que a su derecho convenga, en 
términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, apercibido que 
transcurrido el término de noventa días naturales siguientes a que surta efectos la presente notificación, los 
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bienes asegurados causaran abandono a favor de la Fiscalía General de la Republica. Poniendo a su 
disposición, las constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, teniendo las 
oficinas que ocupa esta Agencia de Investigación, ubicada en Avenida de los Insurgentes No. 20, piso 11, 
Colonia Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, código postal 06700, Ciudad de México. 
 

Atentamente 
Sufragio Efectivo No Reelección 

Ciudad de México, a 17 de junio de 2021 
La Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Agencia Novena Investigadora 
en la Ciudad de México. 

Lic. Norma Angélica Vera Serrano. 
Rúbrica. 

(R.- 509087) 

Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 

EDICTO 

 

Propietario de: 240 máquinas electrónicas de juego, 04 CPU y numerario consistente en: $24,619.00 

moneda nacional. 

Localizados en: Avenida Chiapas número 401, local “B”, Colonia Ramón Farías, C.P. 60050,  

Uruapan, Michoacán. 

En cumplimiento al acuerdo ministerial dictado dentro de la carpeta de investigación  

FED/SEIDF/UNAI-MICH/0001350/2017, instruida en la Unidad Especializada en Investigación de Delitos 

Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales dependiente de la Fiscalía General de la República por 

hechos que la ley señala como delito y la probable participación de quien lo cometió, previsto y sancionado en 

el artículo 12 fracción de la Ley Federal de Juegos y Sorteos y con fundamento en lo dispuesto  

por los artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 

del Código Penal Federal, 127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, se notifica al PROPIETARIO que existe acta circunstanciada de cateo de fecha once 

de noviembre de dos mil diecisiete, que realizó la entonces Procuraduría General de la República,  

ahora Fiscalía General de la Republica en el domicilio de Avenida Chiapas número 401, local “B”,  

Colonia Ramón Farías, C.P. 60050, Uruapan, Michoacán, en donde se aseguraron bienes de su propiedad  

o posesión, consistentes en: 240 máquinas electrónicas de juego, 04 CPU y numerario consistente en:  

$24, 619.00 moneda nacional, considerados instrumentos del delito y localizados en el domicilio ya referido. 

Lo anterior se hace de su conocimiento para que manifieste lo que a su derecho convenga, en términos de lo 

dispuesto por el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, apercibido que transcurrido el 

término de noventa días naturales siguientes a que surta efectos la presente notificación, los bienes 

asegurados causaran abandono a favor de la Fiscalía General de la Republica. Poniendo a su disposición,  

las constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, teniendo las oficinas que ocupa 

esta Agencia de Investigación, ubicada en Avenida de los Insurgentes No. 20, piso 11, Colonia Roma Norte, 

Alcaldía Cuauhtémoc, código postal 06700, Ciudad de México. 

 

Atentamente 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Ciudad de México, a 17 de junio de 2021 

La Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Agencia Novena Investigadora 

en la Ciudad de México. 

Lic. Norma Angélica Vera Serrano. 

Rúbrica. 

(R.- 509089) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 

EDICTO 

 

Propietario de: 19 mesas de juego, 7 cajas de cartón que contienen fichas de juego con valor 

representativo y sin valor representativo; Numerario por las cantidades de $ 48,967.10 (cuarenta y ocho mil 

novecientos sesenta y siete pesos 10/100 M.N), $360.00 (trescientos sesenta dólares americanos USD). 

Localizados en Avenida Revolución número 460, Colonia Jardines del Country, C.P. 64860, Monterrey, 

Nuevo León. 

En las actuaciones de la Carpeta de Investigación FED/SEIDF/UNAI-NL/0000810/2018, instruida en la 

Unidad Especializada en Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales 

dependiente de la Procuraduría General de la República, por hechos que la ley señala como delito previsto en 

el artículo 12 fracción II de la Ley Federal de Juegos y Sorteos y con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 del 

Código Penal Federal, 127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, se le notifica al PROPIETARIO que derivado de la práctica de cateo llevado a cabo el día veintiuno 

de junio de dos mil dieciocho, que realizó la Procuraduría General de la República, ahora Fiscalía General de 

la República, en el domicilio señalado al proemio diligencia en la cual se decretó el aseguramiento de lo 

siguiente: 19 mesas de juego, 7 cajas de cartón que contienen fichas de juego con valor representativo y sin 

valor representativo; Numerario por las cantidades de $ 48,967.10 (cuarenta y ocho mil novecientos sesenta y 

siete pesos 10/100 M.N), $360.00 (trescientos sesenta dólares americanos USD), los cuales se consideran 

instrumentos y producto del delito, mismos que fueron localizados en el domicilio donde se realizó la diligencia 

de cateo; es por lo que con fundamento en lo previsto en el artículo 231 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, hago de su conocimiento el aseguramiento de referencia con la finalidad que de no 

manifestar lo que a su derecho convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la 

notificación, los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Federal. Poniendo a su disposición, las 

constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, en las oficinas que ocupa esta 

Fiscalía Especializada en Avenida Insurgentes número 20, Piso 11, Glorieta de los Insurgentes,  

Colonia Roma, Alcaldía de Cuauhtémoc, Código Postal 06700, Ciudad de México. 

 

Atentamente 

Ciudad de México, a 17 de junio de 2021 

El Agente del Ministerio Público de la Federación, 

en auxilio del Titular de la Agencia Décimo Quinta 

Investigadora en la Ciudad de México. 

Lic. José Ricardo Rodríguez Soria. 

Rúbrica. 

(R.- 509090) 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 
EDICTO 

 
Propietario de: 125 dispositivos electrónicos, 06 CPU, numerario nacional por la cantidad de $ 356,109 

(trescientos cincuenta y seis mil ciento nueve pesos 00/100 M.N) y moneda extranjera por la cantidad de  
$851 (ochocientos cincuenta y un dólares) relacionado con el establecimiento “CIBER MIRAMAR”. 

Localizados en: Avenida Tamaulipas S/N en la Colonia Ampliación Unidad Nacional, en Ciudad  
Madero, Tamaulipas.  

En cumplimiento al acuerdo ministerial dictado dentro de la carpeta de investigación  
FED/SEIDF/UNAI-TAMP/0001649/2018, instruida en la Unidad Especializada en Investigación de Delitos 
Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales dependiente de la Fiscalía General de la República por 
hechos que la ley señala como delito y la probable participación de quien lo cometió, previsto y sancionado en 
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el artículo 12 fracción de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, y con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 del 
Código Penal Federal, 127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, se notifica al PROPIETARIO que existe acta circunstanciada de cateo de fecha veintiocho y 
veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, que realizó la entonces Procuraduría General de la República, 
ahora Fiscalía General de la República en el domicilio ubicado en Avenida Tamaulipas S/N en la Colonia 
Ampliación Unidad Nacional, en Ciudad Madero, Tamaulipas, en donde se aseguraron bienes de su propiedad 
o posesión, consistentes en: 125 dispositivos electrónicos, 06 CPU, numerario nacional por la cantidad de  
$ 356,109 (trescientos cincuenta y seis mil ciento nueve pesos 00/100 M.N) y moneda extranjera por la 
cantidad de $851 (ochocientos cincuenta y un dólares) relacionado con el establecimiento  
“CIBER MIRAMAR”, considerados objetos, instrumentos y productos del delito y localizados en el domicilio ya 
referido. Lo anterior se hace de su conocimiento para que manifieste lo que a su derecho convenga,  
en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, apercibido 
que transcurrido el término de noventa días naturales siguientes a que surta efectos la presente notificación, 
los bienes asegurados causaran abandono a favor de la Fiscalía General de la República. Poniendo a su 
disposición, las constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, teniendo las 
oficinas que ocupa esta Agencia de Investigación, ubicada en Avenida de los Insurgentes No. 20, piso 11, 
Colonia Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, código postal 06700, Ciudad de México. 

 
Atentamente 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 
Ciudad de México, a 10 de junio de 2021. 

La Agente del Ministerio Público de la Federación 
Titular de la Agencia Décima Cuarta de la Unidad de Investigación  

y Litigación -FECOC. 
Lic. Virginia Peralta Pérez. 

Rúbrica. 
(R.- 509091) 

Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada de Control Competencial 

EDICTO 

 

Propietario de: 01 CPU Marca Dell, Modelo Oplitex170L; 01 Mezcladora AM220; 01 Transmisor Premium 

CZH-T501; 01 Antena Monopolo, relacionados con la frecuencia 99.9 Mhz. 

Localizados en: Calle Nevado de Colima número 137, Colonia Fraccionamiento de la Loma, Municipio de 

Cuauhtepec, Hidalgo, código postal 43740.  

En cumplimiento al acuerdo ministerial dictado dentro de la carpeta de investigación  

FED/SEIDF/UNAI-HGO/0000005/2016, instruida en la Unidad Especializada en Investigación de Delitos 

Contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales dependiente de la Fiscalía General de la República por 

hechos que la ley señala como delito y la probable participación de quien lo cometió, previsto en el  

artículo 150 y sancionado en el numeral 149 de la Ley General de Bienes Nacionales, y con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

40 y 41 del Código Penal Federal, 127, 128, 129, 130, 131, 229, 230, 231 todos del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, se notifica al PROPIETARIO que existe acta circunstanciada de cateo de fecha 

veinte de julio de dos mil dieciséis, que realizó la entonces Procuraduría General de la República,  

ahora Fiscalía General de la República en el domicilio ubicado en Calle Nevado de Colima número 137, 

Colonia Fraccionamiento de la Loma, Municipio de Cuauhtepec, Hidalgo, código postal 43740, en donde se 

aseguraron bienes de su propiedad o posesión, consistentes en: 01 CPU Marca Dell, Modelo Oplitex170L;  

01 Mezcladora AM220; 01 Transmisor Premium CZH-T501; 01 Antena Monopolo, relacionados con la 

frecuencia 99.9 Mhz, considerados objetos, instrumentos y productos del delito y localizados en el domicilio ya 

referido. Lo anterior se hace de su conocimiento para que manifieste lo que a su derecho convenga,  

en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, apercibido 

que transcurrido el término de noventa días naturales siguientes a que surta efectos la presente notificación, 
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los bienes asegurados causaran abandono a favor de la Fiscalía General de la República. Poniendo a su 

disposición, las constancias que motivaron el acuerdo ministerial a que se hace referencia, teniendo las 

oficinas que ocupa esta Agencia de Investigación, ubicada en Avenida de los Insurgentes No. 20, piso 11, 

Colonia Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, código postal 06700, Ciudad de México. 
 

Atentamente 
Sufragio Efectivo No Reelección 

Ciudad de México, a 17 de junio de 2021 
La Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Agencia Décima Cuarta de la Unidad de Investigación  
y Litigación -FECOC. 

Lic. Virginia Peralta Pérez. 
Rúbrica. 

(R.- 509092) 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 
Delegación Estatal Tamaulipas 

Cd. Reynosa, Tamps. 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación,  

de las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 
16, 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del  
Código Penal Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción  
1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; 
se notifica a través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales  
o personas con interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las 
indagatorias que a continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/TAMP/MIAL/0001146/2021, 
iniciada por el delito de Violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, previsto y sancionado  
en el (los) artículo (s) 83 Fracción III, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual  
el 15 de Junio del 2021, se decretó el aseguramiento de $7,166.50 M.N. (SIETE MIL SIENTO SESENTA  
Y SEIS PESOS 50/100), por ser producto del delito investigado, 2.- Carpeta de Investigación 
FED/TAMP/NVO.LAR/0000690/2021, iniciada por el delito de Contra la Salud, previsto y sancionado por el 
artículo 195 primer párrafo del Código Penal Federal, en la cual se decretó el aseguramiento de inmueble 
ubicado Tabasco número 6112 esquina con calle Guerrero de la colonia Pálmares código postal 88295,  
de Nuevo Laredo, Tamaulipas, por ser instrumento del delito investigado, 3.- Carpeta de investigación 
FED/TAMP/TAM/0001115/2020, iniciada por el delito Previsto y Sancionados en los artículos 9 fracción II de 
la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30 de junio de 
2020, se decretó el aseguramiento del inmueble ubicado en kilómetro 06+800, de la Carretera Federal 
México -800, González, Tamaulipas, en las coordenadas geográficas 22.760135, -98.31557 y así mismo el 
inmueble ubicado en las coordenada geográficas 22.759686 -98.315171, González, Tamaulipas, por ser 
instrumento del delito investigado. 4.- Carpeta de investigación FED/TAMP/TAM/000462/2019, iniciada por el 
delito Previsto y Sancionados en los artículos 9 fracción II de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 16 de febrero de 2019, se decretó el aseguramiento del 
inmueble el inmueble ubicado en calle Ignacio Zaragoza número 302 a, colonia Hermenegildo Galeana, 
ciudad Madero, Tamaulipas, C.P.. 89540, por ser instrumento del delito investigado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación. 

 
Atentamente 

Cd. Reynosa, Tamaulipas a 16 de junio del 2021. 
Encargado del Despacho de la Fiscalía General de la República en Tamaulipas 

Lcdo. Ernesto C. Vasquez Reyna 
Rúbrica. 

(R.- 509094) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Sonora 
PUBLICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas averiguaciones previas, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Averiguación Previa AP/PGR/SON/SLRC-I/121/2011, iniciada por el delito de 
contra la salud y Violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 15 de marzo de 
2011 se decretó el aseguramiento de un inmueble ubicado en Lote 24 , Col. Hidalgo, San Luis Río Colorado, 
Sonora, coordenadas N 32°28.510´ W 114°53.271´, por ser Objeto del delito que se investiga. 2.- 
Averiguación Previa AP/PGR/SON//SLRC-II/161/2009, iniciada por el delito de contra la salud en la modalidad 
de posesión con fines de comercio, en la cual el 22 de mayo de 2009 se decretó el aseguramiento de un 
Inmueble ubicado en la Carretera Lateral de San Luis Rio Colorado a 300 metros al Sur de la Avenida Álvaro 
Obregón, Lado Este, Colonia Hidalgo, San Luis Río Colorado, Sonora, por ser Objeto del delito que se 
investiga. 3.- Averiguación Previa AP/PGR/SON/SLRC-II/566/2007, iniciada por el delito de contra la salud 
previsto y sancionado en el artículo 194 fracción III del Código Penal Federal, en la cual el 19 de junio de 2007 
se decretó el aseguramiento de un inmueble ubicado en Avenida Carlos G. Calles y/o avenida Internacional, 
entre calles 10 y 11 No. 1011, Colonia Comercial en San Luis Rio Colorado, Sonora, por ser Objeto del delito 
que se investiga. 4.- Averiguación Previa AP/PGR/SON/SLRC-I/46/2015, iniciada por el delito de portación de 
arma de fuego del uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, en la cual el 01 de septiembre de 2015 
se decretó el aseguramiento de un vehículo de la marca Toyota, tipo pick up, línea Tacoma, color negro, año 
modelo 2013, serie 3TMMU4FN1DM060002, sin placas de circulación, por ser Objeto del delito que se 
investiga. 5.- Averiguación Previa AP/PGR/SON/SLRC-I/445/2011, iniciada por el delito de contra la salud, 
delito previsto en el artículo 194 fracción I del Código Penal Federal, en la cual el 23 de junio de 2011 se 
decretó el aseguramiento de un inmueble ubicado en Avenida Tuxpan número 806, entre las calles 8 y 9, San 
Luis Río Colorado, Sonora y un vehículo marca Toyota, línea Tercel, color blanco, 2 puertas, placas de 
circulación 235SYK6 de Sonora, serie JT2EL56D7S0081952, por ser Objetos del delito que se investiga. 6.- 
Averiguación Previa AP/PGR/SON/CAB/018/2016, iniciada por el delito de contra la salud, delito previsto en el 
artículo 194 fracción I del Código Penal Federal, en la cual el 27 de enero de 2016 se decretó el 
aseguramiento de un vehículo tipo pick up, marca Dodge, línea Ram 2500, color blanco, modelo 2006, con 
placas de circulación VC-56-561, para el Estado de Sonora, con número de serie 1D7HU18N56J190707, por 
ser Objeto del delito que se investiga. 7.- Averiguación Previa AP/PGR/SON/NOG-IV/726/2015, iniciada por el 
delito de contra la salud, delito previsto en el artículo 194 fracción I del Código Penal Federal, en la cual el 08 
de diciembre de 2015 se decretó el aseguramiento de un vehículo tipo Vagoneta, marca Chevrolet, línea 
Suburban, año 2003, color blanco, serie 3GNFK16Z83G134584, sin placas de circulación, por ser Objeto del 
delito que se investiga. 

 Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos bienes 
causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación en 
el estado de Sonora de con domicilio en boulevard García Morales, kilómetro 9.5, colonia la manga, código 
postal 83220, en la Ciudad de Hermosillo, Sonora.  
 

Atentamente. 
Hermosillo Sonora a 07 de junio de 2021. 

Delegado de la Fiscalía General 
 de la República en Sonora 

Lic. Francisco Sergio Méndez. 
Rúbrica. 

(R.- 509081) 



192      DIARIO OFICIAL Viernes 23 de julio de 2021 

 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Sonora 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 

1.- Carpeta de Investigación FED/SON/HSO/0000136/2019, iniciada por el delito previsto en el artículo 9 
fracción II de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los delitos cometidos en materia de Hidrocarburos, en 
la cual el 21 de enero de 2019 se decretó el aseguramiento de un vehículo tipo chasis cabina, de color blanco 
equipado con tanque cisterna, con placas de circulación VC-27-406 para el Estado de Sonora, con números 
identificación vehicular a la vista 1GDK7H1M3PJ506166 y 1GDK7H1J4NJ501285, por ser objeto del delito 
investigado. 2.- Carpeta de investigación FED/SON/HSO/00001328/2016 iniciada por el delito de portación de 
arma de fuego del uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, y contra la salud en su modalidad de 
posesión con fines de comercio. en la cual el 24 de noviembre de 2016, se decretó el aseguramiento de un 
vehículo marca General Motors, línea Equinox, color blanco, cinco puertas, modelo 2006, serie 
2CNDL63F066061081, interiores de tela, motor a gasolina de seis cilindros transmisión automática sin placas 
de circulación. Un vehículo tipo pick up, marca Ford línea F-250, super Dutty XLT color blanco, modelo 2008 
serie 1FTSW21R88E56305, motor a disel de ocho cilindros, sin placas de circulación. Y un vehículo marca 
Jeep, línea Grand Cherokee, color gris, modelo 1997, serie 1J4GZ78Y1VC568913. motor de gasolina, 
transmisión automática, sin placas de circulación, por ser objetos del delito investigado. 3.- Carpeta de 
Investigación FED/SON/HSO/0001130/2021, iniciada por el delito de robo, previsto en el artículo 367 Código 
Penal Federal, en la cual el 30 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de un vehículo de la marca 
Toyota, Tipo Multipropósito de cinco puertas, de la serie 4- Runner, color gris, sin placas de circulación y con 
número de identificación vehicular JTEBU5JR3G5322583, por ser objeto del delito que se investiga, 4.- 
Carpeta de Investigación FED/SON/HSO/0000724/2021, iniciada por un delito previsto la Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 21 de agosto de 2017 se decretó el aseguramiento de una 
Camioneta de la marca Chevrolet, tipo multipropósito, cinco puetas, de la serie Tahoe, color gris, sin placa de 
circulación y con número de serie 1GNEK13T73J327755, del año modelo 2003, por ser Objeto del delito que 
se investiga. 5.- Carpeta de Investigación FED/SON/HSO/0000293/2021, iniciada por el delito previsto en el 
artículo 83, fracción III, en relación con el numeral 11, ambos de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos y contra la salud; en la cual el 16 de febrero de 2021 se decretó el aseguramiento de un vehículo 
tipo Camioneta de la marca Chevrolet , tipo multipropósito de cinco puertas , de la serie Trail Blazer, de color 
dorado con placa trasera de afiliación MEX-25-24497 y con numero de identificación vehicular a la vista 
1GNES16P036238210, modelo del año 2003, por ser Objeto del delito que se investiga. 6.- Carpeta de 
Investigación FED/SON/HSO/0000634/2021, iniciada por el delito previsto en el artículo 83 fracción III de La 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 10 de marzo de 2021 se decretó el aseguramiento 
de una camioneta de la marca Jeep, tipo multipropósito, de cinco puertas de la serie Grand Cherokee, año 
modelo 2000, de color blanco, con placa de circulación trasera VYW418A, y con número de serie 
1J4GW58N2YC310522, por ser Objeto del delito que se investiga. 7.- Carpeta de Investigación 
FED/SON/HSO/0001944/2019, iniciada por el delito de portación de arma de fuego del uso exclusivo del 
Ejército, Armada y Fuerza Aérea, previsto en el artículo 83 fracción II de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos, en la cual el 11 de abril de 2019 se decretó el aseguramiento de un vehículo tipo camioneta de la 
marca Chevrolet, tipo Pick-Up, doble cabina, cuatro puertas, de la serie Silverado, color negro, sin placas de 
circulación y con número de identificación vehicular a la vista 2GCEK13M771544322. de año modelo 2007, 
manufacturado en el extranjero, por ser Objeto del delito que se investiga. 

Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la 
Delegación en el estado Sonora de con domicilio Boulevard García Morales kilómetro 9.5, colonia La Manga, 
Hermosillo, Sonora, C.P. 83220. 
 

Atentamente. 
 Hermosillo, Sonora a 07 de junio de 2021. 

El Delegado de la Fiscalía General 
 de la República en Sonora 

Lic. Francisco Sergio Méndez. 
Rúbrica. 

(R.- 509082) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Tlaxcala 
Célula 1 del Equipo de Investigación y Litigación II de la Unidad de Investigación y Litigación “A” Tlaxcala 

PUBLICACIÓN POR EDICTO 
 

SE DECRETO ASEGURAMIENTO DENTRO DE LA CARPETA DE INVESTIGACION FED/TLAX/DEL 
TLAX/0000163/2017 INTERESADO (S), Y PROPIETARIO (S), DE LO SIGUIENTE: 1.- VEHÍCULO GENERAL 
MORTORS CORP, CHEVROLET, TIPO CAMIÓN CAJA SECA (CAJA CERRADA), COLOR BLANCO, 
MODELO 1998, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 3GCJC54K0WG161022 CON PLACAS 
DE CIRCULACIÓN XB-79-601, PARTICULARES DEL ESTADO DE TLAXCALA; CORRESPONDEN A UN 
VEHÍCULO DE ORIGEN NACIONAL Y MODELO 1998; 2.- VEHÍCULO MARCA NISSAN, TIPO SEDÁN 
TSURU, COLOR BLANCO, CON NUMERO DE SERIE 0LB12-23261, Y PLACAS DE CIRCULACIÓN XWG-
90-94 PARTICULARES DEL ESTADO DE TLAXCALA, CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN 
NACIONAL Y MODELO 1990; 3.- VEHÍCULO MARCA CHRYSLER, DODGE, TIPO CAMIÓN VOLTEO, 
COLOR ROJO CON VOLTEO COLOR BLANCO, MODELO 1982, CON NUMERO DE SERIE EN LA CABINA 
L2-30207 Y NUMERO DE SERIE EN CHASIS L204358 Y PLACAS DE CIRCULACIÓN D96-AUF DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, ESTA CONSTITUIDO POR DOS COMPONENTES QUE CONFORMAN UN 
VEHÍCULO, LA CABINA Y EL CHASIS DE ORIGEN NACIONAL Y MODELO 1982; 4.- VEHÍCULO MARCA 
FORD , TIPO CAMIÓN CAJA SECA (CAJA CERRADA), COLOR BLANCO, MODELO 2013, CON NÚMERO 
DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 1FDEF3G62DEA58535, CON PLACAS DE CIRCULACIÓN LA-32-805 
PARTICULARES DEL ESTADO DE MÉXICO, CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN 
EXTRANJERO Y MODELO 2013; 5.- VEHÍCULO MARCA FORD, TIPO PICK UP, F-150 4X2 SÚPER CAB, 
COLOR NEGRO, CON ESTRIBOS EN COLOR BEIGE, MODELO 1998, CON NÚMERO DE 
IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 1FTZX17W3WKB90280 Y PLACA DE CIRCULACIÓN XA-41-337 
PARTICULARES DEL ESTADO DE TLAXCALA CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN 
EXTRANJERO Y MODELO 1998; 6.- VEHÍCULO MARCA FREIGHTLINER, TIPO CAMIÓN REDILAS, 
COLOR BLANCO, CON REDILAS EN COLOR ROJO, MODELO 2008, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN 
VEHICULAR 3ALHCYCSX8DZ27987 Y PLACAS DE CIRCULACIÓN 138-ED-2 DEL SERVICIO PÚBLICO 
FEDERAL CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN NACIONAL Y MODELO 2008; 7.- VEHÍCULO 
MARCA GENERAL MOTORS, CHEVROLET, TIPO PICK UP, COLOR AZUL, MODELO 1989, CON NÚMERO 
DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 3GCEC30L3KM142917 Y PLACAS DE CIRCULACIÓN WZ03800 
PARTICULARES DEL ESTADO DE TLAXCALA CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN NACIONAL 
Y MODELO 1989; 8.- VEHÍCULO MARCA FORD, TIPO CAMIÓN CAJA SECA (CERRADA), COLOR 
BLANCO CON CAJA CERRADA EN COLOR GRIS, MODELO 2015, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN 
VEHICULAR 1FDEF3G68FED12865, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN CORRESPONDE A UN VEHÍCULO 
DE ORIGEN EXTRANJERO Y MODELO 2015, 9.- VEHÍCULO MARCA FORD, TIPO CAMIÓN CAJA SECA 
(CERRADA) F-350, COLOR BLANCO, MODELO 2016 CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 
1FDEF3G66GEC36967 Y PLACAS DE CIRCULACIÓN TYC-66-80 PARTICULARES DEL ESTADO DE 
PUEBLA CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN EXTRANJERO Y MODELO 2016; QUE EN LA 
CARPETA DE INVESTIGACION FED/TLAX/DEL TLAX/0000163/2017, INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN 
0 QUIENES RESULTEN RESPONSABLES, POR EL DELITO PREVISTO EN EL ARTICULO 9, FRACCION II, 
DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DEL1TOS COMETIDOS EN MATERIA DE 
HIDROCARBUROS, EN PERJUICIO DE PETROLEOS MEXICANOS, SE DECRETO SU ASEGURAMIENTO 
MINISTERIAL DE LOS VEHICULOS, RAZON POR LA QUE DEBERAN ABSTENERSE DE ENAJENARLOS, 
GRABARLOS O HIPOTECARLOS Y QUE DE NO MANIFESTAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA EN 
UN TERMINO DE 90 DIAS NATURALES, CONTADOS A PARTIR DE LA PRESENTE NOTIFICACION, ANTE 
EL LICENCIADO MARCO TULIO GUZMÁN ALARCÓN, AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO DE LA 
FEDERACION ENCARGADO DE LA CÉLULA 1 DEL EQUIPO DE INVESTIGACIÓN Y LITIGACIÓN II DE LA 
UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y LITIGACIÓN “A” TLAXCALA, CON DOMICILIO EN AVENIDA INSTITUTO 
POLITECNICO NACIONAL, NUMERO 48, COLONIA SAN DIEGO METEPEC, CODIGO POSTAL 90110, 
TLAXCALA, TLAXCALA, CAUSARAN ABANDONO A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL. 
 

Atentamente. 
Tlaxcala, Tlaxcala a 21 de mayo de 2021. 

El C. Agente del Ministerio Público de la Federación 
encargado de la Célula 1 Equipo II de la Unidad de 

Investigación y Litigación “A” Tlaxcala. 
Licenciado Marco Tulio Guzmán Alarcón 

Rúbrica. 
(R.- 509085) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República de la 

Fiscalía Especializada en Materia de Delincuencia Organizada 
Unidad Especializada en Investigación de Delitos contra la Salud 

EDICTO 
 

- - - Se notifica a QUIEN O QUIENES TENGA DERECHOS o INTERÉS JURÍDICO, AL ACUERDO DE 
ASEGURAMIENTO DE BIENES, que en fecha NUEVE DE ENERO DEL DOS MIL, dictado dentro de la 
averiguación previa número 107/MPFEADS/2000 Ahora A.P: 497/MPFEADS/2000, en términos del resolutivo 
PRIMERO de ese acuerdo, en el que SE DECRETA EL ASEGURAMIENTO MINISTERIAL DE LO 
SIGUIENTE: 

1. Tres tarjetas con la leyenda “Amigo Telcel”, en las cuales se encontraron trazas de color blanco de la 
sustancia denominada Clorhidrato de Cocaína. 

2. Una báscula electrónica de la marca Ohaus HS-120. 
3. Un cuchillo con mango de madera y hoja metálica. 
4. Una hoja metálica (trozo de segueta con punta de las conocidas como charrasca). 
5. Un abrecartas metálico con mango forrado de material sintético de color rojo. 
6. Un estuche de material plástico con la leyenda Huggies con tapa de color verde y la caja de color 

blanco. 
7. Dos carteras de color negro al parecer de piel usadas. 
8. Una identificación expedida por el Instituto Federal Electoral a nombre de Mauricio Fernando 

Fernandez San Juan. 
9. Dos identificaciones expedidas por el estado de Texas de la Unión Americana a nombre de 

Fernandez Mauricio Fernando. 
10. Una licencia para conducir expedida por el Gobierno del Distrito Federal a nombre de Ángel Manuel 

Bautista Monsalvo. 
11. Un block de facturas del negocio cerrajerías Fernandez Hermanos con los números de folio de 

factura<s del número 801 al 850 en original y copia de color rosa. 
12. Un reloj de la marca Citizen con una leyenda que dice Titanium número de serie 4083860 usado. 
13. Un reloj de cuarzo de la marca Casio de material plástico de color negro en mal estado usado. 
14. Seis llaves metálicas engarzadas en dos argollas metálicas 
15. Dos llaves metálicas engarzadas en una argolla metálica. 
16. Un llavero metálico de la cual prenden tres argollas que contienen engarzadas diez llaves metálicas. 
17. Una identificación con la leyenda Fiesta expedida a nombre de Angel Manuel Bautista Monsalvo. 
18. Una mochila de color negro con bolsas en sus lados con cierres en mal estado, usada. 
19. Cinco block tipo secretarial para notas de color blanco con una dimensión aproximada de 10x6 

centímetros. 
20. 1,640.00 (mil seiscientos cuarenta pesos 00/100 M.N). 
21. 1.00 (Un dólar Americano 00/100 USD). 
Dicho bien es afecto a la averiguación previa número 107/MPFEADS/2000 Ahora A.P: 

497/MPFEADS/2000,, Notificación realizada de conformidad con lo previsto por el numeral 182.B Fracción II, 
181, 182-A , 182-B y 182-Ñ, del Código Federal de Procedimientos Penales, por lo cual deberán de 
abstenerse de enajenarlo, gravarlo con el apercibimiento que de no manifestarse lo que a su derecho 
convenga, en un término de noventa (90) días naturales, siguientes al de la notificación, los bienes causarán 
ABANDONO A FAVOR DE LA FISCALIA, lugar en donde el interesado podrá imponerse a las constancias 
conducentes al citado aseguramiento, en las oficinas que ocupa esta Unidad Especializada en Investigación 
de Delitos Contra la Salud con domicilio en avenida Paseo de la Reforma, número 75, Colonia Guerrero, 
Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06300, Ciudad de México. 
 

Atentamente 
Sufragio Efectivo, No Reelección 

Ciudad de México, a 08 de junio de 2021. 
Agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrita a la Unidad Especializada en Investigación de Delitos contra la Salud 
Lic. Lizbeth Guadalupe Maldonado Tun 

Rúbrica. 
(R.- 509086) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Sonora 
 NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 

1.- Carpeta de Investigación FED/SON/AGUA/0002011/2019 iniciada por el delito de Violación a la Ley 
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la modalidad de portación de arma de fuego del uso exclusivo 
del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, previsto en el artículo 83 Quat fracción II, en relación con el 11 de la Ley 
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 19 de abril de 2019 se decretó el aseguramiento de 
una cuatrimoto marca Polaris color rojo serie 4XAM45DA462076891 y una moto marca Italika, color naranja, 
serie 3GCPFTLE0J1004427, por ser objeto del delito investigado. 2.- Carpeta de investigación 
FED/SON/AGUA/0002031/2019 iniciada por el delito de Violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos, previsto en el artículo 83 Quat fracción II, en relación con el 11 de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos. en la cual el 29 de abril de 2019 se decretó el aseguramiento de un inmueble ubicado en 
Avenida 15, sin número, entre calles 46 y 47 callejón de la Colonia conocida como “El Tecolote”, en Agua 
Prieta, Sonora, coordenadas geográficas latitud 31.292464, Longitud -109.548095; Inmueble de una planta, 
construido en material de bloque enjarrado, pintando en colores beige y rosa, misma que cuenta con barda 
perimetral de material de block, con un acceso para vehículo sobre el callejón, de material de lámina color 
blanco, habilitado como taller, y un vehículo tipo vagoneta, marca Fiat, línea 500L, color azul, modelo 2016, 
número de serie ZFBCFADH1FZ031119, sin placas de circulación, por ser Objetos del delito investigado. 3.- 
Carpeta de Investigación FED/SON/AGUA/0002057/2017 iniciada por el delito de Contra la salud en su 
modalidad de posesión agravada de marihuana, previsto en el Articulo 195 primer párrafo del Código Penal 
Federal, en la cual el 21 de agosto de 2017 se decretó el aseguramiento de un inmueble ubicado en Calle 25 
y 26 avenidas 34 y 35 lote número 6, numero 3415 B, callejón, colonia Nuevo Progreso Agua Prieta, Sonora, 
inmueble de una sola planta construido en material de bloque enjarrado y pintado de color verde claro con dos 
ventanas, una de lado derecho y otra del lado izquierdo de la puerta frente al domicilio marcado con el número 
4885, por ser Objeto del delito que se investiga, por ser producto del delito que se investiga. 4.- Carpeta de 
Investigación FED/SON/NAVO/0000978/2020 iniciada por el delito de Acopio de armas de fuego y posesión 
de cargadores, previsto en el Artículo 83 Bis Fracción II y 83 Quin Fracción II, en la cual el 28 de abril de 2020 
se decretó el aseguramiento de $ 8,200.00 (ocho mil doscientos pesos 00/100 M.N.), por ser Objeto del delito 
que se investiga. 5.- Carpeta de investigación FED/SON/HSO/00001701/2020 iniciada por el delito de 
portación de arma de fuego del uso exclusivo del ejército, armada y Fuerza Aérea, previsto en el Artículo 83 
Fracción III de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 23 de julio de 2020, se decretó el 
aseguramiento de $110,110.00 (ciento diez mil ciento diez pesos mexicanos) siendo estos (94 billetes en 
moneda nacional con denominación $500 pesos mexicanos, 171 billetes en moneda nacional con 
denominación $200 pesos mexicanos, 199 billetes en moneda nacional con denominación $100 pesos 
mexicanos, 117 billetes en moneda nacional con denominación $50 pesos mexicanos y 158 billetes en 
moneda nacional con denominación $20 pesos mexicanos), y $130.00 dólares americanos (ciento treinta 
dólares americanos), siendo estos (06 billetes con denominación 20 dólares americanos y 02 billetes con 
denominación 5 dólares americanos), por ser objeto del delito que se investiga. 6.- Carpeta de investigación 
FED/SON/HSO/00004160/2019, iniciada por el delito de portación de armas de fuego del uso exclusivo del 
Ejército, Armada y Fuerza Aérea, previsto en el artículo 83 Fracción III de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos, en la cual el 27 de diciembre de 2019, se decretó el aseguramiento de un vehículo de la marca 
Chevrolet, línea Tahoe, modelo 2010, color blanco, con número de serie 1GNUKBE09AR254682, con placas 
de circulación del estado de Jalisco JPH6650, con blindaje y un vehículo de la marca Chevrolet, línea 
Cheyene, color gris, con número de serie 1GCEK19J387214554, sin placas, con blindaje, por ser objetos del 
delito que se investiga. 7.- Carpeta de investigación FED/SON/GUAY/0003058/2019, iniciada por el delito de 
robo, previsto en el artículo 367 Código Penal Federal, en la cual el 04 de octubre de 2019, se decretó el 
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aseguramiento de un vehículo marca Chevrolet, serie GMT 400, equipado con redilas, color blanco con líneas 
rojas, serie 1GBHC34K0LE149267, por ser objeto del delito que se investiga. 8.- Carpeta de investigación 
FED/SON/GUAY/0001360/2020, iniciada por el delito de posesión de cargadores y cartuchos, previsto en el 
artículo 83 Quin Fracción I y 83 Quat fracción II de Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 
05 de noviembre de 2020, se decretó el aseguramiento de un vehículo marca Ford, tipo pick up, serie F-150, 
color blanco, serie 1FTRF12W77KB47539, Modelo 2007, por ser objeto del delito que se investiga. 9.- 
Carpeta de investigación FED/SON/NOG/0001236/2020, iniciada por el delito de posesión de cargadores y 
Contra la Salud en la modalidad de posesión con fines de comercio, previsto en los artículos 83 Quin Fracción 
II de Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; 476 de la Ley General de Salud, en la cual el 28 de mayo 
de 2020, se decretó el aseguramiento de un vehículo tipo camioneta, marca Chevrolet, línea Tahoe, modelo 
2008, color negro, serie 1GNFK13058R225339, con placas de circulación 767-VXD del Distrito Federal, por 
ser objeto del delito que se investiga. Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda 
y se apercibe, para que se abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no 
manifestar lo que a su interés convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la 
publicación del presente, dichos bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del 
conocimiento que los referidos bienes se encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio 
Público de la Federación, de la Delegación en el estado Sonora de con domicilio Boulevard García Morales 
kilómetro 9.5, colonia La Manga, Hermosillo, Sonora, C.P. 83220. 

 

Atentamente. 

Hermosillo, Sonora a 04 de marzo de 2021. 

 El Encargado del Despacho de la Delegación Estatal en suplencia por ausencia del Titular de la Fiscalía 

General de la República 

Lic. Daniel Valdés Vera. 

Rúbrica. 

(R.- 509078) 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Fiscalía Especializada en Materia de Delincuencia Organizada 
Unidad Especializada en Investigación de Asalto y Robo de Vehículos 

EDICTO 
 

SE NOTIFICA AL PROPIETARIO, POSEEDOR, REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN TENGA 
DERECHOS O INTERÉS JURÍDICO, que en fecha veintiuno de junio de dos mil dieciocho, se decretó 
aseguramiento de entre otros bienes de lo siguiente: 

INMUEBLE: PREDIO UBICADO EN CALLE VENUSTIANO CARRANZA SIN NÚMERO, CON DIRECCIÓN 
A LA AUTOPISTA ATLACOMULCO-TOLUCA, ENTRE CALLES LOS TULIPANES Y FRANCISCO JAVIER 
MINA, DE LA COMUNIDAD DE SAN CRISTÓBAL HUICHOCHITLAN, MUNICIPIO DE TOLUCA, EN EL 
ESTADO DE MÉXICO; CON COORDENADAS GEOGRÁFICAS LATITUD NORTE 19°20´14.70” ; LONGITUD 
OESTE 99°39´38.32”.  

Dicho bien está afecto a la Carpeta de Investigación FED/SEIDO/UEIARV-MEX/0000952/2018, 
notificación que se realiza de conformidad con lo previsto por los artículos 82 fracción III y último párrafo, y 
231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, apercibidos de que se abstengan de ejercer actos de 
dominio sobre los bienes asegurados y que de no manifestar lo que a su derecho convenga en un término de 
noventa días naturales siguientes al de la notificación, los bienes causarán ABANDONO A FAVOR DEL 
GOBIERNO FEDERAL, asimismo se le informa que en las oficinas que ocupan esta Representación Social 
de la Federación, sito Avenida Paseo de la Reforma número 75, Colonia Guerrero, Delegación Cuauhtémoc, 
C.P. 06300, Ciudad de México, podrá imponerse de las constancias conducentes al citado aseguramiento. 
 

Atentamente 
“Sufragio Efectivo. No Reelección” 

Ciudad de México, a 07 de junio de 2021. 
Agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrita a la UEIARV de la FEMDO. 
Lic. Yohana María Aguilar Alfaro. 

Rúbrica. 
(R.- 509079) 
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Fiscalía General de la República 

Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales 

LICITACION PUBLICA No. FGR/OM/DGRMSG/DGARM/LP/ENA/01/2021 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos párrafo tercero; 3 fracción V, 4 primer párrafo  

y 6 fracción XVIII de la Ley General de Bienes Nacionales; Vigésima Séptima fracción I y Vigésima Novena de las NORMAS Generales para el registro, afectación, 

disposición final y baja de bienes muebles de la Administración Pública Federal Centralizada; en apego a lo establecido en el Segundo Transitorio párrafo segundo, 

Cuarto Transitorio párrafo segundo y Sexto Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley de la Fiscalía General de la República, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 20 de mayo de 2021 y demás disposiciones aplicables, se convoca a las personas físicas y/o morales, nacionales y/o extranjeras a participar en la 

Licitación Pública número FGR/OM/DGRMSG/DGARM/LP/ENA/01/2021, para la enajenación a título oneroso de 46 vehículos automotores usados y 19 vehículos 

automotores considerados como desecho ferroso, no útiles para la Fiscalía General de la República, conforme a lo siguiente: 

El periodo de consulta de las Bases de la presente Licitación Pública será del 23 de julio de 2021 al 02 de agosto de 2021, misma que se podrá realizar en las 

oficinas de la Fiscalía General de la República, sita en Calzada Vallejo No. 2000, Colonia San José de la Escalera, Alcaldía Gustavo A. Madero, C.P. 07630 en la 

Ciudad de México, así como en la página web de la Institución http://www.gob.mx/fgr. 

Las Bases de la citada Licitación Pública tendrán un costo de $2,500.00 (DOS MIL QUINIENTOS PESOS 00/100 M/N), que deberá ser pagado a través de la 

Institución “Banco Mercantil del Norte”, S.A. Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, con número de convenio o empresa 149583 (FGR DPAS Y 

OTROS) y número de referencia 18523704; debiendo entregar el original del comprobante de pago de Bases en atención al Lic. Luis Daniel Rosales Lozano, Director 

de Área, adscrito a la Dirección General Adjunta de Recursos Materiales de la Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales, en el domicilio ubicado 

en Calzada Vallejo No. 2000, Colonia San José de la Escalera, Alcaldía Gustavo A. Madero, C.P. 07630 en la Ciudad de México, en un horario 10:00 a 15:00 horas, 

con el fin de que se realice el registro de participación y se entregue un ejemplar de estas. 

 El periodo para la inspección física de los 46 vehículos automotores usados y los 19 vehículos automotores considerados como desecho ferroso será del  

26 de julio de 2021 al 02 de agosto de 2021, en días hábiles, en un horario de 10:00 a 15:00 horas, en la ubicación física de los bienes que más adelante se 

detallan. Quien no cumpla con el requisito de registro, presentación de identificación y el apego a las disposiciones de seguridad, no podrá realizar la inspección física 

de los bienes. 

 La garantía de sostenimiento de la oferta será con cheque(s) de caja a favor de la Fiscalía General de la República, con la denominación FGR R49 810 DPAS 

Y OTROS, por un monto del 10% del valor mínimo para venta de los bienes. Dicho(s) cheque(s) deberá(n) presentarse en cifras cerradas sin considerar centavos. 

La garantía para el sostenimiento de la oferta (cheque o cheques de caja), deberá presentarse por cada una de la(s) partida(s) que sean del interés en participar. 

 La junta de Aclaraciones de Bases se llevará a cabo el día 03 de agosto de 2021 a las 11:00 horas; la presentación y apertura de ofertas se realizará el día 

06 de agosto de 2021 a las 10:00 horas y el fallo se efectuará el día 06 de agosto de 2021 a las 17:00 horas. Todos los actos se llevarán a cabo en las en las 

oficinas de la Fiscalía General de la República, sita en Calzada Vallejo No. 2000, Colonia San José de la Escalera, Alcaldía Gustavo A. Madero, C.P. 07630 en la 

Ciudad de México”. 

 El retiro de los bienes se deberá realizar en un horario de 11:00 a 17:00 horas, dentro de los 3 días hábiles siguientes de la fecha de pago de los bienes 

adjudicados, en el domicilio en que se ubican físicamente los bienes. 
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Partida Tipo de Bienes Unidad de Medida Valor Mínimo para Venta (M.N.) Ubicación física de los bienes 

1 8 vehículos automotores usados Unidad $ 289,433.43 • Santa Fe. 

• Vallejo. 

• Venta de Carpio. 

• Río Panuco. 

2 8 vehículos automotores usados Unidad $ 295,173.83 

3 8 vehículos automotores usados Unidad $ 287,758.17 

4 8 vehículos automotores usados Unidad $ 276,829.12 

5 7 vehículos automotores usados Unidad $ 256,804.42 

6 7 vehículos automotores usados Unidad $ 279,413.29 

 

Partida Descripción de los desechos Peso 

Aproximado 

Unidad de 

Medida 

Valor Mínimo para venta 

por Kilogramo (M.N.) 

Valor Mínimo 

para venta (M.N.) 

Ubicación física 

de los bienes 

7 19 unidades vehiculares automotores, 

consideradas desecho ferroso. 

125,376 Kilogramo $4.5423 $569,495.40 • Santa Fe. 

• Vallejo. 

 

Ubicación física de los bienes: 

 Santa Fe: 

Carretera México-Toluca número 408, Santa Fe, Granjas Palo Alto, Cuajimalpa de Morelos, C.P. 01219 Santa Fe, Ciudad de México. 

 Vallejo: 

Calzada Vallejo No. 2000, Colonia San José de la Escalera, Alcaldía Gustavo A. Madero, C.P. 07630, Ciudad de México. 

 Venta de Carpio: 

Carretera México-Pachuca Km. 27+000, tramo Venta de Carpio-Ojo de Agua, poblado Venta de Carpio, C.P. 55060, Ecatepec de Morelos, Estado de México. 

 Río Panuco: 

Río Panuco número 10, Colonia Renacimiento, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06500, Ciudad de México. 

 

Subasta 

Se procederá a la subasta de los bienes, cuando no se logre su venta en el procedimiento de Licitación Pública, siendo postura legal en primera almoneda las dos 

terceras partes del valor mínimo para venta considerado para la Licitación, y un 10% menos en segunda almoneda. 

 

Ciudad de México, a 23 de julio de 2021. 

Director General de Recursos Materiales y Servicios Generales 

C.P. Javier Cervantes Martínez 

Rúbrica. 

(R.- 509097) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Procesos de Propiedad Industrial 

Coordinación Departamental de Cancelación y Caducidad 

Wal-Mart de México, S.A.B. de C.V. 

Vs. 

Miguel Sánchez Ornelas 

M. 1899689 The Mexican Lucha 

Exped.: P.C. 665/2020 (N-215) 8914 

Folio: 23457 

“2020, Año de Leona Vicario, Benemérita Madre de la Patria” 

Miguel Sánchez Ornelas 

NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 

 

Por escrito presentado el 23 de junio de 2020, con folio interno 013044, e ingresado a la oficialía de partes 

de esta Dirección, el 13 de julio de 2020, con folio de entrada 008914, Lorenzo Armando Hurrle Díaz, 

apoderado de WAL-MART DE MÉXICO, S.A.B. DE C.V, solicitó la declaración administrativa de nulidad del 

registro marcario citado al rubro, propiedad de MIGUEL SÁNCHEZ ORNELAS. 

Por lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este Instituto 

notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MIGUEL SÁNCHEZ ORNELAS, parte 

demandada, el plazo de UN MES, contado a partir del día hábil siguiente en que aparezca esta publicación, 

para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su contra y 

manifieste lo que a su derecho convenga, apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 

transcurrido el término señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a 

lo establecido por el artículo 199 de la Ley de la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República  

y en el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la 

Ley de la Propiedad Industrial. 

 

Atentamente 

3 de noviembre de 2020 

El Coordinador Departamental de Cancelación y Caducidad. 

Roberto Díaz Ramírez. 

Rúbrica. 

(R.- 509110) 
Secretaría de la Función Pública 

Órgano Interno de Control en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social 
Área de Responsabilidades 

Exp. Admvo. R/01/2021 
 

Ciudad de México, a once de junio de dos mil veintiuno. 
Visto el estado procesal y agotados los medios de investigación para la localización del C. HERMES 

ALEJANDRO MERINO CASAS, sin que se haya obtenido un domicilio distinto de aquellos que ya obran en 
autos, resultando imposible su localización y por consecuencia, ignorándose domicilio alguno para llevar a 
cabo el emplazamiento del presunto responsable; es menester señalar que, el procedimiento de 
responsabilidad administrativa que nos ocupa, versa respecto de presuntas faltas administrativas 
GRAVES que podrían infringir lo previsto en los artículos 53 Bis de Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, en relación con el 97 de su Reglamento; 7 fracción I y 
57 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, además de implicar un posible daño al 
erario público, por esta razón, es necesario realizar las gestiones conducentes para salvaguardar el derecho 
de audiencia del incoado, por lo anterior, con fundamento en el artículo 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
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en términos del precepto 1 de ésta última, que a su vez resulta supletoria de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas de conformidad con su numeral 118, es de acordarse y se: 

ACUERDA 
PRIMERO. Se ordena notificar por Edictos al C. HERMES ALEJANDRO MERINO CASAS, que serán 

publicados por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los 
periódicos de mayor circulación en la República Mexicana; a efecto de que tenga pleno conocimiento del 
procedimiento instaurado en su contra y esté en aptitud de concurrir ante esta autoridad substanciadora, para 
lo cual deberá publicarse íntegramente el presente proveído. 

SEGUNDO. Hágasele del conocimiento al C. HERMES ALEJANDRO MERINO CASAS que deberá 
presentarse dentro del término de TREINTA DÍAS HÁBILES, contados a partir del día siguiente al de la 
última publicación realizada tanto en el Diario Oficial de la Federación como en el Periódico de mayor 
circulación elegido para dicho fin;  a las oficinas del Órgano Interno de Control en la Secretaría del 
Trabajo ubicadas en: Avenida Félix Cuevas, número 301, Piso 7, Colonia del Valle, Delegación Benito 
Juárez, C.P. 03100, en la Ciudad de México, en días y horas hábiles, Lunes a Viernes de 9:00 a 15:00 y 
de 16:00 a 18:30 horas, previa identificación y razón que obre en autos; a efecto de: a) recoger las copias de 
traslado del presente asunto, b) señalar un domicilio para practicar cualquier notificación personal relacionada 
con la substanciación y resolución del presente asunto; y c) notificarse de la fecha en que tendrá verificativo la 
Audiencia Inicial; APERCIBIDO que, en caso de no comparecer por sí o por apoderado legal debidamente 
acreditado que pueda representarlo, se hará la certificación que corresponda y se continuará el 
procedimiento, haciéndosele las ulteriores notificaciones, por los estrados de este Órgano Interno de Control 
en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social. y Previsión Social. 

TERCERO. En caso de que el presunto responsable comparezca en el término establecido en el presente 
proveido, señálese y notifíquesele una nueva fecha para que tenga verificativo la Audiencia Inicial que 
señala el artículo 208, fracción II de Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

CUARTO. Notifíquese el presente acuerdo, por oficio a la Autoridad Investigadora y al Denunciante y 
Fíjese en los estrados del Órgano Interno de Control en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, una copia 
certificada íntegra del presente Acuerdo. 

Así lo proveyó y firma el Mtro. Luis Armando Ballinas Oceguera, Titular del Área de Responsabilidades 
del Órgano Interno de Control en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, actuando como Autoridad 
Substanciadora.- Rúbrica. 

 (R.- 509093) 

AVISO AL PÚBLICO 

Se informa que para la inserción de documentos en el Diario Oficial de la Federación, se deberán cubrir 
los siguientes requisitos: 

 Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación 
del documento, fundando y motivando su petición conforme a la normatividad aplicable, con dos copias 
legibles. 

 Documento a publicar en papel membretado que contenga lugar y fecha de expedición, cargo, nombre 
y firma autógrafa de la autoridad emisora, sin alteraciones, en original y dos copias legibles. 

 Versión electrónica del documento a publicar, en formato Word, contenida en un solo archivo, 
correctamente identificado. 

 Comprobante de pago realizado ante cualquier institución bancaria o vía internet mediante el esquema 
de pago electrónico e5cinco del SAT, con la clave de referencia 014001743 y la cadena 
de la dependencia 22010010000000. El pago deberá realizarse invariablemente a nombre del solicitante de la 
publicación, en caso de personas físicas y a nombre del ente público u organización, en caso de personas 
morales. El comprobante de pago se presenta en original y copia simple. El original del pago queda bajo 
resguardo de esta Dirección. 

Nota: No se aceptarán recibos bancarios ilegibles; con anotaciones o alteraciones; con pegamento o cinta 
adhesiva; cortados o rotos; pegados en hojas adicionales; perforados; con sellos diferentes a los de las 
instituciones bancarias. 

Todos los documentos originales, entregados al Diario Oficial de la Federación, quedarán resguardados en 
sus archivos. 

Las solicitudes de publicación de licitaciones para Concursos de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y 
Servicios, así como los Concursos a Plazas Vacantes del Servicio Profesional de Carrera, se podrán tramitar 
a través de la herramienta “Solicitud de publicación de documentos en el Diario Oficial de la Federación a 
través de medios remotos”, para lo cual además de presentar en archivo electrónico el documento a publicar, 
el pago correspondiente (sólo en convocatorias para licitaciones públicas) y la e.firma de la autoridad emisora 
del documento, deberá contar con el usuario y contraseña que proporciona la Dirección General Adjunta del 
Diario Oficial de la Federación. 

Por ningún motivo se dará trámite a las solicitudes que no cumplan los requisitos antes señalados. 
Teléfonos: 50 93 32 00 y 51 28 00 00, extensiones 35078 y 35080. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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Aeropuerto de San José del Cabo, S.A. de C.V. 
 

Hago referencia al Oficio No. 4.1.3.1.-DT/A/0019/2021 de fecha 06 de julio de 2021, emitido por la Agencia 
Federal de Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en virtud del cual se registran 
las Tarifas de Uso de Aeropuerto (TUA) Nacional e Internacional correspondientes al Aeropuerto de San José 
del Cabo, S.A. de C.V. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 134 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, a 
continuación, se publican las tarifas correspondientes, mismas que están contenidas en el anexo único del 
Oficio de referencia. 

 
Atentamente, 

San José del Cabo, B.C.S., a 12 de julio de 2021 
Apoderado Legal del Aeropuerto de San José del Cabo, S.A. de C.V. 

Ing. José Ángel Martínez Sánchez 
Rúbrica. 

 
TARIFAS POR USO DE AEROPUERTO (TUA) 

APLICABLES EN EL AEROPUERTO DE SAN JOSÉ DEL CABO 
VIGENTES A PARTIR DEL 01 DE AGOSTO DE 2021 

  Tarifa 
  Nacional Internacional
  Pesos Dólares
Tarifa de Uso de Aeropuerto (Por Pasajero) 319.50 42.60

 
Nota: 
Estas tarifas no incluyen el Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual será trasladado en los términos de la 

Ley de la materia. 
La Tarifa de Uso de Aeropuerto (TUA) Internacional está expresada en dólares de los Estados Unidos de 

América. 
 

Apoderado Legal del Aeropuerto de San José del Cabo, S.A. de C.V. 
Ing. José Ángel Martínez Sánchez 

Rúbrica. 
(R.- 509034) 

Aeropuerto de Tijuana, S.A. de C.V. 
 
Hago referencia al Oficio No. 4.1.3.1.-DT/A/0021/2021 de fecha 06 de julio de 2021, emitido por la Agencia 

Federal de Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en virtud del cual se registran 
las Tarifas de Uso de Aeropuerto (TUA) Nacional e Internacional correspondientes al Aeropuerto de Tijuana, 
S.A. de C.V. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 134 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, a 
continuación, se publican las tarifas correspondientes, mismas que están contenidas en el anexo único del 
Oficio de referencia. 

 
Atentamente, 

Tijuana, B.C, a 12 de julio de 2021 
Apoderado Legal del Aeropuerto de Tijuana, S.A. de C.V. 

Ing. José Ángel Martínez Sánchez 
Rúbrica. 

 
TARIFAS POR USO DE AEROPUERTO (TUA) 

APLICABLES EN EL AEROPUERTO DE TIJUANA 
VIGENTES A PARTIR DEL 01 DE AGOSTO DE 2021 

  Tarifa 
  Nacional Internacional
  Pesos Dólares
Tarifa de Uso de Aeropuerto (Por Pasajero) 404.50 18.00 

 
Nota: 
Estas tarifas no incluyen el Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual será trasladado en los términos de la 

Ley de la materia. 
La Tarifa de Uso de Aeropuerto (TUA) Internacional está expresada en dólares de los Estados Unidos de 

América. 
 

Apoderado Legal del Aeropuerto de Tijuana, S.A. de C.V. 
Ing. José Ángel Martínez Sánchez 

Rúbrica. 
(R.- 509038) 
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Aeropuerto de Guadalajara, S.A. de C.V. 
 

Hago referencia al Oficio No. 4.1.3.1.-DT/A/0016/2021 de fecha 06 de julio de 2021, emitido por la Agencia 
Federal de Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en virtud del cual se registran 
las Tarifas de Uso de Aeropuerto (TUA) Nacional e Internacional correspondientes al Aeropuerto de 
Guadalajara, S.A. de C.V. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 134 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, a 
continuación, se publican las tarifas correspondientes, mismas que están contenidas en el anexo único del 
Oficio de referencia. 
 

Atentamente, 
Guadalajara, Jal., a 12 de julio de 2021 

Apoderado Legal del Aeropuerto de Guadalajara, S.A. de C.V. 
Ing. José Ángel Martínez Sánchez 

Rúbrica. 
 

TARIFAS POR USO DE AEROPUERTO (TUA) 
APLICABLES EN EL AEROPUERTO DE GUADALAJARA 

VIGENTES A PARTIR DEL 01 DE AGOSTO DE 2021 
  Tarifa 
  Nacional Internacional
  Pesos Dólares
Tarifa de Uso de Aeropuerto (Por Pasajero) 383.50 42.60

 
Nota: 
Estas tarifas no incluyen el Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual será trasladado en los términos de la 

Ley de la materia. 
La Tarifa de Uso de Aeropuerto (TUA) Internacional está expresada en dólares de los Estados Unidos de 

América. 
 

Apoderado Legal del Aeropuerto de Guadalajara, S.A. de C.V. 
Ing. José Ángel Martínez Sánchez 

Rúbrica. 
(R.- 509040) 

Aeropuerto de Puerto Vallarta, S.A. de C.V. 
 

Hago referencia al Oficio No. 4.1.3.1.-DT/A/0020/2021 de fecha 06 de julio de 2021, emitido por la Agencia 
Federal de Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en virtud del cual se registran 
las Tarifas de Uso de Aeropuerto (TUA) Nacional e Internacional correspondientes al Aeropuerto de Puerto 
Vallarta, S.A. de C.V. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 134 del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, a 
continuación, se publican las tarifas correspondientes, mismas que están contenidas en el anexo único del 
Oficio de referencia. 

 
Atentamente, 

Puerto Vallarta, Jal., a 12 de julio de 2021 
Apoderado Legal del Aeropuerto de Puerto Vallarta, S.A. de C.V. 

Ing. José Ángel Martínez Sánchez 
Rúbrica. 

 
TARIFAS POR USO DE AEROPUERTO (TUA) 

APLICABLES EN EL AEROPUERTO DE PUERTO VALLARTA 
VIGENTES A PARTIR DEL 01 DE AGOSTO DE 2021 

  Tarifa 
  Nacional Internacional
  Pesos Dólares
Tarifa de Uso de Aeropuerto (Por Pasajero) 335.50 41.50

 
Nota: 
Estas tarifas no incluyen el Impuesto al Valor Agregado (IVA), el cual será trasladado en los términos de la 

Ley de la materia. 
La Tarifa de Uso de Aeropuerto (TUA) Internacional está expresada en dólares de los Estados Unidos de 

América. 
 

Apoderado Legal del Aeropuerto de Puerto Vallarta, S.A. de C.V. 
Ing. José Ángel Martínez Sánchez 

Rúbrica. 
(R.- 509042) 
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Secretaría de la Defensa Nacional 
CONVOCATORIA DE LICITACIÓN PÚBLICA No. SDN-CMG-LP-01/2021 

 
El que suscribe, General Brigadier Diplomado de Estado Mayor Francisco Javier Zubia González 

Comandante y presidente del subcomité de BB.MM. del C.M.G., en cumplimiento a lo dispuesto en los 
artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 131 y 132 de la Ley General de 
Bienes Nacionales y las Vigésima Octava, Vigésima Novena y Trigésima de las Normas Generales para el 
Registro, Afectación, Disposición Final y Baja de Bienes Muebles de la Administración Pública Federal 
Centralizada, invita al público en general a participar a la venta de diversas partidas que a continuación se 
indican y que se describen en las bases respectivas, la cual se realizará mediante el procedimiento  
de Licitación Pública como sigue: 
 

No. de Partida Descripción: Valor para venta Ubicación. 
1-92 92 Equinos para venta $ 944,000.00 Criadero Militar de Ganado 

(Santa Gertrudis, Chih.). 
 

La adquisición de las bases se realizará en forma gratuita del día 3 al 16 de agosto del 2021, en la página 
de internet www.sedena.gob.mx. Publicadas en las fechas señaladas y a través del Criadero Militar de 
Ganado, ubicado en el interior del Campo Militar No. 42-A “Gral. Div. Francisco Villa” (Santa Gertrudis), 
carretera Delicias-Naica, Municipio de Saucillo, Chih., en días hábiles de 08:00 a 14:00 horas, culminando el 
plazo a las 09:00 horas del día 17 de agosto del presente año. 

Las dudas sobre el contenido de las bases se resolverán en la junta de aclaraciones que se realizará a las 
10:00 horas del día 17 de agosto del 2021, en las instalaciones del Criadero Militar de Ganado ubicado en el 
interior del Campo Militar número 42-A “Gral. Div. Francisco Villa” (Santa Gertrudis), carretera Delicias-Naica, 
Municipio de Saucillo, Chih., a la cual podrá asistir cualquier persona, aún sin haber adquirido las bases  
de la licitación, registrando únicamente su asistencia y absteniéndose de intervenir durante el desarrollo de la 
reunión. Asimismo, o en caso que con motivo de dicha junta proceda la modificación a las bases,  
será obligación de los interesados obtener copia del acta que por ello se levante, la que también será 
colocada en la página de internet para formar parte de las bases. 

La inscripción se llevará a cabo en las instalaciones del Criadero Militar de Ganado, ubicado en el interior 
del Campo Militar número 42-A “Gral. Div. Francisco Villa” (Sta. Gertrudis, Chih.), carretera Delicias-Naica, 
Municipio de Saucillo, Chih., el día 18 de agosto del 2021 a las 10:00 horas, a efecto de recibir la 
documentación requerida en las bases de la licitación a las 11:00 horas del mismo día, posteriormente  
se procederá a la apertura de ofertas y a las 12:00 horas del día en mención se comunicará el fallo a  
los participantes. 

Las ofertas deberán presentarse mediante la cédula anexa a las bases, en sobre cerrado, rotulado  
o manuscrito con los datos del licitante, garantizándolas con cheque de caja y/o certificado expedido por una 
Institución Bancaria (excepto Bancomer), a favor de la Tesorería de la Federación, por el 10% del valor de 
venta de los bienes que se pretenda adquirir, mismo que será devuelto al término del acto de fallo, salvo al 
que haya presentado la oferta más alta, quedando en garantía; en el concepto que la fecha de expedición de 
los cheques de caja deberá ser máximo 30 días anteriores a la fecha del acto de apertura de ofertas y en los 
casos de cheque certificado, éste deberá ser de la cuenta del licitante, ya sea persona física o moral. 

En caso de declararse “desierta” alguna partida se procederá a su subasta, precisando que será postura 
legal en primera almoneda las dos terceras partes del valor fijado para venta en la licitación; si en la primera 
almoneda no hubiera postura legal, se realizará una segunda almoneda, deduciendo en ésta un 10% del 
importe que en la anterior hubiere constituido la postura legal. 

El pago de los bienes adjudicados se hará previo a su retiro mediante el esquema de pago denominado 
“e5cinco”, presentando en ventanilla bancaria de cualquier institución la hoja de ayuda que se anexará al 
oficio de adjudicación, teniendo como fecha límite para el retiro el día 30 de agosto del 2021. 

 
Campo Mil. 42-A “Gral. Div. Francisco Villa” (Santa Gertrudis, Chih.), a 12 de julio 2021. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 
El Comandante del C.M.G. 

Gral. Brig. D.E.M. Francisco Javier Zubía González. 
Rúbrica. 

(R.- 509114) 
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